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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA>
>
<<I. ASISTENCIA>
<
Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis;  del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.>>
<<II. APERTURA DE LA SESIÓN>
<


--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.>>
<<III. TRAMITACIÓN DE ACTAS>
<
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 76 ª y 77ª, ordinarias, en 18 y 19 de diciembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).>>
<<IV. CUENTA>
<
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza con el fin de regular la oferta de carreras impartidas por instituciones de educación superior autónomas (boletín N° 5.688-04) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, acerca del proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (boletín N° 5.560-07).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



2.- Proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y diversas normas que indica (boletín N° 5.172-09).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, acerca del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero sufragar en la elección de Presidente de la República (boletín N° 268-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza (con la urgencia prevista en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (boletín N° S 1.037-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU el 15 de diciembre de 1989 (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.732-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990 en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001 (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.733-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



Con el tercero informa que aprobó el proyecto de acuerdo relativo a la “Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas” (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 5.500-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el último informa que aprobó el proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.560-07) (Véase en los Anexos, documento 6), con la enmienda que señala.



--Queda para tabla.



Cuatro de la Excelentísima Corte Suprema:



Con el primero comunica su parecer acerca del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Orpis, que sanciona el comercio ambulante (boletín N° 5.486-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los tres siguientes transcribe igual número de acuerdos adoptados por su Tribunal Pleno:



En primer lugar, señala que procedió a elegir Presidente de la Excelentísima Corte Suprema a don Urbano Marín Vallejo por el período comprendido entre el 6 de enero de 2008 y el 5 de enero de 2010.



En segundo lugar, expresa que designó miembros del Tribunal Calificador de Elecciones a la señora Margarita Herreros Martínez y a los señores Orlando Álvarez Hernández, Sergio Muñoz Guajardo y Pedro Pierry Arrau, y al ex Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados señor Carlos Sívori Alzérreca.



Finalmente, manifiesta que procedió a designar al señor Jorge Ibáñez Vergara, ex Presidente de la Cámara de Diputados, como integrante del Tribunal Calificador de Elecciones en reemplazo del señor Carlos Sívori Alzérreca, quien ha declinado su nombramiento en este organismo.



--Se toma conocimiento.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada con respecto al proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 19.464 y otorga beneficios que indica (boletín N° 5.085-04).



Con los dos siguientes envía copia de las sentencias dictadas en relación con igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los artículos 113, inciso primero; 129, inciso final, y 171 del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento.



Con el último envía una copia del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado respecto del artículo 96 del Código Tributario.



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a investigación sumaria realizada en la Dirección de Vialidad de la Novena Región en relación con los recursos presupuestarios que no fueron invertidos durante el año 2006.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, referido al avance del Acuerdo que suscribirían Chile y Portugal con el fin de evitar la doble tributación entre ambos países.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, a través del cual contesta el acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gómez, Núñez, Orpis, Pérez, Sabag y Vásquez, por el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República hacer uso del dos por ciento del monto de los gastos que autoriza la Ley de Presupuestos, con el propósito de reconstruir las zonas afectadas por el reciente terremoto ocurrido en la Región de Antofagasta (boletín N° S 1.028-12).



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Escalona, García, Naranjo, Novoa, Pizarro, Romero y Sabag, a través del que se pidió a Su Excelencia la Presidenta de la República que adoptase un conjunto de medidas en favor de los pequeños y medianos agricultores del país afectados por las heladas registradas en el invierno recién pasado (boletín N° S 994-12).



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, referido al requerimiento que formuló el señor Presidente de la agrupación denominada “Acción por el Trabajo”, de la Región de los Ríos, con respecto a las medidas que favorecerían a las llamadas “mipymes”.



Dos de la señora Ministra de Salud:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a las peticiones formuladas por los funcionarios del Hospital de Puerto Cisnes.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, relativo al funcionamiento de la red de atención de salud del Servicio de Salud Viña-Quillota.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, referido a la responsabilidad de INDAP en la entrega de un conjunto de maquinarias a cuatro asociaciones gremiales de Puerto Guadal, comuna de Chile Chico.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a través del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a las medidas que es necesario adoptar para proteger los recursos naturales que se ubican en el tramo en que se instalará la red de fibra óptica que va desde Chaitén hacia el eje de Coihaique-Puerto Aisén.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, tocante a los motivos por los que se rechazaron las peticiones destinadas a regularizar la posesión y ocupación de inmuebles fiscales que indica.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Horvath, al que adhirió el Senador señor Bianchi, referido al subsidio eléctrico que se debe otorgar a los habitantes de las Regiones de Aisén y de Magallanes y de la Antártica Chilena, y de la provincia de Palena.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, relativo a la instalación de una antena de telefonía móvil en la zona que indica de la ciudad de Osorno.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, con el cual da respuesta a dos oficios enviados en nombre de los Senadores señores Muñoz Barra y Navarro, referidos a la responsabilidad civil del Estado por la muerte de la señora Victoria Adelaida Seguel Soto.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, concerniente a un reclamo formulado por un particular en cuanto al servicio eléctrico entregado por la empresa CGE Distribución S.A.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, por el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, relativo a los mecanismos de control fito y zoosanitario aplicable a las comunicaciones enviadas mediante los sistemas courier o de transporte rápido y que pueden contener sustancias peligrosas para la agricultura nacional.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica y Ruiz De Giorgio, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (boletín Nº 3.777-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Allamand, Coloma, Flores y Frei, sobre vegetales genéticamente modificados (boletín Nº 4.690-01) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en un proyecto de acuerdo mediante el cual los Honorables señores Navarro, Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz Esquide proponen que el Senado manifieste su solidaridad con el pueblo y Gobierno de Argelia frente a los graves atentados terroristas que han sufrido; que condene el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, y que reitere su convicción en el sentido de que a través del diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos se podrá alcanzar la paz en África y el Medio Oriente (boletín N° 1.034-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
Comunicaciones



Del Senador señor Bianchi, mediante la cual informa que ha dejado de pertenecer al Comité Renovación Nacional e Independiente.



Del Senador señor Cantero, con la que comunica que dejó de pertenecer al Comité Renovación Nacional e Independiente.



--Se toma conocimiento.


De los Senadores señores Bianchi, Cantero, Flores y Zaldívar, por medio de la cual hacen presente que constituyeron el Comité Independientes, el que será representado por el Honorable señor Bianchi.



--Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 del Reglamento de la Corporación, queda constituido el referido Comité.


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, mediante la cual solicita que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el sistema para prorrogar empleos a contrata en el sector público (boletín Nº 5.281-06) sea enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento con el fin de que informe acerca de su constitucionalidad.



--Se accede a lo solicitado y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.>
<ACUERDOS DE COMITÉS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Retirar de la tabla de esta sesión el proyecto, ubicado en el primer lugar, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca.



2.- Agregar a dicha tabla el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Carta Fundamental para regular la entrada en vigencia de ciertas leyes procesales.



3.- Ampliar los plazos para presentar indicaciones a las siguientes iniciativas:



a) Proyecto que introduce modificaciones a la ley  Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial; al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y a otros cuerpos legales: hasta hoy, martes 8 de enero, a las 17.



b) Proyecto que dispone normas para la plena integración social de personas con discapacidad: hasta el lunes 3 de marzo, a las 12.



c) Proyecto que establece un nuevo procedimiento laboral: hasta el lunes 14 de enero, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



d) Proyecto que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto a la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales: hasta el lunes 14 de enero, a las 12. >>
<<V. ORDEN DEL DÍA>
<<REGULACIÓN DE GENERACIÓN, MANIPULACIÓN Y USO

DE VEGETALES GENÉTICAMENTE MODIFICADOS >
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Espina, Allamand, Coloma, Flores y Frei, en primer trámite constitucional, sobre vegetales genéticamente modificados, con informe de la Comisión de Agricultura.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4690-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Espina, Allamand, Coloma, Flores y Frei).


En primer trámite, sesión 71ª, en 28 de noviembre de 2006.


Informe de Comisión:


Agricultura, sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos fundamentales de la iniciativa son dos: 



Primero, establecer normas sobre generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados en lo relativo a investigación, uso confinado, cultivo, producción, introducción al medio ambiente, comercialización, importación, exportación, almacenamiento y transporte.



Y segundo, incorporar disposiciones de participación ciudadana que permitan un conocimiento general sobre las actividades que se estén desarrollando con vegetales genéticamente modificados.



La Comisión de Agricultura discutió el proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Naranjo. 



Finalmente, cabe señalar que los artículos Nºs. 39, 49 y 56 tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos conformes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general. 



Ofrezco la palabra.>
<El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero informar este proyecto, que, tal como dijo el señor Secretario, se halla en discusión general y tiene por objeto legislar sobre los vegetales genéticamente modificados.



Se trata de una iniciativa originada en una moción que presentamos con los Senadores señores Espina, Allamand, Flores y Frei y que, en lo medular, busca enfrentar la situación absurda que existe hoy en materia de cultivos de vegetales genéticamente modificados, pues toda su formalidad se basa en la inexistencia de una ley. En la práctica, se trabaja vía resoluciones administrativas en virtud de las cuales se faculta a la autoridad agrícola para otorgar autorizaciones a quienes soliciten multiplicar semillas de aquella naturaleza para la exportación.



O sea, actualmente no existe una normativa referida a vegetales genéticamente modificados. Es de las pocas materias donde no hay ninguna regulación.



Sin perjuicio de ello, se da una práctica -muchos parlamentarios, en particular los de las zonas agrícolas, la conocemos- consistente básicamente en la autorización para producir semillas. 



El último dato que tengo señala que existen alrededor de 20 mil hectáreas de semillas -esencialmente de maíz- de productos genéticamente modificados que se generan en Chile.



Los semilleros son fuente de trabajo para mucha gente. No obstante, lo extraño es que las semillas únicamente pueden ser exportadas; no es factible utilizarlas en nuestro país. ¿Y qué hacen las naciones que las compran? Las plantan, las siembran, y obtienen una rentabilidad mucho mayor que la derivada de los procedimientos tradicionales, pues al disponerse de un gen modificado, por ejemplo, se evita el uso de pesticidas, se consigue mayor resistencia a las sequías, en fin. Entonces, la producción se verifica en condiciones más favorables desde el punto de vista económico y se lleva a cabo una exportación hacia Chile como productos propiamente tales o como insumos para otras finalidades. Un caso típico es el del maíz modificado genéticamente para alimentar cerdos que luego son importados por nosotros.



Señor Presidente, entendemos que nada impide legislar sobre la materia con todos los resguardos, con todos los cuidados que una actividad de tal naturaleza requiere.



Tener un problema y meter la cabeza en el hoyo no parece ser la fórmula adecuada para encarar materias que hoy día son abordadas por las legislaciones de todo el mundo.



En "El Mercurio" de hace tres días se informa que en la Unión Europea -último conglomerado de naciones reluctantes al procedimiento de los vegetales genéticamente modificados- están legislando sobre la materia.



Lo concreto es que hoy en Asia, en Estados Unidos y, de manera particular, en los países del MERCOSUR se hace uso intensivo de ese tipo de productos. Sin embargo, Chile se halla en esta situación especial, rara, porque se puede producir semilla caso a caso pero sin que luego sea factible utilizarla dentro del territorio nacional.



Entonces, por medio de esta proposición de ley queremos normar lo que hasta ahora se encuentra en una zona arbitraria, pues depende simplemente de las resoluciones administrativas.



¿Qué buscamos? Establecer normas para regular la generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de ellos en lo concerniente a investigación, uso confinado, cultivo, producción, introducción al medio ambiente, comercialización, importación, almacenamiento y transporte.



Adicionalmente, se determinan procedimientos objetivos con relación al otorgamiento de las autorizaciones para cada actividad.



Además, se contempla la forma de hacer participar a la ciudadanía para que adquiera un conocimiento general sobre la materia.



Asimismo, se busca establecer un vínculo con una norma que ha sido discutida en otras instancias, relacionada con la identificación y etiquetado de este tipo de productos.



Señor Presidente, en la Comisión de Agricultura gastamos bastante tiempo en recibir a todo tipo de especialistas. Porque no se trata de un tema unívoco: si bien existen visiones en su mayoría favorables, asimismo se registran algunas aprensiones. Y asistieron varios premios nacionales, quienes destacaban la trascendencia de legislar sobre el asunto.



Por ejemplo, el señor Pablo Valenzuela -uno de los expertos más importantes en la materia- expuso que en los últimos diez años se han consumido en Estados Unidos más de un trillón de porciones alimenticias derivadas de ingeniería genética y no se ha registrado un solo caso de evento adverso, ningún ecosistema se ha alterado y ninguna persona se ha enfermado como consecuencia de ingerir esos alimentos. Y manifestaba que necesitamos una ley que regule este tipo de actividad en Chile.



El órgano técnico también tuvo conocimiento del informe, encargado en su momento por el Presidente Lagos, de la “Comisión Nacional para el desarrollo de la Biotecnología”, en el cual, entre muchas propuestas, destacaba la siguiente:



“Establecer un marco jurídico que fije los requisitos para el cultivo y utilización de OGM que permita la distribución en el país de organismos y sus productos. Se establecerá un procedimiento claro y transparente para los solicitantes, garantizando la participación de todos los actores interesados. La norma incorporará criterios de evaluación de riesgo, caso a caso, basados en principios científicos.



“Los actuales conocimientos científicos en materias de riesgo sanitario y ambiental asociado al cultivo y utilización de organismos transgénicos posibilitan modernizar el marco regulatorio silvoagropecuario y acuícola, admitiendo la expansión de los usos comerciales de los OGM.”.



Habiendo transcurrido más de cuatro años desde ese planteamiento, entendemos que todos los que participaron en la Comisión Nacional establecieron con razón la relevancia de tramitar una iniciativa sobre la materia.



De ahí que, en forma bastante transversal -según se desprende de los firmantes de la moción-, hemos querido avanzar, enfrentar el tema y presentar este proyecto, que, obviamente, resulta susceptible de todas las modificaciones del caso, pero que, en lo medular, permite incorporar la tecnología de manera formal al desarrollo nacional y evita proceder por la vía de hacernos los lesos ante determinadas situaciones, sin tomar una decisión.



Por último, es perfectamente posible, a través de la legislación -así quedó establecido en la Comisión, cuya decisión fue unánime-, armonizar el cultivo de productos biogenéticos y el de productos orgánicos, otro nicho en donde puede existir una ventaja comparativa para Chile.



Por eso, señor Presidente, la recomendación unánime -también transversal- de la Comisión es aprobar en general el texto en estudio, luego de lo cual se recogerán en la discusión particular las proposiciones que sin duda van a efectuar los señores Senadores a fin de enriquecerlo.



He dicho.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero consignar, en forma clara, que también existe una transversalidad política en contra del proyecto.



En primer término, estamos haciendo referencia a lo transgénico en el sentido de efectuar una recombinación de los elementos del ADN, lo que no se da en la naturaleza ni siquiera por un proceso selectivo en el ámbito de la agricultura o la acuicultura. 



Se trata de una combinación de especies que jamás se podrá materializar de manera natural. El caso más didáctico es el del maíz y los genes del alacrán: cuando un gusano va a atacar el maíz, reconoce el gen y, por lo tanto, no actúa. Por eso la productividad aumenta.



Intento proporcionar una explicación clara.



En segundo lugar, deseo manifestar que no es que haya una normativa absurda. El país cuenta con una regulación respecto de la materia, y se está protegiendo un bien básico, sobre el cual me explayaré en seguida. Existen leyes en este sentido, que también señalaré.



Lo que sí creo importante en el proyecto es lo relativo a la información al ciudadano, a fin de que se pueda decidir si se adquirirá o no un producto que en alguna de sus etapas incorpore transgénicos.



Y también es trascendente -ello no se incluye en el articulado- la posibilidad de que determinadas áreas opten por un nicho que resulta mucho más favorable para Chile: la producción limpia, natural y orgánica, y no se contaminen con transgénicos. En agricultura, nuestro país jamás podrá competir con naciones vecinas, por ejemplo, en lo que respecta a cantidad; pero sí le será factible hacerlo en cuanto a la calidad y el sello de origen. Y estimo que justamente eso se halla en riesgo.



Ahora, al revisar la lista de personas a las que la Comisión de Agricultura escuchó, echo de menos a muchas organizaciones, a numerosos científicos que se encuentran a favor o en contra de esta tecnología o disponen de antecedentes al respecto.



La cuestión de las alergias -para citar un caso- no es menor. Está científicamente comprobado que la gente puede sufrirlas por el consumo de productos transgénicos.



También es posible que bajen las defensas ante determinados tipos de cáncer.



Un caso de antología es el del profesor Árpád Pusztai, en Gran Bretaña. Ese científico, quien efectuaba una investigación en ratones de laboratorio que consumían papas transgénicas, en un momento dado se dio cuenta de que el alimento les estaba produciendo daños irreversibles en el cerebro, en los riñones. Y eran las mismas papas que consumía la comunidad. Como buen científico, y con una mano en el corazón, dio a conocer tales antecedentes en la BBC, de Londres. ¿Qué sucedió? Sufrió una persecución implacable, y hasta tuvo un infarto. Y diez años después se reconoció que su investigación era certera.



Por lo tanto, en esta materia quiero ser muy claro al expresar que la transversalidad no es solo para un lado.



Chile tiene ventajas comparativas, como señalé. Y considero bueno que asimismo se cuente con la opción -en tal sentido, hay iniciativas muy previas a la que nos ocupa- de que zonas, cuencas, etcétera, puedan decidir, en forma libre y acordada, si producen o no transgénicos. Las que se pronuncien afirmativamente, allá ellas, con las consecuencias correspondientes.



Sobre el etiquetado ya hablé.



En cuanto a la acuicultura, que incluso está teniendo más importancia que la agricultura, sí existen normativas. Gracias a una moción que ya es ley, hoy día no es posible cultivar en el país productos hidrobiológicos transgénicos. Porque, de pronto, es muy fácil efectuar una combinación para que un salmón crezca en la mitad del tiempo normal. Pero, en el fondo, estamos creando un “frankenstein” que matará de raíz la posibilidad de competir con productos naturales provenientes de aguas y sistemas no contaminados.



Sobre el particular, echo de menos una opinión un poco más propia del Gobierno. Cuando fue Ministra de Salud, la Primera Mandataria intentó, a través de un decreto firmado incluso por el Presidente de la República de entonces, que se etiquetaran los productos transgénicos o genéticamente modificados. Y por pugnas que reflejaron la realidad de nuestra sociedad -y, por lo tanto, la del Parlamento-, entre las carteras de Economía, de Agricultura y de Salud, finalmente el texto se retiró de la Contraloría, incluso ya firmado. 



En consecuencia, existe un compromiso en el ámbito que nos ocupa. Porque, durante su campaña, la Presidenta de la República manifestó que no avanzaría en el tema en análisis y que más bien protegería el patrimonio natural de Chile.



Me da la impresión de que en este caso median algunos elementos que para todo el mundo son conocidos. Leía anoche justamente el cuento “Secretísimo”, de Alberto Edwards. Hay ciertas influencias. 



A nadie le resulta desconocido el gran peso de la transnacional Monsanto en la materia; cómo la embajada de Estados Unidos se mueve en esta línea; cómo se invita a parlamentarios a actividades en las que se muestra una cara de la medalla. Y, a mi entender, esta tiene dos caras.



Es importante que eso se conozca. 



Un profesor como Andrés Tchernitchin o el Colegio Médico no fueron consultados.



Por mi parte, pienso que en este asunto no podemos legislar a ciegas.



Por lo tanto, propongo que el texto sea analizado también, en su completo alcance, por las comisiones de Medio Ambiente y de Salud…

El señor ÁVILA.- Así es.

El señor HORVATH.- …(tal como estamos viendo que ocurre con otras iniciativas), para legislar en forma completa y seria.



He dicho.>
<El señor COLOMA.- ¡Aprobémoslo en general primero!

El señor ÁVILA.- ¡No puede ser un proyecto solo de los dueños de fundo!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, me parece pertinente discutir acerca de la posibilidad de crear productos trangénicos en el país. En tal sentido, resulta evidente que, sin perjuicio de existir una legislación, esta es, a mi juicio, muy primitiva.



Tuvimos ocasión de discutir el asunto en la Comisión Nacional para el desarrollo de la Biotecnología, conformada por el Presidente Lagos, la que elaboró un informe que contenía algunas orientaciones o, por lo menos, el debate que tuvo lugar en su seno sobre los productos genéticamente modificados.



Quiero hacer presente que se trata de una discusión particularmente difícil -y creo que debemos efectuarla en toda su complejidad-, en la que existe una gran cantidad de opiniones y donde la información empírica, en muchos casos, es todavía débil. 



Yo diría que esos son los datos básicos de la situación.



Y se plantean posiciones que, más que con la dimensión solo científica, se relacionan con cierta filosofía sobre la naturaleza y la sociedad. De ahí que el Senador señor Horvath haya expresado la idea de que no podríamos llevar a cabo lo que la naturaleza no hace, afirmación que, desde mi óptica por lo menos, es discutible, porque, en 30 mil años de historia, , el hombre ha materializado una cantidad extraordinaria de cosas que la naturaleza no hace. A veces, desde luego, se ha obtenido un muy mal resultado. No afirmo que todo ha sido bien hecho.



También median, en esta sociedad industrial desbocada, amenazas contra la propia sustentabilidad del planeta.



Respecto del asunto en análisis, no tengo una posición filosófica -por así decir- en contra de que el desarrollo científico experimente con el genoma. Porque de eso se trata.



En bioética humana, esta discusión es mucho más compleja. ¿Hay una ética posible de la manipulación del código de la vida? Ese es el tema. Y ello estaba excluido como posibilidad hasta hace muy poco tiempo, veinte o treinta años.



En tal sentido, la ingeniería genética constituye un aspecto específico del desarrollo de la biotecnología. Se registra una cantidad inmensa de biotecnologías que no significan manipulación de genes, vale decir, la introducción de información genética de una especie en otra.



Por tanto, en la cuestión existe una dimensión científica. Creo que Chile, obviamente, tiene que desarrollar capacidades en ingeniería genética. Si no, podemos quedarnos atrás en un aspecto central del desarrollo y de la innovación tecnológica moderna. En consecuencia, resulta indispensable regular ese punto.



Y después se encuentra lo relativo a las aplicaciones prácticas y las dificultades que ellas encierran.



A mi juicio, la discusión se debería centrar en tres aspectos principales, señor Presidente.



El primero se refiere a qué efecto causan en la salud humana los vegetales genéticamente modificados. Creo que tanto en Chile como en el resto del mundo hemos avanzado en desarrollar las garantías de inocuidad. Constituye un elemento muy central saber cuáles son esas consecuencias, lo que se debe verificar. Algunas pueden ser inocuas; otras, no. Por tanto, se necesita un conjunto de reservas, de procedimientos, de normativas para garantizar que un producto genéticamente modificado resulta inocuo para el consumo humano.



Un segundo aspecto se relaciona con un problema bien importante, en cuanto a cómo evitamos que el uso de vegetales modificados genéticamente afecte la biodiversidad. Vale decir, la cuestión radica en cómo los aislamos de los otros de manera de que no se registren cruces que afecten la pureza, no modificada genéticamente, del resto de la biodiversidad. Eso es algo esencial.



No se puede decir que no hay ejemplos sobre el particular.

El señor ÁVILA.- Hay miles.

El señor GAZMURI.- Está el caso del maíz en México, donde existe gran biodiversidad de dicho producto y se formulan muchas denuncias en el sentido de que la introducción masiva de maíz transgénico ha afectado la biodiversidad de ese alimento, que es un potencial de riqueza fuerte.



Cabe señalar que hay técnicas al respecto. Las más desarrolladas que conozco se aplican en Cuba, donde están estudiando de modo muy serio estos temas. Algunas de ellas permiten aislar de maneras razonables los cultivos transgénicos; pero son difíciles y costosas, requieren establecer mecanismos de fiscalización, etcétera. Eso lo veo muy débil, en una primera lectura, en el proyecto en análisis.



Por último -y es preciso decirlo, sobre todo para Chile-, se plantea una dimensión estrictamente comercial, que tiene que ver con qué tipo de producción vegetal queremos privilegiar.



Comparto el análisis que se hace en orden a que el país posee las condiciones para ser una gran potencia agroalimentaria, básicamente por razones de clima. Contamos con un clima mediterráneo y todavía tenemos agua, felizmente. En consecuencia, podemos desarrollar una agricultura de alta calidad orientada al consumo humano, y también una acuicultura.



En tal sentido, esta vez concuerdo con lo que dice el Honorable señor Horvath. Nuestro perfil alimentario debería más bien apuntar a producciones limpias, que son las que tienen más demanda en el mundo, y con el agregado de ser más sofisticadas.



Es verdad que en Argentina la introducción de los transgénicos ha sido masiva y con muy pocos recaudos. Pero lo que ocurre es que, así como ayer fue el trigo, el gran desarrollo agrícola trasandino de hoy se debe básicamente a la soja. Y el producto de millones de hectáreas de ese cultivo va a mercados como el chino, que no es muy exigente en materia transgénica. Por tanto, desde el punto de vista económico, la situación podría ser razonable.



Sin embargo, no creo que nuestra industria vitivinícola, por ejemplo, se vea favorecida por la introducción de vides transgénicas. Eso nos alejaría de los mercados más desarrollados del mundo en materia de vinos. Lo mismo ocurre respecto de las hortalizas.



Igual cosa sucede en rubros nuevos. Hemos experimentado un gran desarrollo ganadero, de carnes de exportación, en lo cual existen cuotas fijadas con la Unión Europea. En dicho continente todavía están traumados con lo de las vacas locas. Y, aunque ese problema no tenga que ver con la transgenia, toda intervención en la industria alimentaria es muy resistida.



En consecuencia, también es preciso tomar una opción comercial.



Resulta evidente que se debe etiquetar no solo en función de la ley en proyecto, sino también porque en el país consumimos transgénicos, los que es posible importar. Entonces, la trazabilidad en toda la industria alimentaria se va a hacer más necesaria en la medida en que desarrollemos este debate.



Por mi parte, voy a votar a favor. Pero entiendo que no estoy aprobando la iniciativa específica en examen, sino la oportunidad de realizar una discusión a fondo, que me parece indispensable, en todas las dimensiones mencionadas.



Y espero que finalmente contemos con una legislación que permita que Chile se ponga en la punta científica del desarrollo de la biotecnología, dentro de la cual las técnicas de ingeniería genética son parte integrante; pero que, al mismo tiempo, tengamos un conjunto de resguardos, desde el punto de vista de la salud humana, la biodiversidad y nuestros intereses comerciales de largo plazo como país, no como empresas individuales, de tal manera que logremos un equilibrio razonable en la utilización de estas nuevas tecnologías.



He dicho.

>
<
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina

El señor ESPINA.- Señor Presidente, tengo una convicción formada sobre el proyecto en cuanto a que, en primer lugar, puede contribuir decididamente a mejorar la calidad de vida, en particular de los habitantes de la zona sur, y, en segundo término, a que parte de un mito: que en el país no existen transgénicos. Esto último no es verdad.

El señor LETELIER.- Está lleno.

El señor ESPINA.- La actual normativa sobre la materia es completamente absurda. En Chile podemos multiplicar semillas transgénicas para exportarlas -en el caso del raps hoy se envían a Canadá-, pero no es factible cultivar transgénicos para comerciarlos internamente. O sea, podemos importar productos transgénicos, que se venden en todas las cadenas de supermercados y locales comerciales, y producir semillas dentro del país para exportarlas, pero no para destinarlas a productos que consumamos.



Entonces, no nos engañemos convenciéndonos de que no tenemos productos transgénicos, porque, en el hecho, en Chile los cultivamos y, además, los consumimos.



Para las zonas agrícolas donde los cultivos de cereales y oleaginosas -en general, los cultivos anuales- son relevantes, el privarnos de esta tecnología es otorgar una enorme ventaja a nuestros competidores, en especial a Argentina. La biotecnología permite producir más y con mejor calidad. La actual situación de Chile genera, sin lugar a dudas, un elemento de competencia desleal que se agrega a los subsidios de los países desarrollados. Argentina produce y exporta a Chile productos transgénicos, que tienen más eficiencia en su producción y son más nutritivos. Nosotros podemos exportar semillas e importar esos productos, pero estamos en el peor de los mundos: lo que producimos no lo podemos comercializar dentro de nuestro país, ni aun con los debidos resguardos de que hizo expresa mención el Senador señor Gazmuri, quien integró la comisión que en su momento dirigió el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos.



Si vamos a avanzar también en el desarrollo de los biocombustibles, donde las Regiones del sur tienen una enorme oportunidad, los productos genéticamente modificados cobran mayor relevancia. Más aún, diría yo que sin ellos esta alternativa energética se hace mucho más dificultosa.



¿Cuáles son las ventajas, señor Presidente? 



Se sabe que el cultivo de ciertos transgénicos disminuye de manera importante el uso de pesticidas y otros elementos contaminantes de normal utilización en la agricultura. De modo que pueden llegar a ser un aporte, incluso, desde la perspectiva del medioambiente.



¿En qué consisten los beneficios para el agricultor? Se trata de productos resistentes a plagas y enfermedades; de cultivos que se adaptan mejor a los suelos salinos, a los terrenos ácidos que existen en importantes zonas, a lo menos de mi Región, como asimismo a los secos. 



En cuanto a los beneficios para los consumidores, nadie discute que los organismos genéticamente modificados poseen mayor contenido nutricional. Además, eliminan las sustancias alergénicas en los alimentos, como lo dijo expresamente un Premio Nacional en la Comisión. Mejoran también la calidad de los alimentos y reducen sus sustancias tóxicas. 



Para el medioambiente, significan menor presión sobre los ecosistemas -estoy recordando lo que manifestaron los expertos- y, finalmente, permiten ampliar los terrenos cultivables.



No en vano Estados Unidos, Argentina, Brasil, Canadá, Sudáfrica, Australia, España, México, Alemania y otros 22 países cultivaron más de 100 millones de hectáreas con productos transgénicos durante el año 2007.



En el Gobierno del Presidente Lagos se creó la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, que estuvo integrada, entre otros, por don Pablo Valenzuela, Premio Nacional de Ciencias; el actual Ministro de Agricultura, don Álvaro Rojas; don Eric Goles; don Eduardo Bitrán, y diversos parlamentarios, entre ellos el Senador señor Jaime Gazmuri.



¿Qué concluyó dicho órgano en la propuesta número 21 de su informe del año 2003? Que Chile debe "Establecer un marco jurídico que fije los requisitos para el cultivo y utilización de organismos genéticamente modificados que permita la distribución en el país de organismos y sus productos. Se establecerá un procedimiento claro y transparente para los solicitantes, garantizando la participación de todos los sectores interesados. La norma incorporará criterios de evaluación de riesgo, caso a caso, basados en principios científicos.”.



Y luego se agrega: “El establecimiento de una norma clara en esta materia permitirá al sector productivo utilizar la creciente oferta de organismos transgénicos de uso silvoagropecuario, y acuícola previniendo los riesgos para el medio ambiente y la salud de las personas.”. 



Por lo tanto, señor Presidente, el proyecto en estudio viene a cubrir esa necesidad, regulando de manera integral la manipulación de transgénicos, su utilización, su investigación, su uso confinado -es decir, circunscrito a determinados lugares-, su cultivo, su producción, su introducción al medioambiente, su comercialización, su importación y exportación, su almacenamiento, su transporte y, por último, la disposición final de los residuos que pueden generarse, de modo de asegurar adecuadamente la protección de la salud humana, la sanidad animal -muy importante- y vegetal, la biodiversidad y el medioambiente.



La iniciativa -por cierto, puede ser perfeccionada- contempla un procedimiento de evaluación mediante el cual se entrega a la autoridad los antecedentes necesarios para identificar en forma apropiada el organismo genéticamente modificado de que se trata, sus características, el uso derivado de su modificación genética y sus eventuales efectos para la salud humana y el medioambiente.



Además -¡atención!-, el proyecto contiene normas sobre participación ciudadana que hoy no existen, las cuales permiten un conocimiento general sobre las actividades que se pueden desarrollar con organismos genéticamente modificados y en las que se requiere autorización. Establecen la participación activa de los interesados en los procesos de autorización; de qué manera ellos pueden formular observaciones y cómo estas deben ser ponderadas por las autoridades competentes, cuándo se pueden impugnar, etcétera.



La iniciativa no persigue que en Chile comience la práctica del cultivo de vegetales genéticamente modificados, porque, en verdad, en nuestro país existe, desde hace más de siete años -¡escuchen bien, señores Senadores!-, una cantidad superior a las 20 mil hectáreas de cultivos de vegetales genéticamente modificados bajo control de la autoridad.



No obstante, se da la paradoja de que, si bien aquí podemos producir semillas e importar productos genéticamente modificados que se venden en nuestro país, estamos impedidos de vender en Chile lo que nosotros producimos.



Por otra parte, se dice que Europa ha optado por no tener productos genéticamente modificados. Sin embargo, esto no es verdad: el Viejo Continente solo optó por hacerlo de manera lenta pero progresiva. En España actualmente hay 80 mil hectáreas cultivadas con esos productos, según se dio cuenta en la Comisión. Y existen otras tantas miles en Francia, Inglaterra y Alemania, entre otros. 



El Premio Nacional de Ciencias don Pablo Valenzuela dijo textualmente en el referido órgano de trabajo: “En Estados Unidos, en 10 años se han consumido más de un trillón de porciones alimenticias derivadas de la ingeniería genética y no se ha registrado" -¡atención!- "un solo caso de evento adverso. Ningún ecosistema se ha alterado y ninguna persona ha enfermado como consecuencia de ingerir estos alimentos.”.



Señor Presidente, el proyecto pretende regular una materia que en Chile está pésimamente mal tratada. Y procura hacerlo de la mejor manera, con el objeto de que tengamos zonas con producción de vegetales genéticamente modificados y áreas donde no existan estos cultivos. Pero ellas deben quedar claramente delineadas, para que la comunidad sepa en qué lugar está cada cual.



Por último, deseo señalar que una iniciativa de esta naturaleza abre posibilidades de progreso a cientos de miles de pequeños agricultores que hoy deben competir con productos transgénicos extranjeros, que son más baratos, permiten un mayor rendimiento por hectárea, son más resistentes a plagas y poseen la capacidad de modificarse y, de esa manera, abaratar costos.



¡Con toda esa competencia desleal debe luchar el agricultor del sur de nuestro país!



Desde el punto de vista de los intereses de cientos de miles de pequeños agricultores; de los intereses de la agricultura del país; del interés por contar con una producción exportable y por, incluso, mejorar el control y el cuidado del medioambiente, me parece que un proyecto de esta índole debe ser aprobado en general, sin perjuicio del debate que se tiene que generar respecto de cada una de sus normas, con el fin de garantizar que en Chile convivan dos nichos: el de aquellas zonas donde se desea que haya vegetales genéticamente modificados y el de los lugares en que no se quiere su existencia.



Por eso, considero fundamental aprobar la idea de legislar. En razón de ello, anuncio mi voto favorable.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, las intervenciones de los Senadores señores Espina y Coloma -este último informó la iniciativa en nombre de la Comisión de Agricultura- me ahorran muchos de los comentarios que quería señalar sobre este proyecto. 



Debo expresar que esta es una discusión antigua en el país. Y muchos de nosotros, sobre todo quienes representamos a Regiones agrícolas, desde hace bastante tiempo estamos esperando una normativa que resuelva la situación.



Por eso, en primer lugar, quiero agradecer a los señores Senadores autores de esta moción, y felicitarlos, porque el trabajo que han realizado -extraordinariamente positivo y serio- nos permite asumir de manera responsable el tema de los productos vegetales genéticamente modificados.



Hoy, señor Presidente, Chile se encuentra en el peor de los mundos. Nosotros consumimos productos transgénicos en forma masiva y, no obstante, los productores agrícolas nacionales no se hallan en condiciones de cultivarlos en nuestra tierra. Está autorizado el cultivo de semillas transgénicas -hay 20 mil hectáreas destinadas a ese fin-, pero ellas se exportan para que sean trabajadas afuera. Curiosamente, sin embargo, los productos elaborados a partir de nuestras semillas sí se comercializan y se consumen en el país. 



No estamos desarrollando la capacidad técnica que los productos genéticamente modificados permiten y, por lo tanto, a nuestros productores agrícolas les estamos diciendo que tienen que competir con las manos amarradas. Porque no lo están haciendo en igualdad de condiciones con otros, como los productores de maíz, de remolacha, de trigo y de distintos productos, quienes hoy sí están incorporando elementos genéticamente modificados, biotecnología, a su producción. Nuestros productores agrícolas, en cambio, a lo más pueden producir semillas, pues no se les permite incorporar a sus actividades el progreso que significa la biotecnología.





Por eso, el proyecto, que sigue la tendencia internacional de regular la producción en este ámbito, constituye un paso positivo que hará posible superar la mala situación que hoy nos afecta.



Algunos Senadores con mucha competencia en la materia han manifestado su preocupación por las consecuencias que podrían acarrear para el medioambiente malas decisiones adoptadas en este ámbito. Pero la verdad es que la experiencia tanto internacional como chilena indica que los daños susceptibles de ocasionarse a partir de la producción de productos transgénicos no se han verificado. Desde luego, no se conoce perjuicio alguno a la salud humana por el consumo de tales productos. Han transcurrido muchos años y son millones los que se encuentran en diferentes actividades diarias, sin que nada haya ocurrido. Y la experiencia chilena, como digo, no es distinta de la internacional.



Lo mismo se puede decir del medioambiente. En aquellos lugares donde se ha trabajado con resguardo, con cuidado, donde se han aprobado normas como las que el proyecto incorpora para cautelar debidamente el proceso, tampoco se han registrado efectos negativos sobre el medioambiente. Y los reparos que existían hasta hace pocos años en Europa, por ejemplo, han ido desapareciendo frente a la realidad. Los europeos, al permitir la incorporación de normas como las que se plantean ahora, de a poco han ido pasando, de consumidores, como lo somos todavía nosotros, a productores de vegetales genéticamente modificados.



Además, tales reparos, que harían pensar en la inconveniencia de dar este paso, no son mayores que las dificultades generadas por cualquiera de los alimentos que podríamos llamar “naturales”. Las epidemias y las plagas son una realidad desde antaño, existen hasta hoy y seguirán ocurriendo, porque a los virus y a las bacterias no los vamos a detener de un día para otro.



Al contrario, la capacidad que poseen los productos vegetales que incorporan biotecnología a través de procedimientos que transforman su ADN les ha permitido, en muchos casos, resistir el impacto de virus o de bacterias y soportar el estrés hídrico y otras limitaciones. Eso los ha hecho ser productos más eficientes: pueden ser cultivados en zonas de secano, requieren menos agua en aquellos lugares donde ella es escasa y toleran su exceso en sectores de gran pluviosidad. Es decir, posibilitan un desarrollo productivo capaz de aprovechar las condiciones climáticas y de suelo y resisten en forma más efectiva las enfermedades que afectan a las plantaciones.



Por lo tanto, no creo que se justifique impedir este avance. No dar espacio a los productos genéticamente modificados en el ámbito agrícola o en otros, como el forestal, el pecuario, más adelante tal vez el pesquero, significa cerrar la puerta al aporte que la biotecnología puede realizar al desarrollo nacional. Y eso sí que sería gravísimo para el progreso del país.



Considero que en el último tiempo Chile ha limitado parte de su desarrollo precisamente porque ha trabajado solo una fase de él: la explotación de productos primarios. No hemos avanzado en agregarles valor. Ello ha sido una larga aspiración, pero lo cierto es que no se ha concretado. La incorporación de elementos como la biotecnología a la producción nacional, que permitiría a esta dar saltos cualitativos, no se ha llevado adelante.



Hemos logrado un crecimiento muy importante como país, pero no hemos alcanzado el verdadero desarrollo. Y no lo vamos a conseguir mientras no mejoremos nuestra educación y nuestra capacidad de avance científico-tecnológico y no incorporemos la innovación a los distintos sectores productivos.



Eso es lo que el proyecto posibilita en un ámbito específico. De ahí que hay que darle el respaldo necesario. No hacerlo, además, sería, no solo un poco retrógrado desde esa perspectiva -significaría negar posibilidades de desarrollo, negar el aporte que la ciencia y la tecnología pueden hacer a la productividad-, sino también un castigo a nuestros productores. Lo digo responsablemente. Desde el punto de vista de los productores agrícolas que yo represento -pequeños, medianos- y de todos los sectores productivos del ámbito agropecuario, negarles este paso sería castigarlos a competir con las manos amarradas, como he dicho, con sus pares a nivel internacional.



Firmamos acuerdos de libre comercio con todo el mundo: a través del MERCOSUR, a través del convenio con la Unión Europea, con Estados Unidos, en fin. El 90 por ciento del PIB mundial tiene acuerdos con Chile. Y en una parte muy considerable de todos esos países los productos genéticamente modificados están operando y llegan a Chile, gracias a dichos acuerdos, con facilidades. ¿Y nosotros? ¡Les mandamos semillas para que nos sigan inundando con los mismos productos! Nuestro país no es capaz de generarlos. Si lo fuera, ello ayudaría a nuestros productores a lograr mejores rendimientos y evitaría la competencia desleal, que supone que unos puedan aplicar adelantos científicos y otros no.



Por eso, señor Presidente, creo que lo correcto es respaldar esta iniciativa, más todavía si se recuerda, como ya lo hicieron quienes me antecedieron en el uso de la palabra, que las propuestas del informe preparado por la comisión que durante muchos años estudió el tema por encargo del Presidente Lagos van en la misma dirección que aquella: avanzar en la obtención de productos genéticamente modificados en forma cuidadosa, con todos los resguardos necesarios para asegurar que el cultivo de un producto en algún terreno determinado sea debidamente autorizado y supervisado, con separación de zonas, en fin, con aplicación de cada una de las reglas que han permitido su desarrollo a nivel internacional.



Por consiguiente, existe una iniciativa del Gobierno anterior que avala en todo sentido al proyecto en debate.



Contribuiré con entusiasmo a su aprobación en general, paso que permitirá que las inquietudes manifestadas por muchos, que me parecen responsables y serias, ayuden a perfeccionar las disposiciones del texto.
El voto negativo, en mi concepto, significa simplemente un castigo a nuestros productores y un rechazo al aporte que la ciencia y la tecnología pueden hacer al desarrollo nacional.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto toda iniciativa que tienda a mejorar la capacidad de producción del país, particularmente si conduce a hacer realidad el sueño de una zona alimentaria, debiera ser asumida por nosotros en términos positivos. 



Sin embargo, Nueva Zelanda -uno de los países a los cuales buscamos siempre parecernos y donde tuvimos ocasión de estar con la Presidenta Bachelet y observar con no poca envidia su proceso de desarrollo- es un gran exportador de productos alimenticios y competidor de Chile en materia láctea, por ejemplo, que ha resuelto no utilizar transgénicos e incorporar el elemento cualitativo-distintivo, razón por la cual la restricción al desarrollo de ese tipo de cultivos lo hace aparecer como una gran isla que da plenas garantías de la no realización de tal transformación genética.



En Chile existe una connotación negativa respecto de los productos alterados genéticamente y la carencia de una política de etiquetado. Decenas de productos en los supermercados son vendidos y consumidos por millones de chilenos sin saber que están comiendo sojas, maíz, trigo, arroz, y que tales alimentos tienen elementos pertenecientes o al ser humano, o al cerdo o a diversos tipos de animales. 



En ese sentido, la pregunta que cabe hacerse es la misma realizada cuando apareció la biotecnología: ¿Surge para combatir el hambre en el mundo, como la que padece Africa, el continente perdido? 



El 80 por ciento de los productos tratados mediante la alteración transgénica son vendidos en países desarrollados, no entre los pobres, sino entre los que pueden pagar. 



Por tanto, creo necesario efectuar algunas reflexiones sobre la expansión de cultivos transgénicos para consumo nacional. 



Es cierto que tal idea es patrocinada por Senadores de la Concertación y de la Alianza. Pero hay un compromiso de la Presidenta Bachelet -asumido cuando era candidata- en el sentido de no ampliar dichos cultivos y de exigir un estudio de impacto ambiental para la actual producción de semillas, lo cual -como aquí se señaló- resulta paradójico en cuanto a que seamos capaces para tal función. Lo dijimos en su oportunidad: partimos produciendo semillas y, luego, vamos a la generación de alimentos, en el primer paso.



La iniciativa que nos ocupa es posible asociarla con las declaraciones del Gerente General de ANASAC, Eugenio de Marchena, aparecidas en la Revista del Campo, del diario “El Mercurio”, de 22 de octubre de 2006, donde señala la urgencia de contar con una ley para comenzar los cultivos transgénicos y, también, para desarrollar los biocombustibles. 



A mi juicio, el proyecto apunta a esos dos ámbitos: el alimentario y el de biocombustibles. Entonces, se trata de una normativa hecha a la medida de un área de desarrollo -importante- de un sector empresarial, que no ha sido sometida a consulta pública. 



Y el debate que hoy día realizamos en el Senado es prácticamente ignorado por los consumidores. La materia no ha tenido un tratamiento eficaz y amplio en la ciudadanía. 



Algunos agricultores han manifestado estar de acuerdo con ella. Pero sería muy importante conversar con Fedefruta, con los productores de salmón y truchas, con Fedeleche, con los apicultores y con los pequeños productores. 



Es real el interés de las personas que podrían hacer uso de tal tecnología, las cuales se encuentran en el ámbito de los grandes productores Pero yo quisiera escuchar la opinión de los pequeños empresarios. Leí el informe respectivo y no figura el parecer de estos, sino solo el de los grandes. Me interesa mucho recabar -haré el esfuerzo necesario- la información sobre el particular. 



El proyecto está basado en bases científicas. Pero hay falacias ampliamente demostradas a nivel internacional y mundial. Por ejemplo, que la ingeniería genética es lo mismo que el mejoramiento convencional; que cuando se avanza en el proceso natural de selección hay una asimilación. Hoy día es más moderno: manejamos los genes, pero hay una cierta relación.



María Isabel Manzur, de la Fundación Sociedad Sustentable, ha reiterado muchas veces y ha llamado la atención respecto de lo que ella denomina “la profunda desinformación de los gestores de este proyecto al desconocer la evidencia existente sobre los riesgos de los transgénicos a la biodiversidad y el medio ambiente y los desastres internacionales de bioseguridad que han causado la pérdida de mercados por contaminación con transgénicos.”. 



Europa no está en eso. El Senador señor Espina manifestó que sí. Pero toda la documentación que he leído señala con claridad que hace rato aquella desechó tal idea, y que la búsqueda de sus consumidores apunta a productos que, efectivamente, se acerquen lo más posible a lo natural. Se trata de consumo selectivo, no masivo. 



Además, la iniciativa desconoce la fuerte evidencia relativa al gran aumento del uso de herbicidas asociado a los cultivos transgénicos; a las intoxicaciones masivas en poblaciones rurales cercanas; a las pérdidas de cosechas en India, Estados Unidos y otros países, y al hecho de que esos cultivos no tienen mayor rendimiento, sino que son modificados para mejorar su resistencia a herbicidas y plagas; es decir, no se alteran para aumentar su rendimiento, sino para hacerlos más resistentes a las enfermedades. 



La falta de beneficio económico de los cultivos transgénicos ha sido reportada por múltiples informes, entre ellos algunos de la CEPAL. No favorecen a los agricultores, excepto en el control de malezas con herbicidas contaminantes. Ellos son obligados, además, a pagar por las semillas, las cuales deben comprar todos los años.



Hemos presentado un proyecto para eliminar la semilla terminator, que hoy día se vende a los agricultores, pero que no pueden reproducir ya que tienen que comprarla cada año. Es como el caso del software y de las licencias informáticas, que deben pagarse en cada oportunidad. No es posible copiarlas. 



La transnacional Monsanto ha sido obligada a pagar fuertes multas por casos de contaminación llamada “accidental”, como ocurrió en Canadá. 



El proyecto de ley en debate, señor Presidente, no hace mención alguna al Protocolo de Bioseguridad, tratado en la ONU, conforme a cuyo reconocimiento los organismos transgénicos son distintos a los convencionales y que tienen el potencial de causar daño a la biodiversidad, al medio ambiente y a la salud humana. 



Dicho instrumento internacional fue firmado por Chile el 2002, y está en espera de su ratificación por el Congreso. 



Por eso, no daré mi voto a favor de una iniciativa que pretende iniciar un proceso de incorporación de organismos transgénicos sin que el Parlamento haya ratificado tal Protocolo. Primero debemos tener seguridad, porque los riesgos existen. 



El proyecto en estudio, además, desconoce el Tratado y sus recomendaciones, pues promueve, de manera amplia y con escasos resguardos de bioseguridad, la importación y uso de esos cultivos en el país. 



El mencionado Protocolo no ha sido firmado por Estados Unidos, ya que este considera la bioseguridad contraria a los intereses comerciales de sus compañías biotecnológicas. Sin embargo, esta iniciativa sigue la misma línea. O sea, nos parecemos mucho. 



En definitiva, no hemos ratificado el Protocolo de Bioseguridad -al igual que Estados Unidos- y tampoco incorporamos en el proyecto normas que pudieran dar certeza a los riesgos ciertos existentes.



La iniciativa propugna la expansión de los transgénicos, pero no menciona palabra alguna respecto de aumentar la capacidad de los servicios a cargo de esta normativa, que se encuentran sobrepasados. 



En nuestro país, resulta claro que las Superintendencias respectivas, el SAG y los entes encargados particularmente de la vigilancia del sector agrícola tienen severas limitaciones. Eso ha sido reconocido por la misma Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología. Hay carencias en la fiscalización y en los resguardos. 



El proyecto agrava la situación presente, pues se están liberando en el país sin ningún resguardo o información cultivos peligrosos rechazados en Estados Unidos. 



La verdad es que desconozco por qué el señor Ministro de Agricultura no fue invitado a esta sesión. Pero resulta claro que, por el ámbito en que nos encontramos, deberían haber estado presentes en el debate los Secretarios de Estado de las áreas relativas a medio ambiente, agricultura y salud humana. Tres carteras vitales.

El señor COLOMA.- Fueron invitados, señor Senador. 

El señor NAVARRO.- Pero no están presentes en la Sala.

El señor COLOMA.- El Ministro subrogante y la Subsecretaria de Agricultura estuvieron en la Comisión.

El señor NAVARRO.- Además, el proyecto es confuso y débil en cuanto a bioseguridad, ya que no garantiza una protección a nivel nacional en las áreas protegidas o en los centros de origen. Estipula que para declarar una zona centro de origen se requiere un decreto supremo autorizado por el Presidente de la República, que, sin embargo, es reclamable y -más sorprendente aún- permite liberaciones en dicha zona. 



Dejar esa facultad al Jefe de Estado, a través de un decreto supremo, no me parece correcto. O tenemos organismos de fiscalización o implantamos una monarquía presidencial, con un rey. O hay un instituto técnico que sea capaz de dirimir o sucederá lo que hoy día pasa en la CONAMA, que emite informes técnicos negativos, que se aprueban igual por razones políticas. 



Yo no estoy dispuesto a repetir los errores que deseábamos corregir. Por eso, estamos creando el Ministerio del Medio Ambiente para dar prioridad a las materias técnicas. 



No hay que olvidar que Chile es un país de alta riqueza genética. El 85,5 por ciento de la flora se originó en Chile, siendo el 44,6 por ciento de ella endémica y el 40,9 por ciento nativa. Ello apunta a la gran necesidad de preservar el patrimonio genético de la contaminación. 



Reconociendo esta riqueza, se presentaron en el Congreso dos proyectos de ley que permiten la declaración de Zonas Libres de Transgénicos: el primero, de mayo de 2001, de los Senadores señores Horvath, Larraín, Martínez, Ríos y Stange, y el otro, de julio de 2002, de los Diputados señores Álvarez-Salamanca, Rosauro Galilea, Nicolás Monckeberg y Palma.



La verdad es que esas mociones…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- …se contraponen, por cierto, a la iniciativa que hoy día estamos tratando.



Por otra parte, el proyecto en discusión es permisivo con las empresas, pues les otorga hasta tres instancias de reclamación por los rechazos a sus solicitudes o por medidas de bioseguridad que no sean de su agrado, cuando, en general, los ciudadanos comunes solo tienen una oportunidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Por eso, señor Presidente, el proyecto requiere mayor debate.



Por cierto, existe la necesidad de aportar al crecimiento de la economía para tener un país alimentario con desarrollo. Pero el conjunto de reservas que he planteado, más otras que por falta de tiempo no alcanzo a señalar, me llevan a tener mucho cuidado. Y si tuviera que votar ahora lo haría negativamente.



Me hubiera gustado que contáramos con la presencia de los señores Ministros que he señalado, porque tengo varias preguntas que deseo que me respondan antes de dar un paso tan decisivo para la economía del país.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, un proyecto de esta naturaleza, por las repercusiones que sin duda va a tener su aplicación, no puede ser entregado a la inspiración de agricultores ingenuos y de otros no tanto.



Quizás se ignora que aquí se está pavimentando el camino a una dependencia absoluta de un monopolio norteamericano, como Monsanto. Los porcentajes son muy aclaratorios a este respecto: 91 por ciento de la venta de semillas biotecnológicas mundiales es controlada por dicho monopolio.



Desconozco las razones por las que una iniciativa de esta naturaleza no se enviara a las Comisiones de Medio Ambiente y de Salud, y fuere tratada exclusivamente por la de Agricultura. Si uno revisa el informe y las personas que allí emitieron su opinión, ve que se excluyó el criterio de quienes tienen mucho que aportar en el plano científico. De modo que ellos no tuvieron ocasión de hacer valer sus puntos de vista.



Numerosas prevenciones han ido adquiriendo fuerza en el mundo, porque la experiencia acerca de los productos transgénicos no tiene el color de rosa con que pretenden ilustrarnos algunos Senadores. Desde luego, la contaminación por polen tiene efectos irreversibles.



Muchos han lamentado que Chile solo produzca semillas y que haya impedimentos legales para su cultivo. Por lo menos tenemos esa limitación, que nos protege de ser víctimas de una contaminación que está causando estragos en muchos países.



Ahí está el caso de agricultores de Canadá que, incluso, han sufrido la persecución de Monsanto, porque detectaron contaminación en sus productos tradicionales. Ellos han sido llevados a la justicia, siendo víctimas de una situación que no han deseado.



Para qué hablar de México. Los transgénicos han ido destrozando toda una cultura que por siglos se construyó alrededor del maíz. Y hoy los agricultores se encuentran con semillas -a las que hizo alusión el Senador señor Navarro- que pueden emplear solo una vez. Y eso no lo pueden entender los campesinos mexicanos, acostumbrados a ir mejorando los cultivos sobre la base de sus conocimientos ancestrales.



También han surgido las denominadas “supermalezas”. Es decir, especies que no se conocían y que son resistentes al tratamiento tradicional utilizado en contra de elementos que atentan contra la productividad agrícola.



En Argentina, la soja genéticamente modificada usa más del doble de herbicidas que el producto convencional. Desde luego, están en un grave problema, precisamente, por esa circunstancia.



Los campesinos -ese mundo que está enteramente ausente de un debate de esta naturaleza-, por cierto, ignoran de dónde provienen las inspiraciones para impulsar en todos los países del planeta un negocio que ha adquirido dimensiones colosales, que nace por razones solo económicas y que en nada beneficia a los consumidores.



Sin embargo, los consumidores europeos y japoneses se han mostrado absolutamente reticentes a la introducción de productos transgénicos y, por lo tanto, exigen el etiquetado correspondiente.



El Senador señor Espina sostuvo en su intervención que en Chile el tema en debate está “pésimamente mal tratado”. Es decir, está “casi bien”, según sus propias palabras, y no veo, entonces, de qué se queja.



Es cierto que hay vacíos en nuestra legislación. Pero la manera de cubrirlos no es a través de un proyecto como este, que empeora las cosas y genera, de cara al futuro, una incertidumbre muy grave, la cual afectará a mucha gente.



Cuando se trata de introducir algo así como “un paquete chileno” -como suelen denominar en el exterior a una creatividad de nuestra delincuencia-, siempre se pone como referente y justificación a sectores menores, como las pymes. Y, en este caso, se utiliza a los supuestamente pequeños agricultores. Pues bien, ellos en nada serían beneficiados. Por el contrario, van a sufrir las consecuencias inevitables de quedar dependiendo de una transnacional que ha constituido un imperio y, al mismo tiempo, una verdadera dictadura genética a lo largo del mundo.



Por lo tanto, señor Presidente, lo mínimo que se puede pedir en relación con esta materia es que el proyecto sea tratado por las Comisiones de Medio Ambiente y de Salud antes de ser debatido nuevamente por esta Sala. Así, todos tendremos la oportunidad de reunir mayores elementos de juicio.



Y si vamos a legislar, que sea para proteger un patrimonio respecto del cual el país puede sentirse orgulloso y, además, para velar por el mantenimiento de mercados importantes para Chile que se muestran muy reacios a ser invadidos por productos de carácter transgénico.



Es mucho mejor negocio -y lo será aún más en el futuro- preservar el cultivo tradicional de productos no manipulados genéticamente, que iniciar el camino de esta experiencia que, por cierto, no augura nada positivo para el país.



Por eso, voy a votar en contra del proyecto.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, nuestros agricultores siempre han sido sometidos a competencias muy desleales.



Hace algunos años, recordamos los miles de miles de millones de dólares que los países europeos y Estados Unidos otorgaban a sus agricultores. Por supuesto, con esos enormes subsidios ellos podían exportar productos a Chile, donde no existía ningún tipo de ayuda estatal y se obligaba a los agricultores a competir en tales condiciones.



En nuestro país hemos luchado por establecer centros de  biotecnología. Estamos aprobando incentivos para la innovación y tecnología, a fin de permitir la participación de privados en esta materia. Pero cuando vemos que hay productos en los que se ha usado precisamente biotecnología, nos oponemos a su desarrollo en Chile.



Hoy día, sigue habiendo competencia desleal para nuestros agricultores. En todas partes se elaboran productos transgénicos. En los Estados Unidos -no vamos a decir que esta nación no se preocupa de proteger la salud de su pueblo, cuando es la más estricta del mundo al respecto- existen 50 millones de hectáreas cultivadas con maíz transgénico; en Argentina, 17,1; y en Brasil, 9,4.



¿Saben Sus Señorías cuántas hectáreas de maíz existen en Chile? ¡De 290 a 300 mil, y podemos llegar a 350 mil, en comparación con los más de 100 millones que hay en el mundo destinadas a dicho cultivo!



Antes, los países de la Unión Europea no participaban en este tipo de productos, pero ahora hemos sido informados de que también lo están haciendo. ¿Están más atrasados que nosotros? ¿Acaso no nos llevan la delantera? ¿Acaso no resulta incomprensible que aquí se cultiven semillas transgénicas para enviarlas al extranjero y que, posteriormente, se importen alimentos provenientes de vegetales genéticamente modificados para la crianza de pollos y de cerdos?



Hace muchos años que estamos consumiendo productos transgénicos, pero no dejamos que nuestros agricultores los elaboren.



Ello significa una nueva competencia desleal para ellos. ¡No cuentan con ningún tipo de apoyo ni de subsidio! No obstante, si usaran la biotecnología podrían producir mucho más y reducir los costos de producción por tratarse de cultivos resistentes a insectos y enfermedades. Sin embargo, les impedimos que lo hagan.



El Senador señor Ávila manifestó que resulta mucho mas rentable elaborar productos orgánicos. ¿Para quién es más rentable? ¿Para los agricultores? ¿Acaso los productos orgánicos cuestan el doble que los transgénicos? No. Tienen el mismo precio. No presentan ni una sola ventaja ni incentivo. ¿Por qué, entonces, les impedimos a nuestros agricultores competir en las mismas condiciones que imperan sobre el particular en otros países?



Hoy día, por fortuna, la rentabilidad agrícola ha cambiado totalmente. Ayer, veíamos que quienes explotaban la tierra estaban cada vez más desprotegidos y empobrecidos. En la actualidad, debido a los biocombustibles, al etanol, los productos del agro han subido de precio y se han vuelto rentables, máxime en nuestro país, donde muchos de estos se utilizan también en el cultivo de salmones.



Es decir, por primera vez en Chile la agricultura puede ser floreciente. Observamos cómo se exportan miles de miles de millones de dólares en productos provenientes no solo de la minería del cobre, sino de diversos ámbitos. Eso es lo que necesitamos: ¡diversificar nuestras exportaciones!



Cuando hace unos días yo comenté que Standard & Poor’s nos había calificado con “A+”, y que ella equivalía a la de Italia, me refería a la confiabilidad en el país. ¿Y por qué ahora nos otorgan una calificación más alta? Porque, si bien antes éramos muy dependientes del cobre, el diversificar nuestras exportaciones nos ha permitido mejorar las condiciones económicas del país.



¿Tenemos problemas? ¡Es evidente! Sin embargo, la macroeconomía y la forma como nos ven desde el extranjero es lo que vale e incide en numerosas materias, por ejemplo, en que el riesgo sea mínimo para los efectos de los créditos que solicitan los privados y el país.



Por eso, estimo que este proyecto es adecuado. Sin duda, habrá que seguirlo analizando. ¡Hagámoslo! Pero no le quitemos la oportunidad a Chile de usar también el progreso de la ciencia y de la biotecnología.



Por supuesto, voy a votar a favor de la iniciativa. Espero que su tramitación siga avanzando y pronto sea ley de la República.



He dicho.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este debate recién se inicia en el país y creo que se va a hacer cada vez más frecuente.



Para analizar la situación de los transgénicos es mejor colocarlos  en su contexto, porque si solo los consideramos desde la perspectiva económica o agrícola, se apreciará únicamente una parte de ellos y sería interesante contemplar el resto.



¿Qué significa “transgenia”? Significa tomar genes de una especie e incorporarlos en otra. En las plantas no tiene mucha relevancia, pero equivaldría, por ejemplo, a sacar genes de un perro, colocarlos en un ratón y obtener un ratón-perro; o poner los de un chimpancé en un humano, y lograr un “chimpohumano”. Es decir, lo que hace la transgenia es intervenir la evolución de la humanidad.



Las bacterias se transmiten en forma horizontal y pueden comunicar sus genes de una bacteria a otra. Por eso los fenómenos de resistencia y otros se establecen con tanta facilidad. En cambio, la transmisión sexual o de otro tipo que presentan los seres superiores impide la transmisión horizontal, lo que estaría siendo alterado por la transgenia. En efecto, esta altera 4 mil millones de años de historia de la vida de una vez, con consecuencias bastante indeterminadas.



¿Por qué menciono lo anterior?



Porque debe haber una reflexión respecto de los costos que implica para la sociedad en que vivimos el insistir en una visión tecnocrática, tecnológica, como opción de desarrollo.



Los seres humanos estamos alcanzando un momento en la evolución de la vida donde -como lo han establecido los científicos, los premios Nobel-, aparentemente, por primera vez toda la biodiversidad del planeta se encuentra amenazada. Hasta las bacterias.



Ello tiene que ver con la cultura antropocéntrica de los seres humanos, quienes nos consideramos a nosotros mismos como la especie superior, y por ende, la que puede depredar y destruir a todas las otras especies, sin darnos cuenta de que lo único que plantea ese concepto es la destrucción de la vida.



Los seres humanos habitamos desde hace dos millones de años la tierra como homo sapiens. Antes fuimos homo erectus y homo habilis, y cinco millones de años atrás, australopithecus. La vida empezó hace poco más de 4 mil millones de años con las bacterias, hace 500 millones de años aparecieron las eucariotas -que tenían núcleo- y de ahí recién surgieron los seres superiores.



En síntesis, la transgenia pone en cuestión la evolución de la vida, porque nosotros, quienes conformamos la especie humana y pensamos que dominamos a las otras especies, no solo estamos destruyendo los bosques, el medioambiente, los organismos que producen el oxígeno y que retuvieron el hidrógeno para que la tierra no se transformara en un planeta como Marte, sino que, además, vamos a agregar otro tipo de riesgo: la transgenia.



Ella trae como consecuencia, desde el punto de vista ecológico, la alteración de la diversidad. La existencia de los seres vivos se sustenta sobre la diversidad, cuando esta se destruye por la selección de un solo grupo de especies, todo el sistema viviente se hace frágil. De hecho, una ley de la Biología sostiene que “A mayor diversidad, mayor estabilidad".



Por lo tanto, estamos exponiendo a la humanidad a un gran conflicto que, en muchas partes, ha sido cuestionado.



Como Sus Señorías saben, una agrupación de científicos a nivel mundial hace años planteó una moratoria al uso de transgénicos. Desde el punto de vista de las visiones más productivas y políticas, es evidente que el hecho de que los científicos del planeta hayan propuesto una medida de esa naturaleza seguramente no constituye ninguna situación conflictiva o indeseable, porque existe una compartimentarización absoluta entre la reflexión científica y la política.



Tal vez sería interesante que la política mirara a la ciencia para escrutar el futuro y no tomara decisiones en forma tan liviana, desatendiendo completamente lo que pasa en espacios que van unos pocos metros más adelante que nosotros.



Por lo tanto, me parece que este tema amerita una discusión.



Por lo demás, los estudios científicos demuestran que las transgenias tienen efectos sobre la vida. Se ha comprobado la existencia de daños celulares por el consumo de ciertos componentes transgénicos. Ese es un tema en desarrollo.



Por eso, todos los países europeos han establecido la obligación de rotular dichos productos, para que sus ciudadanos puedan adoptar las mejores decisiones, a sabiendas de que existen riesgos. Es decir, sobre la base de criterios precautorios, se deja a la sociedad optar por los transgénicos o no.



En consecuencia, este no es un asunto menor. Y si nosotros queremos banalizarlo, podemos hacerlo.



Ahora bien, desde el punto de vista económico, no tiene ninguna ventaja usar transgénicos en Chile, porque vivimos el peor de los mundos: acá ellos no se rotulan.



Otros países utilizan distintos mecanismos de regulación. Por ejemplo, en los Estados Unidos, si bien no se rotulan, existen barreras de entrada que impiden el ingreso de ciertos transgénicos proscritos. De hecho, una cadena de comida rápida estadounidense empezó a usar el maíz Starlink, destinado a la alimentación de animales. Ello provocó que las autoridades de dicho país prohibieran su comercialización y retiraran todos sus productos, pues podrían contener transgénicos dañinos para la salud.



Como Chile no tiene barreras de entrada ni tampoco exigencias de rotulación, carece de mecanismos de control.



Entonces, ¿qué ocurre en nuestro país? Que los supuestos beneficios de la transgenia -esto es, producir alimentos a más bajo costo- no se traspasan a la población, porque nuestra sociedad no sabe diferenciar con precisión qué productos son transgénicos y cuáles no. Por ende, el gran negocio de producir alimentos transgénicos a menor precio en Chile, se diluye, pues los consumidores deben pagar el mismo precio entre productos transgénicos y no transgénicos, dado que, de manera vergonzosa, nuestra sociedad no ha sido capaz de establecer el derecho a saber qué alimentos los contienen y cuáles no, y, por tanto, los ciudadanos no se hallan en condiciones de decidir entre unos y otros .



No estamos imponiendo una prohibición. Proponemos que cada ciudadano pueda optar respecto a los potenciales riesgos de los transgénicos. Los científicos, los nobeles del planeta, aunque seguramente a nuestro Congreso Nacional ello no le importe, han determinado la eventual peligrosidad de algunos productos transgénicos, han planteado moratorias y, en muchas naciones del mundo, han logrado que se fijen regulaciones como imponer barreras de entrada para algunos transgénicos peligrosos (por ejemplo, en Estados Unidos), o que se exijan rotulaciones conducentes a que los ciudadanos puedan manejar criterios de bioseguridad.



Por lo tanto, me parece que aquí hay una falacia. No es admisible aprobar un proyecto de esta magnitud sin contar, al mismo tiempo, con el instrumento que  beneficiará a la gente y que le dará la posibilidad de elegir entre productos transgénicos y los que no lo son. Por último, en esa lógica de mercado se desprende que los productos transgénicos serían más baratos que los otros.



En consecuencia, admitimos ese beneficio versus los riesgos que potencialmente estos podrían acarrear.



Asimismo, comparto un tema que se ha planteado. Chile es uno de los pocos países del mundo que cuenta con una ventaja de la cual gozan muy pocos ecosistemas en el planeta: exhibe poca contaminación por transgénicos, aunque lamentablemente existen.



Concuerdo con lo expresado por el Senador señor Espina en cuanto a que estos se hallan absolutamente desregulados. Contamos con más de cien mil hectáreas para generar semillas. Pero, ¡cuidado! Se han plantado biorreactores. ¿Qué significa eso? Han puesto genes humanos a semillas vegetales, lo cual es tremendamente riesgoso. Además, todos los criterios de bioseguridad que se han desarrollado para biorreactores son sumamente complejos, no garantizan la seguridad y se utilizan en nuestro país, a pesar de ser factores de contaminación evidentemente peligrosos.



Por su lado, existe otro problema asociado al anterior. El patrimonio genético de Chile ha sido robado completamente, porque los mismos que promueven la transgenia se han dedicado a patentar dichos genes. Hace un tiempo se generó una discusión para determinar si los genes constituían un invento o si pertenecían al patrimonio de la humanidad. La posición mayoritaria se inclinó por la segunda teoría y, por tanto, concluyó que ellos deben estar al beneficio del ser humano.



Sin embargo, Estados Unidos logró que no se aceptara ese criterio y se empezaron a patentar genes que nadie inventó y que son resultado de cuatro mil millones de años de una evolución maravillosa. Así, nuestros genes son robados del país, son mejorados y luego patentados en otros lugares del planeta. 



Entonces, creo que estamos frente a un tema macizo, potente que da inicio a un debate interesante. Y me gustaría que ese análisis pudiera desarrollarse no solamente con algunos científicos muy respetables, como el profesor Pablo Valenzuela que tiene una mirada más bien productiva del asunto, sino con otros expertos que representan perspectivas similares a las de los nobeles y a los grandes estudiosos que han tratado de establecer consensos a nivel planetario para hacer una discusión con mayor contexto y profundidad.



Por eso, en la medida que no se establezca la obligación de rotular los transgénicos en Chile, no deberíamos avanzar en esta materia, porque no se va a traspasar a la gente ninguno de los beneficios esperados. Y, además, se dañará una de nuestras fortalezas: ser un país medianamente libre de transgénicos. Ningún científico sabe verdaderamente los efectos futuros de los transgénicos, porque los genes representan una contaminación viva, cuyos efectos sobre la salud son totalmente desconocidos.



Muchos papers y cientos de estudios científicos señalan los riesgos de ese manejo, pero tampoco precisan las consecuencias que tendría sobre la biodiversidad el intercambio de genes bajo las livianas medidas de regulación que rigen en nuestro país.



Por lo tanto, mientras no se establezcan esos elementos complementarios, soy partidario de no aprobar el proyecto. De todas maneras, solicito a la Sala que, por la transparencia necesaria, por la profundidad del debate que esta materia requiere (ninguno de nosotros es ciego; sé que hay intereses económicos para algunos importantes, desde el punto de vista país, pero a mi juicio menos importantes que el proyecto en discusión), y por la relevancia que este asunto reviste, la iniciativa sea enviada a las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente del Senado.



He dicho.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- A continuación, procederé a abrir la votación.

El señor HORVATH.-  ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.-  Señor Presidente, como Comité y además como Comisión, solicito que el proyecto, para estudiarlo en su completa dimensión, sea enviado a la Comisión de Medio Ambiente y a la de Salud, como ha ocurrido con otras iniciativas vinculadas a este tema.



Me parece curioso que se le dé prioridad a un proyecto que nace en la hora nona, mientras los anteriores se hallan trancados en la Comisión de Agricultura.>
<El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, propongo que el proyecto sea votado en general para que después vaya a las Comisiones que sean necesarias. Pero no me parece conveniente representar a la Comisión de Agricultura porque despacha las iniciativas que le corresponden. La que nos ocupa data del 2006. Nunca me había pasado esto. Generalmente, ocurre al revés.



¡Y ahora nuestra responsabilidad es haber trabajado!



Señor Presidente, pido que coloque en votación el proyecto para que, en la discusión particular, sea tratado por las Comisiones que les parezca a los señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Abriré la votación y...

El señor HORVATH.-  Señor Presidente, usted debiera abstenerse porque también es autor del proyecto. Para que sea informado como corresponde...

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Cerrado el debate.>
<


En votación el proyecto.

                      --(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, deseo partir por lo último y por la reflexión del Senador señor  Coloma.



Es evidente que este tema es polémico, muy discutible. Por eso necesitamos un debate abierto. Y -debo reconocerlo- llama la atención que en la Comisión de Agricultura del actual período, a la que pertenecen algunos de los autores de este proyecto, no haya existido la voluntad de discutir otras iniciativas que tienen un avance legislativo mayor, que han pasado por la Cámara de Diputados y por Comisiones del Senado, no obstante lo cual hoy se encuentran estancadas, sin que se halle claro el motivo.



Por momentos, quisiera sumarme a las inquietudes del Senador señor Horvath, quien pide que esta normativa sea vista por otras Comisiones. Pero por ahora me gustaría plantear a los integrantes de la Comisión de Agricultura o a la Sala la posibilidad de convenir un procedimiento que permita tratar en conjunto todos los proyectos que dicen relación a esta materia.



Por ejemplo, en lo referente a la rotulación de productos transgénicos, al menos uno de los que se encuentran en discusión es de mi autoría; pasó por la Cámara Baja; hace tiempo que está parado, y no se ha querido avanzar en su tramitación, a pesar de que su único propósito, asumiendo que se trata de un debate donde convergen muchas opiniones, es que en los alimentos para el consumo humano se marque si incluyen transgénicos o no.



En definitiva, esa discusión, que genera inquietud en ciertos actores económicos, por algún motivo que uno no entiende, no se está llevando a cabo en el Parlamento. Y ello motivó que el debate del proyecto que vemos hoy se diera en un contexto distinto.



Espero, entonces, que las otras iniciativas sean abordadas de consuno, para disponer de una visión más global sobre un asunto altamente complejo. Porque, hasta ahora, eso no ha ocurrido.



Ahora bien, yendo a los temas de fondo, señor Presidente, creo que nuestro país tiene que tomar una decisión. Hasta el momento el Congreso Nacional nunca se ha pronunciado sobre este tópico. Por ello, me parece muy útil que los Senadores que propusieron este proyecto nos traigan a la Sala el debate más global.



Fue el SAG el que en algún momento decidió que íbamos a producir transgénicos, semillas, las que no se podrían comercializar en el país.



Ello, por lo menos en la Sexta Región, que represento en el Senado, ha dado lugar a la siguiente paradoja. Es la principal productora de maíz: 68 a 70 por ciento del total del país. Es también la que importa la mayor parte del maíz que requiere Chile: cerca de 60 por ciento es internado por una empresa instalada en la zona: Agrosuper. Pero es factible importar maíz transgénico, que se utiliza para la alimentación de chanchos, de aves, en fin. Se podrá discutir si ese producto, en su proceso de descomposición, tiene o no efectos sobre la vida humana. Pero lo cierto es que al respecto existe una paradoja, porque muchos de los semilleros que producen transgénicos se encuentran asimismo en la Sexta Región.



Por consiguiente, me parece básico que de una vez por todas tengamos una regulación sobre esta materia.



Hay, señor Presidente, un debate que no se ha planteado: si a nuestro país le conviene o no estar libre de transgénicos.



Existe al respecto una discusión, pero es absolutamente teórica. Constituía una opción válida a finales de los 80. Sin embargo, fue superada por los hechos, por nuestra apertura económica o por ciertos vacíos de la legislación.



No sé si hay actualmente alguna Región donde no se produzcan transgénicos. Yo, al menos, lo ignoro. Pero lo importante, más allá de la conveniencia o inconveniencia de aumentar su producción, de que exista una mayor superficie plantada, sería decidir si queremos reservar ciertas partes del territorio libres de ellos y contar con instrumentos de ordenamiento territorial que nos permitan actuar en esa línea. Ello, precisamente para poder saber en el futuro si la producción de transgénicos en algunas Regiones tiene efecto sobre la biodiversidad, comparándolas con aquellas que estén libres de tales cultivos.



Ese elemento no se halla bien establecido en el texto que nos ocupa, y creo indispensable considerarlo.



Señor Presidente, estamos en la discusión general. Empero, opino que, antes de aprobar en definitiva el proyecto, necesitamos contar con más antecedentes sobre el impacto que puede tener en la salud humana el consumo de aquel tipo de productos.



El debate se encuentra aún muy abierto. Uno puede quedarse con las versiones -lamento que no esté presente el Senador señor Girardi- que recogen ciertos casos extremos y pensar que aquí se nos va a caer el mundo, o bien, con las que sostienen que todo es inocuo, que esto no afecta a nadie.



La verdad es que en el caso de los transgénicos estamos más o menos como en el de los teléfonos celulares, cuyo impacto sobre la salud humana todavía no se conoce realmente.



Por tanto, deberíamos revisar la legislación -siento que, en rigor, no la tenemos- para establecer procedimientos y responsabilidades más estrictos en las empresas. La situación actual es la peor.



Por eso, me inclino por crear un marco regulatorio en esta materia. Y, al respecto, me gustaría que fuéramos capaces de establecer en la ley en proyecto -no en otra- un sistema de rotulación de alimentos y que asumiéramos el compromiso político de proceder en este sentido, de forma tal que podamos lograr, mediante un texto más equilibrado, un avance más global y que les dé garantías tanto a los que están en una posición como a quienes se hallan en otra. Y estimo que los derechos de los consumidores son muy importantes para este efecto.



No me opongo a votar en general esta materia, señor Presidente. Me parece un absurdo -lo planteo derechamente- que en la Región que represento, no obstante ser una de las mayores productoras de granos transgénicos del país, la empresa más importante, la que proporciona más empleo, sea uno de los principales importadores de granos transgénicos, porque, como estos no se pueden comercializar en Chile, tenemos que traerlos desde Argentina, lo cual nos priva de la posibilidad de desarrollar el conocimiento científico que necesitamos. Porque la verdad es que quienes están produciendo transgénicos aquí son las grandes transnacionales, que usan a los productores locales. Y no creo que eso sea bueno, pensando en el país y en su futuro. 



Antes de concluir, señor Presidente, me gustaría invitar a los autores de la moción a pensar en estas dos propuestas: uno, rotulación, y dos, ver cómo conservar parte del territorio nacional libre de transgénicos, a fin de que tengamos la posibilidad de hacer comparaciones en los próximos 20 a 30 años, plazo que considero razonable para observar los efectos que aquellos pueden provocar en un sentido u otro.



Voto que sí. 
>
<
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, deseo hacer breves comentarios hacia el final de este interesante debate.



Lo primero que sorprende de los argumentos formulados en esta Sala es el planteamiento efectuado por algunos señores Senadores en el sentido de rechazar la idea de legislar, en circunstancias de que parece haber una coincidencia bastante amplia en cuanto a que esta es una materia que debe ser objeto de regulación.



Ese ánimo de postergar indefinidamente las definiciones no parece lo más razonable. Es el minuto de avanzar en este debate y zanjarlo. Ya habrá, en las instancias posteriores del proceso legislativo, oportunidad para referirse en detalle a todos los aspectos que aquí se han puesto de relieve.



Sobre el particular, quiero hacer presente, por ejemplo, que no se ha señalado aquí que el proyecto, entre otras cosas, aborda -por cierto, ello podrá perfeccionarse- lo concerniente a etiquetado y regulación en una forma que parece bastante correcta.



Ahora -muy rápidamente-, creo importante destacar que en los transgénicos hay un conjunto de beneficios evidentes. El primero y más patente de todos: la posibilidad de producir alimentos básicos más nutritivos.



Se ha hecho mención esta tarde de algunos problemas que podrían existir. Aquí está todo el debate sobre el tema de las alergias. Pero lo que no se dice es que también a partir de los transgénicos es posible producir plantas que dan origen a vacunas, proteínas y diversos productos farmacéuticos. Y, en consecuencia, el riesgo eventual no solo se morigera sino que perfectamente se puede neutralizar.



Los beneficios ambientales son evidentes. Sin lugar a dudas, los productos transgénicos contribuyen en general a aumentar la productividad agrícola, lo que permite -y en esto no hay dos opiniones- disminuir la presión sobre los ecosistemas.



Del mismo modo, es evidente que hoy resulta factible cultivar especies resistentes a las plagas y, con ello, bajar la utilización de un conjunto de fertilizantes químicos.



Desde el punto de vista ambiental, ¡cómo no destacar también la posibilidad de rehabilitar tierras degradadas o menos fértiles!



Y existe un elemento de enorme significación hacia el futuro: el incremento de la productividad energética de vegetales con miras a la producción de biocombustibles, que asoma como algo absolutamente promisorio.



Ahora, los argumentos en el plano económico-social también son bastante evidentes. Por ejemplo, es factible provocar una relevante mejoría de carácter económico en el mundo agrícola. Y no se debe perder de vista que en muchos casos la pobreza en nuestro país todavía sigue afincada en zonas precisamente agrícolas.



Quiero hacer dos reflexiones finales, señor Presidente.



Tal como lo señaló el Honorable señor Letelier, a veces da la impresión de que se está discutiendo si en Chile va a haber o no productos transgénicos. Pero la verdad es que estos ya se encuentran aquí y -como se ha explicado hasta el cansancio a lo largo de este debate- en forma absolutamente paradójica y absurda.



También deseo puntualizar que a veces se plantea como opción del país tener transgénicos o no tenerlos. Pero esa es una falsa disyuntiva. En primer lugar, porque  -como se ha señalado- los productos genéticamente modificados ya están, y en segundo término, porque parte de la lógica del proyecto es justamente hacer cohabitar -por así decirlo- dos tipos de agricultura: una con elementos transgénicos y otra sin ellos.



Deseo hacer una última consideración global, sobre la competitividad.



Si uno mira las perspectivas de Chile como potencia agroalimentaria, debe observar también cuáles son algunos de nuestros competidores en ese espacio. Y el más evidente es Argentina.



Esa nación tiene hoy un muy bien ganado prestigio como potencia agroalimentaria. Lo que está haciendo en materia de frutas y de vinos, por ejemplo, va mucho más lejos de lo que era más tradicional en ese país, cuya actividad productora estaba constituida básicamente por el ganado y los granos.



Argentina, que es un gran competidor nuestro desde el punto de vista del acceso a los futuros mercados, en esta materia tiene resuelto el problema de manera absolutamente clara desde hace mucho tiempo.



En consecuencia, estancarnos, no avanzar en dicho ámbito, no dar un paso al frente para terminar con el verdadero absurdo normativo que tenemos constituiría un grave error.



Nos encontramos en la votación general del proyecto, y creo que los argumentos dados por los distintos señores Senadores son concluyentes en términos de la necesidad de avanzar en la legislación sobre la materia.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, he seguido con atención este interesantísimo debate.



En mi opinión, el Senado no puede estar ausente de la definición de los marcos del futuro. La biotecnología, el manejo de los genes y de otros elementos, como las células madres, van a determinar las posibilidades del progreso y de las competencias.



Considero razonables las objeciones hechas por algunos colegas. Esta es una materia muy controversial.



Conozco a ETC, grupo canadiense que se dedica a la lucha contra los transgénicos y exhibe argumentos respetables; o sea, no es cuestión de tomarlos al lote.



Sin embargo, pienso que el Senador señor Letelier está en la razón: la discusión al respecto es tardía. Y lo peor que puede hacer el Senado es actuar igual que el avestruz: como nosotros no lo discutimos, el tema no existe.



Y creo que el colega Ávila está equivocado respecto al 91 por ciento de Monsanto, porque son también DuPont y dos o tres compañías suizas.



Es interesante saber que cuando hablamos de productos transgénicos nos estamos refiriendo a compañías farmacéuticas que se dedican a ello. No se trata de cualquier empresa.



La investigación es cara. La biotecnológica es la más barata de todas, pero de todas maneras resulta costosa.



Entonces, mi pregunta es si tendremos o no una industria biotecnológica en serio y por dónde vamos a partir. Porque no podremos empezar por el lado de la medicina humana, que es mucho más cara.



Aquella es, entonces, un área relevante.



Ahora, cuando pretendemos modificar los virus, ¿estamos efectuando transgenia o no? Porque los virus son organismos semivivos que afectan a la vida.



Si Chile negara eso, sería fatal.



Citaré solo un caso: el del arroz, alimento vital en el mundo, especialmente para las naciones asiáticas. Pues bien, el único país que tiene analizado el genoma del arroz es China. Es decir, los chinos no se niegan a realizar investigación genética en esta materia. ¿Y por qué lo hacen? Para mejorar las cosas.



Ahora, yo les encuentro razón a quienes señalan que Nueva Zelanda tomó otra opción. No obstante, coincido con el Senador señor Letelier: es tarde para hacer eso. Pero a lo mejor es factible. Entonces, discutámoslo. Pero no pongamos etiquetas.



En definitiva, pienso que este proyecto es bueno, por lo cual debemos apoyarlo. Tengamos todos los debates y tomémonos todo el tiempo necesario para ello.



Y concuerdo en que, una vez aprobada en general, esta iniciativa debe ir a las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente. Pero no nos neguemos a la discusión; no hagamos de la política del avestruz la política del Senado.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, al momento de fundar mi voto favorable, quiero simplemente hacerme cargo de dos cosas que considero importante dejar esclarecidas, por lo menos en la Versión Oficial.



En primer lugar, la Comisión de Agricultura solo ha cumplido su deber. A veces eso cuesta. Pero lo hicimos.



Mientras estudiábamos el proyecto sobre el bosque nativo abrimos un espacio para enfrentar el tema que hoy nos ocupa. Y lo hicimos en ese orden. Porque, efectivamente -y tiene razón el Senador que lo planteó-, había una iniciativa previa sobre etiquetado de productos alimenticios genéticamente modificados. Pero este proyecto, entre diez elementos, contenía ese aspecto. Entonces, había dos formas de enfrentar la materia: parcial o globalmente. La Comisión de Agricultura optó por analizarla globalmente, en la lógica de resolver el problema en su conjunto y no ir solucionándolo de a poco.



En segundo término, si Sus Señorías leen con cuidado los antecedentes, podrán apreciar que el Ministerio de Agricultura fue invitado dos veces. Y concurrieron la Subsecretaria y el Ministro a plantear sus puntos de vista. O sea, cumplimos plenamente a ese respecto.



En cuanto a los organismos fiscalizadores, es obvio que faltan. Sin embargo, si la Sala observa, es lo que le estamos solicitando al Gobierno. Porque quienes presentamos el proyecto tenemos iniciativa hasta cierto punto. Pero, tratándose de crear organismos, es el Ejecutivo el que debe otorgar su patrocinio.



Por último, la tendencia mundial -y sobre el particular existe una discrepancia más de fondo- es completamente distinta de lo que señaló un colega hace bastante rato: como bien expresó el Senador señor Flores, ella es a enfrentar el problema y no a hacerse el leso. Esto no existe en ninguna parte que no sea Chile.



Pensamos, entonces, que este es un paso necesario para abrir un debate. No pretendemos haber resuelto el problema, pero sí aspiramos a que el Senado tenga capacidad y altura de miras para discutir a fondo el tipo de país que deseamos construir en esta materia, de la que surgen efectos agrícolas, acuícolas, forestales, farmacéuticos, regionalizadores.



Este es un asunto grande, significativo, con mayúscula. Queremos generar ese debate, ese esfuerzo. Y pienso que sería sano que durante el año 2008 gastáramos parte relevante del tiempo en resolver esta materia y no seguir con puros puntos suspensivos.



Voto a favor.>
<El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos contra 4 y 4 abstenciones); se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 10 de marzo, a las 12, y se resuelve enviar la iniciativa a las Comisiones de Agricultura, de Salud y de Medio Ambiente.



Votaron por la afirmativa  las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Girardi, Horvath y Navarro.



Se abstuvieron  los señores Gómez, Ominami, Prokurica y Vásquez.>>
<)--------------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Acaba de llegar a la Mesa una comunicación mediante la cual el Senador señor Bianchi, como representante del Comité Independientes, da cuenta de que también se ha designado Comité al Honorable señor Cantero.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se toma conocimiento.>
<<REFORMA CONSTITUCIONAL PARA REGULACIÓN DE ENTRADA

EN VIGENCIA DE LEYES PROCESALES QUE INDICA>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite y con urgencia calificada de "discusión inmediata", que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5560-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En primer trámite, sesión 75ª, en 12 de diciembre de 2007.


En tercer trámite, sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.


Discusión:



Sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007 (se aprueba en general y particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo único de la iniciativa, enmienda que consiste en agregar al artículo 77 de nuestra Carta Fundamental un inciso final del siguiente tenor:



“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regulen un sistema de enjuiciamiento, podrán fijar fechas diferentes para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro años.”.



Lo anterior, para ser aprobado, requiere el pronunciamiento conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado donde aparecen el texto que despachó el Senado y el cambio efectuado por la otra rama del Congreso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la enmienda.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación electrónica.>
<El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueba la modificación introducida por la Cámara de Diputados, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 25 señores Senadores se pronunciaron a favor.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Ruiz-Esquide.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.>>
<PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor FREI:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole informar respecto a ESTADO DE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN EN TRAMO DE RUTA INTERNACIONAL CH-203 (REGIÓN DE LOS LAGOS); al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, pidiéndole opinión en cuanto a CUESTIONAMIENTOS DE ASOCIACIÓN DE EXPORTADORES DE CHILE A.G. A DECRETO SUPREMO SOBRE FIJACIÓN DE PRECIOS DE NUDO; y a la señora Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor, requiriéndole evaluar PLANTEAMIENTO DE ALCALDE DE OSORNO SOBRE CREACIÓN DE RESIDENCIAS PARA ANCIANOS CON CAPACIDADES ECONÓMICAS DISÍMILES.


De los señores GARCÍA, ALLAMAND, CHADWICK, COLOMA, ESPINA,  LARRAÍN y ROMERO:



Al señor Contralor General de la República, con relación a CRITERIO DE CONSEJO REGIONAL DE LA ARAUCANÍA EN DISTRIBUCIÓN DE FONDO COMPENSATORIO DE TRANSANTIAGO.



Del señor HORVATH:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de evaluar SITUACIÓN DE EMAZA Y ENVÍO DE PROYECTO DE LEY QUE GARANTICE SU ROL ESPECÍFICO EN TERRITORIOS AISLADOS; al señor Ministro del Interior, solicitándole información respecto de INSTALACIÓN DE RED PERMANENTE DE MONITOREO EN SECTORES VULNERABLES DE AISÉN, y al señor Ministro del Interior (S), haciéndole presente la necesidad de EVALUACIÓN DE CAMPAMENTOS DE EMERGENCIA EN TOCOPILLA Y OTROS LUGARES AFECTADOS POR RECIENTES SISMOS.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro del Interior, demandando su atención sobre DECLARACIÓN DE ZONA DE EMERGENCIA POR SEQUÍA EN COMUNAS QUE INDICA; a la señora Ministra de Educación, solicitándole recabar INFORMACIÓN DE RECTORÍA DE UTEM SOBRE CARRERA DE CRIMINALÍSTICA; al señor Ministro de Justicia, acerca de SITUACIÓN DE MENORES EN COD-CERECO LIMACHE; al señor Ministro de Obras Públicas, en cuanto a OPTIMIZACIÓN DE USO DE EMBALSE LOS AROMOS y a PETICIÓN DE INFORME SOBRE CONCESIÓN DE RUTA PARA LITORAL NORTE DE REGIÓN DE VALPARAÍSO; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, para solicitar LISTADO DE INMUEBLES FISCALES PRESCINDIBLES EN REGIÓN DE VALPARAÍSO; a la señora Subsecretaria de Marina, con el objeto de pedir antecedentes sobre DELIMITACIÓN DE CALETA LIGUA, COMUNA DE PAPUDO; a la señora Directora Nacional del Servicio Civil, a fin de que informe sobre CONCURSO PARA CARGO DE DIRECTOR DE HOSPITAL DE QUILPUÉ; y al señor Secretario Ministerial de Salud y a la señora Directora (S) de CONAMA de la Región de Valparaíso, solicitándoles precisiones acerca de INSTALACIÓN DE PLANTA PROCESADORA DE RESIDUOS EN BELLOTO NORTE.

)---------(

>
>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:17.








Manuel Ocaña Vergara.








Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 76ª, ORDINARIA, EN MARTES 18 DE DICIEMBRE DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Asisten, asimismo, los señores Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Alejandro Ferreiro Yazigi, la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y las señoras Ministras Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann y Presidenta del Consejo Nacional de las Artes, doña Paulina Urrutia Fernández.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones septuagésima cuarta y septuagésima quinta, ambas ordinarias, de 11 y 12 de Diciembre de 2007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

____________

CUENTA

Mensajes



Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (Boletín N° 5.560-07).



Con los diez siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (Boletín N° 4.814-13).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (Boletín Nº 4.977-08).



8.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Complementación Económica entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Cuba, suscrito en Montevideo, el 20 de diciembre de 1999 (Boletín N° 5.273-10).



9.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.022, y otros cuerpos legales, con el objeto de reforzar la judicatura laboral (Boletín N° 5.316-07).



10.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales (Boletín N° 5.383-04).



Con los cinco siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, para facilitar al Ministerio Público el inicio de la investigación del delito de maltrato habitual (Boletín N° 5.200-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunicó su ausencia del territorio nacional los días 16 y 17 de diciembre del presente año, para realizar una visita de trabajo en la ciudad de La Paz, República de Bolivia.



Informó, además, que durante su ausencia sería subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera de Interior, señor Belisario Velasco Baraona.



-- Se tiene presente.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, mediante los cuales informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado (Boletín N° 3.620-13).



2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 19.464 y otorga otros beneficios que indica (Boletín N° 5.085-04).



3.- Proyecto de ley que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional: 



Con el primero, remite copia de la sentencia recaída en el proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y otros cuerpos legales, en relación con el fondo común municipal y otras materias municipales (Boletín N° 4.040-06).



Con los tres siguientes, envía copia de igual número de sentencias dictadas en relación con los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de las siguientes normas: artículos 11 del decreto ley N° 799, de 1974; 416, inciso tercero del Código Procesal Penal; 4° de la ley N° 18.549 y 29 de la ley N° 18.669.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la situación de la plataforma continental chilena.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la evaluación  ambiental y de salud del proyecto denominado “Sistema de Respaldo Red de Distribución de Gas Natural Zona Oriente de la Región Metropolitana”.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual contesta  un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referido a la investigación que dicha Institución ha realizado respecto del derrame de líquidos en el Río Mataquito, VII Región.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los procedimientos de control y fiscalización  de los servicios que entregan las empresas proveedoras de gas natural.



De la señora Presidenta de la Comisión Asesora Presidencial para la Protección de los Derechos de las Personas, mediante el cual remite el Tercer Informe (julio-septiembre de 2007) de las labores realizadas por dicha Institución.



De la señora Coordinadora Nacional del Programa de Reconocimiento al Exonerado Político del Ministerio del Interior, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la situación que afecta al señor José Miguel Moya Torres.



Del señor Fiscal Regional de la Región de Los Ríos, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo a los delitos de abigeato ocurridos en las comunas que indica.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.560-07).



Segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales ( Con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.383-04).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y nuevo informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.059-07).



Segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.627-19).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que libera del Impuesto a la Renta a las compensaciones económicas originadas al término de un matrimonio (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.534-05).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y sus Anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005 (Boletín N° 5.141-10).



-- Quedan para tabla.



Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores  Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual proponen que el Senado adhiera a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, destinada a capturar a criminales nazis aún prófugos y, asimismo, que manifieste al Gobierno del Estado de Israel, su Parlamento y su Pueblo, las disculpas por no haber concedido hace 44 años la extradición del señor Walter Rauff (Boletín N° S 1.033-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
Mociones



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de reforma constitucional con el fin de ampliar el plazo para formular una acusación constitucional en contra del Presidente de la República y de las autoridades que indica (Boletín N° 5.518-07).



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Letelier y Naranjo, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal para sancionar el acoso sexual infantil (Boletín N° 5.573-07).



Tres del Honorable Senador señor Navarro:



Con la primera, inicia un  proyecto de reforma constitucional para regular el ejercicio del derecho a reunirse pacíficamente (Boletín N° 5.583-07).



Con la segunda, inicia un proyecto de ley relativo al ejercicio de la acción de nulidad de derecho público con el fin de resguardar un interés difuso o derecho colectivo (Boletín N° 5.584-07).



Con la tercera, inicia un proyecto de reforma constitucional que rebaja a dieciséis años el requisito de edad exigido para adquirir la condición de ciudadano (Boletín N° 5.585-07).



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de reforma constitucional para establecer que el decreto de promulgación de un proyecto de ley iniciado por Moción, deberá indicar el nombre del autor o autores de dicha iniciativa (Boletín N° 5.590-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tres del Honorable Senador señor Horvath:



Con la primera, inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en lo relativo al recurso de nulidad (Boletín N° 5.592-07).



Con la segunda inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, con el fin de incluir a los trabajos comunitarios entre las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (Boletín N° 5.593-07).



Con la tercera, inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, con el fin de otorgar al tribunal la facultad de prohibir a los imputados por delitos que indica, asistir a espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 5.594-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se mandan poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Tributario, con el fin de permitir que cualquier persona pueda querellarse en el caso de delitos tributarios que indica (Boletín N° 5.586-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Girardi, Muñoz Aburto y Prokurica, mediante la cual inician un proyecto de ley que prohíbe la caza de cetáceos en las aguas sometidas a la jurisdicción nacional y establece medidas de protección que indica (Boletín N° 5.572-12).



Del Honorable Senador señor Ávila, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.300, con el fin de someter la instalación de estaciones bases de telecomunicaciones para la transmisión de señal entre equipos telefónicos móviles, al sistema de evaluación de impacto ambiental (Boletín N° 5.575-12).



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.300, con el fin de sancionar a quien elabore una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental fundado en antecedentes falsos (Boletín N° 5.587-12).



--Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Letelier y Naranjo, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 17.322, estableciendo una nueva causal de negligencia aplicable a las instituciones previsionales o de seguridad social que no soliciten la medida cautelar que indica (Boletín N° 5.574-13).



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de de ley que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer el derecho a un  permiso para ausentarse del trabajo, en caso de enfermedad o accidente grave del cónyuge del trabajador (Boletín N° 5.591-13).



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Dos del Honorable Senador señor Navarro:



Con la primera, inicia un proyecto de ley que prohíbe la propaganda destinada a difundir la imagen de las personas que indica (Boletín N° 5.588-06).



Con la segunda, inicia un proyecto de ley para promover la expresión artística en los espacios públicos que indica (Boletín N° 5.589-06).



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo relativo a la remoción de alcaldes que han sido reelegidos (Boletín N° 5.595-06).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley para declarar feriado, en la Región de Tarapacá, el 21 de diciembre, “Día del Trabajador del Salitre”.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 4, del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz Esquide, mediante el cual proponen que el Senado manifieste su solidaridad con el pueblo y Gobierno de Argelia, frente a los graves atentados terroristas que han sufrido. Asimismo, que condene el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, y que reitere su convicción de que mediante el diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos, se podrá alcanzar la paz en África y el Medio Oriente (Boletín N° 1.034-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Permisos Constitucionales



Comunicaciones de los Honorables Senadores señores Naranjo y Pizarro, mediante las cuales solicitan permiso para ausentarse del territorio nacional a partir de los días 17 y 18 de diciembre del presente año, respectivamente.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

_____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:


1) Tratar y despachar, en el segundo lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales (Boletín Nº 5.383-04) (con urgencia calificada de “suma”).


2) Respecto de todos los proyectos de ley que se traten en las sesiones del día de hoy y de mañana, ponerlos en votación una vez que se haya efectuado la relación de los mismos por el señor Secretario General.


3) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de las siguientes iniciativas:


a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (Boletín N° 4.928-26) (con urgencia calificada de “simple”), hasta el lunes 7 de enero de 2008.


b) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletín Nº 4.595-15), hasta el lunes 7 de enero de 2008.


c) Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bombal, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión (Boletín Nº 3.606-03), hasta el lunes 7 de enero de 2008.


d) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11) (con urgencia calificada de “simple”), hasta el lunes 7 de enero de 2008.


e) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (Boletín N° 4.742-13) (con urgencia calificada de “simple”), de 10:00 a 12:00 horas del día viernes 4 de enero de 2008.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que libera del Impuesto a la Renta a las compensaciones económicas originadas al término de un matrimonio, correspondiente al Boletín Nº 5.534-05, con informe de la Comisión de Hacienda, del cual se ha dado cuenta precedentemente, sea incluido en la Tabla de la sesión de hoy y se discuta en general y particular a la vez.



Así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita que la Comisión de Vivienda y Urbanismo sea autorizada a discutir en general y en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, correspondiente al Boletín Nº 5.270-14, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de calificada de “simple”.



Así se acuerda.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.560-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.


Añade que Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto de reforma constitucional en general y particular a la vez por ser de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Sabag.


El señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República, el proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio. 

- - -


De conformidad a lo acordado por los Comités en el día de hoy, el señor Presidente declara abierta la votación del proyecto de reforma constitucional. 


Puesto en votación en general y particular a la vez el proyecto de reforma constitucional, es aprobado por 31 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 127 de la  Constitución Política de la República. 



Durante la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Justicia.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto, Prokurica, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión del asunto.



El texto del proyecto de reforma constitucional despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 63, número 3), de la Constitución Política de la República, a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto aparte (.), los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“Las leyes procesales que regulen un sistema de enjuiciamiento o que modifiquen la organización y atribuciones de los tribunales, podrán fijar fechas diferentes para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional.


Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro años;”.”.

_____________

Proyecto de ley iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, con segundos informes de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, correspondiente al Boletín Nº 5.383-04, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejan constancia de lo siguiente:



1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: los artículos 2° y 3° permanentes.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 4, 5, 6,7, 9, 10 y 11.



3.- Indicación aprobada con modificaciones: N° 8.



4.- Indicación rechazada: N° 1.



5.- Indicación retirada: N° 3.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 2 y 12.



El señor Secretario General señala que, conforme la referida disposición reglamentaria, corresponde dar por aprobados los artículos mencionados en el punto 1.


- El señor Presidente declara aprobadas estas disposiciones.



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone efectuar las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

ARTÍCULO 1º

Numeral 3)

Letra a)



Reemplazarla por  la siguiente:



“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el estableci-miento
	Valor de la subvención en

U.S.E. factor Art. 9 (incluye incrementos fijados por leyes Nº19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en

U.S.E por aplicación del factor  Art. 7º  Ley

Nº19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E

USE

	Educación Parvularia 

1° Nivel de Transición)
	1,71690
	0,17955
	1,89645

	Educación Parvularia

2° Nivel de Transición)
	1,71690
	0,17955
	1,89645

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,72077
	0,17997
	1,90074

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,86764
	0,19546
	2,06310

	Educación Especial Diferencial
	5,71092
	0,59727
	6,30819

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,88811
	0,59727
	5,48538

	Educación Media  Humanístico Científica
	2,08550
	0,21818
	2,30368

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,09091
	0,32402
	3,41493

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,41123
	0,25252
	2,66375

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,16274
	0,22634
	2,38908

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,27633
	0,13317
	1,40950

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,69339
	0,13317
	1,82656

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,90193
	0,13317
	2,03510

	Educación Media Humanístico – Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,06365
	0,18363
	2,24728

	Educación Media Técnico-

Profesional de

Adultos

Agrícola y

Marítima

(Primer

Nivel)
	  2,32589
	0,18363
	2,50952

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Agrícola

Y Marí-

tima Se-

gundo 

Nivel y

Tecer

Nivel)
	 2,85037
	 0,18363
	 3,03400

	Educación Media

Técnico-

Profe-

Sional de

Adultos

Indus-

Trial

(Primer

Nivel)
	2,10552
	0,18363
	 2,28915

	Educación Media

Técnico-

Profe-

sional de

Adultos

Indus-

trial (Se-

gundo Nivel y Tercer

Nivel)
	2,18927
	0,18363
	2,37290

	Educación Media

Técnico-

Profe-

sional  de

Adultos

Comer-

cial  y

Técnica

(Primer

Nivel,

Segundo

Nivel y

Tercer

Nivel)
	 2,06365
	0,18363
	2,24728”.”.


Letra d)



Sustituirla por  la siguiente:



“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican,  expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención factor Art.9 en

U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nº19.662 y 19.808)


	Valor de la subvención en  

U.S.E factor  Art. 7º Ley

 Nº19.933
	Valor de la subvención en  

U.S.E

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,39487
	0,24655
	2,64142

	Educación Media  Humanístico- Científica
	2,85903
	0,29481
	3,15384

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,85779
	0,40013
	4,25792

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,01835
	0,31177
	3,33012

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,85903
	0,294481
	3,15384.”.”.


Letra f)



Reemplazar su inciso undécimo por el siguiente:



“Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,28743 más el factor del artículo 7º de la Ley Nº19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 8,03734 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas  Especiales de Carácter Transitorios, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (USE) por alumno será de 6,23908 más el factor del artículo 7º de la Ley Nº 19.933 que corresponde a  0,74991 U.S.E, en total 6,98899 U.S.E.”.”.

Letra h), nueva



Agregar en el inciso décimo tercero, a continuación de la expresión “educacional común de” y antes del guarismo “2º”, la expresión “1º y”.”. 

Numeral 4)

Letra b)



Sustituir su inciso cuarto por el siguiente:



“No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo  y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 54,50355 unidades de subvención educacional (USE), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 5,18320 U.S.E, en total 59,68675 U.S.E, y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.”.

Letra c)



Reemplazar su inciso quinto por el siguiente:



“Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 67,48255 unidades de subvención educacional (USE), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 6,42472  U.S.E, en total 73,90727 U.S.E, y el incremento  a que se refiere el artículo 11.”.

Letra e), nueva



Reemplazar el inciso final por el siguiente nuevo:



“Para la aplicación de la tabla establecida en el inciso primero del presente artículo, en el cómputo de la cantidad de alumnos a que éste se refiere, se considerarán como totales independientes el número de alumnos de los siguientes grupos de cursos: a) desde el primer nivel de transición de educación parvularia a cuarto año de educación general básica, incluidos los de educación especial de dichos cursos; b) los de quinto año de educación general básica a cuarto año de enseñanza media, incluidos los alumnos de educación especial de dichos cursos; c) los de educación básica de adultos con o sin oficios todos los niveles; y d) los de educación media de adultos de todos los niveles y ambas modalidades, por cada establecimiento.”.”.

Numeral 11)

Artículo Undécimo Transitorio

Inciso primero



Reemplazar su tabla, por las dos siguientes:

	Enseñanza que imparte el estableci-miento
	Valor de la subvención en

U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nº19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en 

U.S.E factor Art. 7º Ley

Nº19.933
	Valor de la subvención en  U.S.E

	Educación General Básica de Adultos
	1,27633
	0,13317
	1,40950

	Educación Media  Humanístico- Científica y Técnico Profesional de Adultos(con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,45035
	0,15128
	1,60163

	Educación Media  Humanístico- Científica y Técnico Profesional de Adultos(con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,75628
	0,18363
	1,93991


	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en  

U.S.E



	Educación Fundamental de Capacitación Técnico Profesional de Adultos    ( valor máximo por clase efectivamente realizada al alumno)
	0,01701

	Educación Practica de Adultos ( valor máximo por clase efectivamente realizada al alumno)
	0,01701






El señor Secretario General señala que las modificaciones anteriormente transcritas fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.


Asimismo, hace presente que la Comisión de Hacienda aprobó e particular el proyecto en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


El señor Secretario General, finalmente, hace presente que el Comité Unión Demócrata Independiente ha solicitado que la oración que se agrega al final del inciso segundo del artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1989, sea discutida y votada separadamente.


En relación con esta solicitud, el señor Secretario General señala que se debe recabar el acuerdo de la unanimidad de la Sala para ello, ya que la referida disposición no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones y, por lo tanto, se mantiene el texto aprobado en general.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chadwick y Ruiz-Esquide.


Consultada la opinión de la Sala, no se da la unanimidad requerida.


A continuación, el señor Presidente pone en votación las enmiendas efectuadas al proyecto de ley, las que son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Educación.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a  remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 52, letra a). Tratándose del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, éste será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50. En ambos casos se aplicará el procedimiento establecido en el artículo 53.”.


2) Reemplázase el artículo 7º por el siguiente nuevo: 


“Artículo 7º.- Los párvulos de 1º y 2º nivel de transición deberán tener, a lo menos, cuatro y cinco años respectivamente, cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación y serán  considerados alumnos para los efectos de la presente ley.”.


3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:



“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E. factor Art. 9 (incluye incrementos fijados por leyes Nº 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en

U.S.E por aplicación del factor  Art. 7º  Ley

Nº19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E

USE

	Educación Parvularia 

1° Nivel de Transición)
	1,71690
	0,17955
	1,89645

	Educación Parvularia

2° Nivel de Transición)
	1,71690
	0,17955
	1,89645

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,72077
	0,17997
	1,90074

	Educación General Básica (7° y 8°)
	      1,86764
	0,19546
	2,06310

	Educación Especial Diferencial
	5,71092
	0,59727
	6,30819

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,88811
	0,59727
	5,48538

	Educación Media  Humanístico Científica
	2,08550
	0,21818
	2,30368

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,09091
	0,32402
	3,41493

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,41123
	0,25252
	2,66375

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,16274
	0,22634
	2,38908

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,27633
	0,13317
	1,40950

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,69339
	0,13317
	1,82656

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,90193
	0,13317
	2,03510

	Educación Media Humanístico – Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,06365
	0,18363
	2,24728

	Educación Media Técnico-

Profesional de

Adultos

Agrícola y

Marítima

(Primer

Nivel)
	  2,32589
	0,18363
	2,50952

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Agrícola

Y Marí-

tima Segundo 

Nivel y

Tecer

Nivel)
	 2,85037
	 0,18363
	 3,03400

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Industrial

(Primer

Nivel)
	2,10552
	0,18363
	2,28915

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Industrial (Segundo Nivel y Tercer

Nivel)
	2,18927
	0,18363
	2,37290

	Educación Media

Técnico-

Profesional  de

Adultos

Comercial  y

Técnica

(Primer

Nivel,

Segundo

Nivel y

Tercer

Nivel)
	 2,06365
	0,18363
	2,24728”.”.



b) Agregáse en el inciso segundo a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido  (.), la siguiente oración:


“En todo caso, el profesional contratado por el mismo establecimiento para la atención de sus alumnos con déficit y/o trastornos de que trata este inciso, no será competente para hacer los diagnósticos de ingreso de los niños que postulan al establecimiento en que trabaja o de egreso de los matriculados en éste.”.


c) Intercálase en el inciso séptimo entre las expresiones “este artículo” y “será aplicable”, la palabra “también”.


d) Sustitúyese su inciso noveno por el siguiente:


“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican,  expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención factor Art.9 en

U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nº19.662 y 19.808)


	Valor de la subvención en  

U.S.E factor  Art. 7º Ley

 Nº19.933
	Valor de la subvención en  

U.S.E

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,39487
	0,24655
	2,64142

	Educación Media  Humanístico- Científica
	2,85903
	0,29481
	3,15384

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,85779
	0,40013
	4,25792

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,01835
	0,31177
	3,33012

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,85903
	0,294481
	3,15384.”.”.



e) Sustitúyese en el inciso décimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”.


f) Reemplázase su inciso undécimo por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,28743 más el factor del artículo 7º de la Ley Nº19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 8,03734 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas  Especiales de Carácter Transitorios, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (USE) por alumno será de 6,23908 más el factor del artículo 7º de la Ley Nº 19.933 que corresponde a  0,74991 U.S.E, en total 6,98899 U.S.E.”.”.


g) Reemplázase en el inciso duodécimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”. 


h) Agrégase  en el inciso décimo tercero, a continuación de la expresión “educacional común de” y antes del guarismo “2º”, la expresión “1º y”.”. 


4) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

“Cantidad de                    
Factor

 alumnos

01
19
    
2,1000

20
21
    
1,9746

22
23
    
1,8712

24
25
    
1,7832

26
27
    
1,7073

28
29
    
1,6413

30
31
    
1,5841

32
33
    
1,5335

34
35
   
1,4884

36
37
   
1,4488

38
39
   
1,4125

40
41
   
1,3795

42
43
   
1,3498

44
45
   
1,3223

46
47
   
1,2981

48
49
   
1,2750

50
51
   
1,2541

52
53
   
1,2343

54
55
   
1,2156

56
57
   
1,1991

58
59
   
1,1837

60
61
   
1,1683

62
63
   
1,1551

64
65
   
1,1419

66
67
   
1,1298

68
69
   
1,1177

70
71
   
1,1067

72
73
  
1,0968

74
75
  
1,0869

76
77
  
1,0781

78
79
  
1,0693

80
81
  
1,0539

82
83
  
1,0451

84
85
  
1,0363

86
87
  
1,0286

88
90
  
1,0165”.


Para estos efectos se entenderá por establecimiento rural aquel que se encuentre ubicado a más de cinco kilómetros del límite urbano más cercano, salvo que existan accidentes topográficos importantes u otras circunstancias permanentes derivadas del ejercicio de derechos de terceros que impidan el paso y obliguen a un rodeo superior a esta distancia o que esté ubicado  en zonas de características geográficas especiales. Ambas situaciones serán certificadas fundadamente por el Secretario Regional Ministerial de Educación, dando origen al pago de la subvención de ruralidad. No obstante, el Subsecretario de Educación podrá objetar y corregir dichas determinaciones.


El mayor valor que resulte de aplicar los factores de la tabla del inciso primero de este artículo, con relación a los montos que fija el artículo 9º, no estará afecto a la asignación a que se refiere el artículo 11 de esta ley.


b) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente:


“No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo  y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 54,50355 unidades de subvención educacional (USE), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 5,18320 U.S.E, en total 59,68675 U.S.E, y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.”.


c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 67,48255 unidades de subvención educacional (USE), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 6,42472  U.S.E, en total 73,90727 U.S.E, y el incremento  a que se refiere el artículo 11.”.


d) Sustitúyase el inciso sexto, por los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos, pasando el actual séptimo a ser octavo y así sucesivamente:


“No obstante, no corresponderá la subvención mínima establecida en los dos incisos precedentes, a los establecimientos educacionales que superen la matrícula de 17 alumnos o pierdan su condición de estar ubicados en zonas de extremo aislamiento geográfico, sin perjuicio del derecho que tengan  para  percibir la subvención  que corresponde a los establecimientos rurales por conservar su condición de tales.


El Ministro de Educación o el Secretario Regional Ministerial, en su caso, deberá dictar el decreto o resolución que prive a los establecimientos del derecho a percibir las subvenciones a que se refieren los incisos anteriores.”.


e) Reemplázase el inciso final por el siguiente nuevo:


“Para la aplicación de la tabla establecida en el inciso primero del presente artículo, en el cómputo de la cantidad de alumnos a que éste se refiere, se considerarán como totales independientes el número de alumnos de los siguientes grupos de cursos: a) desde el primer nivel de transición de educación parvularia a cuarto año de educación general básica, incluidos los de educación especial de dichos cursos; b) los de quinto año de educación general básica a cuarto año de enseñanza media, incluidos los alumnos de educación especial de dichos cursos; c) los de educación básica de adultos con o sin oficios todos los niveles; y d) los de educación media de adultos de todos los niveles y ambas modalidades, por cada establecimiento.”.”.


5) Sustitúyase el guarismo correspondiente a la (USE), establecido en el inciso tercero del artículo 35, por el siguiente nuevo: “0,1563”.


6) Modifícase el artículo 37 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

	“Enseñanza                       Valor de la

que imparte                       Subvención 

el estableci-                       en U.S.E.

miento                    

	Educación 

Parvularia 

(1° Nivel de 

Transición)                           0,5177

	Educación 

Parvularia

(2° Nivel de 

Transición)                          0,5177

	Educación

General Básica 

(1°, 2°, 3°, 4°,

5° y 6°)                                    0,5177

	Educación 

General Básica 

(7° y 8°)                                  0,5177

	Educación 

Especial 

Diferencial                            1,5674

	Necesidades 

Educativas 

Especiales

de Carácter 

Transitorio                            1,5674

	Educación 

Media Humanístico 

Científica                              0,5792

	Educación 

Media Técnico-

Profesional 

Agrícola 

Marítima                              0,8688

	Educación 

Media Técnico

-Profesional 

Industrial                               0,673

	Educación 

Media Técnico

-Profesional 

Comercial

y Técnica                            0,6014



b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Se pagará una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno de Educación de Adultos, que será de 0,13620 unidades de subvención educacional (USE) para Educación Básica sin oficios; 0,16425 USE para  Educación Básica con oficios; 0,31030 USE para Educación Media Humanístico-Científica; 0,39990 USE para la Educación Técnico Profesional. Esta subvención sólo se pagará cuando este tipo de educación se preste en los locales escolares de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. En este caso, siempre se pagará el 100% de la subvención que corresponda, independientemente de la que se deba pagar por los alumnos que cursen los otros tipos de enseñanza que pueda impartir el establecimiento y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso octavo de este artículo.”.


7) Derógase el párrafo 3º del Título III “De la Subvención para la Educación Fundamental de Capacitación Técnico-Profesional o de Enseñanza Práctica de cualquier rama de la Educación de Adultos” y su artículo 38. 


8) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41. Establécese una subvención adicional especial cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), para cada nivel y modalidad de enseñanza, de acuerdo a la siguiente tabla: 

	“Enseñanza                             Valor de la

que imparte                             Subvención

el estable-                                en U.S.E.

cimiento       

	Educación 

Parvularia 

(1° nivel de 

transición)                                 0,078

	Educación 

Parvularia

(2° nivel 

de transición)                            0,078

	Educación 

General Básica

(1°, 2°, 3°, 4°,

 5° y 6°)                                     0,0857

	Educación 

General Básica

(7º a 8º años)                             0,0949

	Educación 

Especial

Diferencial                                  0,2572

	Necesidades 

Educativas

Especiales de 

Carácter 

Transitorio                                  0,2572

	Educación Media 

Científico Humanista                  0,1067

	Educación Media 

Técnico- Profesional 

Agrícola y Marítima                    0,1689

	Educación Media 

Técnico- Profesional 

Industrial                                    0,1268

	Educación Media 

Comercial y Técnica                  0,1115

	Educación Básica 

Adultos 

(Todas las 

modalidades y niveles)              0,0583

	Educación Media 

Humanístico-Científica 

Adultos (Todos 

los niveles)                                 0,0874

	Educación Técnico 

Profesional

 de Adultos

(Todos los niveles 

y especialidades)                       0,0874



Esta subvención adicional especial se enterará directamente a cada sostenedor a través de los procedimientos señalados en el artículo 13, con los incrementos señalados en el artículo 12, cuando corresponda. La citada subvención adicional no servirá de base para el cálculo de ningún otro incremento a la subvención.


Las cantidades que reciban los sostenedores por concepto de esta subvención adicional especial, serán destinadas al pago de los beneficios remuneratorios que se establecen en los artículos 8° y 9° de la ley 19.410.


El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50 de esta ley.”.


9) Introdúcese en el inciso tercero del artículo 50, la siguiente letra i) nueva:


“i) Incumplir la obligación de mantención y entrega, en su caso, de la información a que se refiere el inciso tercero del artículo 5º o adulterar dolosamente cualquier documento que sirva de respaldo a dicha información.”.


10) Agrégase el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refieren los artículos 9°, 37 y 41 de esta ley para  la Educación de Adultos, se aplicará gradualmente de acuerdo al siguiente calendario:


Año 2008: Educación Básica Adulto en todos sus niveles y Primer Nivel de Educación Media Humanístico – Científica y Técnico Profesional.


Año 2009: Segundo Nivel de Educación Media Humanístico - Científica y Técnica Profesional.


Año 2010: Tercer Nivel de Enseñanza Media Técnico Profesional.”.


11) Agrégase el siguiente artículo décimo primero transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el Decreto Supremo de Educación N° 239, de 2004, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (USE):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nº19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en 

U.S.E factor Art. 7º Ley

Nº19.933
	Valor de la subvención en  U.S.E

	Educación General Básica de Adultos
	1,27633
	0,13317
	1,40950

	Educación Media  Humanístico- Científica y Técnico Profesional de Adultos(con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,45035
	0,15128
	1,60163

	Educación Media  Humanístico- Científica y Técnico Profesional de Adultos(con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,75628
	0,18363
	1,93991


	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en  

U.S.E



	Educación Fundamental de Capacitación Técnico Profesional de Adultos    ( valor máximo por clase efectivamente realizada al alumno)
	0,01701

	Educación Practica de Adultos ( valor máximo por clase efectivamente realizada al alumno)
	0,01701





12) Agrégase el siguiente artículo décimo segundo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO TRANSITORIO.- Para efectos de lo señalado en el inciso tercero del artículo 5°, en tanto el Ministerio de Educación no fije los estándares de desempeño educativo de los establecimientos educacionales, los sostenedores deberán entregar a dicho Ministerio el estado de resultados a que se refiere ese inciso cuando cualquiera de sus establecimientos haya obtenido, en a lo menos dos de los últimos tres años, resultados inferiores al promedio nacional en las pruebas del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Mediante resolución del Ministerio de Educación se fijará el promedio señalado en inciso precedente.”.


ARTÍCULO 2º.- Las modificaciones establecidas en esta ley regirán a contar del 1° de enero de 2008.


Sin embargo, lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que incorpora el numeral 10 de esta ley, entrará en vigencia en la fecha que allí se establece.


ARTÍCULO 3°.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Programa Subvenciones a los Establecimientos Educacionales, de la Subsecretaría de Educación, y en lo que no fuere posible, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Instituto de Propiedad Industrial, con segundos informes de las 

Comisiones de Economía y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial, correspondiente al Boletín Nº 2.469-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Economía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Los artículos 5°, 8°, que pasa a ser 9°, y 10, que pasa a ser 11, permanentes, y las disposiciones TERCERA, CUARTA Y SEXTA TRANSITORIAS.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 17.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 2, 3bis y 8bis.



IV.- Indicaciones rechazadas: Ninguna.



V.- Indicaciones retiradas: 4 bis.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -



El señor Secretario General señala que, conforme la referida disposición reglamentaria, corresponde dar por aprobados los artículos mencionados en el punto 1., de los cuales tiene el carácter de norma orgánica constitucional el artículo 5º, de acuerdo a lo previsto en los artículos 38 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



- El señor Presidente declara aprobadas estas disposiciones, dejándose constancia que, respecto del artículo 5º, lo fue con el voto de 23 señores Senadores, de un total de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Economía propone efectuar las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

ARTÍCULO 1º


--Intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “Instituto”, la primera vez que aparece en el texto, la palabra “Nacional”. 


--Intercalar un inciso segundo, nuevo, pasando el inciso segundo a ser tercero:


“El Instituto constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.”.

ARTÍCULO 2º


--Intercalar, a continuación de la palabra “Instituto”, la palabra “Nacional”.


--Intercalar, a continuación de la palabra “técnico”, la expresión “y jurídico”.

ARTÍCULO 3º

Inciso primero

letra i)


--Reemplazarla por la siguiente:


“i) Fijar los valores por los servicios que preste en conformidad a la ley. Estos valores corresponderán a las actuaciones, documentos y demás prestaciones a que se refiere el decreto ley Nº 2.136, de 1978; a los precios de las publicaciones que realice el Instituto y de los espacios para avisos publicitarios que contuvieren dichas publicaciones; y, a los servicios que preste en virtud de la administración de Tratados Internacionales y convenios de cooperación internacional vigentes.”. 

ARTÍCULO 4º

letra f)


--Sustituirla por la siguiente:


“f) Dictar las resoluciones administrativas que se refieran a los derechos de propiedad industrial, aquellas normas relativas al funcionamiento interno del Instituto y aquellas que fijen los valores referidos en la letra i) del artículo 3º de la presente ley.”. 

letra g)


--Suprimirla. 

letras h) e i)

Pasan a ser letras g) y h), respectivamente, sin modificaciones.

ARTÍCULO 6º


--Intercalar, a continuación de la palabra “Instituto”, la palabra “Nacional”. 


--Suprimir el texto que sigue al guarismo “19.882”. 

ARTÍCULO 7º

º º º º


--Consultar como inciso primero, nuevo, el siguiente:


“Artículo 7º.- Es incompatible el cargo de asesor o funcionario del Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el de miembro titular o suplente del Tribunal de Propiedad Industrial. Quien tenga alguna de dichas calidades y sea designado miembro del señalado tribunal, deberá renunciar al Instituto dentro de los tres días siguientes a la notificación de su nombramiento.”.

º º º º


--Suprimir la frase “o como beneficiarios de una beca”. 

º º º º


--Intercalar, a continuación del artículo 7º, el siguiente, nuevo:


“Artículo 8.- Los funcionarios del Instituto podrán afiliarse al Servicio de Bienestar del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Asimismo, los funcionarios que en virtud de la disposición SEGUNDA transitoria de esta ley sean traspasados desde la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción podrán continuar afiliados al servicio de bienestar de su institución de origen.”. 

º º º º

ARTÍCULO 8º


Pasa a ser artículo 9°, sin modificaciones.

ARTÍCULO 9º

Pasa a ser artículo 10


--Intercalar, a continuación de la palabra “Instituto”, la palabra “Nacional”. 

ARTÍCULO 10


Pasa a ser artículo 11, sin modificaciones.

DISPOSICIÓN PRIMERA TRANSITORIA


--Intercalar, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “Instituto”, la palabra “Nacional”. 


--Reemplazar su inciso cuarto por el siguiente:


“El Instituto y su Director Nacional serán, por el solo ministerio de la ley y para todos los efectos legales, los continuadores del Departamento de Propiedad Industrial y del Jefe del Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, respectivamente. Las causas que estuvieren pendientes ante el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, al momento de entrar en vigencia de la presente ley, seguirán, sin solución de continuidad, siendo conocidas por el Director Nacional del Instituto.”. 

DISPOSICIÓN SEGUNDA TRANSITORIA

Inciso primero

letra a)


--Sustituirla por la siguiente:


“a) Fijar la planta de personal del Instituto y el régimen de remuneraciones que le será aplicable.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta de personal que fije, así como el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. En el mismo acto, fijará la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije y la dotación máxima de personal para el año.


Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de inicio de funciones del Instituto.”.

letra b)


--Reemplazarla por la siguiente:


“b) Ordenar el traspaso al Instituto, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata que se desempeñen a la fecha de publicación de esta ley en el Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción. Del mismo modo se traspasarán al Instituto los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado en la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción se entenderá suprimido de pleno derecho. Del mismo modo la dotación máxima se disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


En el mismo acto, fijará la fecha de entrada en vigencia de los encasillamientos y traspasos de personal que disponga.


El uso de las facultades señaladas en esta letra quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


1.- No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal y sin perjuicio de lo previsto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza remuneracional que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que se disponga.


2.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado.


3.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.


4.- Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”. 

DISPOSICIÓN QUINTA TRANSITORIA


--Sustituirla por la siguiente:


“QUINTA.- El costo anual que signifique la nueva planta que se fije y el encasillamiento que se practique no podrá exceder de la cantidad de $2.450.000 miles.”. 

DISPOSICIÓN SÉPTIMA TRANSITORIA


--Intercalar, a continuación de la palabra “Instituto”, la palabra “Nacional”.

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda, en complemento a lo señalado por la Comisión de Economía, deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente: 


I.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 11, 14, 15, 16 y 17.


II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: No hubo.


III.- Indicaciones rechazadas: Ninguna.


IV.- Indicaciones retiradas: Ninguna.


V.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.


Añade que esa Comisión aprobó en particular el proyecto despachado por la Comisión de Economía en sus mismos términos.



Finalmente, el señor Secretario General  hace presente que los artículos 4°, letra a), 5° y primero transitorio, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo dispuesto en los artículos 77 y 38, inciso primero, de la Carta Fundamental, por lo que deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -


Luego el señor Secretario General añade que, con la excepción de las disposiciones que se señalarán más adelante, las cuales se someterán a discusión y votación oportunamente, las enmiendas efectuadas al proyecto despachado en general fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Economía, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 


En seguida, el señor Presidente somete a votación las enmiendas, las que son aprobadas por 23 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el artículo 2º del proyecto, la que fue aprobada por mayoría de votos.


En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 

- - -


En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en la Disposición Transitoria 2ª, la que, al igual que la anterior, fue aprobada por mayoría de votos.


En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

“Título I

Naturaleza, objeto, funciones y sede


Artículo 1°.- Créase el Instituto Nacional de Propiedad Industrial como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, de duración indefinida, cuyo domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio que pueda establecer oficinas en otros lugares del país. El Instituto podrá usar indistintamente su denominación completa o la sigla INAPI.


El Instituto constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.


El Instituto quedará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Artículo 2°.- El Instituto Nacional de Propiedad Industrial es un organismo de carácter técnico y jurídico encargado de la administración y atención de los servicios de la propiedad industrial, conforme a lo dispuesto en las leyes sobre la materia. Le corresponderá, asimismo, promover la protección que brinda la propiedad industrial y difundir el acervo tecnológico y la información de que disponga.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de los objetivos señalados en el artículo anterior, el Instituto ejercerá las siguientes funciones:


a) Ser el órgano encargado de todas las actuaciones administrativas relativas al reconocimiento y vigencia de la protección registral otorgada por la ley a la propiedad industrial, correspondiéndole, entre otras, la elaboración, mantención y custodia de los registros, anotaciones y transferencias; emisión de títulos y certificados; conservación y publicidad de la documentación, cuando sea procedente.


b) Servir de órgano consultivo y asesor del Presidente de la República en materias vinculadas a la propiedad industrial e informar, a requerimiento de las autoridades competentes, los proyectos de ley y otras normas que inciden en esta materia.


c) Proponer, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, la firma o adhesión de Chile a tratados o convenios internacionales relacionados con la propiedad industrial, como también su denuncia y mantener, coordinadamente con los ministerios competentes, vínculos de cooperación con las autoridades extranjeras y entidades internacionales que actúan en este campo.


d) Promover iniciativas y desarrollar actividades tendientes a difundir el conocimiento de la propiedad industrial, elaborar estadísticas, realizar estudios sobre la materia y prestar servicios de información a los usuarios.


e) Obtener, recopilar y clasificar la información sobre patentes, y facilitar el acceso a aquella de libre disponibilidad, con el objeto de promover la transferencia de tecnología y la investigación e innovación tecnológica en el país.


f) Recaudar los recursos que la ley le asigna, a nombre propio o de terceros. Éstos incluyen aquellos establecidos en tratados internacionales vigentes.


g) Emitir los informes que le sean requeridos por las autoridades pertinentes en las materias propias de su competencia.


h) Certificar la idoneidad de los peritos que intervienen en el procedimiento para el otorgamiento de los derechos de propiedad industrial y en las controversias que sean de conocimiento del Director Nacional, previa calificación de sus competencias.


i) Fijar los valores por los servicios que preste en conformidad a la ley. Estos valores corresponderán a las actuaciones, documentos y demás prestaciones a que se refiere el decreto ley Nº 2.136, de 1978; a los precios de las publicaciones que realice el Instituto y de los espacios para avisos publicitarios que contuvieren dichas publicaciones; y, a los servicios que preste en virtud de la administración de Tratados Internacionales y convenios de cooperación internacional vigentes.


En el ejercicio de las funciones anteriormente señaladas, el Instituto podrá administrar los bienes y recursos que pertenezcan o ingresen a su patrimonio y, en general, ejecutar todos los actos y celebrar todo tipo de contratos que fueren necesarios para el cumplimiento de sus objetivos. Asimismo, podrá celebrar directamente convenios de cooperación y asistencia técnica con instituciones nacionales o extranjeras o con organizaciones internacionales, en las materias propias de su competencia.

Título II

Organización


Artículo 4°.- El Director Nacional del Instituto será el Jefe Superior del Servicio, funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, designado por éste y tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad con las normas pertinentes de la ley Nº 19.882. Además de las atribuciones y deberes propios de su cargo, en orden a administrar, controlar y velar por el cumplimiento de los fines del Instituto, deberá:


a) Resolver, en primera instancia, los asuntos que la ley entregue a su conocimiento.


b) Propender a un eficaz y eficiente funcionamiento del Instituto, a su desarrollo y a la adecuada ejecución de las actuaciones y prestación de los servicios inherentes a su competencia.


c) Ejercer las políticas de desarrollo del servicio y de difusión de la propiedad industrial, ateniéndose a los lineamientos previstos por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


d) Nombrar al personal del Instituto y removerlo de acuerdo a las normas estatutarias.


e) Proponer al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las iniciativas legales y reglamentarias referentes a la propiedad industrial. 


f) Dictar las resoluciones administrativas que se refieran a los derechos de propiedad industrial, aquellas normas relativas al funcionamiento interno del Instituto y aquellas que fijen los valores referidos en la letra i) del artículo 3º de la presente ley.


g) Designar a los funcionarios que tendrán la calidad de ministros de fe para certificar las actuaciones del Instituto, en su caso.


h) Fijar periódicamente el arancel establecido en el artículo 8° de la ley Nº 19.039.


Artículo 5°.- Contra las resoluciones dictadas por el Director Nacional que sean apelables ante el Tribunal de Propiedad Industrial, no procederán los recursos administrativos contemplados en la ley Nº 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, ni en la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Título III

Del Personal del Instituto


Artículo 6°.- El personal del Instituto Nacional de Propiedad Industrial se regirá por las normas del Estatuto Administrativo y, en los casos que corresponda, por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882.


Artículo 7°.- Es incompatible el cargo de asesor o funcionario del Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el de miembro titular o suplente del Tribunal de Propiedad Industrial. Quien tenga alguna de dichas calidades y sea designado miembro del señalado tribunal, deberá renunciar al Instituto dentro de los tres días siguientes a la notificación de su nombramiento.

Los funcionarios de planta y a contrata que se ausenten en comisión de estudios y a quienes se les conserve la propiedad de sus cargos, como asimismo, se les mantenga determinada remuneración, tendrán la obligación de presentar, dentro de los noventa días siguientes al término de la comisión, un informe escrito al superior jerárquico en el que den cuenta de la labor o estudios realizados o del cometido especial efectuado. Del mismo modo, no podrán dejar voluntariamente el Instituto antes de que haya transcurrido un plazo igual al doble de aquél por el cual hubieren percibido remuneración durante la comisión, con un mínimo de un año, a menos que restituyan dichas sumas.


Artículo 8.- Los funcionarios del Instituto podrán afiliarse al Servicio de Bienestar del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Asimismo, los funcionarios que en virtud de la disposición SEGUNDA transitoria de esta ley sean traspasados desde la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción podrán continuar afiliados al servicio de bienestar de su institución de origen.

Artículo 9º.- El Director del Instituto y su personal, cualquiera sea su calidad jurídica, cometerán delito de prevaricación sujeto a las penas que en cada caso se indican, cuando incurran en alguna de las conductas establecidas en el número 2 del artículo 223 y en el número 6 del artículo 224 del Código Penal, en los procedimientos contenciosos sometidos a su conocimiento o en que tomen parte.


En cuanto les sean aplicables, los peritos estarán sujetos a las mismas normas, respecto de las solicitudes de derechos de propiedad industrial que deban informar en procedimientos contenciosos o no contenciosos, como, asimismo, a las causales de implicancia o recusación establecidas en los artículos 196 y 197 del Código Orgánico de Tribunales.

Título IV

Del financiamiento del Instituto


Artículo 10.- El Instituto Nacional de Propiedad Industrial dispondrá de los siguientes recursos:


a) Las sumas que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos de la Nación o por otras leyes generales o especiales.


b) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.


Artículo 11.- El Instituto también dispondrá de los siguientes bienes:


a) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que adquiera a cualquier título y los frutos derivados de tales bienes. Las donaciones que se hagan al Instituto estarán exentas de todo impuesto y del trámite de la insinuación establecido en el artículo 1401 del Código Civil.


b) Los bienes muebles e inmuebles actualmente asignados al uso del Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, que sean determinados por el Ministro de dicha Secretaría de Estado.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


PRIMERA.- Suprímese, a contar de la entrada en funcionamiento del Instituto, al Departamento de Propiedad Industrial de la estructura orgánica de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que fuera traspasado a esta última desde la ex Dirección de Industria y Comercio en virtud del decreto con fuerza de ley N° 1/3.511, de 1981, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al Departamento de Propiedad Industrial del Ministerio o de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción o simplemente al Departamento de Propiedad Industrial, deberán entenderse referidas al Instituto Nacional de Propiedad Industrial.


Cualquier referencia que la legislación vigente haga al Jefe del Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaria de Economía, Fomento y Reconstrucción, se entenderá hecha al Director Nacional del Instituto.


El Instituto y su Director Nacional serán, por el solo ministerio de la ley y para todos los efectos legales, los continuadores del Departamento de Propiedad Industrial y del Jefe del Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, respectivamente. Las causas que estuvieren pendientes ante el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, al momento de entrar en vigencia de la presente ley, seguirán, sin solución de continuidad, siendo conocidas por el Director Nacional del Instituto.

SEGUNDA.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, los que deberán ser también suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias: 


a) Fijar la planta de personal del Instituto y el régimen de remuneraciones que le será aplicable.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta de personal que fije, así como el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. En el mismo acto, fijará la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije y la dotación máxima de personal para el año.


Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de inicio de funciones del Instituto.


b) Ordenar el traspaso al Instituto, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata que se desempeñen a la fecha de publicación de esta ley en el Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción. Del mismo modo se traspasarán al Instituto los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado en la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción se entenderá suprimido de pleno derecho. Del mismo modo la dotación máxima se disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


En el mismo acto, fijará la fecha de entrada en vigencia de los encasillamientos y traspasos de personal que disponga.


El uso de las facultades señaladas en esta letra quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


1.- No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal y sin perjuicio de lo previsto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza remuneracional que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que se disponga.


2.- No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado.


3.- Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.


4.- Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

TERCERA.- El Presidente de la República designará al Director Nacional del Instituto, de conformidad al sistema dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882. Desde la fecha en que el Instituto inicie sus funciones hasta la fecha en que se designe al Director Nacional de conformidad a lo señalado precedentemente, ejercerá este cargo quien sea a la fecha Jefe del Departamento de Propiedad Industrial.


CUARTA.- Todos los programas, proyectos de inversión, de cooperación o asistencia internacional que a la fecha de vigencia de la presente ley se estén realizando con la participación del Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, seguirán ejecutándose por el Instituto y los recursos y bienes destinados a tales programas, proyectos de inversión, de cooperación o asistencia internacional, ingresarán a su patrimonio.


QUINTA.- El costo anual que signifique la nueva planta que se fije y el encasillamiento que se practique no podrá exceder de la cantidad de $2.450.000 miles.

SEXTA.-  El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.


SÉPTIMA.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Instituto Nacional de Propiedad Industrial. Asimismo, podrá rebajar el presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, incluso disminuyendo dotación de personal y todas las glosas de personal.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual, correspondiente al Boletín Nº 5.143-24.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: artículos 1° y 4°.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N° 4.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.



4.- Indicaciones rechazadas: números 1, 2 y 3.



5.- Indicaciones retiradas: ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



El señor Secretario General señala que, conforme la referida disposición reglamentaria, corresponde dar por aprobados los artículos mencionados en el punto 1.


- El señor Presidente declara aprobadas estas disposiciones.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone efectuar las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

ARTÍCULO 3º 

Letra d)

Reemplazarla por la siguiente:



“d) La utilización directa de un videograma o cualquier otro soporte audiovisual o una reproducción del mismo, con fines de lucro, para su difusión  en un recinto o lugar accesible al público mediante cualquier instrumento idóneo.”.

Inciso Final


Suprimir la frase “procederá con efecto retroactivo y”.

- - -


El señor Secretario General señala que las referidas enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.


Luego, el señor Presidente pone en votación las modificaciones, las que son aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Los derechos de propiedad intelectual de los artistas, intérpretes y ejecutantes de obras o fijaciones audiovisuales, se regirán por las disposiciones especiales de esta ley y, en lo no previsto en ella, por la ley N° 17.336, en cuanto sea aplicable.



Artículo 2°.- Con independencia a sus derechos patrimoniales, e incluso después de la transferencia de éstos o de su extinción, el artista, intérprete y ejecutante gozará, de por vida, del derecho a reivindicar la asociación de su nombre sobre sus interpretaciones o ejecuciones; y de oponerse a toda deformación, mutilación u otro atentado sobre su actuación o interpretación, que lesione o perjudique su prestigio o reputación.



El ejercicio de estos derechos es transmisible a los herederos del artista intérprete y ejecutante, que tengan el carácter de legitimarios, de acuerdo a los órdenes abintestato establecidos en la ley. Estos derechos son inalienables, siendo nulo cualquier pacto en contrario.



Artículo 3°.- El artista intérprete y ejecutante de una obra audiovisual, incluso después de la cesión de sus derechos patrimoniales, tendrá el derecho irrenunciable e intransferible de percibir una remuneración por cualquiera de los siguientes actos que se realicen respecto de soportes audiovisuales de cualquier naturaleza, en que se encuentran fijadas o representadas sus interpretaciones o ejecuciones audiovisuales:



a) La comunicación pública y radiodifusión que realicen los canales de televisión, canales de cable, organismos de radiodifusión y salas de cine, mediante cualquier tipo de emisión, análogo o digital;



b) La puesta a disposición por medios digitales interactivos;



c) El arrendamiento al público, y



d) La utilización directa de un videograma o cualquier otro soporte audiovisual o una reproducción del mismo, con fines de lucro, para su difusión  en un recinto o lugar accesible al público mediante cualquier instrumento idóneo.



La remuneración a que se refiere este artículo no se entenderá comprendida en las cesiones de derechos que el artista hubiere efectuado con anterioridad a esta ley y no afecta los demás derechos que a los artistas intérpretes de obras audiovisuales les reconoce la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual.



Artículo 4°.- El pago de la remuneración será exigible de quien lleve a efecto alguna de las acciones a que se refiere el artículo precedente.



El cobro de la remuneración podrá efectuarse a través de la entidad de gestión colectiva que los represente, y su monto será establecido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 17.336.”.

____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que libera del Impuesto a la Renta a las compensaciones económicas originadas al término de un matrimonio, con informe de la Comisión de 

Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que libera del Impuesto a la Renta a las compensaciones económicas originadas al término de un matrimonio, correspondiente al Boletín Nº 5.534-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado  y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri, en los mismos términos en que lo aprobó la Cámara de Diputados y precisa que dicha Comisión acordó proponer a la Sala que se discuta este proyecto en general y particular a la vez, dado que el Ejecutivo señaló que no presentará indicaciones al respecto.

- - -


De conformidad con lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala en el día de hoy, el señor Presidente somete a votación en general y particular a la vez el proyecto, resultando aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores señores presentes. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Coloma.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto el proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Agrégase en el artículo 17 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, el siguiente número 31°:


“31°.- Las compensaciones económicas convenidas por los cónyuges en escritura pública, acta de avenimiento o transacción y aquellas decretadas por sentencia judicial.".


Artículo 2°.- La presente ley regirá desde la entrada en vigencia de la ley Nº 19.947, que establece una nueva Ley de Matrimonio Civil.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual el Comité Partido Socialista solicitó segunda discusión en la sesión 75ª, ordinaria, de 12 de diciembre del año en curso.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, correspondiente al Boletín Nº 4.669-07, cuya relación y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente citada.

- - -



En segunda discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien sugiere que se recabe el acuerdo de la Sala para enviar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento este proyecto y el que figura a continuación en la Tabla del día de hoy, esto es, el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad penal de los reclusos, correspondiente al Boletín Nº 4.562-07, para un nuevo primer informe.



En relación con éste último proyecto, el señor Secretario General señala que, también, quedó para segunda discusión como consecuencia de la petición formulada por el Comité Partido Por la Democracia, efectuada en la sesión 75ª, ordinaria, del día 12 de diciembre del año en curso, en cuya acta consta la relación y los demás antecedentes de esta iniciativa.



Sobre el particular, el señor Presidente indica que el criterio de la Mesa es que estos proyectos se voten en esta sesión.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Gazmuri.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina sugiere que se recabe el acuerdo de la Sala para retirar estos proyectos de la Tabla, habida consideración de que se está efectuando un estudio entre los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y el Ministerio de Defensa Nacional en cuanto a los cambios que es necesario introducir en la competencia de los Tribunales militares y que, por lo tanto, no sería adecuado votar estas iniciativas en esta oportunidad.


Consultada la opinión de la Sala, así  se acuerda y se retiran de la Tabla los proyectos de ley, ambos iniciados en Moción del Honorable Senador señor Navarro, el primero, que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, correspondiente al Boletín Nº 4.669-07 y el segundo sobre responsabilidad penal de los reclusos, correspondiente al Boletín Nº 4.562-07.
_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo con el fin de establecer una multa para el caso de contravención de la jornada laboral legal o pactada, con informe de la Comisión de Trabajo y 

Previsión Social.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el fin de establecer una multa para el caso de contravención de la jornada laboral legal o pactada, correspondiente al Boletín Nº 5.313-13.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.



El señor Secretario General  agrega que en cuanto a la discusión en particular, también unánimemente, los mismos señores Senadores modificaron el proyecto original, consagrando la norma propuesta como un artículo 33 bis, nuevo, del Código del Trabajo.

- - -



En discusión en general y particular, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Incorpórase al Código del Trabajo, el siguiente artículo 33 bis, nuevo:


“Artículo 33 bis.- Las labores inherentes al cierre diario del local o establecimiento de la empresa, como la atención de sus últimos clientes, inventarios, orden de mercaderías, herramientas o insumos u otras actividades de carácter similar, deberán ser desarrolladas según lo disponga el empleador, pero dentro de la jornada ordinaria o extraordinaria de trabajo según el caso, no pudiendo excederse por estas razones la jornada legal o pactada.

Si se constatare que uno o más trabajadores han continuado prestando servicios después de la jornada legal o pactada, habiendo o no registrado su salida en conformidad al artículo anterior, el empleador deberá pagar una multa a beneficio fiscal de cincuenta unidades tributarias mensuales por cada hora de exceso y fracción superior a media hora.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que transmita a Su Majestad el Rey de Arabia Saudita la protesta del Senado por la injustificada condena que sufre una mujer que fue víctima de una violación en dicho país, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que transmita a Su Majestad el Rey de Arabia Saudita la protesta del Senado por la injustificada condena que sufre una mujer que fue víctima de una violación en dicho país, correspondiente al Boletín N° S 1.029-12.

- - -



En relación con este proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín y Gazmuri.



Los Honorables Senadores señores Horvath y Gazmuri señalan que el 

proyecto de acuerdo dejo de tener relevancia toda vez que la situación que se  trataba de remediar ya fue solucionada.



Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín plantea que sería conveniente dejar alguna constancia de lo que hizo institucionalmente el Senado y sugiere que el proyecto de acuerdo sea remitido a la Comisión de Relaciones Exteriores a fin de que adecue su redacción a la realidad existente en la actualidad.



Consultado el parecer de la Sala sobre el particular, se acuerda remitir el proyecto de acuerdo a la Comisión de Relaciones Exteriores con el fin de dar cumplimiento a lo señalado precedentemente.

_____________

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica una protesta por su decisión de seguir construyendo un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana, y que respalde las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de Naciones Unidas, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica una protesta por su decisión de seguir construyendo un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana, y que respalde las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de Naciones Unidas, correspondiente al Boletín N° S 1.032-12.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores en su oficio de 11 de diciembre del año en curso deja constancia de que sería poco conveniente abordar un asunto de carácter bilateral entre esos dos Estados, lo que contrariaría un principio básico de la política exterior chilena, cual es la no intervención en los asuntos internos de otros Estados.
- - -


Luego, el señor Presidente anuncia , de conformidad a lo dispuesto en el artículo 54 del Reglamento del Senado, que por no haber quórum suficiente para adoptar acuerdos, el proyecto no será votado en la sesión de hoy.

____________

INCIDENTES 


El señor Secretario General señala que los señores Senadores que se indican a continuación han solicitado se dirijan, en su nombres, los siguientes oficios:


- De la Honorable Senadora señora Alvear:


1) Al señor Ministro del Interior, solicitando información relativa a la actuación que tuvo Carabineros de Chile en los incidentes ocurridos en la reunión celebrada en la Intendencia de la Región Metropolitana con motivo de la posible instalación de una planta de transferencia de residuos sólidos a cargo de la empresa Gersa, en la comuna de Quilicura.


2) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca de las implicancias que importará la construcción de la Autopista Vespucio Oriente para las comunas de Las Condes, Vitacura, Ñuñoa, La Reina y Peñalolén.


3) A la señora Ministra de Salud, solicitando información acerca de si las nuevas enfermedades que se proyecta incorporar al AUGE cumplen los estándares sanitarios y sociales que inspiran las patologías de dicho Programa.


4) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo información acerca del procedimiento utilizado y que se utilizará para resolver la posible instalación, en la comuna de Quilicura, de una planta de transferencia de residuos sólidos a cargo de la empresa Gersa.


- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Contralor General de la República, requiriendo información acerca de la interpretación que ha efectuado esa Institución respecto de la aplicación del decreto 466, de 1985, del Ministerio de Salud, en relación con el establecimiento de turnos y la determinación de horarios de funcionamiento de las farmacias.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando el asfaltado del camino alternativo Las Hornillas a El Emboque en el sector de Las Obras, comuna de Linares.



- Del Honorable Senador señor Núñez:



1) Al señor Director General de Aguas, requiriendo que estudie la posibilidad de declarar al acuífero Huasco como área de restricción para los efectos del otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas.



2) A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, solicitando disponer la fiscalización de la empresa Aguas Chañar S.A., en relación con los reiterados cortes de aguas que han afectado a las ciudades de Copiapó y Diego de Almagro, sus causas, las medidas que se han adoptado sobre el particular y para mejorar la calidad del servicio brindado a sus clientes.


- Del Honorable Senador señor Romero al señor Coordinador de Concesiones de Obras Públicas, solicitando información acerca de la ejecución del proyecto para mejorar la Ruta de La Fruta que une el puerto de San Antonio con la VI Región y todos los antecedentes existentes en relación con el acceso sur al referido Puerto.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado. 

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Contralor General de la República, requiriendo que la solicitud de auditoría pedida la semana pasada respecto de los proyectos del FOSIS del año 2006 y del año en curso en Chiloé, incluya lo que ha sucedido con la consultora SEDES.



Luego, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca del estado de avance de la construcción de las tres rampas en el sector de Auchac, en la comuna de Quellón.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la próxima conmemoración de los cien años de la matanza de obreros chilenos, bolivianos y peruanos ocurrida en la Escuela Santa María de Iquique y, por otra parte, al rol que debe asumir el Estado de Chile en la protección de los derechos de los trabajadores, el cumplimiento de las normas que regulan la actividad laboral y, en particular, la situación que afecta a los trabajadores subcontratistas de la empresa CODELCO y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República y a los señores Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social, adjuntando copia de su intervención.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

____________



En el tiempo del Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, interviene el Honorable Senador señor Vásquez, quien rinde homenaje al nonagésimo aniversario de la Juventud del Partido Radical de Chile.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Mixto Partido por la Democracia e Independiente, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Demócrata Cristiano.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 77ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 19 DE DICIEMBRE DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Asisten, asimismo, los señores Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete Bennett y Subsecretarias de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera y de Agricultura, doña Cecilia Leiva Montenegro.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones septuagésima cuarta y septuagésima quinta, ambas ordinarias, de 11 y 12 de Diciembre de 2007, que no han sido observadas.

____________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, respecto del proyecto de ley que modifica las leyes números 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria de salud (Boletín N° 5.393-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín Nº 669-01).



--Queda para tabla.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra  del artículo 5° de la ley N° 18.900.



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, al cual adhirió el Honorable Senador señor Bianchi, relativo a la aplicación, en las comunas que indica, de la ley N° 19.464, que concedió un aumento de remuneraciones al personal no docente de establecimientos educacionales.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, referido a los problemas de competencia desleal de otros países que afectan a las actividades de extracción de ostiones.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los acuerdos adoptados por el Estado de Chile en materia de bandas de precio del trigo y de la harina



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la posible perdida de empleos de oficiales y tripulantes de la Marina Mercante y de embarcaciones de pesca.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a las normas de protección de vecinos afectados por la construcción de grandes edificios en su entorno.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, relativo a la situación que afecta a los campamentos instalados en la comuna de Lota.



Tres del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la situación en que se encuentra la estancia Valle Chacabuco, en la Región de Aysén.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la emergencia agrícola que afectó a las comunas que indica, de la Región de Valparaíso.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la caducidad de la exención del pago del impuesto territorial, respecto de los predios forestales que señala.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en los proyectos de ley, iniciados en las Mociones refundidas de los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis, Romero, Alvear, Larraín, Novoa, Vásquez, Muñoz Aburto y Sabag, que modifican la Ley de Tránsito y otros cuerpos legales, en materias relativas a límites de velocidad, infracciones gravísimas y carreras ilegales, entre otras (Boletines números 4.507-15 y 5.088-15, 5.124-15 y 5.144-15, refundidos).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales (con urgencia calificada de “simple”)(Boletín N° 5.270-14).



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional que regula la distribución de las inversiones públicas entre las distintas Regiones del país (Boletín N° 5.596-06).



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Ruiz–Esquide, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.253, en lo relativo a la recuperación, conservación y difusión de las manifestaciones culturales de las etnias indígenas extintas (Boletín N° 5.598-06).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional que impone al Presidente de la República la obligación de justificar que el Estado o sus empresas no se dediquen a la exploración, explotación o beneficio de los yacimientos que indican (Boletín N° 5.597-08). 



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley que establece exigencia para los proyectos eléctricos que se ejecuten en la zona que indica (Boletín N° 5.627-08).



-- Pasan a la Comisión de Minería y Energía.



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de regular las ofertas de bienes y servicios que se realizan telefónicamente (Boletín N° 5.599-03).



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.009, determinando la responsabilidad de los titulares de tarjetas de créditos en los casos que indica (Boletín N° 5.603-03).



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo relativo a la fijación de los aranceles universitarios (Boletín N° 5.620-03).



--Pasan a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, estableciendo obligaciones para el empleador de trabajadores que se desempeñan a bordo de naves pesqueras (Boletín N° 5.604-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para establecer el uso de la firma electrónica en las actuaciones parlamentarias que indican (Boletín N° 5.601-07).



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código Penal, en lo relativo a la determinación de la cuantía de las penas (Boletín N° 5.616-07).



Cinco del Honorable Senador señor Bianchi:



Con la primera, inicia un proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal, en lo relativo al conocimiento de las diligencias efectuadas por un tribunal, en el caso que indica (Boletín N° 5.622-07).



Con la segunda, inicia un proyecto de ley para regular la celebración del contrato de unión civil y sus consecuencias patrimoniales (Boletín N° 5.623-07).



Con la tercera, inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil, en lo relativo al procedimiento de conciliación en caso de separación o divorcio (Boletín N° 5.624-07).



Con la cuarta, inicia un proyecto de reforma constitucional estableciendo requisito de residencia que indica, para ser elegido Senador (Boletín N° 5.625-07).



Con la última, inicia un proyecto de reforma constitucional estableciendo requisito de residencia mínima que indica, para ser elegido Diputado (Boletín N° 5.626-07).



De los Honorables Senadores señores Horvath y Orpis, mediante la cual inician un proyecto de acuerdo  que modifica el Reglamento del Senado, con el fin de establecer la hoja de vida parlamentaria (Boletín N° S 1.035-09).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Vásquez, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales, con el fin de regular el nombramiento de árbitros (Boletín N° 5.606-07).



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en lo relativo a la suspensión condicional del procedimiento (Boletín N° 5.619-07).



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, en lo relativo al trámite de consulta al tribunal superior, en los procedimientos que indica (Boletín N° 5.629-07).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda ponerlos en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Dos del Honorable Senador señor Navarro:



Con la primera, inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, prohibiendo estacionar en calles y avenidas altamente congestionadas (Boletín N° 5.615-15).



Con la segunda, inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, en lo relativo al cambio de señales de tránsito en los casos que indica (Boletín N° 5.617-15).



-- Pasan a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo relativo al uso de Internet en la difusión del plan regulador comunal y sus modificaciones (Boletín N° 5.602-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.300, en lo relativo a los cambios de proyectos sometidos a un Estudio de Impacto Ambiental (Boletín N° 5.618-12).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, para sancionar la caza de ballenas en las zonas que indica (Boletín N° 5.621-03).



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley para declarar monumento natural a los cetáceos que indica (Boletín N° 5.628-03).



--Pasan a la Comisión de Pesca y Acuicultura.



Del Honorable Senador señor Letelier, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la Ley de Control de Armas, entregando al Estado la facultad exclusiva y excluyente de fabricar, armar, importar, exportar o tener armas de fuego (Boletín N° 5.605-02).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Declaraciones de Inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley relativo al procedimiento de concesión de bienes municipales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 



Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, mediante la cual inician un proyecto de ley con el fin de establecer un feriado legal de 20 días para los trabajadores de la provincia de Palena y las Regiones de Aysén, y de Magallanes y Antártica Chilena.



Moción del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, con el fin de conceder un beneficio económico a los trabajadores que indica. 



--Se declaran inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 4, del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 



Moción de  los Honorables Senadores señores Orpis, Cantero y Gómez, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la integración del Consejo Nacional de Pesca.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2, del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

- - -



Luego, el señor Presidente informa a la Sala que existe una proposición de los Comités para discutir en el primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión de hoy, cómo si fueran de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, correspondiente al Boletín Nº 5.270-14 y el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, correspondiente al Boletín Nº 669-01.



Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para desarchivar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.223, de 1993, que tipifica figuras penales relativas a la informática, correspondiente al Boletín Nº 2.974-19, cuyo archivo fue dispuesto por acuerdo de la Sala adoptado en la sesión 36ª, ordinaria, de 18 de julio del año en curso.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien informa que en la sesión de la semana pasada los Comités acordaron ad referéndum el calendario de las semanas regionales del año próximo, toda vez que solicitaron que fuera consultado a la Honorable Cámara de Diputados, la cual ha respondido aprobando como semanas distritales las mismas que se proponían como regionales, que son las siguientes: marzo, desde el lunes 24 al viernes 28; abril, del lunes 21 al viernes 25; mayo, desde el lunes 26 al viernes 30; junio, desde el lunes 23 al viernes 27; julio, desde el lunes 21 al viernes 25; agosto, desde el lunes 25 al viernes 29; septiembre desde el lunes 22 al viernes 26; octubre, desde el lunes 20 al viernes 24; noviembre, desde el lunes 24 al viernes 28; en diciembre, desde el lunes 22 de diciembre al viernes 2 de enero, y en enero del año que subsigue, desde el lunes 26 de enero de 2009 al viernes 30 de ese mismo mes.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, con informe de la Comisión de 

Vivienda y Urbanismo.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, correspondiente al Boletín Nº 5.270-14, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, de conformidad a lo acordado por la Sala en la sesión 76ª, ordinaria, del día de ayer, discutió este proyecto en general y particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Sabag.



El señor Secretario General añade que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión, con la misma unanimidad antes indicada, efectuó las siguientes enmiendas:

Artículo único

Número 1)


Considerar como tal el número 2), con idéntico texto.

Número 2)


Contemplar como tal el número 1), sin enmiendas.

Artículos transitorios


Intercalar, a continuación del artículo 1°, el siguiente artículo 2°, nuevo, pasando los actuales artículos 2° y 3°, a ser 3° y 4°, respectivamente:


“Artículo 2°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbana o rural, podrán por una sola vez dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de no más de 25 m2 que hubieren efectuado en dichas viviendas, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala a continuación:


1° No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública;


2° A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local. 


3° Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.


4° El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.


b) Especificaciones técnicas resumidas, y un croquis a mano alzada, que deberá realizarse en una hoja cuadriculada que indique las medidas. 


La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse con el solo mérito de los  documentos a que se refiere este artículo y si procediere, otorgará  el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


El señor Secretario General hace presente que el inciso quinto del artículo 1º transitorio; el inciso segundo del artículo 2º transitorio, nuevo, y el inciso tercero del artículo 4º, transitorio, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de acuerdo a los previsto en el inciso quinto del artículo 118 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de lo señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 

- - -


De conformidad a lo acordado por los Comités en el día de ayer, el señor Presidente declara abierta la votación del proyecto. 


Puesto en votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Horvath y Muñoz Barra.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo.



Queda terminada la discusión del asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, de la manera que se expresa:


1) Agrégase el siguiente artículo 116 bis D):


“Artículo 116 bis D).- La Ordenanza General de esta ley podrá establecer normas especiales y procedimientos simplificados de aprobación y recepción, para la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe.


La Ordenanza General deberá establecer los plazos en que se aplicarán las disposiciones que se establecen en el inciso primero de este artículo.


Durante dicho período las regularizaciones y permisos de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán exentos del pago de derechos municipales a que se refiere el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

2) Incorpórase, como artículo 166, el siguiente:


“Artículo 166.- A las ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, emplazadas en áreas urbana o rural, sólo les serán aplicables las disposiciones de los planes reguladores y las normas técnicas que se indican a continuación:


a) Disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública y uso de suelo.


b) Normas técnicas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores de electricidad, y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.


El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado sólo por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.


Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las ampliaciones de que trata este artículo, se tramitarán conforme al procedimiento simplificado de obra menor de vivienda social, que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.


Las disposiciones del presente artículo se aplicarán asimismo a la regularización de las edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.


Los derechos municipales serán los que se establecen en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50% en los casos contemplados en el inciso primero de este artículo.”.

Artículos transitorios


Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, emplazadas en áreas urbana o rural, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, podrán, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar la situación del inmueble de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala en el presente artículo.


Podrán acogerse a esta disposición las construcciones señaladas en el inciso anterior, siempre que no se emplacen en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública, cumplan con las normas sobre uso de suelo que establezca el plan regulador y en la medida en que a la fecha de publicación de esta ley no existan ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local, reclamaciones escritas pendientes por normas urbanísticas. También podrán acogerse las construcciones que tengan reclamaciones pendientes y éstas se resuelvan con posterioridad a la publicación de esta ley.


Para su regularización, las construcciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.


Para tales efectos, el propietario y el profesional competente deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.


b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.


c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.


La Dirección de Obras Municipales devolverá aquellas solicitudes de regularización que no incluyan la totalidad de la documentación exigida, debiendo el propietario y el profesional competente subsanar las omisiones. Cumplido lo anterior, la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, podrá otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%.


Artículo 2°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbana o rural, podrán por una sola vez dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de no más de 25 m2 que hubieren efectuado en dichas viviendas, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala a continuación:


1°
No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública;


2°
A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local. 


3°
Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.


4°
El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a)
Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.


b)
Especificaciones técnicas resumidas, y un croquis a mano alzada, que deberá realizarse en una hoja cuadriculada que indique las medidas. 


La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse con el solo mérito de los  documentos a que se refiere este artículo y si procediere, otorgará  el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 3°.- Lo dispuesto en el artículo 116 bis D) de la ley General de Urbanismo y Construcciones, será aplicable a las zonas decretadas zona afectada por catástrofe, por un plazo de 6 años, aun cuando no se encuentren vigentes los respectivos decretos.


Artículo 4°.- Mientras no entren en vigencia las normas especiales a que se refiere el artículo 116 bis D), la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe, por hechos que afecten las viviendas, se regirán por las siguientes disposiciones:


1°.- Las regularizaciones de construcciones existentes deberán:


a) Tener destino habitacional.


b) Cumplir con las normas de seguridad, habitabilidad,  estabilidad y de las instalaciones interiores.


c) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública.


2°.- Las solicitudes de permisos de edificación con destino habitacional estarán eximidas exclusivamente del cumplimiento de normas urbanísticas, salvo las referidas a zonas de riesgo o protección y franjas declaradas de utilidad pública.


Para acogerse al procedimiento simplificado que regula el presente artículo, el propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.


b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.


c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre seguridad, habitabilidad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales, si correspondiere, procederá a otorgar el permiso o permiso y recepción simultánea, según sea el caso.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%, salvo que se trate de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en cuyo caso estarán exentas del pago de esos derechos.”.”:

________________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley sobre recuperación del bosque 

nativo y fomento forestal.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República recaído en el proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, correspondiente al Boletín Nº 669-01, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Agrega que la controversia entre ambas Cámaras se originó en el rechazo por parte de la Honorable Cámara de Diputados de algunas de las enmiendas que introdujo el Senado en el segundo trámite constitucional, referidas a las definiciones de formación xerofítica y pequeño propietario forestal; a la facultad de CONAF respecto del plan de manejo forestal; a la calidad del profesional que interviene en los planes de manejo; a la protección de los suelos, cuerpos y cursos naturales de agua y, también, al régimen de incentivos mediante un Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo.



El señor Secretario General informa que la Comisión Mixta, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y de los Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, y el voto en contra del Diputado señor Delmastro, efectúa, como forma y modo de resolver la divergencias que hubo entre ambas Corporaciones, la siguiente proposición:

Artículo 2°

N° 20, texto Cámara Diputados.

N° 14, texto Senado.


Sustituir este numeral por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como número 14, con la sola enmienda de incorporar, a continuación de la expresión “Regiones I y VI”, la frase “, incluidas la Metropolitana y la XV”.

N° 15, texto Senado, nuevo.


Reemplazar la frase “incisos segundo y tercero” por “incisos cuarto y quinto”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

N° 24, texto Cámara Diputados.

N° 17, texto Senado. 


Reemplazar el texto por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como número 17, con las siguientes enmiendas:


- Agregar, a continuación de la expresión “Regiones I y IV” la frase “, incluida la XV”.


- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sólo para efecto de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 22 y en el inciso primero del artículo 25, se entenderá como pequeño propietario forestal a aquel poseedor, que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero, y que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 2.695 de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.”.

Artículo 4°, texto Senado


Reemplazar, en el inciso final, la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 11 nuevo, texto Senado.


Sustituirlo por el siguiente:


Artículo 11.- La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general y planes de manejo tipo, a los que podrán acogerse los propietarios. En este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento. Corresponderá a la Corporación fomentar y facilitar el uso de dichas normas de carácter general y planes de manejo tipo por parte de los pequeños propietarios forestales.


Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 19 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el Plan de Manejo Forestal.”.

Artículo 13, texto Cámara Diputados.

Artículo 7°, texto Senado.


Sustituir este artículo por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como artículo 7°, con la enmienda siguiente:


Reemplazar el inciso primero por los siguientes incisos primero, segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos cuarto, quinto y sexto:


“Artículo 7.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por uno de los profesionales a que se refiere este artículo. Tratándose del plan de manejo forestal, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado, o un profesional relacionado con las ciencias forestales que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en dichas ciencias. Cuando se trate de un plan de manejo de preservación, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero en conservación de recursos naturales, ingeniero en recursos naturales, o un profesional afín que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en tales áreas de formación profesional.


En todo caso, los profesionales a que se refiere el presente artículo deberán haber cumplido un plan de estudio de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.


Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.”.

Artículo 14, texto Cámara.


Eliminarlo.

Artículo 17 nuevo, texto Senado.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en una distancia de 500 metros de los glaciares, medidas en proyección horizontal en el plano.


El Reglamento normará la protección de suelos, cuerpos y cursos naturales de agua, teniendo, a lo menos, los siguientes criterios centrales: la pendiente, la pluviometría, la fragilidad y erodabilidad de los suelos; el nivel de saturación de los mismos y la flotación de los equipos de madereo. En el caso de protección de los cursos naturales de agua considerará además el tamaño de la cuenca, el caudal y su temporalidad. 


De la misma forma, el Reglamento determinará la normativa para la protección de los humedales declarados Sitios Prioritarios de Conservación, por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, o sitios Ramsar, debiendo considerar los criterios señalados en el inciso anterior, así como también los requerimientos de protección de las especies que lo habitan.


Asimismo dicha normativa deberá responder a las especificidades regionales. 


En la elaboración de la mencionada normativa se aplicará lo dispuesto en la letra b), del inciso quinto, del artículo 33 de esta ley.”.


Artículo 18 nuevo, texto Senado.


Eliminarlo.

Artículo 19, texto Senado

Pasa a ser 18, con la siguiente enmienda:


Sustituir la frase “artículos 15, 16, 17 y 18” por “artículos 15, 16 y 17”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta). 

Artículo 20, texto Senado

Pasa a ser 19 con la siguiente modificación:


Reemplazar, en el inciso segundo, la palabra “segundo” por “cuarto”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 21, texto Senado

Pasa a ser 20, con la siguiente enmienda:


Sustituir la frase “artículos 7°, 17 y 20” por “artículos 7°, 17 y 19”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 22, texto Senado

Pasa a ser 21, con la modificación siguiente: 


Reemplazar la expresión “inciso segundo”  por “inciso cuarto”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 22, texto Cámara Diputados.

Artículo 23, texto Senado.


Sustituir este artículo por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como 23, que pasa a ser  22, con la sola enmienda de reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “podrá” por “deberá”.

Artículo 24, texto Senado

Pasa a ser 23 con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 25, texto Senado

Pasa a ser 24, con la siguiente enmienda:


Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 26, texto Senado

Pasa a ser 25, sin enmiendas

Artículo 27, texto Senado

Pasa a ser 26, con la siguiente modificación:


Reemplazar, en los incisos primero y segundo, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 28, texto Senado

Pasa a ser 27, con la enmienda siguiente:


Sustituir la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 29, 30, 31 y 32, texto del Senado

Pasan a ser 28, 29, 30 y 31, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 33, texto Senado

Pasa a ser 32 con la siguiente enmienda:


Reemplazar la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación en concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 34, texto Senado

Pasa a ser 33, sin enmiendas.

Artículo 35, texto Senado

Pasa a ser 34, con la modificación siguiente:


Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 36, texto Senado

Pasa a ser 35, con la siguiente enmienda:


Sustituir, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 37 y 38, texto Senado

Pasan a ser 36 y 37, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 39, texto Senado

Pasa a ser 38, con la siguiente enmienda:


Reemplazar, en la letra b), del inciso tercero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 40, 41, 42, 43 y 44, texto Senado

Pasan a ser 39, 40, 41, 42 y 43, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 45, texto Senado

Pasa a ser 44 con la siguiente modificación:


Reemplazar la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 46, texto Senado

Pasa a ser 45, con la enmienda siguiente:


Sustituir en el inciso quinto, la frase “artículos 41, 50 y 51” por “artículos 40, 49 y 50”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 47, texto Senado

Pasa a ser 46, sin enmiendas.

Artículo 48, texto Senado

Pasa a ser 47, con la modificación que sigue:


Reemplazar, en el inciso final, la expresión “artículo 46” por “artículo 45”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 49 y 50, texto Senado

Pasan a ser 48 y 49, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 51, texto Senado

Pasa a ser 50 con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “artículo 50” por “artículo 49”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 52, texto Senado

Pasa a ser 51, sin enmienda.

Artículo 53, texto Senado

Pasa a ser 52, con la siguiente modificación:


Reemplazar la expresión “artículo 20” por “artículo 19”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 54, texto Senado

Pasa a ser 53 sustituido por el siguiente:


“Artículo 53.-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17, y 7° y 8° transitorios de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 52 aumentada hasta en un 100%.”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
Artículo 55, texto Senado

Pasa a ser 54 con la siguiente modificación:


Sustituir, en la letra d), la expresión “artículo 59” por “artículo 58”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 56, texto Senado

Pasa a ser 55, sin enmienda.

Artículo 57, texto Senado

Pasa a ser 56 con la siguiente modificación:


Reemplazar, en el inciso final, la expresión “artículo 55” por “artículo 54”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65 y 66, texto Senado

Pasan a ser 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64  y 65, respectivamente, sin enmiendas.

Artículos Transitorios

Artículo 2°


Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 20” por “artículo 19”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 4°


Sustituir la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

° ° °


Artículos 6°, 7° y 8° transitorios, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:


“Artículo 6°.- Las normas del Reglamento a que se refiere el artículo 17 de la presente ley, deberán dictarse en un plazo de dos años a contar de la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.


“Artículo 7°.- Mientras no esté vigente la normativa de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, deberán guiarse, en lo que refiere a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal.”.


“Artículo 8°.- En los casos, no cubiertos por las normas mencionadas en el artículo anterior y en tanto no esté vigente la normativa de protección de suelos, humedales y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las intervenciones se sujetarán a lo dispuesto en los incisos siguientes.


Se prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendiente superiores al 60%, por más de 30 metros, salvo que se trate de cortas selectivas autorizadas previamente por la Corporación.


Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a)Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.


b)Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.


En los cauces a que se refieren los literales a) y b) cuyos caudales sean inferiores a los señalados en los mismos, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce, de la forma señalada en el inciso precedente de este artículo.


En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% de cobertura.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en los literales a) y b), del inciso  tercero de este artículo, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo 7°, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.


Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos ubicados a 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados Sitios Prioritarios de Conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, medidas en proyección horizontal en el plano.


El plan de manejo deberá especificar tanto las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual, como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos.


De igual manera, determinará los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.”.



El señor Secretario General señala que el informe de la Comisión Mixta deja constancia de su aceptación del compromiso que manifestaron las señoras Subsecretarias de Hacienda y de Agricultura, en orden a que los respectivos Ministerios informarán semestralmente a la Comisión de Agricultura del Senado y a la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados sobre las nivelaciones de las remuneraciones de los trabajadores de CONAF y respecto del funcionamiento de la nueva institucionalidad de la Ley sobre Recuperación del Bosque Nativo; como también van a tener la obligación de informar respecto de la ejecución del préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo.



Finalmente hace presente que los artículos 11, 22 y 7º y 8º transitorios, nuevos, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de acuerdo a lo dispuesto en artículo 38 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de  las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



El señor Secretario General indica, finalmente, que la Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala y hacer uso de la palabra a la señora Subsecretaria de Agricultura.


Así se acuerda.

- - -


En seguida, el señor Presidente, de conformidad a lo acordado por los Comités en el día de ayer, declara abierta la votación del informe de la Comisión Mixta. 


Puesto en votación el informe de la Comisión Mixta, es aprobado por 28 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Letelier.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Subsecretaria de Agricultura.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

TÍTULO PRELIMINAR


Artículo 1º.- Esta ley tiene como objetivos la protección, la recuperación y el mejoramiento de los bosques nativos, con el fin de asegurar la sustentabilidad forestal y la política ambiental.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Árbol:  planta de fuste generalmente leñoso que en su estado adulto y en condiciones normales de hábitat puede alcanzar, a lo menos, cinco metros de altura o una menor en condiciones ambientales que limiten su desarrollo.


2) Bosque: sitio poblado con formaciones vegetales en las que predominan árboles y que ocupa una superficie de por lo menos 5.000 metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros, con cobertura de copa arbórea que supere el 10% de dicha superficie total en condiciones áridas y semiáridas y el 25% en circunstancias más favorables.


3) Bosque nativo: bosque formado por especies autóctonas, provenientes de generación natural, regeneración natural, o plantación bajo dosel con las mismas especies existentes en el área de distribución original, que pueden tener presencia accidental de especies exóticas distribuidas al azar.


4) Bosque nativo de preservación: aquél, cualquiera sea su superficie, que presente o constituya actualmente hábitat de especies vegetales protegidas legalmente o aquéllas clasificadas en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”; o que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural del país,  cuyo manejo sólo puede hacerse con el objetivo del resguardo de dicha diversidad.


Se considerarán, en todo caso, incluidos en esta definición, los bosques comprendidos en las categorías de manejo con  fines de preservación que integran el Sistema Nacional  de  Áreas  Silvestres Protegidas del Estado o aquél régimen legal de preservación, de adscripción voluntaria, que se establezca.


5) Bosque nativo de conservación y protección: aquél, cualquiera sea su superficie, que se encuentre ubicado en pendientes iguales o superiores a 45%, en suelos frágiles, o  a menos de doscientos metros de manantiales, cuerpos o cursos de aguas naturales, destinados al resguardo de tales suelos y recursos hídricos.


6) Bosque nativo de uso múltiple: aquél, cuyos terrenos y formaciones vegetales no corresponden a las categorías de preservación o de conservación y protección, y que está destinado preferentemente a la obtención de bienes y servicios, maderables y no maderables.


7) Cauce:  curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual escurre agua en forma temporal o permanente.


8) Corporación: la Corporación Nacional Forestal.


9) Corta de bosque: acción de talar, eliminar o descepar uno o más individuos de especies arbóreas que formen parte de un bosque.


10) Corta de cosecha: corta o intervención destinada a extraer del bosque nativo, al final de la rotación o dentro del ciclo de corta, según corresponda, el volumen definido en el plan de manejo forestal.


11) Corta sanitaria: corta de árboles, en cualquier etapa de su desarrollo, que se encuentren afectados por plagas o susceptibles de ser atacados y cuya permanencia constituya una amenaza para la estabilidad del bosque.


12) Corta no autorizada: corta de bosque efectuada sin plan de manejo aprobado por la Corporación, como asimismo, aquella corta que, contando con plan de manejo  previamente aprobado, se ejecute en contravención a las especificaciones técnicas en él contenidas, especialmente respecto de intervenciones en superficies o especies distintas a las autorizadas.


13) Especie nativa o autóctona: especie arbórea o arbustiva originaria del país, que ha sido reconocida oficialmente como tal mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura.


14) Formación xerofítica: formación vegetal, constituida por especies autóctonas, preferentemente arbustivas o suculentas, de áreas de condiciones áridas o semiáridas ubicadas entre las Regiones I y VI, incluidas la Metropolitana y la XV y en las depresiones interiores de las regiones VII y VIII.


15) Interesado: el propietario o poseedor en proceso de saneamiento de título del predio, o titular de algunos de los derechos indicados en los incisos cuarto y quinto del artículo 7º.


16) Ordenación forestal, en adelante “ordenación”: conjunto de intervenciones silviculturales que, organizadas espacial y temporalmente, persiguen una estructuración tal del bosque que permite un rendimiento sostenido, sin afectar negativamente su productividad, ni de manera significativa las funciones ambientales del mismo, conforme a las prescripciones técnicas contenidas en un plan de manejo forestal.

17) Pequeño propietario forestal:  la persona que tiene título de dominio sobre uno o más predios rústicos cuya superficie en conjunto no exceda de 200 hectáreas, o de 500 hectáreas cuando éstos se ubiquen entre las Regiones I y IV, incluida la XV;  o de 800 hectáreas para predios ubicados en la comuna de Lonquimay, en la IX Región;  en la provincia de Palena, en la X Región;  o en la XI y XII Región, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 unidades de fomento;  que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola o forestal y que trabaje directamente la tierra, en su predio o en otra propiedad de terceros.  Se entenderán incluidas entre los pequeños propietarios forestales las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253, las comunidades sobre bienes comunes resultantes del proceso de Reforma Agraria, las sociedades de secano constituidas de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, y las sociedades a las que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.118, siempre que, a lo menos el 60% del capital social de tales sociedades se encuentre en poder de los socios originales o de las personas que tengan la calidad de pequeños propietarios forestales, según lo certifique el Servicio Agrícola y Ganadero.


Sólo para efecto de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 22 y en el inciso primero del artículo 25, se entenderá como pequeño propietario forestal a aquel poseedor, que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero, y que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 2.695 de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.


18) Plan de Manejo: instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica la gestión del patrimonio ecológico o  el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales de un terreno determinado, resguardando la calidad de las aguas y evitando el deterioro de los suelos.


Será plan de manejo de preservación cuando tenga como objetivo fundamental resguardar la diversidad biológica, asegurando la mantención de las condiciones  que hacen posible la evolución y el desarrollo de las especies y ecosistemas contenidos en el área objeto de su acción.


Será plan de manejo forestal cuando su objetivo sea el aprovechamiento del bosque nativo para la obtención de bienes madereros y no madereros, considerando la multifuncionalidad de los bosques y la diversidad biológica.


19) Plantación Suplementaria: aquella plantación bajo dosel o con protección arbórea lateral que se efectúa con especies nativas propias del lugar, o del mismo tipo forestal que hayan existido anteriormente en él, y que se realiza en forma complementaria a la regeneración natural, para mejorar la calidad del bosque nativo.

20) Productos no madereros del bosque nativo: todos aquellos bienes y servicios que no corresponden a recursos leñosos o madera en pie y que existen o se pueden desarrollar al interior de un bosque nativo a partir de las especies nativas que lo componen.  Se entenderá para estos efectos, y sin que esta enumeración sea taxativa, bienes tales como: hongos; plantas de usos alimenticios;  frutos silvestres de árboles y arbustos; especies vegetales de usos medicinales, químicos o farmacológicos;  fauna silvestre;  fibras vegetales y servicios de turismo.


21) Regeneración natural de bosque nativo: proceso mediante el cual se establece un bosque a través de regeneración vegetativa o de semillas provenientes de árboles nativos del mismo rodal o de rodales vecinos, las cuales son diseminadas por agentes naturales, tales como viento, agua, mamíferos, aves o por rebrote espontáneo de cepas existentes.


22) Renoval: bosque en estado juvenil proveniente de regeneración natural, constituido por especies arbóreas nativas, cuyo diámetro y altura, para cada tipo forestal, no excede los límites señalados en el reglamento.


23) Servicios ambientales: aquéllos que brindan los bosques nativos y las plantaciones que inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente.


24) Quema controlada: acción de usar el fuego para eliminar vegetación en forma dirigida, circunscrita o limitada a un área previamente determinada, conforme a normas técnicas preestablecidas y con el fin de mantener el fuego bajo control.


25) Incendio forestal: toda destrucción de la vegetación, por intermedio del fuego y cuando éste se propaga libremente y sin control en terrenos denominados forestales.


26) Tipo forestal: agrupación arbórea caracterizada por las especies predominantes en los estratos superiores del bosque.

TÍTULO I

DE LOS TIPOS FORESTALES


Artículo 3º.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura, se establecerán los tipos forestales a que pertenecen los bosques nativos del país y los métodos de regeneración aplicables a ellos.


El procedimiento para establecer los tipos forestales y los métodos de regeneración considerará, a lo menos, las siguientes etapas: desarrollo de estudios científicos y técnicos que fundamenten la tipología establecida, sus métodos de regeneración y consulta a los organismos públicos y privados con competencia en la materia.


Artículo 4º.- La Corporación mantendrá un catastro forestal de carácter permanente, en el que deberá identificar y establecer, a lo menos cartográficamente, los tipos forestales existentes en cada región del país, su estado y aquellas áreas donde existan ecosistemas con presencia de bosques nativos de interés especial para la conservación o preservación, según los criterios que se establezcan en el reglamento de esta ley.


El catastro forestal deberá ser actualizado a lo menos cada diez años y su información tendrá carácter público.


El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 33 de esta ley considerará el catastro forestal, junto a otras fuentes de información relevantes, como base para proponer criterios de focalización, priorización de los terrenos y asignación de las bonificaciones contempladas en esta ley, las que podrán obtenerse mediante los concursos a que se refiere este cuerpo legal.

TÍTULO II

DEL PLAN DE MANEJO


Artículo 5º.- Toda acción de corta de bosque nativo, cualquiera sea el tipo de terreno en que éste se encuentre, deberá hacerse previo plan de manejo aprobado por la Corporación.  Deberá cumplir, además, con lo prescrito en el decreto ley Nº 701, de 1974. Los planes de manejo aprobados deberán ser de carácter público y estar disponibles en la página web de la Corporación para quien lo solicite.


Artículo 6º.- El plan de manejo deberá contener información general de los recursos naturales existentes en el predio. Para el área a intervenir se solicitará información detallada, conforme lo señale el reglamento.


Artículo 7º.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por uno de los profesionales a que se refiere este artículo. Tratándose del plan de manejo forestal, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado, o un profesional relacionado con las ciencias forestales que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en dichas ciencias. Cuando se trate de un plan de manejo de preservación, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero en conservación de recursos naturales, ingeniero en recursos naturales, o un profesional afín que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en tales áreas de formación profesional.


En todo caso, los profesionales a que se refiere el presente artículo deberán haber cumplido un plan de estudio de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.


Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.


Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.


Artículo 8º.- Presentado un plan de manejo a la Corporación, ésta deberá aprobarlo o rechazarlo dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud a la oficina correspondiente.


Si la Corporación no se pronunciare en el plazo señalado, se tendrá por aprobado el plan de manejo propuesto por el interesado, a excepción de las áreas que comprendan las situaciones que se señalan en el artículo 17 de esta ley.


La Corporación podrá rechazar un plan de manejo sólo cuando éste no cumpla con los requisitos establecidos en esta ley.


En el evento de que la Corporación rechazare en todo o en parte el plan de manejo, el interesado podrá reclamar ante el juez, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974.  En este caso, la sentencia definitiva será apelable.


Aprobado un plan de manejo, el interesado deberá dar aviso a la Corporación cuando inicie la ejecución de faenas y, cumplido un año de inicio de su ejecución, deberá acreditar anualmente ante la Corporación, el grado de avance del mismo, cuando ello ocurra, por medio de un informe elaborado por el interesado.


Artículo 9º.- La Corporación deberá llevar una nómina o sistema de información, consolidado por provincias, ambos de carácter público, en los que consten los planes de manejo aprobados, y certificará su existencia respecto de un determinado predio a quien lo solicite.


Artículo 10.- Si con posterioridad a la aprobación del plan de manejo, se estableciera que éste se ha fundado en antecedentes falsos, la Corporación podrá invalidar, conforme a las reglas generales, los actos administrativos que se hayan basado en los mismos, sin perjuicio de perseguir las responsabilidades civiles o penales que de ello se deriven.


En igual forma se procederá cuando se presenten antecedentes inexactos, en términos tales que hayan incidido sustancialmente en la aprobación del respectivo plan de manejo.


El interesado podrá reclamar de la resolución que invalide actos administrativos conforme se autoriza en los incisos precedentes, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974, sin que este reclamo suspenda el cumplimiento de lo resuelto por la Corporación.


Artículo 11.-  La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general y planes de manejo tipo, a los que podrán acogerse los propietarios. En este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento. Corresponderá a la Corporación fomentar y facilitar el uso de dichas normas de carácter general y planes de manejo tipo por parte de los pequeños propietarios forestales.


Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 19 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el Plan de Manejo Forestal.


Artículo 12.- Los planes de manejo aprobados podrán ser modificados durante su vigencia, previa presentación y aprobación de un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley.  La Corporación deberá pronunciarse respecto de las modificaciones dentro del plazo de 60 días hábiles.


La modificación no podrá alterar el objetivo de manejo señalado en el plan original, a menos que el nuevo propuesto sea factible de conseguir a partir del estado en que se encuentre el bosque al momento de la proposición.


Regirán, para las modificaciones, las mismas normas generales establecidas para los planes de manejo, incluidas las normas sobre silencio administrativo a que se refiere el artículo 8º de esta ley.


La postergación de las actividades de corta contenidas en el plan de manejo y que no impliquen un deterioro del bosque, no se considerará como modificación al mismo y sólo requerirá de comunicación previa a la Corporación, en la forma en que determine el reglamento.


Con todo, esta modificación no habilitará para incrementar los beneficios obtenidos mediante los concursos a que se refiere el Título IV de esta ley. 


Artículo 13.- Aprobado el plan de manejo, el interesado o quien adquiera posteriormente el predio a cualquier título, quedará sujeto a su cumplimiento y a las demás obligaciones que establece esta ley. Para estos efectos, deberá anotarse al margen de la respectiva inscripción de dominio, que el predio de que se trate cuenta con un plan de manejo aprobado. Esta anotación será gratuita y se efectuará con la sola comunicación de la Corporación al Conservador de Bienes Raíces que corresponda.


El interesado sólo podrá desistirse del plan de manejo aprobado previo reintegro, en arcas fiscales, de las sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias y de las bonificaciones otorgadas por esta ley, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos, en conformidad con las normas del Código Tributario, cuando corresponda.


No se autorizará el desistimiento cuando existan actividades pendientes de regeneración o de reforestación.


Acreditado el reintegro, la Corporación dictará una resolución que apruebe el desistimiento, de la cual se dejará constancia en el registro a que se refiere el artículo 9º, e informará al respectivo Conservador de Bienes Raíces, quien procederá a anotar al margen de la respectiva inscripción de dominio un extracto de la resolución que aprueba el desistimiento.


Artículo 14.- Los compromisos de regeneración o reforestación establecidos en los Planes de Manejo aprobados por la Corporación, o en las medidas de compensación o reparación establecidas por orden judicial, se entenderán cumplidos cuando se verifique en terreno una sobrevivencia igual o superior al 75% del número de individuos comprometidos en los respectivos planes de manejo.  Esta sobrevivencia deberá determinarse, no antes que dichos individuos cumplan dos años de vida, desde su plantación o regeneración natural.
TÍTULO III

DE LAS NORMAS DE PROTECCIÓN AMBIENTAL


Artículo 15.- La corta de bosques nativos deberá ser realizada de acuerdo a las normas que se establecen en este Título, sin perjuicio de aquellas establecidas en la ley Nº 19.300, con los objetivos de resguardar la calidad de las aguas, evitar el deterioro de los suelos y la conservación de la diversidad biológica.


Artículo 16.- El plan de manejo forestal dispuesto en el artículo 5º requerirá, además, para toda corta de bosque nativo de conservación y protección, de una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, así como de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos, la calidad y cantidad de los caudales de los cursos de agua y la conservación de la diversidad biológica y de las medidas de prevención y combate de incendios forestales. De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura hubiere definido oficialmente.


Artículo 17.- Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en una distancia de 500 metros de los glaciares, medidas en proyección horizontal en el plano.


El Reglamento normará la protección de suelos, cuerpos y cursos naturales de agua, teniendo, a lo menos, los siguientes criterios centrales: la pendiente, la pluviometría, la fragilidad y erodabilidad de los suelos; el nivel de saturación de los mismos y la flotación de los equipos de madereo. En el caso de protección de los cursos naturales de agua considerará además el tamaño de la cuenca, el caudal y su temporalidad. 


De la misma forma, el Reglamento determinará la normativa para la protección de los humedales declarados Sitios Prioritarios de Conservación, por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, o sitios Ramsar, debiendo considerar los criterios señalados en el inciso anterior, así como también los requerimientos de protección de las especies que lo habitan.


Asimismo dicha normativa deberá responder a las especificidades regionales. 


En la elaboración de la mencionada normativa se aplicará lo dispuesto en la letra b), del inciso quinto, del artículo 33 de esta ley. 

Artículo 18.- Las normas señaladas en los artículos 15, 16 y 17 de este Título se aplicarán también a las plantaciones que se acojan a lo establecido en el inciso segundo del artículo 13 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Artículo 19.-  Prohíbese la corta, eliminación, destrucción o descepado de individuos de las especies vegetales nativas  clasificadas, de conformidad con el artículo 37 de la Ley N° 19.300 y su reglamento, en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”, que formen parte de un bosque nativo, como asimismo la alteración de su hábitat.  Esta prohibición no afectará a los individuos de dichas especies plantados por el hombre, a menos que tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental u otra autoridad competente.


Excepcionalmente, podrá intervenirse o alterarse el hábitat de los individuos de dichas especies, previa autorización de la Corporación, la que se otorgará por resolución fundada, siempre que tales intervenciones no amenacen la continuidad de la especie a nivel de la cuenca o, excepcionalmente, fuera de ella, que sean imprescindibles y que tengan por objeto la realización de investigaciones científicas, fines sanitarios o estén destinadas a la ejecución de obras o al desarrollo de las actividades señaladas en el inciso cuarto del artículo 7º, siempre que tales obras o actividades sean de interés nacional.


Para autorizar las intervenciones a que se refiere el inciso anterior, la Corporación deberá requerir informes de expertos respecto de si la intervención afecta a la continuidad de la especie y sobre las medidas a adoptar para asegurar la continuidad de las mismas.


Para llevar adelante la intervención, el solicitante deberá elaborar un plan de manejo de preservación, que deberá considerar, entre otras,  las medidas que señale la resolución fundada  a que se refiere el inciso segundo precedente.


Para calificar el interés nacional, la Corporación podrá solicitar los informes que estime necesarios a otras entidades del Estado.


Artículo 20.- El reglamento determinará la forma y condiciones en que la Corporación autorizará las intervenciones excepcionales a que se refieren los artículos 7º, 17 y 19 de esta ley.


Artículo 21.-  Cuando la corta de bosque nativo se realice con motivo del cambio de uso de suelos rurales establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la construcción de obras o del desarrollo de las actividades indicadas en el inciso cuarto del artículo 7º de esta ley, el interesado deberá presentar un plan de manejo que contenga los objetivos de la corta, la definición del trazado de la obra, la descripción del área a intervenir, la descripción de la vegetación a eliminar, los programas de corta, la cartografía correspondiente y los programas de reforestación, los cuales deberán realizarse con especies del mismo tipo forestal intervenido.

TÍTULO IV

DEL FONDO DE CONSERVACIÓN, RECUPERACIÓN Y MANEJO SUSTENTABLE DEL BOSQUE NATIVO


Artículo 22.- Habrá un Fondo concursable destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:


a) Actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, y


c) Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Dicha bonificación alcanzará hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en los literales del inciso primero de este artículo deberá ser incrementado hasta en un 15%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo de conformidad al reglamento y a las bases. Los interesados cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos, deberán presentar el respectivo plan de manejo a la Corporación.


Artículo 23.- Se bonificará, además, la elaboración de los planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades bonificables en el literal c) del artículo 22. Este incentivo se pagará una vez acreditada la ejecución de dichas actividades. Con todo, el interesado no podrá recibir más de 700 unidades tributarias mensuales por este concepto, ni ser beneficiado más de una vez.


Artículo 24.- Los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público. Para postular, los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir. Un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otros concursos, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en los literales del artículo 22.


No se admitirán a concurso solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en concursos anteriores para la misma superficie.


Artículo 25.- Los recursos del Fondo se asignarán por medio de dos concursos, uno de los cuales deberá ser destinado exclusivamente a pequeños propietarios forestales, definidos en el artículo 2° de esta ley.


La Ley de Presupuestos de cada año, determinará el monto de los recursos que se destinarán al Fondo.  El porcentaje del Fondo que será asignado a cada concurso, será determinado cada año por decreto del Ministerio de Agricultura, el cual deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. En todo caso, el porcentaje asignado a cada concurso no podrá ser inferior a un 25%. 


Este decreto deberá ser publicado durante el mes de enero de cada año y regirá entre el 1º de febrero del mismo año y el 31 de enero del año siguiente.  Si al 31 de enero de cada año no se ha determinado el porcentaje asignado a cada fondo, regirá para todos los efectos legales el decreto que se encuentre vigente del año anterior. 


Artículo 26.- El reglamento del Fondo establecerá las actividades bonificables que comprenderá cada uno de los literales señalados en el inciso primero del artículo 22, la periodicidad de los concursos y los requisitos para elaborar las bases.


El reglamento fijará, además, los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Estos criterios deberán comprender, entre otras, las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 22, el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país.


Artículo 27.- El Ministerio de Agricultura definirá los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental, previa consulta al Consejo Consultivo del Bosque Nativo de acuerdo a lo establecido en el artículo 33.


Artículo 28.- El reglamento del Fondo deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar condiciones de igualdad en la participación en los concursos del Fondo, debiendo fijar un procedimiento simplificado de postulación para los pequeños propietarios forestales.


Las bases de los concursos deberán contener los criterios de evaluación técnica y ambiental y deberán promover aquellos proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas; en ambos casos, cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia.


Artículo 29.- Sólo se podrán percibir las bonificaciones adjudicadas, previa acreditación de la ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo aprobado. 


Las bonificaciones se pagarán previa presentación de los informes que corresponda, los cuales deberán ser aprobados por la Corporación.


Estos informes deberán ser elaborados por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de esta ley.


Si no se hubieren realizado todas las actividades comprometidas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas, siempre que no constituyan un incumplimiento del plan de manejo, de acuerdo a lo señalado en esta ley.


Artículo 30.- Si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado para el concurso correspondiente, éstos podrán asignarse directamente siempre que tales proyectos cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, una vez adjudicados los proyectos el remanente de los recursos asignados a uno de los concursos se asignará al otro.


Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.


Artículo 31.- El Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos.  Sin embargo, esta Secretaría de Estado podrá delegar, total o parcialmente, la administración de los concursos en la Corporación Nacional Forestal.


Cada tres años, a lo menos, se realizará una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.


Artículo 32.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento del Fondo, para lo cual solicitará la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 33 de esta ley.


Artículo 33.- Créase el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, el cual será presidido por el Ministro de Agricultura e integrado, además, por las siguientes personas representativas del ámbito de que procedan:


a) Dos académicos universitarios, uno de los cuales deberá representar a las escuelas o facultades de ingeniería forestal y el otro a las escuelas o facultades de biología que cuenten con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


b) Dos personas propuestas por organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


c) Dos personas propuestas por organizaciones de medianos y grandes propietarios de predios con bosque nativo; 


d) Dos personas propuestas por organizaciones de pequeños propietarios de predios con bosque nativo; 


e) El Presidente del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile A.G., o la persona que éste designe en su representación;


f) Una persona propuesta por los propietarios de Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada; 


g) El Presidente de la Sociedad de Botánica de Chile, o la persona que éste designe en su representación;


h) El Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


i) El Director Ejecutivo del Instituto Forestal, y


j) El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, quién actuará como Secretario Ejecutivo.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo a que se refieren los literales b), c), d) y f), de este artículo, se hará sobre la base de ternas que las entidades correspondientes enviarán al Ministro de Agricultura,  dentro del plazo que señale la convocatoria que emita al efecto; plazo que no podrá ser inferior a 30 días.  Dicha convocatoria será de amplia difusión y publicada, en todo caso, en la página web del Ministerio.


Los consejeros serán designados por el Ministro de Agricultura y durarán 3 años en sus funciones. En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo.


En caso de ausencia o impedimento del Ministro, será reemplazado por el Subsecretario de Agricultura.


Corresponderá al Consejo Consultivo:


a) Absolver las consultas que le formule el Ministro de Agricultura sobre las materias de que trata la presente ley; 


b) Pronunciarse previamente sobre los proyectos de reglamento y sus modificaciones,  emitir opinión  sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias;


c) Formular observaciones a las políticas que elabore el Ministerio de Agricultura para la utilización de los recursos de investigación señalados en el Título VI de la presente ley y sobre los proyectos que se proponga financiar con cargo a dichos recursos, y 


d) Proponer al Ministro de Agricultura criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental.


El reglamento de la presente ley fijará las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo.


Artículo 34.- El beneficiario de las bonificaciones a que se refiere el artículo 22 podrá transferirlas mediante instrumento público o privado, suscrito ante un notario público.  Estas bonificaciones podrán ser cobradas y percibidas por personas distintas del interesado, siempre que acompañen el documento en que conste su transferencia.


La Corporación podrá extender, a solicitud del interesado, un certificado de futura bonificación para aquellos interesados que califiquen para obtenerla, la que podrá constituirse, mediante su endoso, en garantía para el otorgamiento de créditos de enlace destinados a financiar las actividades objeto de la bonificación.  Esta futura bonificación podrá ser también transferida a través del mismo certificado mediante su endoso, suscrito ante notario.


Artículo 35.- El beneficio a que se refiere el artículo 22, percibido o devengado, se considerará como ingreso diferido en el pasivo circulante y no constituirá renta para ningún efecto legal hasta el momento en que se efectúe la corta de cosecha o venta del bosque que originó la bonificación, oportunidad en que se amortizará, abonándola al costo de explotación a medida y en la proporción en que ésta o la venta del bosque se realicen.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, anualmente se aplicarán a las bonificaciones devengadas o percibidas, consideradas como ingresos diferidos en el pasivo circulante, las normas sobre corrección monetaria establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta, reajustándose en igual forma que los costos incurridos en el manejo de los bosques nativos incluidos en las partidas del activo.


Las utilidades derivadas de la explotación de bosques nativos obtenidas por personas naturales o jurídicas estarán afectas al impuesto general de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin embargo, las personas que exploten bosques por los cuales no se encuentren acogidas a los beneficios establecidos en el decreto ley N° 701, de 1974, y en esta ley, deberán declarar la renta efectiva o presunta para los efectos de la Ley de Impuesto a la Renta de acuerdo a lo previsto en el artículo 20, número 1°, letra b), de dicha ley, con excepción del límite de ventas netas anuales el cual, respecto de los productos forestales provenientes del bosque, será de 24.000 unidades tributarias mensuales considerando las ventas en forma acumulada en un período móvil de tres años.


Las personas que, estando bajo el régimen de renta presunta por su actividad agrícola según lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, se acojan a los beneficios de esta ley, deberán tributar sobre la base de renta efectiva a contar del 1º de enero del ejercicio comercial siguiente de aquél en que superen el límite de ventas que se establece en el inciso anterior. En todo caso, serán también aplicables las demás normas del artículo 20, número 1°, letra b) de la Ley sobre Impuesto a la Renta cuando el contribuyente realice otras explotaciones agrícolas o cumpla otros requisitos que, según dicho precepto legal, hagan obligatoria la declaración de impuesto sobre la base de renta efectiva.


Los pequeños propietarios forestales estarán afectos, en todo caso, al sistema de renta presunta establecido en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y no estarán sometidos a las normas tributarias contenidas en los incisos primero y segundo de este artículo.


Para todos los efectos tributarios relacionados con la presente ley, y sin perjuicio de las responsabilidades y obligaciones que corresponden a los particulares, la Corporación deberá efectuar, en los casos que proceda, las comunicaciones pertinentes al Servicio de Impuestos Internos.


Los bosques nativos de que trata esta ley estarán exentos del impuesto territorial que grava los terrenos agrícolas y no deberán ser considerados para efectos de la aplicación de la ley de Impuesto sobre Herencias, Asignaciones y Donaciones. Para hacer efectiva esta exención los propietarios de estos bosques nativos deberán solicitar la correspondiente declaración de bosque  nativo, fundada en un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7º de esta ley, de acuerdo con las normas que establezca el reglamento. La Corporación deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de 60 días contado desde su presentación. Si ésta no se pronunciare dentro del término indicado, la solicitud se entenderá aprobada.


El Servicio de Impuestos Internos, con el sólo mérito del certificado que otorgue la Corporación, ordenará la inmediata exención de los impuestos señalados en este artículo, la que comenzará a regir a contar de la fecha del respectivo certificado, salvo la exención del impuesto territorial, que regirá a contar del 1º de enero del año siguiente al de la certificación.


El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para dividir el rol de avalúo respectivo, si ello fuere procedente y necesario para el ordenamiento tributario.


Artículo 36.- La ley de Presupuestos de la Nación contemplará recursos destinados a pagar las bonificaciones a las que se refiere esta ley. El pago de éstas será efectuado por la Tesorería General.

TÍTULO V

DE LOS ACREDITADORES FORESTALES


Artículo 37.- Sin perjuicio de las facultades de certificación y fiscalización que correspondan a la Corporación, existirán acreditadores forestales que serán personas naturales o jurídicas, que colaborarán con ella en el ejercicio de dichas tareas.


Artículo 38.- Sólo podrán ejercer la actividad de acreditadores forestales los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley, que estén inscritos en el Registro de Acreditadores Forestales que para tal efecto llevará la Corporación, el que tendrá el carácter de público.  La Corporación deberá publicar el referido registro en su página web.


Tratándose de personas jurídicas, éstas deberán contemplar en sus estatutos el giro de acreditación forestal. Además, el personal que estas entidades destinen a la realización de las actividades de acreditación forestal, deberán tener igual calidad profesional que aquella señalada en el inciso precedente.


Los acreditadores forestales estarán habilitados para certificar:


a) Que los datos consignados en los planes de manejo corresponden a la realidad, y


b) La correcta ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo para obtener las bonificaciones a que se refieren los literales del artículo 22 de esta ley y el artículo 12 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Sobre la base de las certificaciones a que se refiere la letra a), del inciso precedente, la Corporación evaluará los planes de manejo, a fin de velar porque ellos cumplan con los objetivos señalados en el N° 18), del  artículo 2° de esta ley.


Con la certificación a que alude la letra b), del inciso tercero de este artículo,  la Corporación podrá autorizar el pago de las bonificaciones que correspondan, informando de ello al Servicio de Tesorerías, para que proceda al pago de las mismas.


Artículo 39.- El reglamento determinará los requisitos para la inscripción, contenido y funcionamiento del registro a que se refiere el artículo anterior, así como las demás normas que regulen la actividad de los acreditadores forestales.  Asimismo, velará por asegurar la disponibilidad de éstos en comunidades apartadas del país.


Artículo 40.- El acreditador que certificare un hecho falso o inexistente será sancionado con la pena establecida en el artículo 193 del Código Penal.


En el caso que el acreditador fuere una persona jurídica, se sancionará en la forma indicada en el inciso anterior a quienes hayan suministrado la información falsa o inexistente que sirvió de base para expedir el certificado falso y a quienes hubieren consentido o actuado concertadamente en la expedición de dicho certificado. 


Para este sólo efecto, se entenderá que los certificados emitidos por los acreditadores constituyen instrumentos públicos.


Desde la formalización de la investigación, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo; si fuere condenado, quedará inhabilitado en forma perpetua para ejercer la actividad de acreditador forestal.  Para estos efectos, el juez de la causa notificará a la Corporación tales resoluciones, a fin de que proceda a tomar nota en el Registro de Acreditadores Forestales de la suspensión o inhabilitación perpetua, según proceda.


Si en el hecho señalado en el inciso primero, tuvieren participación algunos de los socios, gerentes generales o administradores de las entidades certificadoras, éstas serán sancionadas con la cancelación definitiva de su inscripción en el Registro de Acreditadores Forestales a que se refiere esta ley. No se inscribirán en dicho Registro nuevas entidades certificadoras en que figuren como socios personas que lo hayan sido, a su vez, de entidades a las cuales se les hubiere cancelado su inscripción, siempre y cuando haya quedado establecido en el procedimiento respectivo que tales personas tuvieron participación en el hecho que motivó la  sanción.  De esta resolución se podrá reclamar  en la forma establecida en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo siguiente.


Artículo 41-  El incumplimiento o infracción de cualquiera otra norma reguladora de la actividad de los acreditadores forestales, será sancionado, según la gravedad de la infracción, con una o más de las siguientes medidas administrativas:


a) suspensión por seis meses;


b) suspensión de su inscripción en el registro hasta por dos años, y


c) cancelación por 5 años de la inscripción en los registros correspondientes, en caso de reincidir más de dos veces.


Las medidas administrativas serán aplicadas mediante resolución del Director Regional correspondiente, las que serán siempre reclamables, debiendo presentarse el recurso ante el Director Regional correspondiente para ante el Director Ejecutivo de la Corporación, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, quien deberá resolver breve y sumariamente estableciendo los motivos de su resolución.


La resolución que absuelva o aplique una medida se notificará al afectado en su domicilio, o a su apoderado, si lo tuviera, por carta certificada.


De la resolución del Director Ejecutivo que aplique una medida administrativa, se podrá recurrir ante el juez de letras en lo civil del territorio jurisdiccional en que hubiera registrado su domicilio el reclamante, sujetándose en todo lo demás a lo dispuesto en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974.

TÍTULO VI

DE LOS RECURSOS PARA LA INVESTIGACIÓN DEL BOSQUE NATIVO


Artículo 42.- La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará todos los años un fondo destinado a la investigación del bosque nativo, cuya finalidad será promover e incrementar los conocimientos en materias vinculadas con los ecosistemas forestales nativos, su ordenación, preservación, protección, aumento y recuperación, sin perjuicio de los aportes privados que puedan complementarlo.


Los recursos que se asignen por este procedimiento serán siempre por concurso público.


Artículo 43.-  Estos recursos estarán dedicados especialmente a incentivar y apoyar:


a) la investigación científica y tecnológica relacionada con el bosque nativo y la protección de su biodiversidad;


b) la investigación y los proyectos de desarrollo tecnológico que propendan a la protección del suelo, de los recursos hídricos, de flora y fauna y de los ecosistemas asociados al bosque nativo;


c) la creación y establecimiento de programas de capacitación, educación y transferencia tecnológica en áreas rurales, dedicados a la instrucción y perfeccionamiento de las personas y comunidades rurales cuyo medio de vida es el bosque nativo;


d) la evaluación de los efectos de las intervenciones en el bosque nativo de acuerdo a esta ley, y


e) el desarrollo de iniciativas complementarias a las indicadas, que permitan aportar antecedentes, información, difusión, conocimiento o recursos tendientes al cumplimiento del objetivo de esta ley.


Artículo 44.- Las políticas e instrucciones para la utilización de los recursos de investigación serán definidas por el Ministerio de Agricultura, a proposición del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 33.  Un reglamento normará los detalles de la administración y destino de estos fondos, como los mecanismos de evaluación de los proyectos y programas en que se emplee.

TÍTULO VII

DEL PROCEDIMIENTO Y LAS  SANCIONES


Artículo 45.- Corresponderá aplicar las sanciones y multas establecidas en la presente ley al juez de policía local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción, el que conocerá en primera instancia de las denuncias que le formularen los funcionarios de la Corporación o de Carabineros de Chile.


Sin embargo, aquellas infracciones que importen la aplicación de multas superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales y las que se cometieren dentro de una comuna que no tenga un juez de policía local que sea abogado, serán resueltas, en primera instancia, por el juez de policía local con asiento en la ciudad cabecera de provincia.


Los tribunales a que se refieren los incisos anteriores conocerán de las denuncias que se formularen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.


La Corporación estará facultada para solicitar ante los Juzgados de Policía Local la aplicación de los apremios establecidos en el inciso primero del artículo 23 de la ley Nº 18.287 y para ejercer las acciones ejecutivas a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo, tendientes a hacer efectivo el pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley. Asimismo, estará facultada para percibir las costas personales y procesales por las actuaciones en que intervenga, a cuyo pago sean condenados los infractores.


Los delitos contemplados en los artículos 40, 49 y 50 de esta ley serán de conocimiento de los Jueces de Garantía o de los Tribunales de Juicio Oral, según corresponda, con competencia en el territorio en el cual se hubiere cometido el hecho punible.


Artículo 46.- Detectada una infracción a las disposiciones de esta ley o de su reglamento, los funcionarios de la Corporación deberán levantar un acta en que se consignarán los hechos constitutivos de la infracción, indicando el día, lugar, fecha y hora de la diligencia inspectiva, la circunstancia de encontrarse o no presente el supuesto infractor o su representante legal, así como la individualización de éste, su domicilio, si ello fuera posible, y las normas legales contravenidas.


Con el mérito del acta referida en el inciso primero, el respectivo Director Regional de la Corporación deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el tribunal competente o al Ministerio Público, según sea el caso, acompañando copia de dicha acta.


Tratándose de una primera infracción y si aparecieran antecedentes favorables, el tribunal podrá disminuir la multa aplicable hasta en un 50%.  Asimismo, podrá absolver al infractor en caso de ignorancia excusable o de buena fe comprobada.


Los controles podrán realizarse mediante fotografía aérea o sensores remotos, sin perjuicio de otros medios de prueba.


Artículo 47.-  Los funcionarios designados por la Corporación para la fiscalización de esta ley y los de Carabineros tendrán el carácter de ministro de fe en todas las actuaciones que deban realizar para el cumplimiento de esa labor.


Los funcionarios de la Corporación sólo podrán ingresar en los predios o centros de acopio para los efectos de controlar el cumplimiento de la ley, previa autorización del encargado de la administración de los mismos.


En caso de negativa para autorizar el ingreso, la Corporación podrá solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública, el cual, por resolución fundada y en mérito de los antecedentes proporcionados por la Corporación, la podrá conceder de inmediato, salvo que resolviera oír al afectado, en cuyo caso éste deberá comparecer dentro del plazo de 48 horas, contado desde su notificación. 


Para los efectos de lo indicado en el inciso anterior, se considerará que es competente el juez de Policía Local señalado en el artículo 45 precedente.


Artículo 48.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan un delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que constituyen ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.


El plazo de prescripción se contará desde que se hubiera cometido la infracción, salvo respecto de aquéllas de carácter permanente, en que se contará desde que hubiera cesado el incumplimiento.


Cualquiera nueva infracción en el mismo predio interrumpirá las prescripciones que estuvieran en curso.

Artículo 49.- El que presentare o elaborare un plan de manejo basado en certificados falsos o que acrediten un hecho inexistente, a sabiendas de tales circunstancias, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.


Si quien hubiere presentado el plan basado en los certificados a que se refiere el inciso anterior, hubiere percibido una bonificación de las que otorga esta ley, será condenado, además,  al pago de una multa ascendente al triple del monto de la bonificación percibida, la que se reajustará según la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor  entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.


Artículo 50.- El que, con el propósito de acogerse a las bonificaciones establecidas en esta ley, hubiere presentado, a sabiendas, un plan de manejo basado en antecedentes falsos, distintos de los señalados en el artículo 49, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se hubiere percibido una bonificación, se sancionará, además, con la pena de multa, la que será equivalente al doble del monto de la bonificación percibida, reajustada según la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.

Artículo 51.-  Toda corta de bosque no autorizada hará incurrir al propietario del predio, o a quien la ejecute, en una multa equivalente al doble del valor comercial de los productos cortados o explotados, con un mínimo de 5 unidades tributarias mensuales por hectárea. Cuando los productos se encontraren en poder del infractor, caerán además en comiso, y serán enajenados por la Corporación.  Si los productos provenientes de la corta no autorizada hubieren sido retirados total o parcialmente del predio, el infractor será sancionado con la multa señalada precedentemente, incrementada en un 200%.


Artículo 52.- La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a ejemplares de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras, insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al  artículo 19 de esta ley, será sancionada con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales por ejemplar, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada ejemplar objeto de la intervención.


En caso que los productos de la infracción estén en poder del infractor, caerán en comiso y serán enajenados por la Corporación.  Si dichos productos hubieren sido retirados total o parcialmente del predio o centro de acopio, la multa que corresponda al infractor se aumentará en 200%.


En el caso de ejemplares sin valor comercial, el juez de la causa, para aplicar la sanción indicada en el inciso primero, deberá tener en consideración el número de ejemplares intervenidos, el valor científico de los mismos y la clasificación de la especie, para lo cual solicitará un informe al respecto a la Corporación. 


Artículo 53.-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17, y 7° y 8° transitorios de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 52 aumentada hasta en un 100%.


Artículo 54.- Establécense las siguientes sanciones para las infracciones que se señalan a continuación:


a) incumplimiento de las actividades de protección, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, de acuerdo a las prescripciones contenidas en el plan de manejo;


b) incumplimiento a la obligación de reforestar contemplada en los planes de manejo, con multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, entendiéndose siempre como falta grave para el efecto de aplicar la sanción; 


c) el incumplimiento de toda otra obligación contemplada en el plan de manejo forestal, distinta de las señaladas en la letra precedente, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por cada hectárea incumplida, a menos que se acredite fuerza mayor o caso fortuito;


d) no acreditar a requerimiento de la autoridad competente, que las maderas que se encuentran en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación, a que se refiere el artículo 58, con multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales;


e) la corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas, sin un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación y el incumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho plan, con una multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida dependiendo de su gravedad.  Se considerarán faltas graves aquellas que se refieran al incumplimiento de las normas de protección ambiental, y


f) el incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el doble del costo de la acción incumplida.

Artículo 55.- El pago de las multas que se impongan por infracciones a las normas de esta ley no eximirá al infractor del cumplimiento de las correspondientes obligaciones.


Artículo 56.-  El bosque nativo respecto del cual se hubiera pagado alguna de las bonificaciones de esta ley, no podrá ser objeto de corta de cosecha en un plazo diferente al establecido en el plan de manejo forestal.


En el caso de anticipar o postergar la corta de cosecha, el interesado deberá contar previamente con el correspondiente certificado aprobatorio de modificación del plan de manejo forestal.  Si la propuesta no concuerda con los objetivos definidos en el plan de manejo forestal, la Corporación otorgará esta autorización una vez acreditado el reintegro del total de los beneficios percibidos por la aplicación de esta ley.


Sin perjuicio de las sanciones por incumplimiento de los planes de manejo forestal señaladas en el artículo 54, cuando se trate de planes de manejo forestal que hubieran sido beneficiados por las bonificaciones que se contemplan en esta ley, los infractores deberán reintegrar los montos que hubieran percibido por concepto de dichas bonificaciones y perderán los beneficios asociados al concurso que hubieran ganado.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 57.- No obstante lo establecido en el artículo 5º de esta ley, la Corporación podrá otorgar, a petición del interesado, autorización simple de corta cuando se trate del aprovechamiento o corta de una cantidad reducida de árboles, cuyo número se fijará en cada caso, destinados al autoconsumo o a las mejoras prediales, de acuerdo a la normas que establezca el reglamento, con lo cual se dará cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal.


Artículo 58.- Las personas naturales o jurídicas que participen en cualquiera etapa del proceso de explotación del bosque nativo, incluyendo el transporte amparado en guías de libre tránsito, deberán acreditar, a requerimiento de la autoridad correspondiente, que los productos primarios del bosque nativo que se encuentren en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación.


No obstante lo señalado en el primer inciso, para amparar el transporte de productos primarios provenientes de árboles nativos aislados, que no formen parte de un bosque y que no requieran autorización previa para su corta, la Corporación podrá autorizar guías de libre tránsito.


El reglamento establecerá la forma y contenidos de las guías de libre tránsito que expedirá la Corporación.


Artículo 59.- La bonificación establecida en esta ley es incompatible con la otorgada en virtud del decreto ley Nº 701, de 1974, y sus modificaciones posteriores.


Artículo 60.- La corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas requerirán de un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación, el que deberá considerar las normas de protección ambiental establecidas en el Título III de esta ley.


Artículo 61.- Los pequeños propietarios forestales podrán organizarse para acogerse a los beneficios que contempla esta ley mediante postulaciones colectivas, efectuadas directamente o por sus organizaciones.


Artículo 62.- En todas aquellas materias que no se encuentren expresamente reguladas en esta ley, se aplicarán supletoriamente las disposiciones de la ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.


Artículo 63.-  Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 35 de la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, la frase “al organismo administrador del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado” por “a la Corporación Nacional Forestal”.


Artículo 64.- Traspásanse a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indican:


a) Los artículos 14 y 28 de la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;


b) Los artículos 6º, 7º, 8º, 9º y 10 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, y


c) El artículo 3º transitorio de la ley Nº 18.378 y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal. 


Artículo 65.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal:


1.- Agrégase al artículo 17, el siguiente inciso segundo:


“Tratándose de bosques fiscales, la responsabilidad por el cumplimiento de los planes de manejo y de las demás obligaciones previstas en esta ley, corresponderá a los concesionarios o arrendatarios del inmueble fiscal, o a la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos predios.”.


2.- Incorpórase al artículo 24 bis A), antes del punto final, la siguiente oración precedida de una coma (,):


“salvo que se trate de bosques fiscales, caso en que responderá el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, o la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos predios”. 


3.- Incorpórase, a continuación del artículo 24 bis B), el siguiente artículo:


“Artículo 24 bis C).- Los planes de manejo relativos a bosques fiscales deberán suscribirse por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, o por la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos terrenos. Se requerirá, además, que el plan de manejo sea suscrito por el Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales respectivo, lo que será suficiente para acreditar que el forestador o solicitante tiene alguna de las calidades antes indicadas y que no hay oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1º.-  En lo que no sean incompatibles con lo dispuesto en esta ley y en tanto no se dicten los nuevos reglamentos, mantendrán su vigencia los reglamentos dictados sobre la materia.


Artículo 2º.- Las prohibiciones y demás regulaciones del artículo 19 de esta ley podrán aplicarse antes de la clasificación a que se refiere dicho precepto, respecto de aquellas especies vegetales vivas nativas que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estén identificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas en el documento denominado “Libro Rojo” de la Corporación Nacional Forestal. 


Tratándose de ejemplares plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, esta prohibición se aplicará únicamente a las plantaciones que se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.


Artículo 3º.- En el plazo que transcurra entre la aprobación de esta ley y el decreto supremo mencionado en el inciso primero del artículo 3º de la misma se considerarán, como tales, los tipos forestales señalados en el artículo 19 del Reglamento Técnico del decreto ley Nº 701, de 1974, aprobado por decreto supremo Nº 259, de 1980, del Ministerio de Agricultura.

Artículo 4º.- En un plazo de 90 días, a partir de la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la Corporación, conforme a lo establecido en el Título IV, fijará el valor de las actividades bonificables para el período comprendido entre la fecha de vigencia de esta ley y la fecha en que comience a regir la primera temporada a que se refiere el inciso segundo del artículo 22.


Artículo 5º.- Los reglamentos de la presente ley deberán dictarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo deberá realizarse dentro de los sesenta días siguientes a contar de la fecha indicada en el inciso anterior.


Artículo 6°.- Las normas del Reglamento a que se refiere el artículo 17 de la presente ley, deberán dictarse en un plazo de dos años a contar de la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo 7°.- Mientras no esté vigente la normativa de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, deberán guiarse, en lo que refiere a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal.


Artículo 8°.- En los casos, no cubiertos por las normas mencionadas en el artículo anterior y en tanto no esté vigente la normativa de protección de suelos, humedales y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las intervenciones se sujetarán a lo dispuesto en los incisos siguientes.


Se prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendiente superiores al 60%, por más de 30 metros, salvo que se trate de cortas selectivas autorizadas previamente por la Corporación.


Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a)Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.


b)Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.


En los cauces a que se refieren los literales a) y b) cuyos caudales sean inferiores a los señalados en los mismos, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce, de la forma señalada en el inciso precedente de este artículo.


En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% de cobertura.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en los literales a) y b), del inciso tercero de este artículo, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo 7°, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.


Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos ubicados a 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados Sitios Prioritarios de Conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, medidas en proyección horizontal en el plano.


El plan de manejo deberá especificar tanto las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual, como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos.


De igual manera, determinará los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo”..

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de 

Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, correspondiente al Boletín Nº 4.059-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejan constancia de lo siguiente:



1.- Disposiciones del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: del artículo único, los números 1) a 4), 6); 8); 9); 11); 12); 16); 18) a 20); 23) a 26); 28); 30); 33) a 36); 39); 41); 44); 46) a 49); 51) a 53); 56); 58) a 60); 63) a 65); 67) a 70); 72); 73); 76), 78), 79), y 80) a 82).



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 7 bis; 10 bis; 12 bis letra a); 14 bis letra b); 16 bis letra b); 21 bis; 22 bis; 24 bis letras b) y c); 25 bis; 26 bis letra b); 27 bis, y 28 bis.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1 bis; 3 bis; 5 bis; 6 bis letra a); 8 bis; 9 bis; 11 bis; 12 bis letra b); 13 bis; 14 bis letra a); 15 bis; 16 bis letra a); 17 bis a 20 bis; 23 bis; 24 bis letra a), y 26 bis letra a).



4.- Indicaciones rechazadas: 2 bis; 4 bis; 6 bis letra b), y 29 bis.



5.- Indicaciones retiradas: no hubo.



6-.Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.



El señor Secretario General señala que, conforme la referida disposición reglamentaria, corresponde dar por aprobados los artículos mencionados en el punto 1.


- El señor Presidente declara aprobadas estas disposiciones, dejándose constancia que lo fueron con el voto conforme de 22 señores Senadores, de un total de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone efectuar, en su segundo informe, las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

Artículo único

N° 5)


- Reemplazarlo por el que sigue:


“5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Tribunal sólo podrá ejercer su jurisdicción a requerimiento de las personas y los órganos constitucionales legitimados de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República o de oficio, en los casos señalados en el mismo artículo.”.”.

N° 6)


- En el artículo 4° que él contiene, reemplazar la frase “por la mayoría de sus miembros en ejercicio y en resolución fundada”, por “por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros”.


- En el mismo artículo, insertar entre comas (,) la frase “incluidos los documentos agregados a un proceso”, a continuación de las palabras “documentos o actuaciones”.

N° 7)


- Sustituir el primer inciso del artículo 6° que él contiene, por el siguiente:


“Artículo 6º.- Los Ministros del Tribunal tendrán la precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento o de su primer nombramiento, cuando proceda.”.

N° 8)


- Reemplazar la letra c) contenida en el literal b) de este número, por la siguiente:


“c) Formar las tablas que correspondan al pleno y a las salas de conformidad con lo previsto en el artículo 29 y designar, en los asuntos de que conozca el pleno, al Ministro que corresponda para la redacción del fallo;”.

N° 10)


- Agregar, al final del inciso segundo del artículo 12 bis contenido en este numeral, la siguiente frase, precedida de una coma (,): “hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia”.

(Indicación N° 9, unanimidad 4 x 0)
N° 11)


- Insertar, al comienzo del numeral que reemplaza la letra c) de este número, lo siguiente: “5)”.

Nº 12)


- Insertar, al comienzo del inciso contenido en la letra a) de este número, la expresión “Artículo 14.-”.


- Reemplazar la letra b), por la siguiente:


“b) Deróganse los incisos segundo y tercero.”.

- - -


- Insertar a continuación el siguiente N° 13), nuevo:


“13) Suprímese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “y los abogados integrantes”.”.

- - -

N°s 13), 14) y 15)


- Pasan a ser N°s 14), 15) y 16), respectivamente.

N° 16)


- Pasa a ser Nº 17)


- Insertar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase el siguiente nuevo inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo: 


“Será, además, causal de implicancia la existencia actual de relaciones laborales, comerciales o societarias de un Ministro con el abogado o procurador que actúe en alguno de los procesos que se sustancian ante el Tribunal.”.”.

N° 17)


- Pasa a ser N° 18).

N° 18)


- Pasa a ser Nº 19).


- Sustituir el artículo 25 A que él contiene, por el siguiente:


“Artículo 25 A.- El Tribunal, en sesiones especialmente convocadas al efecto, podrá dictar autos acordados sobre materias que no sean propias del dominio legal y que tengan como objetivo la buena administración y funcionamiento del Tribunal.”.

N° 19)


- Pasa a ser N° 20).

N° 20)


- Pasa a ser N° 21).


- Reemplazar el artículo 25 B que él contiene, por el siguiente:


“Artículo 25 B.- El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros y en el segundo de, a lo menos, cuatro.


En el mes de diciembre de cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, el Tribunal determinará mediante sorteo los Ministros que integrarán las dos salas a partir del mes de marzo del año siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste y la otra, por el Ministro más antiguo que forme parte de ella. 


Las sesiones ordinarias se suspenderán en el mes de febrero de cada año.


Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente del Tribunal o de la sala respectiva, de propia iniciativa o a solicitud de tres o más de los miembros del Tribunal, tratándose de sesiones extraordinarias del pleno, o a solicitud de dos o más de los miembros de la sala respectiva, tratándose de sesiones extraordinarias de sala.


Cada sala representará al Tribunal en los asuntos de que conozca.”.

N° 21)


- Pasa a ser N° 22.


- Sustituir el número 6° del artículo 25 C en él contenido, por los dos siguientes:


“6° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;


7º Resolver la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 5º de este artículo;”.


- Los números 7º, 8º, 9º, 10º, 11º , 12º y 13º pasan a ser 8º, 9º, 10º, 11º, 12º, 13º y 14º, respectivamente, sin otra enmienda.

N° 22)


- Pasa a ser N° 23), con las siguientes enmiendas al artículo 25 D en él contenido.


- Intercalar el siguiente número 1°, nuevo:


“1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;”.


- En el número 1°, que pasa a ser 2°, eliminar la frase inicial “Pronunciarse sobre la admisibilidad y” iniciando con mayúscula la palabra “resolver”, que figura a continuación.


- El número 2º pasa a ser 3º, sin otra enmienda.


- En los N°s 3° y 4°, que pasan a ser 4° y 5°, agregar las palabras “de la República” a continuación de la expresión “Constitución Política”. 


- Reemplazar el N° 5°, que pasa a ser 6°, por el siguiente:


“6° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y”.


- Suprimir los números 6° y 7°.


- El número 8° pasa a ser 7°, sin otra enmienda.

N° 23)


- Pasa a ser N° 24).

N° 24)


- Pasa a ser N° 25), sustituido por el siguiente:


“25) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29:


a) En el inciso primero, sustitúyese la frase que sigue a la coma (,) y que comienza con la palabra “salvo”, por la siguiente: “sin perjuicio de la preferencia que, por motivos justificados y mediante resolución fundada, se haya otorgado a alguno de ellos.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, el número “82” por “93”.”.

N° 25)


- Pasa a ser N° 26), sustituido por el siguiente:


“26) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 31:


“Toda sentencia del Tribunal que modifique o altere sustantivamente lo que haya resuelto con anterioridad sobre la misma materia, deberá declarar tal circunstancia y precisar las razones fundadas en que dicho cambio se sustenta.”.”.

- - -


- Consultar enseguida un número 27), nuevo, del siguiente tenor:


“27) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:


“Artículo 31 bis.- Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4° y 7° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo, en ambos casos dentro de los tres días siguientes a su dictación. Sin perjuicio de ello, todas se divulgarán en forma completa en el sitio web del Tribunal en Internet o en otro medio electrónico análogo.”.”.

- - -

N° 26)


- Pasa a ser N° 28), con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar el inciso primero del artículo 32 A contenido en él, por el que sigue:


“Artículo 32 A.- En los casos en que la cuestión que se somete al Tribunal sea promovida mediante acción pública, o por la parte en el juicio o gestión judicial en que se solicita la inaplicabilidad de un precepto legal o la inconstitucionalidad de un auto acordado, las personas naturales o jurídicas que lo promuevan deberán señalar en su primera presentación al Tribunal un domicilio conocido dentro de la provincia de Santiago. La presentación será patrocinada y suscrita por un abogado habilitado para ejercer la profesión.”.


- En el inciso segundo del mismo artículo, sustituir el vocablo “procedimientos” por “procesos”.


- Reemplazar los incisos tercero y cuarto, por los que se indica a continuación:


“Las sentencias definitivas se notificarán personalmente o, si ello no es posible, por cédula, en el domicilio que haya señalado la parte en el expediente. En ambos casos la notificación se practicará por un Ministro de Fe designado por el Tribunal.


Las comunicaciones a que se refiere esta ley, que deban hacerse a los órganos constitucionales interesados o que sean parte en el proceso, se efectuarán mediante oficio.”.


- Sustituir el inciso sexto, por el que sigue:


“La fecha de las notificaciones efectuadas por carta certificada y mediante las comunicaciones a que se refiere esta ley será, para todos los efectos legales, la del tercer día siguiente a su expedición.”.


- Insertar luego el siguiente inciso séptimo, nuevo:


“En el caso de la Cámara de Diputados y del Senado los oficios se dirigirán a los respectivos Presidentes, quienes estarán obligados a dar cuenta a la sala en la primera sesión que se celebre. Se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez que se haya dado cuenta de los mismos. En el caso del Presidente de la República, los oficios se dirigirán por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez ingresados a la Oficina de Partes de dicho Ministerio.”.

N° 27)


- Pasa a ser N° 29), con las siguientes enmiendas.


- Cambiar el inciso primero del artículo 32 B que él contiene, por el siguiente:


“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10°, 12° y 13° del artículo 25 C, en los de admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal y en los casos de los números 2º, 3º y 4º del artículo 25 D.”.


- Incorporar el siguiente inciso final al mismo artículo:


“La relación siempre será pública.”.

- - -


- Insertar el siguiente N° 30), nuevo:


“30) Incorpórase el siguiente artículo 32 C, nuevo: 


“Artículo 32 C.- Son órganos y personas legitimadas aquellos que, de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República, están habilitados para promover ante el Tribunal cada una de las cuestiones y materias de su competencia.


Son órganos constitucionales interesados aquellos que, de conformidad a esta ley, pueden intervenir en cada una de las cuestiones que se promuevan ante el Tribunal, sea en defensa del ejercicio de sus potestades, sea en defensa del orden jurídico vigente. 


Son parte en los procesos seguidos ante el Tribunal el o los órganos y la o las personas que, estando constitucionalmente legitimadas, han promovido una cuestión ante él; y las demás partes de una gestión o juicio pendiente en que se ha promovido una cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal o de inconstitucionalidad de un auto acordado. También podrán serlo los órganos constitucionales interesados que, teniendo derecho a intervenir en una cuestión, expresen su voluntad de ser tenidos como parte dentro del mismo plazo que se les confiera para formular observaciones y presentar antecedentes.”.”.

- - -

N° 28)


- Pasa a ser N° 31), reemplazando la referencia al “Libro I” del Código de Procedimiento Civil, por otra al “Libro Primero” del mismo.

- - -


- Insertar a continuación el siguiente N° 32), nuevo:


“32) Incorpóranse, a continuación del artículo 33, los siguientes, nuevos:


“Artículo 33 A.- Mientras no sea declarada su admisibilidad, las cuestiones promovidas ante el Tribunal por los órganos o personas legitimados podrán ser retiradas por quien las haya promovido y se tendrán como no presentadas.


Declarada su admisibilidad, dichos órganos y personas podrán expresar al Tribunal su voluntad de desistirse. En tal caso, se dará traslado del desistimiento a las partes y se comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para que formulen las observaciones que estimen pertinentes.


El desistimiento será resuelto y producirá los efectos previstos en las normas pertinentes del Título XV del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea aplicable.


Artículo 33 B.- El abandono del procedimiento sólo procederá en las cuestiones de inaplicabilidad a que se refiere el número 6º del artículo 93 de la Constitución Política de la República que hayan sido promovidas por una de las partes en el juicio o gestión pendiente en que el precepto impugnado habrá de aplicarse.


El procedimiento se entenderá abandonado cuando todas las partes del proceso hayan cesado en su prosecución durante tres meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil para darle curso progresivo.


El abandono no podrá hacerse valer por la parte que haya promovido la cuestión de inconstitucionalidad. Si renovado el procedimiento, las demás partes realizan cualquier gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, se considerará que renuncian a este derecho.


Una vez alegado el abandono, el Tribunal dará traslado a las demás partes y lo comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para formular las observaciones que estimen pertinentes.


El abandono del procedimiento declarado por el Tribunal producirá los efectos previstos en el Título XVI del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.”.

- - -

N° 29)


- Pasa a ser N° 33).

N° 30)


- Pasa a ser N° 34), con las siguientes enmiendas.


- Sustituir la letra a), por la siguiente:


“a) Agrégase en su inciso segundo, después de la expresión “del proyecto”, la oración “o de las normas respectivas del tratado, dentro del plazo de treinta días, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada”.”.


- En la letra b), reemplazar la forma verbal “resolviere” por “resuelve”, y la conjunción “o” por “y”, las dos veces que aparece.

N° 31)


- Pasa a ser N° 35), redactando el inciso en él contenido como sigue:


“En el caso de un tratado internacional respecto del cual se ha declarado su inconstitucionalidad parcial, se comunicará el acuerdo aprobado por el Congreso Nacional, con el quórum correspondiente, y las normas cuya inconstitucionalidad se haya dispuesto, para que el Presidente de la República decida si hará uso de la facultad señalada en el inciso final del artículo anterior.”.
N° 32)


- Pasa a ser N° 36), sustituyendo el inciso que adiciona al artículo 37,  por el que sigue:


“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal es constitucional, no podrá declararse inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.

N° 33)


- Pasa a ser N° 37), con las enmiendas que se consignan a continuación.


- Sustituir el epígrafe del Párrafo 2 por el siguiente:

“Cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados”


- Reemplazar el artículo 37 A por el siguiente:


“Artículo 37 A.- En el caso del número 2° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras o diez de sus miembros en ejercicio; y personas legitimadas las que sean parte en una gestión o juicio pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación en un procedimiento penal, que sean afectadas en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en un auto acordado.


El requerimiento deberá formularse en la forma señalada en el inciso primero del artículo 39 y a él se acompañará el respectivo auto acordado, con indicación concreta de la parte impugnada y de la impugnación. Si lo interpone una persona legitimada deberá, además, mencionar con precisión la manera en que lo dispuesto en el auto acordado afecta el ejercicio de sus derechos fundamentales.


La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.”.


- Sustituir el artículo 37 B por el siguiente:


“Artículo 37 B.- Presentado el requerimiento, la sala que corresponda examinará si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior y, en caso de no cumplirlos, no será acogido a tramitación y se tendrá por  no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no acoja a tramitación el requerimiento será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde la presentación del mismo.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.


- Reemplazar el artículo 37 C por el siguiente:


“Artículo 37 C.- Acogido a tramitación, el requerimiento será puesto en conocimiento de la Corte Suprema, de la Corte de Apelaciones o del Tribunal Calificador de Elecciones que haya dictado el auto acordado impugnado y, en su caso, notificado a las demás partes y comunicado al tribunal que conoce de la gestión, juicio o proceso pendiente en que la cuestión se haya promovido, para que aleguen sobre la admisibilidad o inadmisibilidad dentro del plazo de cinco días. 


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, en los siguientes casos:


1° Cuando se promueva respecto de un auto acordado o de una de sus disposiciones, que hayan sido declarados constitucionales en una sentencia previa dictada de conformidad a este Párrafo y se invoque el mismo vicio materia de dicha sentencia;


2° Cuando carezca de fundamento plausible;


3° Cuando no exista gestión, juicio o proceso penal pendiente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada, y


4° Cuando no se indique la manera en que el auto acordado afecta el ejercicio de los derechos constitucionales del requirente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada.


Declarada la inadmisibilidad por resolución fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 37 A, el Tribunal podrá suspender la aplicación del auto acordado impugnado como medida cautelar, en resolución que deberá ser fundada.”.


- Sustituir el artículo 37 D por el siguiente:


“Artículo 37 D.- Declarada la admisibilidad del requerimiento, se comunicará a la Corte Suprema, a la Corte de Apelaciones o al Tribunal Calificador de Elecciones que haya dictado el auto acordado impugnado y, cuando corresponda, se comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente y se notificará a las partes de éste, enviándoles copia del requerimiento, para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen pertinentes.


Declarada la inadmisibilidad mediante resolución que deberá ser fundada, ésta se notificará a quien lo haya formulado.”.


- Reemplazar el artículo 37 E por el siguiente:


“Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. La sentencia deberá dictarse en el plazo de treinta días, contados desde que concluya la vista de la causa, término que podrá ser prorrogado por otros quince, por resolución fundada del Tribunal.”.


- Intercalar el siguiente artículo 37 F, nuevo, modificando correlativamente la numeración de los restantes de este párrafo:


“Artículo 37 F.- Sólo excepcionalmente, y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. Para tal efecto, una vez que tal posibilidad surja o se plantee en las deliberaciones del Tribunal, se deberá comunicar tal circunstancia al requirente, a las demás partes y a los órganos constitucionales interesados, quienes tendrán el plazo de veinte días para hacer llegar las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes, vencido el cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 43.”.


- En el artículo 37 F, que pasa a ser 37 G, contenido en este numeral, reemplazar la expresión “la publicará” por “deberá publicarse”. 


- En el artículo 37 G, que pasa a ser artículo 37 H, suprimir las palabras “auto acordado”, escritas luego de los vocablos “del mismo”, y reemplazar la expresión “distinto que el” por “distinto del”.


- Redactar el inciso primero del artículo 37 H, que pasa a ser artículo 37 I, del siguiente modo:


“Artículo 37 I.- En el caso del requerimiento deducido por una parte en un juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya solicitado su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivo plausible para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.”.


- Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 37 H, la expresión “artículo 47 Y” por “artículo 47 Z”.

N° 34)


- Pasa a ser N° 38), sustituido por el siguiente:


“38) Reemplázase, en el Párrafo 2 del Título II, el guarismo “2” por “3”, y sustitúyese su denominación por la siguiente: 

“Cuestiones de Constitucionalidad sobre proyectos de ley y tratados en tramitación legislativa”.”.

N° 35)


- Pasa a ser N° 39), reemplazado por el siguiente:


“39) Reemplázase el inciso primero del artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- En el caso del número 3° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.”.”.

Números 36) y 37)


- Pasan a ser Números 40) y 41, respectivamente.

N° 38) 


- Pasa a ser N° 42), sustituido por el que sigue:


“42) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 41 por los siguientes: 


“Artículo 41.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada, se dictará en el plazo de dos días, contado desde la presentación, y se notificará a quien lo haya formulado.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquellos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.”.”.
N° 39)


- Pasa a ser N° 43).


- Sustituir el artículo 41 bis en él contenido, por el siguiente: 


“Artículo 41 bis.- Acogido a tramitación el requerimiento, el Tribunal lo pondrá en conocimiento del Presidente de la República y de las Cámaras, en la forma y plazo establecidos en el inciso sexto del artículo 32 A, para que dentro del plazo de dos días, prorrogable por otros dos, y si lo estiman pertinente, formulen sus observaciones respecto de la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión.


Vencido el plazo señalado en el inciso anterior, el Tribunal resolverá sin más trámite sobre la admisibilidad, dentro de los dos días siguientes.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;


2° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto;


3° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.

- - -


- Intercalar el siguiente N° 44), nuevo:


“44) Modifícase el artículo 42 del siguiente modo:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual a ser segundo: 


“Artículo 42.- El requerimiento se entenderá recibido desde que sea declarado admisible y desde esa fecha comenzará a regir el plazo de diez días para resolverlo, sin perjuicio de la prórroga establecida en el inciso quinto del artículo 93 de la Constitución Política de la República.”.


b) Sustitúyese en el actual inciso único, que pasa a ser segundo, la expresión “Admitido a tramitación un requerimiento” por “Declarado admisible”.


c) Agrégase, al final del inciso que pasa a ser segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “Para este solo efecto, la comunicación se entenderá recibida al momento de su ingreso en las oficinas de partes de la Cámara de Diputados, el Senado y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.”.

- - -

N° 40)


- Pasa a ser N° 45), reemplazado como sigue:


“45) Sustitúyese el artículo 44 por el siguiente: 


“Artículo 44.- Sólo excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. Para tal efecto, una vez que tal posibilidad surja o se plantee en las deliberaciones del Tribunal, se deberá comunicar tal circunstancia al requirente, a las demás partes y a los órganos constitucionales interesados, quienes tendrán el plazo de cinco días para hacer llegar las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes,  vencido el cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 43.”.”.

- - -


- Insertar enseguida los Números 46), 47) y 48), nuevos, del siguiente tenor:


“46) Derógase el inciso segundo del artículo 45.”.


“47) Incorpórase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo: 


“Artículo 45 bis.- Declarado por el Tribunal que un precepto legal impugnado de conformidad a este Párrafo es constitucional, no podrá ser declarado posteriormente inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.”.


“48) Agrégase, antes del artículo 46, el siguiente epígrafe nuevo: 

“Párrafo 4

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley”.”.

- - -

N° 41)


- Pasa a ser N° 49), reemplazado por el que sigue:


“49) Sustitúyese el artículo 46, por el siguiente: 


“Artículo 46.- En el caso del número 4º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley se regirá por las normas de los artículos siguientes y, en lo que sea pertinente, por las disposiciones del Párrafo 3.”.”.

- - -


- Intercalar a continuación los siguientes Nos 50), 51) y 52) nuevos:


“50) Incorpóranse, a continuación del artículo 46, los siguientes artículos nuevos: 


“Artículo 46 A.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto con fuerza de ley impugnado o su respectiva  publicación en el Diario Oficial. En caso de ser promovido por el Presidente de la República, deberá adjuntarse el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.


Cuando el requerimiento provenga del Presidente de la República, el plazo a que se refiere el inciso séptimo del artículo 93 de la Constitución se contará desde que se reciba en el Ministerio de origen el oficio de representación del Contralor General de la República.


Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución se dictará en el plazo de tres días, contado desde la presentación del mismo, y se notificará a quien lo haya formulado. En caso que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 46 B.- Acogido a tramitación el requerimiento, se procederá al examen de admisibilidad conforme a las reglas del Párrafo 3, pero en este caso se concederá un plazo de cinco días para formular observaciones sobre la admisibilidad o inadmisibilidad y el Tribunal dispondrá del plazo de cinco días para resolver.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;


2° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;


3° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros se funde en alegaciones de legalidad, y


4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.


El tribunal resolverá el requerimiento dentro del plazo de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince, por resolución fundada.


Artículo 46 D.- La sentencia que acoja la cuestión promovida por el Presidente de la República será comunicada al Contralor General para que proceda, de inmediato, a tomar razón del decreto con fuerza de ley respectivo.


La sentencia que acoja una cuestión respecto de todo o parte de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría General haya tomado razón, será publicada en la forma y plazo que señala el artículo 31 bis. A partir de la fecha de publicación, la norma respectiva se entenderá derogada, sin efecto retroactivo.”.”.


“51) Intercálase, antes del artículo 47, el siguiente epígrafe nuevo: 

“Párrafo 5

Cuestiones de Constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito”.”.


“52) Antepónese al artículo 47 el siguiente artículo nuevo, pasando el actual 47 a ser 47 bis: 


“Artículo 47.- En el caso del número 5º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados la Cámara de Diputados y el Senado.


La cuestión deberá promoverse dentro del plazo de diez días, contados desde la publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito se regirá por las normas del artículo siguiente y, en lo que sea pertinente, por las del Párrafo 4.”.”.

- - -

N° 42)


- Pasa a ser N° 53), sustituido por el siguiente:


“53) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 


“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión en caso de ser promovida extemporáneamente, carecer de fundamento plausible o referirse a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.


“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.”.

N° 43)


- Pasa a ser Nos 54) y 55), reemplazado en la forma que se indica a continuación:


“54) Incorpóranse, a continuación del artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis, el siguiente epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 6

Cuestiones de Inaplicabilidad


Artículo 47 A.- En el caso del número 6° del artículo 93 de la Constitución Política, es órgano legitimado el juez que conoce de una gestión pendiente en que deba aplicarse el precepto legal impugnado, y son personas legitimadas las partes en dicha gestión.


Si la cuestión es promovida por una parte ejerciendo la acción de inaplicabilidad, se deberá acompañar un certificado expedido por el tribunal que conoce de la gestión judicial, en que conste la existencia de ésta, el estado en que se encuentra, la calidad de parte del requirente y el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


Si la cuestión es promovida por el tribunal que conoce de la gestión pendiente, el requerimiento deberá formularse por oficio y acompañarse de una copia de las piezas principales del respectivo expediente, indicando el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


El tribunal deberá dejar constancia en el expediente de haber recurrido ante el Tribunal Constitucional y notificará de ello a las partes del proceso.


Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 47 C.- El requerimiento de inaplicabilidad deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya y de cómo ellos producen como resultado la infracción constitucional. Deberá indicar, asimismo, el o los vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación precisa de las normas constitucionales que se estiman transgredidas.


Artículo 47 D.- El requerimiento podrá interponerse respecto de cualquier gestión judicial en tramitación, y en cualquier oportunidad procesal en que se advierta que la aplicación de un precepto legal que pueda ser decisivo en la resolución del asunto resulta contraria a la Constitución.  


Artículo 47 E.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en los artículos 47 A y 47 C. En caso contrario, por resolución fundada que deberá dictarse dentro de los tres días siguientes a la presentación, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Acogido a tramitación, el Tribunal lo comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente, para que conste en el expediente, y lo notificará a las partes en ella, confiriéndoles un plazo de cinco días para alegar sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad.


Tratándose de requerimientos formulados directamente por las partes, en la misma oportunidad señalada en el inciso anterior el Tribunal requerirá al juez que esté conociendo de la gestión judicial en que se promueve la cuestión, el envío de copia de las piezas principales del respectivo expediente.


Artículo 47 F.- Vencido el plazo indicado en el inciso tercero del artículo anterior, la sala del Tribunal que corresponda examinará la admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad, verificando que se pida respecto de un precepto legal, que exista una gestión pendiente ante tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisiva en la resolución de ese asunto, que la cuestión esté fundada razonablemente y que se cumplan los demás requisitos que señala esta ley. La sala deberá pronunciarse dentro de cinco días.


Artículo 47 G.- Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando la cuestión se promueva respecto de un precepto legal que haya sido declarado conforme a la Constitución por el Tribunal, sea ejerciendo el control preventivo o conociendo de un requerimiento, y se invoque el mismo vicio que fue materia de la sentencia respectiva;


2° Cuando no exista gestión judicial pendiente en tramitación, o se haya puesto término a ella por sentencia ejecutoriada;


3° Cuando se promueva respecto de un precepto que no tenga rango legal o respecto de disposiciones de un tratado internacional vigente;


4° Cuando de los antecedentes de la gestión pendiente en que se promueve la cuestión, aparezca que el precepto legal impugnado no ha de tener aplicación o ella no resultará decisiva en la resolución del asunto, y


5° Cuando carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido, al juez que conozca de la gestión judicial pendiente y a las demás partes que intervengan en ella, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 47 H.- La suspensión del procedimiento en que se ha promovido la cuestión de inaplicabilidad deberá pedirse en el requerimiento o con posterioridad, ante la misma sala que resolvió su admisibilidad. Una vez decretada, se mantendrá hasta que el Tribunal dicte la sentencia y la comunique al juez ordinario o especial que conoce de la gestión pendiente. Pero la sala respectiva, por resolución fundada, podrá dejarla sin efecto en cualquier estado del proceso.


El rechazo de la solicitud a que alude el inciso precedente no obstará a que en el curso de la tramitación del requerimiento la petición pueda ser reiterada, debiendo cada solicitud ser resuelta por la misma sala que conoció de la admisibilidad, la que también será competente para decretar de oficio la suspensión del procedimiento, siempre que haya motivo fundado.


Artículo 47 I.- Declarado admisible el requerimiento, el Tribunal lo comunicará o notificará al tribunal de la gestión pendiente o a las partes de ésta, según corresponda, confiriéndoles un plazo de veinte días para formular sus observaciones y presentar antecedentes.


En la misma oportunidad, el Tribunal pondrá el requerimiento en conocimiento de la Cámara de Diputados, del Senado y del Presidente de la República, en la forma señalada en el artículo 32 A, enviándoles copia de aquél. Los órganos mencionados, si lo estiman pertinente, podrán formular observaciones y presentar antecedentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 J.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43, debiendo el Presidente incluir el asunto en la tabla del pleno, para su decisión.


Terminada la vista de la causa, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, término que podrá prorrogar hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


Artículo 47 K.- Sólo excepcionalmente, y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inaplicabilidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. Para tal efecto, una vez que tal posibilidad surja o se plantee en las deliberaciones del Tribunal, se deberá comunicar tal circunstancia a los requirentes y a los órganos interesados, quienes tendrán el plazo de veinte días para hacer llegar las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes, vencido el cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 43. 


Artículo 47 L.- La sentencia que declare la inaplicabilidad del precepto legal impugnado deberá especificar de qué modo su aplicación en la gestión pendiente de que se trata resulta contraria a la Constitución.


Artículo 47 M.- Resuelta la cuestión de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional, no podrá ser intentada nuevamente, por el mismo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere promovido.


Artículo 47 N.- La sentencia que se pronuncie sobre la cuestión de inaplicabilidad deberá notificarse a la o las partes que formularon el requerimiento y comunicarse al juez o a la sala del tribunal que conoce del asunto, haya o no requerido, y a los órganos señalados en el artículo 47 I. Deberá, además, publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.


Artículo 47 Ñ.- La sentencia que declare la inaplicabilidad sólo producirá efectos en el juicio en que se solicite. 


En caso de que la inaplicabilidad haya sido deducida por una parte del juicio o gestión, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención. Con todo, podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago.”.


55) Incorpórase, a continuación del nuevo Párrafo 6, el siguiente Párrafo 7 y su epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 7

Cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable


Artículo 47 O.- En el caso del número 7° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, es órgano legitimado para promover la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal que haya sido declarado inaplicable, el Tribunal Constitucional, actuando de oficio, y persona legitimada, cualquier persona natural o jurídica que ejercite la acción pública. 


La cuestión sólo podrá promoverse dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de la sentencia que haya declarado la inaplicabilidad.


Esta cuestión no podrá promoverse respecto de un tratado ni de una o más de sus disposiciones.


Artículo 47 P.- En los casos en que el Tribunal proceda de oficio, así lo declarará en una resolución preliminar fundada, que individualizará la sentencia de inaplicabilidad que le sirve de sustento y las disposiciones constitucionales transgredidas. De esta resolución se dará traslado a la Cámara de Diputados, al Senado y al Presidente de la República, quienes podrán, si lo estiman pertinente, alegar la inadmisibilidad de la cuestión, dentro del plazo de diez días.


Artículo 47 Q.- Si la cuestión de inconstitucionalidad es promovida mediante acción pública, la o las personas naturales o jurídicas que la ejerzan deberán fundar razonablemente la petición, indicando precisamente la sentencia de inaplicabilidad previa en que se sustenta, los argumentos constitucionales que le sirven de apoyo y los que demuestran la conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad, explicando el interés general que ella envuelve y su trascendencia para el ordenamiento jurídico. 


El requerimiento al que falte alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución, que será fundada, deberá dictarse dentro de los tres días siguientes a la presentación del requerimiento. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 47 R.- Acogido a tramitación el requerimiento, el Tribunal conferirá traslado a los órganos señalados en el artículo 47 P para que, si lo estiman pertinente, aleguen sobre su admisibilidad o inadmisibilidad, dentro del plazo de diez días. Vencido este término, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad, dentro de los cinco días siguientes.


Articulo 47 S.- Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, sea que se promueva de oficio o mediante acción pública, en los siguientes casos:


1° Cuando no exista sentencia previa que haya declarado la inaplicabilidad del precepto legal impugnado;


2° Cuando la cuestión se funde en un vicio de inconstitucionalidad distinto del que motivó la declaración de inaplicabilidad del precepto impugnado;


3° Cuando se promueva fuera del plazo establecido en el artículo 47 O, y


4° Cuando no aparezca demostrada la conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad, el interés general que ella envuelve o su trascendencia para el ordenamiento jurídico.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, se notificará a quien haya recurrido, se comunicará a los órganos constitucionales indicados en el artículo 47 P y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

Artículo 47 T.- Declarada la admisibilidad, el Tribunal deberá poner la resolución respectiva y el requerimiento en conocimiento de los órganos individualizados en el artículo 47 P, los cuales podrán formular las observaciones y acompañar los antecedentes que estimen pertinentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 U.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43 y el Presidente deberá incluir el asunto en la tabla del Pleno, para su decisión.


Artículo 47 V.- Terminada la vista de la causa, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días y sólo en casos calificados y por resolución fundada podrá prorrogarlo hasta por otros quince.


Artículo 47 W.- El Tribunal podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas, únicamente en la infracción de los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa que le sirve de sustento.


Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.


Artículo 47 Y.- En caso de que la cuestión de inconstitucionalidad haya sido promovida mediante acción pública, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Artículo 47 Z.- La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago.”.

- - -


- Insertar el siguiente N° 56), nuevo:


“56) Incorpórase, antes del artículo 48, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 8

Cuestiones sobre la promulgación de una ley”.”.

- - -

N° 44)


- Pasa a ser N° 57), reemplazado por el siguiente:


“57) Reemplázase el artículo 48, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 48.- En el caso del número 8º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Senado, la Cámara de Diputados o una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras.


La cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se debió efectuar la promulgación de la ley cuya omisión se reclama.


Para ser acogido a tramitación el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse copia del oficio de la Cámara de origen que comunica al Presidente de la República el texto aprobado por el Congreso Nacional y, en su caso, copia de la publicación en el Diario Oficial. De no ser así, mediante resolución fundada que deberá dictarse dentro de los tres días siguientes a la presentación, se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 48 bis.- Acogido a tramitación, el requerimiento será puesto en conocimiento del Presidente de la República y del Contralor General de la República, como órganos constitucionales interesados, para que expongan sus argumentos acerca de la admisibilidad del asunto, dentro del plazo de cinco días. Vencido este plazo, el Tribunal resolverá sobre la admisibilidad dentro de los cinco días siguientes.


La declaración de inadmisibilidad procederá cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente, cuando se constate que la promulgación de la ley cuya omisión se alega ha sido efectuada y cuando carezca de fundamento plausible. Esta resolución será fundada.


Artículo 48 ter.- Declarado admisible, la resolución respectiva y el requerimiento se pondrán en conocimiento de las partes y los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, presenten los antecedentes y formulen las observaciones que estimen pertinentes.


Artículo 48 quáter.- El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de quince días, contado desde que concluya la vista de la causa, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


La sentencia del Tribunal que, al acoger el reclamo, promulgue la ley o rectifique la promulgación incorrecta, se remitirá a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro y se publicará en la forma y plazo indicados en el artículo 31 bis.


Esta nueva publicación, en su caso, no afectará la vigencia de la parte no rectificada por la sentencia del Tribunal.”.”.

- - -


- Intercalar luego el siguiente N° 58), nuevo:


“58) Incorpórase, a continuación del artículo 48 quáter, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 9

Conflictos de Constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados por la Contraloría General de la República”.”.

N° 45)


- Pasa a ser N° 59).


- Sustituir la letra a), por la que sigue:


“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes: 


“Artículo 49.- En el caso del número 9º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, el órgano legitimado es el Presidente de la República y el órgano constitucional interesado, el Contralor General de la República.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados de inconstitucionalidad se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas de los incisos siguientes.


Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto o resolución representado de inconstitucionalidad y el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.”.”.


- Intercálase, en la letra b), a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “inciso segundo”, la frase “que pasa a ser inciso cuarto,”.

- - -


- Consultar enseguida el siguiente N° 60), nuevo:


“60) Incorpórase, a continuación del artículo 49, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 10

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos supremos”.”.

- - -

N° 46)


- Pasa a ser N° 61), sustituido por el siguiente:


“61) Sustitúyese el artículo 50, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 50.- En el caso del número 16° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión podrá fundarse en cualquier vicio que ponga en contradicción el decreto con la Constitución.


Son órganos legitimados el Senado y la Cámara de Diputados y, en caso de que la cuestión se funde en un vicio distinto que  exceder el ámbito de la potestad reglamentaria autónoma, también lo son una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras. Son órganos constitucionales interesados el Presidente de la República y el Contralor General de la República.


En todo caso, la cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del decreto impugnado.


La substanciación de estas cuestiones se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas del artículo siguiente.


Artículo 50 bis.- Para ser admitido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse la publicación del decreto impugnado.


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión, en los siguientes casos:


1° Cuando se promueva extemporáneamente;


2° Cuando se funde en vicios de ilegalidad;


3° Cuando se alegue exceso de la potestad reglamentaria autónoma y no fuere promovida por una de las Cámaras;


4° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y


5° Cuando carezca de fundamento plausible.


El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días, contados desde que la cuestión sea declarada admisible. Podrá prorrogar este plazo hasta por quince días, mediante resolución fundada, si existen motivos graves y calificados.


La sentencia que acoja el requerimiento deberá publicarse en la forma y plazo señalados en el artículo 31 bis. Sin embargo, con el solo mérito de la sentencia que acoja el requerimiento, el decreto quedará sin efecto de pleno derecho.”.”.

N° 47)


- Pasa a ser N° 62), con las siguientes modificaciones:


- Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


“62) Incorpórase, a continuación del artículo 50 bis, el siguiente epígrafe nuevo y los artículos que le siguen:

“Párrafo 11

Contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas y tribunales de justicia”.


- Sustituir el artículo 50 A, por el que se señala a continuación:


“Artículo 50 A.- En el caso del número 12º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia involucrados en la contienda de competencia. 


El órgano o autoridad que se atribuya competencia o falta de ella, sobre un asunto determinado, deberá presentar su petición por escrito al Tribunal. En ella deberá indicar con precisión la contienda producida, los hechos y los fundamentos de derecho que le sirven de sustento.”.


- En el artículo 50 B, reemplazar los términos “admitida a tramitación” por “declarada admisible”; y “órganos afectados” por “órganos en conflicto”.


- Redactar el artículo 50 C en los siguientes términos:


“Artículo 50 C.- El Tribunal podrá disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.”.


- Sustituir el artículo 50 E por el siguiente:


“Artículo 50 E.- La sentencia deberá dictarse en el plazo de veinte días, contados desde que concluya la vista de la causa.”.

N° 48)


- Pasa a ser N° 63), reemplazado por que sigue:


“63) Reemplázase, en el Párrafo 3 del Título II, el guarismo “3” por “12”.”.

Números 49) y 50)


- Pasan a ser Números  64) y 65), respectivamente.

- - -


- Insertar enseguida un N° 66), nuevo, del siguiente tenor:


“66) Sustitúyese el artículo 54 por el siguiente:


“Artículo 54.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en los números 1º a 4º, inclusive, del artículo anterior, no será admitido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución será fundada y deberá dictarse dentro de los tres días siguientes a la presentación del requerimiento.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.”.

- - -

N° 51)


- Pasa a ser N° 67), con las siguientes modificaciones:


- En la letra b), reemplazar las expresiones “Libro III” por “Libro Tercero”, y “Región Metropolitana” por “provincia de Santiago”.

N° 52)


- Pasa a ser N° 68), sustituido por el que sigue:


“68) Reemplázase la denominación del Párrafo 4 del Título II, por la siguiente:

“Párrafo 13

Declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos o partidos políticos”.”.

N° 53)


- Pasa a ser N° 69).

N° 54)


- Pasa a ser N° 70), sustituido por el siguiente:


“70) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 65, la expresión “El Tribunal examinará” por “La sala que corresponda examinará”.”.

N° 55)


- Pasa a ser N° 71), con las enmiendas que se indican:


- Sustituir en su encabezamiento la expresión “Párrafo 6” por “Párrafo 14”.


- Redactar los artículos 72 A, 72 B y 72 C de la siguiente forma:


“Artículo 72 A.- En el caso del número 15° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la renuncia del parlamentario deberá presentarse ante el Presidente de la Cámara a la que pertenece, quien la remitirá al Tribunal en el plazo de cinco días desde que le fue presentada.


Artículo 72 B.- El Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados o diez o más parlamentarios en ejercicio de la Cámara a la que pertenece el renunciante, podrán oponerse fundadamente a la renuncia. En tal caso, se dará traslado a la Cámara a la que pertenezca el parlamentario renunciado y a él mismo, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.


Artículo 72 C.- El Tribunal resolverá si es preciso recibir prueba. En caso de que lo estime necesario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 57. El tribunal apreciará la prueba en conciencia.”.


- Sustituir el artículo 72 E por el siguiente:


“Artículo 72 E.- Concluida la vista de la causa, el Tribunal deberá dictar la sentencia en el plazo de veinte días, plazo que podrá prorrogarse hasta por otros veinte, por motivos calificados y por resolución fundada.”.

N° 56)


- Pasa a ser N° 72), reemplazando el guarismo “7” por “15”.

N° 57)


- Pasa a ser N° 73).

N° 58)

- Pasa a ser N° 74).


- Reemplazar el artículo 74 por el siguiente:


“Artículo 74.- La planta del personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:

-Diez Ministros

-Un Secretario Abogado 

-Dos Relatores Abogados

-Cinco Abogados Asistentes

-Un Jefe de Presupuestos

-Un Bibliotecario

-Un Secretario de la Presidencia

-Dos Oficiales Primeros

-Dos Oficiales Segundos

-Un Mayordomo

-Dos Oficiales de Sala

-Dos Auxiliares de Servicios

-Dos Secretarias

-Un Chofer


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”.

N° 59)


- Pasa a ser N° 75).

N° 60)


- Pasa a ser N° 76).


- Reemplazar el artículo 77 por el siguiente:


“Artículo 77.- La renta mensual de los Ministros del Tribunal corresponderá a la remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.


La remuneración de los Ministros del Tribunal tendrá el carácter de renta para todo efecto legal, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remuneraciones de los Ministros de Estado, y estará afecta a las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley N° 19.863.”.

Números 61), 62 y 63)


- Pasan a ser Números  77), 78) y 79), respectivamente.

N° 64)


- Pasa a ser N° 80), sustituido por el que sigue:


“80) Reemplázase el artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- El Tribunal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, y cuando sus necesidades de funcionamiento así lo aconsejen podrá proceder a la declaración de vacancia de los cargos que estime conveniente. Igual declaración procederá respecto de los funcionarios que hubieren obtenido una deficiente calificación de su desempeño. Dicha facultad podrá ejercerse respecto a todo el personal, excluidos los Ministros.


Los funcionarios a quienes se les declare la vacancia de sus cargos tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de nueve. Dicha indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la indemnización será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 12 meses anteriores al cese, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento. 


La indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento. 


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la indemnización no podrán ser nombrados ni contratados, aun sobre la base de honorarios, en el Tribunal Constitucional, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, a menos  que  previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.”.

N° 65)


- Pasa a ser N° 81).

N° 66)


- Pasa a ser N° 82).


- Agregar el siguiente artículo 3° transitorio, nuevo:


“Artículo 3° transitorio.- La entrada en vigencia de esta ley no obstará a la validez de los procesos iniciados ante el Tribunal a partir del 26 de febrero de 2006, ni alterará los efectos de las sentencias que les hayan puesto término. 


Respecto de los procesos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren pendientes ante el Tribunal, se aplicará lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.”.


El señor Secretario General añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su nuevo segundo informe, propone efectuar, además, las siguientes enmiendas al texto consignado en su segundo informe:

Artículo único

N° 5)


- Reemplazar la expresión final del inciso propuesto, “en el mismo artículo”, por la que sigue: “en la Constitución Política de la República y en esta ley”.

- - -

N° 7), nuevo


- Insertar, a continuación del Nº 6), el siguiente Nº 7), nuevo, adecuando la numeración de los que siguen:


“7) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los Ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y podrá ser reelegido.”.”.

- - -

Nº 7)


- Pasa a ser Nº 8), con la siguiente modificación: 


- Intercalar, en el inciso tercero del artículo 6º propuesto, la frase “que se halle presente”, a continuación del vocablo “precedencia”:

Números 8) y 9)


- Pasan a ser Números  9) y 10), respectivamente, sin modificaciones.

- - -

N° 11), nuevo


- Insertar a continuación el siguiente Nº 11), nuevo:


“11)  Agrégase al artículo 9º el siguiente inciso segundo:


“Producida la subrogación del Secretario por un Relator, de acuerdo a lo previsto en el artículo 87, el Oficial Primero más antiguo, previo juramento o promesa, podrá autorizar las providencias y demás actuaciones del Tribunal.”.”.

- - -
Nº 10)


- Pasa a ser Nº 12), con las siguientes modificaciones:


a) Agregar, en el inciso segundo del artículo 12 bis propuesto, a continuación de la expresión “comisiones de igual carácter”, la frase “en establecimientos públicos o privados”. 


b) Agregar, al final del mismo inciso, en punto seguido, la siguiente oración: “Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.".
Números 11) y 12) 


- Pasan a ser Números  13) y 14), respectivamente, sin modificaciones.

N° 13)


- Pasa a ser N° 15), reemplazado por el que sigue:


“15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “abogados suplentes”.”.

N º 14)


- Pasa a ser Nº 16), sustituido por el que sigue: 


“16) Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, el Tribunal designará, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros, a dos abogados suplentes que deberán reunir los mismos requisitos que se deben cumplir para ser nombrado Ministro del Tribunal, los que podrán reemplazarlos e integrar el Pleno o cualquiera de las Salas en caso de falta o impedimento de aquéllos.


El Tribunal Constitucional determinará el orden de precedencia en que ejercerán sus funciones.


Los abogados suplentes tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los Ministros titulares, y no se les aplicará el límite de edad de 75 años ni la incompatibilidad con funciones docentes del artículo 12 bis.


Los abogados suplentes recibirán una asignación equivalente a la mitad de la remuneración de un Ministro.”.”. 

Nº 15)


- Pasa a ser Nº 17, sustituido por el que sigue:


“17) Reemplázanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 16, por el siguiente:


“El Tribunal, mediante auto acordado, establecerá sus sesiones ordinarias y horarios de audiencia.”.”. 

N° 16)


- Pasa a ser N° 18), sin modificaciones.

Nº 17)


- Pasa a ser Nº 19, con la siguiente modificación:


- Intercalar  la siguiente letra c), nueva, pasando la actual letra c) a ser letra d):


“c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Las implicancias podrán ser promovidas por el Ministro afectado, por cualquiera de los demás Ministros, y por los órganos constitucionales interesados que se hayan hecho parte.”.”. 

N° 18)


- Pasa a ser N° 20), sin modificaciones.

- - -

N° 21), nuevo


- Insertar enseguida el siguiente número 21), nuevo:


“21) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 22, la referencia al artículo “14” por otra, al artículo “15”.”.

- - -

Números  19) y 20)


- Pasan a ser Números 22) y 23), respectivamente, sin modificaciones.

Nº 21)


- Pasa a ser Nº 24), con las siguientes modificaciones:


a) Agregar, al final del inciso primero del artículo 25 B propuesto, la siguiente oración: “Cada sala, en caso de necesidad, podrá integrarse con Ministros de la otra sala.”. 


b) Reemplazar el inciso segundo del mismo artículo 25 B, por el siguiente: 


“En el mes de diciembre de cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, una comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste y la otra, por el Ministro más antiguo presente que forme parte de ella.”. 

Nº 22)


- Pasa a ser Nº 25, con la siguiente modificación: 


- Insertar en el artículo 25 C propuesto, los siguientes números 10º y 11°, nuevos, enmendando correlativamente la numeración de los que siguen:


“10º Conocer de los casos en que se haya ejercido la acción pública; 


11º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;”.


- Además, en el N° 12°, que pasó a ser 14°, eliminar frase inicial “Pronunciarse sobre la inadmisibilidad y”.

N° 23)


- Pasa a ser N° 26). Suprimir el ordinal 5° del artículo 25 D, rectificando correlativamente los demás.

Números 24) y 25)


- Pasan a ser Números 27) y 28), respectivamente, sin modificaciones.

- - -

N° 29), nuevo

- Agregar enseguida un numeral 29), nuevo, del siguiente tenor:


“29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:


“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.”. 
- - - 

N° 26)


- Pasa a ser N° 30), sin modificaciones.

Nº 27)


- Pasa a ser Nº 31), con la siguiente modificación: 


- Reemplazar, en el artículo 31 bis propuesto, los cardinales “2º, 4º y 7º”, señalados a continuación de la frase “en virtud de los números”, por  “2º, 4º, 7º y 16º”. 

N° 28)


- Pasa a ser N° 32), sin modificaciones.

Nº 29)


- Pasa a ser Nº 33), con las siguientes modificaciones:


a) Suprimir, en el inciso primero del artículo 32 B que este numeral incorpora, la expresión “y 13°”;


b) Insertar en el mismo inciso, antes del ordinal “12°”, lo siguiente: “11° y”, y


c) Eliminar, también en ese inciso, las frases “en los de admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal y en los casos de los números 2º, 3º y 4º del artículo 25 D”, pasando la coma que sigue al guarismo “25 C”, a ser punto aparte. 


d) Reemplazar el inciso final del mismo artículo 32 B, por el siguiente: 


“En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.

N° 30)


- Pasa a ser N° 34), sin modificaciones.

Nº 31)


- Pasa a ser Nº 35), con las siguientes enmiendas:


Introducir las siguientes modificaciones al artículo 33 que el numeral reemplaza: 


a) En su inciso segundo, agregar, en punto seguido,  la siguiente oración, después de la palabra “feriados”: “En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.”.


b) Agregar el siguiente inciso tercero:


“En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.

Nº 32)


- Pasa a ser Nº 36), con la siguiente modificación:


 - Intercalar en el artículo 33 A propuesto por este numeral, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasado los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto,  respectivamente:


“El retiro de las firmas por parte de parlamentarios que hayan promovido una cuestión ante el Tribunal producirá el efecto previsto en el inciso anterior, siempre que se efectúe antes de que se dé cuenta de ella al pleno o a la sala, según corresponda, y que, por el número de firmas retiradas, el requerimiento deje de cumplir con el quórum requerido por la Constitución Política de la República.”.

Números 33) a 36)


- Pasan a ser Números 37) a 40), respectivamente, sin modificaciones.
Nº 37)


- Pasa a ser Nº 41), con las siguientes modificaciones:


a) Sustituir el inciso primero del artículo 37 C que este numeral incorpora, por el siguiente:


“Artículo 37 C.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad o inadmisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión, por tres días, al tribunal que haya dictado el auto acordado impugnado y a los órganos y las personas legitimados.”. 


b) Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 37 D incluido en este numeral, por el siguiente:


“Declarada la admisibilidad, la resolución se notificará a quien haya requerido.”.


c) Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 37 D que este numeral incorpora:


“La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”. 


d) En el artículo 37 E, sustituir la palabra “vista” por “tramitación”.


e) Eliminar las oraciones del artículo 37 F que figuran desde la expresión “Para tal efecto”, en adelante.

N° 38) 


Pasa a ser N° 42), con la siguiente enmienda: 


- Insertar, en la denominación del Párrafo que pasa a ser 3, a continuación de la expresión “proyectos de ley”, la frase “de reforma constitucional”, precedida de una coma.

N° 39)


- Pasa a ser N° 43), sin modificaciones.

Nº 40)


- Pasa a ser Nº 44), con las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar, en el inciso primero del artículo 38 bis propuesto, a continuación de la palabra “cuando” la frase “ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el” por “se tome razón del”.


b) Agregar al final del primer inciso la oración “sin perjuicio de lo dispuesto en la parte final del inciso cuarto del artículo 93 de la Constitución Política de la República”, precedida por una coma.


c) Sustituir, en el inciso segundo del mismo artículo 38 bis, las palabras “después de”, por la frase “después del quinto día siguiente a”, y suprimir la frase “y el Presidente de la República lo hubiera ratificado en el intertanto”, así como la coma que la precede. 

N° 41)


- Pasa a ser N° 45), sin modificaciones.

Nº 42)


- Pasa a ser Nº 46), con la siguiente modificación:


- Reemplazar, en el inciso primero del artículo 41 propuesto, la oración “contado desde la presentación” por “contado desde que se dé cuenta”. 

Nº 43)


- Pasa a ser Nº 47), con las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar los incisos primero y segundo del artículo 41 bis propuesto, por el siguiente:


“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.”.

b) Intercalar, en el ordinal 2° del inciso segundo del artículo 41 bis, a continuación de la expresión “proyecto de ley”, las palabras “de reforma constitucional”, precedidas de una coma. 


c) Agregar al mismo artículo el siguiente inciso final, nuevo:


“La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”. 

N° 44) 


- Pasa a ser N° 48), sin modificaciones.

N° 45)


- Pasa a ser N° 49), con la siguiente enmienda:


- Suprimir, en el artículo 44 que él contiene las oraciones que figuran desde la expresión “Para tal efecto”, en adelante.

Números 46) a 49)


- Pasan a ser Números 50) a 53), respectivamente, sin modificaciones.

Nº 50)


- Pasa a ser Nº 54), con las siguientes modificaciones:


a) Sustituir, en el inciso tercero del artículo 46 A propuesto, la frase “contado desde la presentación del mismo” por “contado desde que se dé cuenta”. 


b) Reemplazar el inciso primero del artículo 46 B que este numeral incorpora, por el siguiente:


“Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.”.

c) En el ordinal 3° del mismo artículo 46 B, agregar la expresión “en ejercicio”, luego de los vocablos “sus miembros”.

Números 51) a 53)


- Pasan a ser Números 55) a 57), respectivamente, sin modificaciones.

Nº 54)


- Pasa a ser Nº 58), con las siguientes modificaciones:


a) Intercalar, en el inciso primero del articulo 47 C que este numeral propone, a continuación de la expresión “El requerimiento de inaplicabilidad”, la frase entre comas “sea promovido por el juez que conoce de la gestión pendiente o por una de las partes”. 


b) Reemplazar, en el inciso primero del artículo 47 E introducido por este numeral, la oración “deberá dictarse dentro de los tres días siguientes a la presentación”, por esta otra: “se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta del mismo”. 


c) En el inciso tercero del mismo artículo 47 E, agregar el término “Constitucional”, a continuación de la palabra “Tribunal” y, además, sustituir por un punto seguido la coma que figura después de la palabra “expediente”, y todo el resto que sigue, hasta el punto aparte, por la siguiente oración: “Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión a las partes, por cinco días.”.


d) Reemplazar el artículo 47 F que este numeral propone, por el siguiente:


“Artículo 47 F.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, la sala que corresponda examinará la admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad.”.

e) Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 47 G que este numeral propone:


“La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”. 


f) Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 47 J contenido en este numeral, la frase inicial “Terminada la vista de la causa”, por “Terminada la tramitación”. 


g) Eliminar, en el artículo 47 K que este numeral propone, la expresión “Para tal efecto” y las oraciones que le siguen, hasta el final del precepto. 


h) Sustituir el inciso tercero del artículo 47 Ñ que contiene este numeral, por el que sigue:


“Respecto de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.

Nº 55)


- Pasa a ser Nº 59), con las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar el inciso primero del artículo 47 O que este numeral propone, por el siguiente:


“Artículo 47 O.- En el caso del número 7º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser promovida por el Tribunal Constitucional actuando de oficio y por las personas legitimadas a que se refiere el inciso duodécimo del mismo artículo.”. 


b) Suprimir la segunda oración del articulo 47 P propuesto, que se inicia con las palabras “De esta resolución”, hasta el final del precepto.


c) Modificar el artículo 47 Q propuesto en este numeral del modo siguiente:


1. En el inciso primero, sustituir por la conjunción “y” la coma escrita luego de la palabra “sustenta” y eliminar la oración final “y los que demuestran las conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad, explicando el interés general que ella envuelve y su trascendencia para el ordenamiento jurídico”. 


2) En el inciso segundo, reemplazar la oración “deberá dictarse dentro de los tres días siguientes a la presentación del requerimiento”, por “deberá dictarse dentro del plazo de tres días, desde que se dé cuenta del requerimiento en el Pleno.”.


d) Sustituir el artículo 47 R propuesto en este numeral, por el siguiente: 


“Artículo 47 R.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado a quienes aparezcan como partes en la cuestión de inconstitucionalidad, por diez días.”. 


e) Modificar el nuevo artículo 47 S propuesto por este numeral, del modo siguiente:


1) Reemplazar, en el encabezado de su inciso primero, la frase “sea que se promueva de oficio o”, suprimiendo la coma que la antecede, por la palabra “promovida”.


2) Reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, se notificará a quien haya recurrido, se comunicará a la Cámara de Diputados, al Senado y al Presidente de la República, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.


3) Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión no será susceptible de recurso alguno.”. 


f) Reemplazar, en el artículo 47 T propuesto en este numeral, la expresión “47 P” por la palabra “anterior”. 


g) Reemplazar, en el encabezado del artículo 47 V que este numeral propone, la frase inicial “Terminada la vista de la causa”, por “Terminada la tramitación”. 

N° 56)


- Pasa a ser N° 60), sin modificaciones.

Nº 57)


- Pasa a ser Nº 61), con las siguientes modificaciones:


a) Sustituir, en el inciso tercero del artículo 48 que este numeral propone, la frase “dentro de los tres días siguientes a la presentación”, por “dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento”. 


b) Reemplazar el inciso primero del artículo 48 bis que este numeral propone, por el siguiente:


“Artículo 48 bis.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que el requerimiento se acoja a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión al Presidente de la República y al Contralor General de la República, como órganos constitucionales interesados, por el plazo de cinco días.”.


c) Agregar también en el artículo 48 bis el siguiente inciso final, nuevo:


“La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”. 


d) Reemplazar, en el inciso primero del artículo 48 quáter que este numeral propone, la oración “desde que concluya la vista de la causa”, por “desde que concluya la tramitación”. 

Números  58) a 60)


- Pasan a ser Números 62) a 64), respectivamente, sin modificaciones.

N° 61)


- Pasa a ser N° 65), con la siguiente enmienda:


- Sustituir, en el inciso tercero del artículo 50 bis, la frase “la cuestión sea declarada admisible”, por “quede terminada la tramitación”.

Nº 62)


- Pasa a ser Nº 66), con las siguientes enmiendas:


a) Agregar, en el artículo 50 C que este numeral propone, a continuación de la frase inicial “El Tribunal podrá”, la frase “de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis”, entre comas. 


b) Reemplazar, en el artículo 50 E que este numeral propone, la oración final “contados desde que concluya la vista de la causa”, por “contados desde que concluya la tramitación”. 

N° 63) 


- Pasa a ser N° 67), sin modificaciones. 

N° 64)


- Pasa a ser N° 68), eliminando las palabras “inciso primero del”, escritas antes de la expresión “artículo 51”.

N° 65)


- Pasa a ser N° 69), reemplazado por el siguiente:


“69) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52:


a) En el inciso primero, suprimir las palabras “el Senado, la Cámara de Diputados”, así como la coma escrita antes de ellas.


b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 52, la palabra “decimotercero” por “decimoquinto” y el número “82” por “93”.”.
Nº 66)


- Pasa a ser Nº 70), con la siguiente modificación:


- Reemplazar, en el inciso primero del artículo 54 que propone este numeral, la frase “dentro del plazo de los tres días siguientes a la presentación del requerimiento”, por “dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento”. 

Números 67) a 70)

- Pasan a ser Números 71) a 74), respectivamente, sin modificaciones.
Nº 71)


- Pasa a ser Nº 75), con la siguiente modificación:


Reemplazar, en el artículo 72 E que introduce este numeral, la oración inicial “Concluida la vista de la causa”, por “Concluida la tramitación”. 

Números 72) y 73)

- Pasan a ser Números 76) y 77), respectivamente, sin modificaciones.
Nº 74)


- Pasa a ser Nº 78), con la siguiente modificación: 


Reemplazar el artículo 74, que este numeral propone, por el siguiente:


“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:


Diez Ministros


Un Secretario Abogado


Dos Relatores Abogados


Ocho Abogados Asistentes


Un Jefe de Presupuestos


Un Relacionador Público 


Un Bibliotecario


Un Documentalista


Un Jefe de Gabinete de la Presidencia


Un Secretario de la Presidencia


Dos Oficiales Primeros


Dos Oficiales Segundos


Un Mayordomo


Dos Oficiales de Sala


Dos Auxiliares de Servicios


Siete Secretarias


Un Chofer.


La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”. 

Nº 75)


- Pasa a ser Nº 79), con la siguiente modificación:


- Reemplazar el artículo 75, que este numeral propone, por el siguiente:


“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma: 


- Hasta dos Relatores Abogados;


- Hasta en dos Abogados Asistentes;


- Hasta cinco Oficiales Segundo;


- Hasta un Oficial de Sala;


- Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;


- Hasta en cuatro Secretarias.”. 

N° 76) 


- Pasa a ser N° 80), sin modificaciones.

N° 77)


- Pasa a ser N° 81), agregando en el artículo 83 las palabras “Presidente del” antes del sustantivo “Tribunal”.

Números  78 y 79)


- Pasan a ser Números 82) y 83), respectivamente, sin modificaciones.


Insertar, a continuación los siguientes números 84) y 85), nuevos:


“84) Agrégase al final del artículo 86, luego del término “Secretario”, la frase “o del Relator que lo subrogue, en su caso”. 


85) Insértase en el artículo 87, a continuación del vocablo “nombramiento”, la oración “sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9º”, precedida de una coma.”.

- - -

Números  80) a 82)


- Pasan a ser Números  86) a 88), respectivamente, sin modificaciones.

El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Hacienda, en su segundo informe, aprobó en particular el proyecto Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

N° 77


Reemplazar, en el artículo 83 la frase “publicará una Memoria” por “rendirá una cuenta pública”.

N° 78


Sustituir, en el artículo 83 A la frase “Memoria Anual” por “cuenta pública”.

N° 82


Suprimir, su artículo 1° transitorio. Pasando los actuales artículos 2° y 3° transitorios, a ser 1° y 2° transitorios, respectivamente.


El señor Secretario General, finalmente, consigna que la Comisión de Hacienda no efectuó enmiendas, en su nuevo segundo informe, al texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su respectivo nuevo segundo informe.

- - -



Luego, el señor Secretario General señala que las modificaciones anteriormente transcritas, con excepción de las que se señalarán más adelante, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.


A continuación, el señor Presidente pone en votación las enmiendas efectuadas unánimemente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto de ley, las que son aprobadas por 22 señores Senadores de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Luego, el señor Secretario General señala que corresponde discutir y votar la modificación recaída en el artículo 47 B, que fue acordada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores  Espina y Larraín. 


Sobre el particular, el señor Presidente recuerda a la Sala que de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités en el día de ayer, corresponde sólo efectuar la votación de esta enmienda. 


Puesta en votación la modificación, es aprobada por 24 votos a favor y una abstención, de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 



Votan por la aprobación los Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Gómez y Larraín.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Orpis.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien sugiere que se recabe el acuerdo de la Sala para hacer extensiva esta votación a las demás enmiendas aprobadas por mayoría de votos por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, esto es, las recaídas en el nuevo artículo 47 G, numerales 1º y 3º y en el inciso final del nuevo artículo 47 O).


Así se acuerda, quedando aprobadas dichas disposiciones con la misma votación anterior..


En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:


1) Reemplázase la denominación del Capítulo I por la siguiente:

“Capítulo I

De la Organización, Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”.


2) Agrégase, a continuación del epígrafe del Capítulo I, un Título I del siguiente tenor:

“Título I

De la Organización del Tribunal Constitucional”.


3) Sustitúyese, en el artículo 1º, el número “VII” por “VIII”.


4) Reemplázase, en el artículo 2º, el inciso segundo por el siguiente:


“Los miembros del Tribunal, al término de su período, no podrán ser reelegidos, salvo aquél que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad.”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Tribunal sólo podrá ejercer su jurisdicción a requerimiento de las personas y los órganos constitucionales legitimados de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República o de oficio, en los casos señalados en la Constitución Política de la República y en esta ley.”.


6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 


“Artículo 4°.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá declarar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.


7) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los Ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y podrá ser reelegido.”.


8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente: 


“Artículo 6º.- Los Ministros del Tribunal tendrán la precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento o de su primer nombramiento, cuando proceda.


En caso que la antigüedad sea la misma se atenderá para ello al orden que determine el Tribunal, en votación efectuada en sesión especialmente convocada al efecto. Con todo, el Ministro que haya desempeñado el cargo de Presidente en el período anterior tendrá la primera precedencia en el siguiente.


El Presidente será subrogado por el Ministro que lo siga en el orden de precedencia que se halle presente y así sucesivamente.


Del mismo modo será subrogado el Presidente de cada sala.”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8º:


a) Incorpórase la siguiente letra b), pasando las actuales letras b), c), d), e) y f) a ser letras c), d), e), f) y g), respectivamente: 


“b) Distribuir de modo equitativo entre las dos salas del Tribunal, las causas que a ellas les corresponda conocer, tomando en consideración la naturaleza, complejidad y cantidad de los asuntos que estén actualmente sometidos al conocimiento de las salas;”.


b) Sustitúyese la letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente: 


“c) Formar las tablas que correspondan al pleno y a las salas de conformidad con lo previsto en el artículo 29 y designar, en los asuntos de que conozca el pleno, al Ministro que corresponda para la redacción del fallo;”.


c) Reemplázase en la letra f), que ha pasado a ser g), el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación la oración “salvo en los asuntos a que se refieren los números 6º y 7º del artículo 93 de la Constitución Política, y”.


d) Agrégase una letra h), del siguiente tenor: 


“h) Rendir anualmente una cuenta pública del funcionamiento del Tribunal.”.


10) Incorpórase el siguiente artículo 8º bis, nuevo: 


“Artículo 8º bis.- El Ministro que, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 B de esta ley, presida la sala que no integre el Presidente del Tribunal, tendrá respecto a las sesiones que ella celebre las atribuciones que señala el artículo 8°, en lo que corresponda.”.


11) Agrégase al artículo 9° el siguiente inciso segundo:


“Producida la subrogación del Secretario por un Relator, de acuerdo a lo previsto en el artículo 87, el Oficial Primero más antiguo, previo juramento o promesa, podrá autorizar las providencias y demás actuaciones del Tribunal.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo: 


“Artículo 12 bis.- Los Ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 


El cargo de Ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos y privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.


Asimismo, el cargo de Ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 13:


a) Suprímese, en el encabezamiento del inciso primero, la frase “inciso quinto del”.


b) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, el número “81” por “92”.


c) Reemplázase el Nº 5) del inciso primero por el siguiente: 


“5) Incompatibilidad sobreviniente en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 92 de la Constitución Política.”.


d) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “miembros procesados” por “miembros acusados”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 14.- Si cesare en el cargo algún Ministro, el Presidente del Tribunal comunicará de inmediato este hecho al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados o a la Corte Suprema, según corresponda, para los efectos de su reemplazo.”.


b) Deróganse los incisos segundo y tercero.


15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “abogados suplentes”.


16) Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:

 
“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, el Tribunal designará, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros, a dos abogados suplentes que deberán reunir los mismos requisitos que se deben cumplir para ser nombrado Ministro del Tribunal, los que podrán reemplazarlos e integrar el Pleno o cualquiera de las Salas en caso de falta o impedimento de aquéllos.


El Tribunal Constitucional determinará el orden de precedencia en que ejercerán sus funciones.


Los abogados suplentes tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los Ministros titulares, pero no se les aplicará el límite de edad de 75 años ni la incompatibilidad con funciones docentes del artículo 12 bis.


Los abogados suplentes recibirán una asignación equivalente a la mitad de la remuneración de un Ministro.”.

17) Reemplázanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 16, por el siguiente:


“El Tribunal, mediante auto acordado, establecerá sus sesiones ordinarias y horarios de audiencia.”.

18) Reemplázase, al final del inciso segundo del artículo 17, el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación las palabras “mediante resolución fundada.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “12º” y “82”, por “16º” y “93”, respectivamente.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, los números “8º”, “10º”, “11°”  y “82” por “10º”, “13º”, “14º” y “93”, respectivamente.


c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Las implicancias podrán ser promovidas por el Ministro afectado, por cualquiera de los demás Ministros, y por los órganos constitucionales interesados que se hayan hecho parte.”.

d) Agrégase el siguiente nuevo inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo: 


“Será, además, causal de implicancia la existencia actual de relaciones laborales, comerciales o societarias de un Ministro con el abogado o procurador que actúe en alguno de los procesos que se sustancian ante el Tribunal.”.


20) Reemplázase, en el artículo 21, la expresión “procesado” por “acusado”.


21) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 22, la referencia al artículo “14” por otra, al artículo “15”.

22) Incorpórase, a continuación del artículo 25, el siguiente artículo 25 A, nuevo: 


“Artículo 25 A.- El Tribunal, en sesiones especialmente convocadas al efecto, podrá dictar autos acordados sobre materias que no sean propias del dominio legal y que tengan como objetivo la buena administración y funcionamiento del Tribunal.”.


23) Incorpórase, a continuación del artículo 25 A nuevo, un Título II del siguiente tenor: 

“Título II

De la Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”.


24) Agrégase un artículo 25 B, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 25 B.- El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros y en el segundo de, a lo menos, cuatro. Cada sala, en caso de necesidad, podrá integrarse con Ministros de la otra sala.

En el mes de diciembre de cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, una comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste y la otra, por el Ministro más antiguo presente que forme parte de ella.

Las sesiones ordinarias se suspenderán en el mes de febrero de cada año.


Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente del Tribunal o de la sala respectiva, de propia iniciativa o a solicitud de tres o más de los miembros del Tribunal, tratándose de sesiones extraordinarias del pleno, o a solicitud de dos o más de los miembros de la sala respectiva, tratándose de sesiones extraordinarias de sala.


Cada sala representará al Tribunal en los asuntos de que conozca.”.


25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo: 


“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:


1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


3° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


5° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;


6° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;


7º Resolver la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 5º de este artículo;


8° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


9° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;


10º Conocer de los casos en que se haya ejercido la acción pública;


11º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;

12° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15° del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;


13° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 


14° Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


15° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios, y


16º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política de la República y la presente ley.”.


26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo: 


“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:


1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;


2° Resolver las cuestiones de constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;


3° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;


4° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo;


5° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y


6º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.


27) Derógase el inciso segundo del artículo 27.


28) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29:


a) En el inciso primero, sustitúyese la frase que sigue a la coma (,) y que comienza con la palabra “salvo”, por la siguiente: “sin perjuicio de la preferencia que, por motivos justificados y mediante resolución fundada, se haya otorgado a alguno de ellos.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, el número “82” por “93”.


29) Agrégase el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.

30) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 31:


“Toda sentencia del Tribunal que modifique o altere sustantivamente lo que haya resuelto con anterioridad sobre la misma materia, deberá declarar tal circunstancia y precisar las razones fundadas en que dicho cambio se sustenta.”.


31) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:


“Artículo 31 bis.- Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo, en ambos casos dentro de los tres días siguientes a su dictación. Sin perjuicio de ello, todas se divulgarán en forma completa en el sitio web del Tribunal en Internet o en otro medio electrónico análogo.”.


32) Agrégase el siguiente artículo 32 A, nuevo: 


“Artículo 32 A.- En los casos en que la cuestión que se somete al Tribunal sea promovida mediante acción pública, o por la parte en el juicio o gestión judicial en que se solicita la inaplicabilidad de un precepto legal o la inconstitucionalidad de un auto acordado, las personas naturales o jurídicas que lo promuevan deberán señalar en su primera presentación al Tribunal un domicilio conocido dentro de la provincia de Santiago. La presentación será patrocinada y suscrita por un abogado habilitado para ejercer la profesión.


Las resoluciones que se dicten en los procesos indicados en el inciso anterior se notificarán por carta certificada a la parte o a quien la represente.


Las sentencias definitivas se notificarán personalmente o, si ello no es posible, por cédula, en el domicilio que haya señalado la parte en el expediente. En ambos casos la notificación se practicará por un Ministro de Fe designado por el Tribunal.


Las comunicaciones a que se refiere esta ley, que deban hacerse a los órganos constitucionales interesados o que sean parte en el proceso, se efectuarán mediante oficio. 


De dichas actuaciones o diligencias se dejará constancia en el expediente respectivo.


La fecha de las notificaciones efectuadas por carta certificada y mediante las comunicaciones a que se refiere esta ley será, para todos los efectos legales, la del tercer día siguiente a su expedición. 


En el caso de la Cámara de Diputados y del Senado los oficios se dirigirán a los respectivos Presidentes, quienes estarán obligados a dar cuenta a la sala en la primera sesión que se celebre. Se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez que se haya dado cuenta de los mismos. En el caso del Presidente de la República, los oficios se dirigirán por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez ingresados a la Oficina de Partes de dicho Ministerio.


Con todo, el Tribunal podrá autorizar otras formas de notificación que, en la primera comparecencia, le sean solicitadas por alguno de los órganos o personas que intervengan ante él. La forma particular de notificación que se autorice sólo será aplicable al peticionario y, en cualquier caso, deberá dejarse constancia de la actuación en el respectivo expediente el mismo día en que se realice.”.


33) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo: 


“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10°, 11° y 12° del artículo 25 C.  


En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos en la forma y condiciones que determine.


La duración de los alegatos será establecida por el Tribunal, mediante auto acordado.


En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.


34) Incorpórase el siguiente artículo 32 C, nuevo: 


“Artículo 32 C.- Son órganos y personas legitimadas aquellos que, de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República, están habilitados para promover ante el Tribunal cada una de las cuestiones y materias de su competencia.


Son órganos constitucionales interesados aquellos que, de conformidad a esta ley, pueden intervenir en cada una de las cuestiones que se promuevan ante el Tribunal, sea en defensa del ejercicio de sus potestades, sea en defensa del orden jurídico vigente. 


Son parte en los procesos seguidos ante el Tribunal el o los órganos y la o las personas que, estando constitucionalmente legitimadas, han promovido una cuestión ante él; y las demás partes de una gestión o juicio pendiente en que se ha promovido una cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal o de inconstitucionalidad de un auto acordado. También podrán serlo los órganos constitucionales interesados que, teniendo derecho a intervenir en una cuestión, expresen su voluntad de ser tenidos como parte dentro del mismo plazo que se les confiera para formular observaciones y presentar antecedentes.”.


35) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente: 


“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley. 


Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.

En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”. 


36) Incorpóranse, a continuación del artículo 33, los siguientes, nuevos:


“Artículo 33 A.- Mientras no sea declarada su admisibilidad, las cuestiones promovidas ante el Tribunal por los órganos o personas legitimados podrán ser retiradas por quien las haya promovido y se tendrán como no presentadas.


El retiro de las firmas por parte de parlamentarios que hayan promovido una cuestión ante el Tribunal producirá el efecto previsto en el inciso anterior, siempre que se efectúe antes de que se dé cuenta de ella al pleno o a la sala, según corresponda, y que, por el número de firmas retiradas, el requerimiento deje de cumplir con el quórum requerido por la Constitución Política de la República.


Declarada su admisibilidad, dichos órganos y personas podrán expresar al Tribunal su voluntad de desistirse. En tal caso, se dará traslado del desistimiento a las partes y se comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para que formulen las observaciones que estimen pertinentes.


El desistimiento será resuelto y producirá los efectos previstos en las normas pertinentes del Título XV del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea aplicable.


Artículo 33 B.- El abandono del procedimiento sólo procederá en las cuestiones de inaplicabilidad a que se refiere el número 6º del artículo 93 de la Constitución Política de la República que hayan sido promovidas por una de las partes en el juicio o gestión pendiente en que el precepto impugnado habrá de aplicarse.


El procedimiento se entenderá abandonado cuando todas las partes del proceso hayan cesado en su prosecución durante tres meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil para darle curso progresivo.


El abandono no podrá hacerse valer por la parte que haya promovido la cuestión de inconstitucionalidad. Si renovado el procedimiento, las demás partes realizan cualquier gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, se considerará que renuncian a este derecho.


Una vez alegado el abandono, el Tribunal dará traslado a las demás partes y lo comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para formular las observaciones que estimen pertinentes.


El abandono del procedimiento declarado por el Tribunal producirá los efectos previstos en el Título XVI del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.


37) Modifícase el artículo 34 de la manera que se indica:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 34.- En el caso del número 1° del artículo 93 de la Constitución, corresponderá al Presidente de la Cámara de origen enviar al Tribunal los proyectos de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de los tratados que contengan normas sobre materias propias de estas últimas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “inciso tercero” por “inciso segundo” y el número “82” por “93”.


c) Agrégase, en su inciso segundo, después de la expresión “el proyecto”, la oración “o el tratado” y, en su inciso tercero, después de la palabra “proyecto”, la expresión “o del tratado”.


38) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:


a) Agrégase en su inciso segundo, después de la expresión “del proyecto”, la oración “o de las normas respectivas del tratado, dentro del plazo de treinta días, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada”.


b) Incorpórase un nuevo inciso final, del siguiente tenor: 


“Si el Tribunal resuelve que uno o más preceptos de un tratado son inconstitucionales, deberá declararlo así por resolución fundada cuyo texto íntegro se remitirá a la Cámara de origen. La inconstitucionalidad total impedirá que el Presidente de la República ratifique y promulgue el tratado. La inconstitucionalidad parcial facultará al Presidente de la República para decidir si el tratado se ratifica y promulga sin las normas objetadas, en caso de ser ello procedente conforme a las normas del propio tratado y a las normas generales del derecho internacional.”.


39) Agrégase, como inciso segundo del artículo 36, el siguiente:


“En el caso de un tratado internacional respecto del cual se ha declarado su inconstitucionalidad parcial, se comunicará el acuerdo aprobado por el Congreso Nacional, con el quórum correspondiente, y las normas cuya inconstitucionalidad se haya dispuesto, para que el Presidente de la República decida si hará uso de la facultad señalada en el inciso final del artículo anterior.”.


40) Agrégase, en el artículo 37, después de la expresión “sobre la constitucionalidad”, la oración “de las normas de un tratado o”, y adiciónase el siguiente inciso segundo: 


“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal es constitucional, no podrá declararse inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.


41) Incorpóranse, a continuación del artículo 37, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 2, nuevo, con el epígrafe “Cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados”, alterándose la numeración de los párrafos siguientes:


“Artículo 37 A.- En el caso del número 2° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras o diez de sus miembros en ejercicio; y personas legitimadas las que sean parte en una gestión o juicio pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación en un procedimiento penal, que sean afectadas en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en un auto acordado.


El requerimiento deberá formularse en la forma señalada en el inciso primero del artículo 39 y a él se acompañará el respectivo auto acordado, con indicación concreta de la parte impugnada y de la impugnación. Si lo interpone una persona legitimada deberá, además, mencionar con precisión la manera en que lo dispuesto en el auto acordado afecta el ejercicio de sus derechos fundamentales.


La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.


Artículo 37 B.- Presentado el requerimiento, la sala que corresponda examinará si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior y, en caso de no cumplirlos, no será acogido a tramitación y se tendrá por  no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no acoja a tramitación el requerimiento será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde la presentación del mismo.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 37 C.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad o inadmisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión, por tres días, al tribunal que haya dictado el auto acordado impugnado y a los órganos y las personas legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, en los siguientes casos:


1° Cuando se promueva respecto de un auto acordado o de una de sus disposiciones, que hayan sido declarados constitucionales en una sentencia previa dictada de conformidad a este Párrafo y se invoque el mismo vicio materia de dicha sentencia;


2° Cuando carezca de fundamento plausible;


3° Cuando no exista gestión, juicio o proceso penal pendiente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada, y


4° Cuando no se indique la manera en que el auto acordado afecta el ejercicio de los derechos constitucionales del requirente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada.


Declarada la inadmisibilidad por resolución fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 37 A, el Tribunal podrá suspender la aplicación del auto acordado impugnado como medida cautelar, en resolución que deberá ser fundada.


Artículo 37 D.- Declarada la admisibilidad del requerimiento, se comunicará a la Corte Suprema, a la Corte de Apelaciones o al Tribunal Calificador de Elecciones que haya dictado el auto acordado impugnado y, cuando corresponda, se comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente y se notificará a las partes de éste, enviándoles copia del requerimiento, para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen pertinentes.


Declarada la admisibilidad, la resolución se notificará a quien haya requerido.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. La sentencia deberá dictarse en el plazo de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado por otros quince, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 37 F.- Sólo excepcionalmente, y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. 


Artículo 37 G.- La sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un auto acordado deberá publicarse en la forma y plazo que señala el artículo 31 bis. Desde dicha publicación, el auto acordado, o la parte de él que haya sido declarada inconstitucional, se entenderá derogado, sin efecto retroactivo.


Artículo 37 H.- Habiéndose pronunciado el Tribunal sobre la constitucionalidad de un auto acordado, no se admitirá a tramitación ningún requerimiento para resolver cuestiones de constitucionalidad del mismo, a menos que se invoque un vicio distinto del hecho valer con anterioridad.


Artículo 37 I.- En el caso del requerimiento deducido por una parte en un juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya solicitado su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivo plausible para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Respecto de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.


42) Reemplázase, en el Párrafo 2 del Título II, el guarismo “2” por “3”, y sustitúyese su denominación por la siguiente: 

“Cuestiones de Constitucionalidad sobre proyectos de ley, de reforma constitucional y tratados en tramitación legislativa”.


43) Reemplázase el inciso primero del artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- En el caso del número 3° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.”.


44) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo: 


“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando se tome razón del respectivo decreto promulgatorio, sin perjuicio de lo dispuesto en la parte final del inciso cuarto del artículo 93 de la Constitución Política de la República. 


En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si éstos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.


45) Reemplázase, en el artículo 40, el número “82” por “93”.


46) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 41 por los siguientes: 


“Artículo 41.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada, se dictará en el plazo de dos días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.”.

47) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo: 


“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;


2° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto;


3° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.


48) Modifícase el artículo 42 del siguiente modo:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual a ser segundo: 


“Artículo 42.- El requerimiento se entenderá recibido desde que sea declarado admisible y desde esa fecha comenzará a regir el plazo de diez días para resolverlo, sin perjuicio de la prórroga establecida en el inciso quinto del artículo 93 de la Constitución Política de la República.”.


b) Sustitúyese en el actual inciso único, que pasa a ser segundo, la expresión “Admitido a tramitación un requerimiento” por “Declarado admisible”.


c) Agrégase, al final del inciso que pasa a ser segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “Para este solo efecto, la comunicación se entenderá recibida al momento de su ingreso en las oficinas de partes de la Cámara de Diputados, el Senado y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


49) Sustitúyese el artículo 44 por el siguiente: 


“Artículo 44.- Sólo excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.”.


50) Derógase el inciso segundo del artículo 45.


51) Incorpórase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo: 


“Artículo 45 bis.- Declarado por el Tribunal que un precepto legal impugnado de conformidad a este Párrafo es constitucional, no podrá ser declarado posteriormente inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”. 


52) Agrégase, antes del artículo 46, el siguiente epígrafe nuevo: 

“Párrafo 4

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley”.


53) Sustitúyese el artículo 46, por el siguiente: 


“Artículo 46.- En el caso del número 4º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley se regirá por las normas de los artículos siguientes y, en lo que sea pertinente, por las disposiciones del Párrafo 3.”.


54) Incorpóranse, a continuación del artículo 46, los siguientes artículos nuevos: 


“Artículo 46 A.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto con fuerza de ley impugnado o su respectiva  publicación en el Diario Oficial. En caso de ser promovido por el Presidente de la República, deberá adjuntarse el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.


Cuando el requerimiento provenga del Presidente de la República, el plazo a que se refiere el inciso séptimo del artículo 93 de la Constitución se contará desde que se reciba en el Ministerio de origen el oficio de representación del Contralor General de la República.


Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado. En caso que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;


2° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;


3° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y


4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.


El tribunal resolverá el requerimiento dentro del plazo de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince, por resolución fundada.


Artículo 46 D.- La sentencia que acoja la cuestión promovida por el Presidente de la República será comunicada al Contralor General para que proceda, de inmediato, a tomar razón del decreto con fuerza de ley respectivo.


La sentencia que acoja una cuestión respecto de todo o parte de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría General haya tomado razón, será publicada en la forma y plazo que señala el artículo 31 bis. A partir de la fecha de publicación, la norma respectiva se entenderá derogada, sin efecto retroactivo.”.


55) Intercálase, antes del artículo 47, el siguiente epígrafe nuevo: 

“Párrafo 5

Cuestiones de Constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito”.


56) Antepónese al artículo 47 el siguiente artículo nuevo, pasando el actual 47 a ser 47 bis: 


“Artículo 47.- En el caso del número 5º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados la Cámara de Diputados y el Senado.


La cuestión deberá promoverse dentro del plazo de diez días, contados desde la publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito se regirá por las normas del artículo siguiente y, en lo que sea pertinente, por las del Párrafo 4.”.


57) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 


“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión en caso de ser promovida extemporáneamente, carecer de fundamento plausible o referirse a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.


“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.


58) Incorpóranse, a continuación del artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis, el siguiente epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 6

Cuestiones de Inaplicabilidad


Artículo 47 A.- En el caso del número 6° del artículo 93 de la Constitución Política, es órgano legitimado el juez que conoce de una gestión pendiente en que deba aplicarse el precepto legal impugnado, y son personas legitimadas las partes en dicha gestión.


Si la cuestión es promovida por una parte ejerciendo la acción de inaplicabilidad, se deberá acompañar un certificado expedido por el tribunal que conoce de la gestión judicial, en que conste la existencia de ésta, el estado en que se encuentra, la calidad de parte del requirente y el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


Si la cuestión es promovida por el tribunal que conoce de la gestión pendiente, el requerimiento deberá formularse por oficio y acompañarse de una copia de las piezas principales del respectivo expediente, indicando el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


El tribunal deberá dejar constancia en el expediente de haber recurrido ante el Tribunal Constitucional y notificará de ello a las partes del proceso.


Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 47 C.- El requerimiento de inaplicabilidad, sea promovido por el juez que conoce de la gestión pendiente o por una de las partes, deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya y de cómo ellos producen como resultado la infracción constitucional. Deberá indicar, asimismo, el o los vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación precisa de las normas constitucionales que se estiman transgredidas.


Artículo 47 D.- El requerimiento podrá interponerse respecto de cualquier gestión judicial en tramitación, y en cualquier oportunidad procesal en que se advierta que la aplicación de un precepto legal que pueda ser decisivo en la resolución del asunto resulta contraria a la Constitución.  


Artículo 47 E.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en los artículos 47 A y 47 C. En caso contrario, por resolución fundada que se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta del mismo, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Acogido a tramitación, el Tribunal Constitucional lo comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente, para que conste en el expediente. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión a las partes, por cinco días.


Tratándose de requerimientos formulados directamente por las partes, en la misma oportunidad señalada en el inciso anterior el Tribunal requerirá al juez que esté conociendo de la gestión judicial en que se promueve la cuestión, el envío de copia de las piezas principales del respectivo expediente.


Artículo 47 F.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, la sala que corresponda examinará la admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad. 


Artículo 47 G.- Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando la cuestión se promueva respecto de un precepto legal que haya sido declarado conforme a la Constitución por el Tribunal, sea ejerciendo el control preventivo o conociendo de un requerimiento, y se invoque el mismo vicio que fue materia de la sentencia respectiva;


2° Cuando no exista gestión judicial pendiente en tramitación, o se haya puesto término a ella por sentencia ejecutoriada;


3° Cuando se promueva respecto de un precepto que no tenga rango legal o respecto de disposiciones de un tratado internacional vigente;


4° Cuando de los antecedentes de la gestión pendiente en que se promueve la cuestión, aparezca que el precepto legal impugnado no ha de tener aplicación o ella no resultará decisiva en la resolución del asunto, y


5° Cuando carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido, al juez que conozca de la gestión judicial pendiente y a las demás partes que intervengan en ella, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.

La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 47 H.- La suspensión del procedimiento en que se ha promovido la cuestión de inaplicabilidad deberá pedirse en el requerimiento o con posterioridad, ante la misma sala que resolvió su admisibilidad. Una vez decretada, se mantendrá hasta que el Tribunal dicte la sentencia y la comunique al juez ordinario o especial que conoce de la gestión pendiente. Pero la sala respectiva, por resolución fundada, podrá dejarla sin efecto en cualquier estado del proceso.


El rechazo de la solicitud a que alude el inciso precedente no obstará a que en el curso de la tramitación del requerimiento la petición pueda ser reiterada, debiendo cada solicitud ser resuelta por la misma sala que conoció de la admisibilidad, la que también será competente para decretar de oficio la suspensión del procedimiento, siempre que haya motivo fundado.


Artículo 47 I.- Declarado admisible el requerimiento, el Tribunal lo comunicará o notificará al tribunal de la gestión pendiente o a las partes de ésta, según corresponda, confiriéndoles un plazo de veinte días para formular sus observaciones y presentar antecedentes.


En la misma oportunidad, el Tribunal pondrá el requerimiento en conocimiento de la Cámara de Diputados, del Senado y del Presidente de la República, en la forma señalada en el artículo 32 A, enviándoles copia de aquél. Los órganos mencionados, si lo estiman pertinente, podrán formular observaciones y presentar antecedentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 J.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43, debiendo el Presidente incluir el asunto en la tabla del pleno, para su decisión.


Terminada la tramitación, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, término que podrá prorrogar hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


Artículo 47 K.- Sólo excepcionalmente, y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inaplicabilidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. 

Artículo 47 L.- La sentencia que declare la inaplicabilidad del precepto legal impugnado deberá especificar de qué modo su aplicación en la gestión pendiente de que se trata resulta contraria a la Constitución.


Artículo 47 M.- Resuelta la cuestión de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional, no podrá ser intentada nuevamente, por el mismo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere promovido.


Artículo 47 N.- La sentencia que se pronuncie sobre la cuestión de inaplicabilidad deberá notificarse a la o las partes que formularon el requerimiento y comunicarse al juez o a la sala del tribunal que conoce del asunto, haya o no requerido, y a los órganos señalados en el artículo 47 I. Deberá, además, publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.


Artículo 47 Ñ.- La sentencia que declare la inaplicabilidad sólo producirá efectos en el juicio en que se solicite. 


En caso de que la inaplicabilidad haya sido deducida por una parte del juicio o gestión, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención. Con todo, podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Respecto de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.


59) Incorpórase, a continuación del nuevo Párrafo 6, el siguiente Párrafo 7 y su epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 7

Cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable


Artículo 47 O.- En el caso del número 7° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser promovida por el Tribunal Constitucional actuando de oficio y por las personas legitimadas a que se refiere el inciso duodécimo del mismo artículo.


La cuestión sólo podrá promoverse dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de la sentencia que haya declarado la inaplicabilidad.


Esta cuestión no podrá promoverse respecto de un tratado ni de una o más de sus disposiciones.


Artículo 47 P.- En los casos en que el Tribunal proceda de oficio, así lo declarará en una resolución preliminar fundada, que individualizará la sentencia de inaplicabilidad que le sirve de sustento y las disposiciones constitucionales transgredidas. 


Artículo 47 Q.- Si la cuestión de inconstitucionalidad es promovida mediante acción pública, la o las personas naturales o jurídicas que la ejerzan deberán fundar razonablemente la petición, indicando precisamente la sentencia de inaplicabilidad previa en que se sustenta y los argumentos constitucionales que le sirven de apoyo. 


El requerimiento al que falte alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución, que será fundada, deberá dictarse dentro del plazo de tres días, desde que se dé cuenta del requerimiento en el Pleno. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 47 R.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado a quienes aparezcan como partes en la cuestión de inconstitucionalidad, por diez días.


Articulo 47 S.- Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad promovida mediante acción pública, en los siguientes casos:


1° Cuando no exista sentencia previa que haya declarado la inaplicabilidad del precepto legal impugnado;


2° Cuando la cuestión se funde en un vicio de inconstitucionalidad distinto del que motivó la declaración de inaplicabilidad del precepto impugnado;


3° Cuando se promueva fuera del plazo establecido en el artículo 47 O, y


4° Cuando no aparezca demostrada la conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad, el interés general que ella envuelve o su trascendencia para el ordenamiento jurídico.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, se notificará a quien haya recurrido, se comunicará a la Cámara de Diputados, al Senado y al Presidente de la República, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 47 T.- Declarada la admisibilidad, el Tribunal deberá poner la resolución respectiva y el requerimiento en conocimiento de los órganos individualizados en el artículo anterior, los cuales podrán formular las observaciones y acompañar los antecedentes que estimen pertinentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 U.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43 y el Presidente deberá incluir el asunto en la tabla del Pleno, para su decisión.


Artículo 47 V.- Terminada la tramitación, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días y sólo en casos calificados y por resolución fundada podrá prorrogarlo hasta por otros quince.


Artículo 47 W.- El Tribunal podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas, únicamente en la infracción de los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa que le sirve de sustento.


Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.


Artículo 47 Y.- En caso de que la cuestión de inconstitucionalidad haya sido promovida mediante acción pública, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Artículo 47 Z.- La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago.”.


60) Incorpórase, antes del artículo 48, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 8

Cuestiones sobre la promulgación de una ley”.


61) Reemplázase el artículo 48, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 48.- En el caso del número 8º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Senado, la Cámara de Diputados o una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras.


La cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se debió efectuar la promulgación de la ley cuya omisión se reclama.


Para ser acogido a tramitación el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse copia del oficio de la Cámara de origen que comunica al Presidente de la República el texto aprobado por el Congreso Nacional y, en su caso, copia de la publicación en el Diario Oficial. De no ser así, mediante resolución fundada que deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento, se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 48 bis.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que el requerimiento se acoja a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión al Presidente de la República y al Contralor General de la República, como órganos constitucionales interesados, por el plazo de cinco días. 

La declaración de inadmisibilidad procederá cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente, cuando se constate que la promulgación de la ley cuya omisión se alega ha sido efectuada y cuando carezca de fundamento plausible. Esta resolución será fundada.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 48 ter.- Declarado admisible, la resolución respectiva y el requerimiento se pondrán en conocimiento de las partes y los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, presenten los antecedentes y formulen las observaciones que estimen pertinentes.


Artículo 48 quáter.- El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de quince días, contado desde que concluya la tramitación, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


La sentencia del Tribunal que, al acoger el reclamo, promulgue la ley o rectifique la promulgación incorrecta, se remitirá a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro y se publicará en la forma y plazo indicados en el artículo 31 bis.


Esta nueva publicación, en su caso, no afectará la vigencia de la parte no rectificada por la sentencia del Tribunal.”.


62) Incorpórase, a continuación del artículo 48 quáter, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 9

Conflictos de Constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados por la Contraloría General de la República”.


63) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 49:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes: 


“Artículo 49.- En el caso del número 9º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, el órgano legitimado es el Presidente de la República y el órgano constitucional interesado, el Contralor General de la República.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados de inconstitucionalidad se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas de los incisos siguientes.


Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto o resolución representado de inconstitucionalidad y el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, que pasa a ser inciso cuarto, el número “88” por “99”.

64) Incorpórase, a continuación del artículo 49, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 10

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos supremos”.


65) Sustitúyese el artículo 50, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 50.- En el caso del número 16° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión podrá fundarse en cualquier vicio que ponga en contradicción el decreto con la Constitución.


Son órganos legitimados el Senado y la Cámara de Diputados y, en caso de que la cuestión se funde en un vicio distinto que  exceder el ámbito de la potestad reglamentaria autónoma, también lo son una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras. Son órganos constitucionales interesados el Presidente de la República y el Contralor General de la República.


En todo caso, la cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del decreto impugnado.


La substanciación de estas cuestiones se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas del artículo siguiente.


Artículo 50 bis.- Para ser admitido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse la publicación del decreto impugnado.


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión, en los siguientes casos:


1° Cuando se promueva extemporáneamente;


2° Cuando se funde en vicios de ilegalidad;


3° Cuando se alegue exceso de la potestad reglamentaria autónoma y no fuere promovida por una de las Cámaras;


4° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y


5° Cuando carezca de fundamento plausible.


El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días, contados desde que quede terminada la tramitación. Podrá prorrogar este plazo hasta por quince días, mediante resolución fundada, si existen motivos graves y calificados.


La sentencia que acoja el requerimiento deberá publicarse en la forma y plazo señalados en el artículo 31 bis. Sin embargo, con el solo mérito de la sentencia que acoja el requerimiento, el decreto quedará sin efecto de pleno derecho.”.


66) Incorpórase, a continuación del artículo 50 bis, el siguiente epígrafe nuevo y los artículos que le siguen:

“Párrafo 11

Contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas y tribunales de justicia


Artículo 50 A.- En el caso del número 12º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia involucrados en la contienda de competencia. 


El órgano o autoridad que se atribuya competencia o falta de ella, sobre un asunto determinado, deberá presentar su petición por escrito al Tribunal. En ella deberá indicar con precisión la contienda producida, los hechos y los fundamentos de derecho que le sirven de sustento.


Artículo 50 B.- Una vez declarada admisible, se dará traslado al o a los otros órganos en conflicto para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.


Artículo 50 D.- El Tribunal, evacuados los trámites o diligencias, o transcurrido el plazo para hacerlo, procederá conforme a lo que establece el artículo 43.


Artículo 50 E.- La sentencia deberá dictarse en el plazo de veinte días, contados desde que concluya la tramitación.”.


67) Reemplázase, en el Párrafo 3 del Título II, el guarismo “3” por “12”.


68) Sustitúyense, en el artículo 51, los números “10º”, “11º” y “82” por “13º”, “14º” y “93”, respectivamente.


69) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52:


a) En el inciso primero, suprimir las palabras “el Senado, la Cámara de Diputados”, así como la coma escrita antes de ellas.


b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 52, la palabra “decimotercero” por “decimoquinto” y el número “82” por “93”.


70) Sustitúyese el artículo 54 por el siguiente:


“Artículo 54.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en los números 1º a 4º, inclusive, del artículo anterior, no será admitido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.


71) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 62:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “10º”, “11º” y “82” por “13º”, “14º” y “93”, respectivamente.


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “establecido en el Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil” por la oración “ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil” y sustitúyese la oración “el tribunal ordinario de justicia que corresponda” por la frase “el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago”.


72) Reemplázase la denominación del Párrafo 4 del Título II, por la siguiente:

“Párrafo 13

Declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos o partidos políticos”.


73) Reemplázanse, en el artículo 63, los números “7º” y “82”, por “10º” y “93”, respectivamente.


74) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 65, la expresión “El Tribunal examinará” por “La sala que corresponda examinará”.


75) Incorpóranse, a continuación del artículo 72, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 14, nuevo, con el epígrafe “Renuncia de Parlamentarios”:


“Artículo 72 A.- En el caso del número 15° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la renuncia del parlamentario deberá presentarse ante el Presidente de la Cámara a la que pertenece, quien la remitirá al Tribunal en el plazo de cinco días desde que le fue presentada.


Artículo 72 B.- El Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados o diez o más parlamentarios en ejercicio de la Cámara a la que pertenece el renunciante, podrán oponerse fundadamente a la renuncia. En tal caso, se dará traslado a la Cámara a la que pertenezca el parlamentario renunciado y a él mismo, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.


Artículo 72 C.- El Tribunal resolverá si es preciso recibir prueba. En caso de que lo estime necesario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 57. El tribunal apreciará la prueba en conciencia.


Artículo 72 D.- Una vez evacuados los trámites o diligencias anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 43.


Artículo 72 E.- Concluida la tramitación, el Tribunal deberá dictar la sentencia en el plazo de veinte días, plazo que podrá prorrogarse hasta por otros veinte, por motivos calificados y por resolución fundada.


Artículo 72 F.- Pendiente la sentencia, la renuncia no producirá efecto alguno.”.


76) Reemplázase, en el Párrafo 5 del Título II, el guarismo “5” por “15”.


77) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 73, los números “9º” y “82” por “11º” y “93”, respectivamente.


78) Reemplázase el artículo 74, por el siguiente:


“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:


Diez Ministros


Un Secretario Abogado


Dos Relatores Abogados


Ocho Abogados Asistentes


Un Jefe de Presupuestos


Un Relacionador Público 


Un Bibliotecario


Un Documentalista


Un Jefe de Gabinete de la Presidencia


Un Secretario de la Presidencia


Dos Oficiales Primeros


Dos Oficiales Segundos


Un Mayordomo


Dos Oficiales de Sala


Dos Auxiliares de Servicios


Siete Secretarias


Un Chofer.


La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”.


79) Reemplázase el artículo 75, por el siguiente:


“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:


- Hasta dos Relatores Abogados;


- Hasta en dos Abogados Asistentes;


- Hasta cinco Oficiales Segundo;


- Hasta un Oficial de Sala;


- Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;


- Hasta en cuatro Secretarias.”.


80) Reemplázase el artículo 77, por el siguiente:


“Artículo 77.- La renta mensual de los Ministros del Tribunal corresponderá a la remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.


La remuneración de los Ministros del Tribunal tendrá el carácter de renta para todo efecto legal, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remuneraciones de los Ministros de Estado, y estará afecta a las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley N° 19.863.”.


81) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- En el mes de marzo de cada año el Presidente del Tribunal rendirá una cuenta pública que incluirá una reseña de sus actividades institucionales de orden jurisdiccional y administrativo desarrolladas en el año anterior, la cuenta de su gestión financiera, los informes de auditoría y todo otro antecedente e información que se considere necesario.”.


82) Agrégase el siguiente artículo 83 A:


“Artículo 83 A.- En la segunda quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado presentarán la rendición de cuenta de los gastos del ejercicio anterior ante el Tribunal, la que será comunicada a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su incorporación en el Balance General de la Nación y se incluirá resumidamente en la cuenta pública del Tribunal.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal, a proposición del Presidente, podrá contratar la ejecución de auditorías de su gestión financiera y patrimonial, por entidades externas, mediante licitación pública o privada.”.


83) Reemplázase el artículo 84, por el siguiente:


“Artículo 84.- Los funcionarios que incurran en faltas a sus deberes o prohibiciones podrán ser sancionados disciplinariamente por el Tribunal con alguna de las siguientes medidas, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda derivar del mismo hecho: amonestación, censura por escrito, multa de hasta un mes de remuneración, suspensión de hasta dos meses sin goce de remuneración y remoción.


Las sanciones disciplinarias indicadas se aplicarán previa investigación sumaria simple en la que deberán recibirse los descargos que el afectado pueda hacer valer en su defensa y una vez resueltas, no serán susceptibles de reclamación o recurso alguno.”.


84) Agrégase al final del artículo 86, luego del término “Secretario”, la frase “o del Relator que lo subrogue, en su caso”.


85) Insértase en el artículo 87, a continuación del vocablo “nombramiento”, la oración “sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9º”, precedida de una coma.


86) Reemplázase el artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- El Tribunal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, y cuando sus necesidades de funcionamiento así lo aconsejen podrá proceder a la declaración de vacancia de los cargos que estime conveniente. Igual declaración procederá respecto de los funcionarios que hubieren obtenido una deficiente calificación de su desempeño. Dicha facultad podrá ejercerse respecto a todo el personal, excluidos los Ministros.


Los funcionarios a quienes se les declare la vacancia de sus cargos tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de nueve. Dicha indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la indemnización será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 12 meses anteriores al cese, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento. 


La indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento. 


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la indemnización no podrán ser nombrados ni contratados, aun sobre la base de honorarios, en el Tribunal Constitucional, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, a menos  que  previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


87) Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º y 4º transitorios.


88) Introdúcense los siguientes artículos transitorios:


“Artículo 1º transitorio.- Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se inicien en la Corte Suprema, para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VIII de la Constitución Política, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte, hasta su completo término.


Los recursos de inaplicabilidad resueltos por la Corte Suprema o que se hayan tenido por desistidos, con anterioridad al 26 de febrero del año 2006, no podrán presentarse ante el Tribunal Constitucional en ejercicio de la facultad que concede el artículo 93, Nº 6°, de la Constitución Política.


Artículo 2° transitorio.- La entrada en vigencia de esta ley no obstará a la validez de los procesos iniciados ante el Tribunal a partir del 26 de febrero de 2006, ni alterará los efectos de las sentencias que les hayan puesto término. 


Respecto de los procesos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren pendientes ante el Tribunal, se aplicará lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.”.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, con segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de 

Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, correspondiente al Boletín Nº 4.627-19, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: el artículo 9° permanente y el artículo segundo transitorio.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 3, 5, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 22, 23, 24, 27, 29, 30, 31, 34, 36, 39, 40, 42, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 51, 52 y 54.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números  6 y 21.


4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 4, 17, 25, 28, 32 y 38.


5.- Indicaciones retiradas: ninguna.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 8, 9, 26, 33, 35, 37, 41, 43, 50, 53 y 55.

- - -



El señor Secretario General señala que, asimismo, la Comisión de Hacienda efectúa la misma constancia reglamentaria en lo referente a los artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que, conforme la referida disposición reglamentaria, corresponde dar por aprobados los artículos mencionados en el punto 1.



- El señor Presidente declara aprobadas estas disposiciones.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone efectuar las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

ARTÍCULO 1º

Letra b)

Inciso segundo


Suprimirlo.

Letra c)


Sustituir los términos “de Acreditación” por la siguiente frase: “del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo”.

Letra d)


Suprimir los términos “acreditado y”.

Letra e), nueva


Agregar, a continuación de la letra d), la siguiente letra nueva:


“e) Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo: en adelante indistintamente el “Registro”, es el registro público administrado por la Corporación de Fomento de la Producción que contiene la nómina de los centros de investigación que se encuentran habilitados para celebrar Contratos de Investigación y Desarrollo que conceden los beneficios tributarios establecidos en esta ley. Dicho Registro deberá contener una nómina actualizada de los centros de investigación que mantengan al día los requisitos establecidos por esta ley para encontrarse registrados. La forma en que CORFO deba llevar el Registro y el contenido del mismo serán determinados en el Reglamento de Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo.”.

Inciso final, nuevo


Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Para los efectos efectos de esta ley, no se considerarán actividades de investigación o desarrollo, entre otras, las consistentes en:


i) Pruebas y evaluaciones, una vez que un prototipo se transforma en un material, producto o proceso comercializable, que tengan como fin inmediato su inserción en el mercado;


ii) Las mejoras, adaptaciones y análisis de carácter rutinario, repetitivo o menor aplicadas en materiales, productos, servicios o procesos, aunque en ellos se utilice tecnología;


iii) Modificaciones estéticas o menores de aplicaciones ya existentes para diferenciarlas de otras;


iv) Los cambios periódicos o de temporada de materiales, productos o procesos; 


v) La promoción de aquello que sea resultado de investigación o desarrollo;


vi) La adquisición de propiedad intelectual o industrial cuando ésta se incluya en el objeto principal de las labores de investigación o desarrollo; y


vii) La constitución de propiedad intelectual o industrial que pudiere resultar de labores de investigación o desarrollo.”.

ARTÍCULO 2°

Inciso primero


Sustituir la frase “otorgar la acreditación” por el término “registrar”.

Inciso segundo


Introducirle las siguientes enmiendas:


Reemplazar, en su primera oración, el término “acreditación” por “registro”; la expresión “Reglamento de acreditación” por “Reglamento de Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo”, y la expresión “solicitud de acreditación” por “solicitud de registro”.


Sustituir, en su segunda oración, la frase “del otorgamiento de la acreditación” por “de la incorporación en el Registro”.


Reemplazar en su tercera oración la frase “La acreditación podrá ser otorgada o denegada” por “Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada”.

Inciso tercero


Reemplazar en su encabezado los términos “obtener la acreditación” por “ser inscritos en el Registro”.


Reemplazar en su literal ii), los términos “solicitud de acreditación” por “solicitud de inscripción en el Registro”.


Sustituir, en su literal iv), el término “acreditación” por los términos de “inscripción en el Registro”.

Incisos cuarto y quinto, nuevo


Intercalar, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“La solicitud de inscripción en el Registro será resuelta por un órgano colegiado de CORFO, integrado por cinco miembros, dos de ellos designados por el Vicepresidente Ejecutivo de CORFO y dos por el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, y uno designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción. El quórum mínimo de funcionamiento de dicho órgano será de tres miembros, y los acuerdos se tomarán por simple mayoría de los presentes. En caso de producirse un empate, el miembro que presida el órgano tendrá voto dirimente. 

El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo deberá contemplar las modalidades y requisitos de funcionamiento de dicho órgano colegiado.”.

Inciso cuarto

Ha pasado a ser inciso sexto. 


Reemplazarlo por el siguiente:


“Una vez acogida por el órgano colegiado  la solicitud a que se refiere este artículo, la CORFO inscribirá al Centro de Investigación en el Registro de Centros para la realización de actividades de Investigación o Desarrollo.”.

Inciso quinto 

Ha pasado inciso séptimo


Introducirle las siguientes enmiendas:


a) Sustituir, en la primera oración, el término “acreditados” por “registrados”, el término “acreditación” por “inscripción en el Registro” y el término “acreditación” por “inscripción”.


b) Sustituir, en la segunda oración, el término “acreditación” por el término de “inscripción”.


c) Sustituir, en la cuarta oración, el término “acreditación” por el término de “inscripción”, las dos veces que aparece.

Inciso sexto

Ha pasado a ser inciso octavo.


Introducirle las siguientes enmiendas:


a) Sustituir, en la primera oración, el término “acreditación” por “inscripción en el Registro”, y los términos “acreditación no se conceda” por “solicitud de inscripción se rechace”.


b) Sustituir, en la segunda oración, el término “acreditación” por “inscripción”.


c) Reemplazar la tercera oración por la siguiente:


“El monto del arancel, que tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la Ley para la inscripción en el Registro, y que en todo caso no podrá exceder del 50% de los costos totales del mencionado procedimiento por Centro de Investigación, será determinado en el Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo, el que asimismo establecerá el mecanismo de reajustabilidad, formas de pago y todas las demás normas necesarias al efecto.”.

Inciso séptimo

Ha pasado a ser inciso noveno.


Introducirle las siguientes enmiendas:


Sustituir, en la primera oración, el término “acreditados” por “registrados”, y los términos “Acreditado por CORFO para efectos de la Ley de Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo” por “Entidad inscrita en el Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo para fines de la Ley de Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo”.

ARTÍCULO 3º

Inciso primero

Suprimir las palabras “acreditados y”.

Inciso segundo

Sustituir la palabra “acreditado” por “registrado”.

Inciso tercero

Introducirle las siguientes enmiendas:

Letra a)


Sustituir los términos “le otorgó la acreditación al Centro de Investigación” por “ordenó la inscripción del Centro de Investigación en el Registro”.

Letra b)


Sustituir los términos “pérdida de la acreditación” por “eliminación del Registro”.

ARTÍCULO 4º


Reemplazar la palabra “acreditado” por “registrado”.

ARTÍCULO 5º

Inciso primero


Agregar antes del punto final (.) las frases “, ni el equivalente a cinco mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo”.

ARTÍCULO 6º

Inciso primero


Sustituir la palabra “acreditados” por “registrados”.

ARTÍCULO 7º

Inciso primero


Sustituir, en su encabezado, la frase “acreditados y registrados sufrirán la pérdida o cancelación de su acreditación” por “serán eliminados del Registro”.

Letra c)

Reemplazarla por la siguiente:


“c) Si se determina judicialmente que para acceder al beneficio tributario que consagra esta ley, la voluntad declarada por las partes en el acto o contrato es diferente a aquélla que poseen respecto a la identidad de las partes que concurren en él, de la especie del acto o contrato que se celebra, de su contenido o que no existió voluntad o consentimiento alguno entre las partes para celebrarlo, o”.

Letra d)


Reemplazar el término “acreditadas” por “registradas”.

Inciso segundo 


Sustituir la frase “pérdida de la acreditación” por “eliminación del registro”.

Inciso tercero


Reemplazar la frase “afectados por la pérdida de la acreditación” por “eliminados del registro” y el término “acreditarse” por el término “registrarse”.

Inciso cuarto


Sustituir la frase “declarase por segunda vez la pérdida de la acreditación” por “ordenarse por segunda vez la eliminación del Registro”.

Inciso quinto


Introducirle las siguientes enmiendas:


Sustituir, en la primera oración, los términos “pérdida de la acreditación” por “eliminación del Registro”, y “perder su acreditación” por “declararse su eliminación”.


Sustituir, en la segunda oración, los términos “pérdida de la acreditación del Centro de Investigación” por “eliminación del Centro de Investigación del Registro”.


Sustituir, en el literal i), los términos “ha perdido su acreditación” por “haya sido eliminado del Registro” y los términos “pérdida de la acreditación del Centro de Investigación” por los términos “resolución que declara la eliminación del Registro”.

Inciso sexto

Introducirle las siguientes modificaciones:


Sustituir, en la primera oración, los términos “pérdida de acreditación” por “eliminación del Registro”.


Sustituir, en la tercera oración, los términos “perdido su acreditación” por “sido eliminado del Registro” y el término “acreditado” por el de “registrado”.

Inciso final


Sustituir la frase “Asimismo, si se determina que existe o existió colusión entre el Centro de Investigación y el contribuyente contratante para acceder al beneficio tributario que consagra esta ley” por “En el caso de la letra c) del presente artículo”.

ARTÍCULO 8º


Sustituir la palabra “acreditación” por la frase “solicitud de inscripción en el Registro”.

ARTÍCULO 10


Reemplazar la frase “o mantener la acreditación de un Centro de Investigación” por “la inscripción o mantenerse en el Registro”.

ARTÍCULO 11

Letra a)

Reemplazarla por la siguiente:


“a) número de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; número o porcentaje de los Centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas regiones del país y el porcentaje o número de centros de investigación registrados que dependen de universidades; número o porcentaje de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos; y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;”.

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda, en complemento a lo señalado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente: 



1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: artículo 9° permanente y artículo segundo transitorio.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 3, 5, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 22, 23, 24, 27, 29, 30, 31, 34, 36, 39, 40, 42, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 51, 52 y 54.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 6, 7, 18 y 21.



4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 4, 17, 25, 28, 32 y 38.



5.- Indicaciones retiradas: ninguna.


Añade que esa Comisión aprobó en particular el proyecto despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1º

Inciso final



Suprimir, en su encabezamiento, la expresión “, entre otras,”. 

ARTÍCULO 2º

Inciso tercero

Numeral ii)



Sustituir la expresión “doce” por “veinticuatro”. 

- - -


A continuación, el señor Secretario General añade que, con la excepción de la disposición que se señalará más adelante, la cual se someterá a discusión y votación oportunamente, las enmiendas efectuadas al proyecto despachado en general fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 


Puestas en votación, son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 

- - -


En seguida, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala de la señora Subsecretaria de Hacienda.


Así se acuerda.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien solicita, en representación del Comité Partido Radical Social Demócrata, segunda discusión respecto de esta iniciativa.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, Navarro y Ruiz-Esquide. 


Luego, el señor Presidente señala que, desde el punto de vista reglamentario, no es procedente la solicitud de segunda discusión.


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Vásquez, Ominami, Prokurica, Sabag, Navarro, Ávila, Núñez y Orpis.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Vásquez retira la petición de segunda discusión efectuada.


Puesta en votación la modificación recaída en los incisos cuarto y quinto del artículo 2º del proyecto, es aprobada por 22 votos a favor, 1 en contra y dos abstenciones.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Vota en contra, el Honorable Senador señor Ávila.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Ominami. 


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Investigación: la búsqueda metódica que tenga por objeto generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, con la expectativa de que contribuyan a desarrollar, fortalecer o mejorar la capacidad competitiva de las personas que la encargan.


b) Desarrollo: la aplicación de los resultados de la investigación o la adaptación de cualquier conocimiento científico o tecnológico, cuando se relacionen con oportunidades comerciales o productivas, con la expectativa de que contribuyan a desarrollar, fortalecer o mejorar la capacidad competitiva de quien lo encarga, para: i) la fabricación de nuevos materiales, productos o el diseño de nuevos servicios, procesos o sistemas de producción, o ii) la mejora sustancial de materiales, productos, servicios, procesos o sistemas de producción ya existentes. El desarrollo para estos efectos alcanza hasta la materialización de los resultados de la investigación en un plano, esquema o diseño, así como la creación de prototipos no comercializables y los proyectos de demostración inicial o proyectos piloto.


c) Centros de Investigación: las entidades que formen parte integrante o dependan de una universidad, o las entidades que formen parte de personas jurídicas constituidas en Chile, o las personas jurídicas constituidas en Chile, cuya actividad principal consista en la realización de labores de investigación o desarrollo. El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo que se dictará al efecto, establecerá los criterios o parámetros objetivos para determinar cuándo las labores de investigación o desarrollo constituyen la actividad principal del Centro de Investigación.  Para los efectos de la presente ley, los centros de investigación que no sean personas jurídicas deberán ser patrocinados por las personas jurídicas de las que formen parte o dependan, las que serán referidas en adelante, individualmente, como la "Persona Jurídica Patrocinante".


d) Contrato de Investigación y Desarrollo: es el contrato de prestación de servicios suscrito entre un contribuyente de aquéllos a que se refiere el artículo 5° de esta ley y el representante legal de un Centro de Investigación registrado, o de la Persona Jurídica Patrocinante, según corresponda, en adelante el "Representante", que tenga por objeto la realización o ejecución, por parte del Centro de Investigación, de actividades de investigación o desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en la presente ley. Una vez certificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, este contrato dará derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.


e) Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo: en adelante indistintamente el “Registro”, es el registro público administrado por la Corporación de Fomento de la Producción que contiene la nómina de los centros de investigación que se encuentran habilitados para celebrar Contratos de Investigación y Desarrollo que conceden los beneficios tributarios establecidos en esta ley. Dicho Registro deberá contener una nómina actualizada de los centros de investigación que mantengan al día los requisitos establecidos por esta ley para encontrarse registrados. La forma en que CORFO deba llevar el Registro y el contenido del mismo serán determinados en el Reglamento de Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo.


Para los efectos efectos de esta ley, no se considerarán actividades de investigación o desarrollo las consistentes en:


i) Pruebas y evaluaciones, una vez que un prototipo se transforma en un material, producto o proceso comercializable, que tengan como fin inmediato su inserción en el mercado;


ii) Las mejoras, adaptaciones y análisis de carácter rutinario, repetitivo o menor aplicadas en materiales, productos, servicios o procesos, aunque en ellos se utilice tecnología;


iii) Modificaciones estéticas o menores de aplicaciones ya existentes para diferenciarlas de otras;


iv) Los cambios periódicos o de temporada de materiales, productos o procesos; 


v) La promoción de aquello que sea resultado de investigación o desarrollo;


vi) La adquisición de propiedad intelectual o industrial cuando ésta se incluya en el objeto principal de las labores de investigación o desarrollo; y


vii) La constitución de propiedad intelectual o industrial que pudiere resultar de labores de investigación o desarrollo.


Artículo 2°.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, la Corporación de Fomento de la Producción, en adelante "CORFO", será la institución encargada de registrar a aquellos centros de investigación que así lo soliciten.


El procedimiento de registro se iniciará mediante la solicitud que el Representante deberá presentar a CORFO, acompañando los antecedentes relativos a los requisitos exigidos en el inciso siguiente que señale el Reglamento de Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo que se dictará al efecto y el comprobante de pago del arancel a que se refiere el inciso sexto de este artículo por la tramitación de la solicitud de registro, si fuere procedente.  Para los efectos de la incorporación en el Registro, CORFO deberá verificar que los centros de investigación cumplan con todos los requisitos que se establecen en la presente ley, pudiendo valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales. Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada por CORFO mediante una resolución fundada, la cual será notificada al Representante respectivo y contra la cual procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880. Las referidas resoluciones serán de público conocimiento.


Para ser inscritos en el Registro, los centros de investigación deberán cumplir al menos con las siguientes condiciones copulativas:


i) Contar en el país con una organización y medios, tanto personales como materiales, suficientes para realizar actividades de investigación o desarrollo.


ii) Haberse encontrado en funcionamiento, ejerciendo actividades de investigación básica, investigación aplicada o de desarrollo tecnológico en ciencias o ingeniería, durante al menos los veinticuatro meses anteriores a la solicitud de inscripción en el Registro.


iii) Poseer sistemas de administración financiera-contable adecuados que permitan realizar seguimientos a los contratos de investigación y desarrollo amparados en lo dispuesto en la presente ley.


iv) Presentar una declaración jurada, firmada por el Representante, en la que éste declare que los antecedentes que se entregan a CORFO para los efectos de obtener la inscripción en el Registro del Centro de Investigación son auténticos, fidedignos, veraces y que se encuentran plenamente vigentes a la fecha de su presentación.


La solicitud de inscripción en el Registro será resuelta por un órgano colegiado de CORFO, integrado por cinco miembros, dos de ellos designados por el Vicepresidente Ejecutivo de CORFO y dos por el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, y uno designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción. El quórum mínimo de funcionamiento de dicho órgano será de tres miembros, y los acuerdos se tomarán por simple mayoría de los presentes. En caso de producirse un empate, el miembro que presida el órgano tendrá voto dirimente. 

El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo deberá contemplar las modalidades y requisitos de funcionamiento de dicho órgano colegiado.


Una vez acogida por el órgano colegiado  la solicitud a que se refiere este artículo, la CORFO inscribirá al Centro de Investigación en el Registro de Centros para la realización de actividades de Investigación o Desarrollo.


Durante el mes de mayo de cada año bajo la vigencia de la inclusión en el registro, será de exclusiva responsabilidad de los centros de investigación registrados informar a CORFO acerca de cualquier modificación de las condiciones y antecedentes que permitieron obtener su inscripción en el Registro, así como de las condiciones y antecedentes que permitan mantener vigente dicha inscripción y que, habiendo ocurrido dentro de los doce meses anteriores, no haya sido previamente informada. Las modificaciones antes señaladas deberán ser informadas acompañando toda la documentación y antecedentes indispensables para su análisis y evaluación, así como para comprobar el cumplimiento de los requisitos necesarios para mantener vigente la inscripción. Adicionalmente, el Representante deberá presentar, respecto de los antecedentes que se acompañan, una nueva declaración jurada en los mismos términos indicados en el literal iv) de este artículo. Si no hubieren experimentado modificaciones las condiciones y antecedentes que permitieron obtener la inscripción, como tampoco las condiciones y antecedentes que permitan mantener vigente dicha inscripción, el Representante deberá entregar a CORFO, en el plazo antes señalado, una declaración jurada en la que señale tal circunstancia, junto con declarar que el Centro de Investigación se encuentra cumpliendo con todos los requisitos exigidos en este artículo.


CORFO estará facultada para cobrar un arancel a los centros de investigación por el servicio consistente en la tramitación de la solicitud de inscripción en el Registro, el que se incorporará al patrimonio de CORFO y no será restituido al Centro de Investigación, aun en el evento de que la solicitud de inscripción se rechace. Cada vez que un Centro de Investigación solicite su inscripción, deberá pagar el arancel correspondiente, si fuere procedente. El monto del arancel, que tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la Ley para la inscripción en el Registro, y que en todo caso no podrá exceder del 50% de los costos totales del mencionado procedimiento por Centro de Investigación, será determinado en el Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo, el que asimismo establecerá el mecanismo de reajustabilidad, formas de pago y todas las demás normas necesarias al efecto.


Los centros de investigación registrados conforme a lo establecido en esta ley, que comuniquen o publiciten la circunstancia de encontrarse acreditados por CORFO, deberán hacerlo utilizando siempre la siguiente expresión: “Entidad inscrita en el Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación o Desarrollo para fines de la Ley de Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo”.


Artículo 3°.- Los contribuyentes a que se refiere el artículo 5°, que deseen acogerse o hacer uso de los beneficios que se establecen en esta ley, deberán celebrar, por escrito, con los centros de investigación registrados, un contrato de investigación y desarrollo por montos superiores al equivalente a 100 UTM al momento de su celebración.


Para los efectos de esta ley, los contratos de investigación y desarrollo deberán contar con la certificación de CORFO, la que esta institución otorgará mediante una resolución fundada. Para tales fines, CORFO efectuará las siguientes acciones: i) realizará una evaluación técnica de los contratos de investigación y desarrollo, que sólo tendrá por finalidad verificar que éstos tengan efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación o desarrollo, tal y como las mismas se definen en esta ley, sin consideración a la pertinencia o valor de la iniciativa; ii) verificará que los contratos de investigación y desarrollo se celebren en relación a la organización y medios de que dispone el respectivo Centro de Investigación debidamente registrado, así como el que el precio pactado en dichos contratos refleje adecuadamente los costos en que se incurrirá para realizar las actividades de investigación o desarrollo a que ellos se refieren, y que dicho precio corresponda a valores de mercado, y iii) comprobará el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 4°. CORFO, así como el personal que actúe bajo su dependencia y aquellos asesores o expertos de los que CORFO se valga para los efectos de realizar la evaluación técnica a que se refiere este artículo, deberán guardar confidencialidad acerca del contenido de los contratos de investigación y desarrollo.


Para los fines previstos en el inciso anterior, CORFO podrá solicitar una declaración jurada, otorgada por el Representante, en la que éste deberá declarar que: 


a) desde la fecha de la resolución que ordenó la inscripción del Centro de Investigación en el Registro o desde la última vez que informó a CORFO de las modificaciones ocurridas, según corresponda, el Centro de Investigación no ha experimentado modificaciones de aquéllas a que se refiere el artículo 2°. De existir tales modificaciones, el Representante deberá informarlas a CORFO en forma previa a la certificación del contrato de investigación y desarrollo respectivo, de acuerdo al procedimiento previsto en el inciso quinto del artículo 2°, debiendo indicar, asimismo, en la declaración jurada que debe acompañar, que no existen otras modificaciones distintas de las informadas, y 


b) el Centro de Investigación o la Persona Jurídica Patrocinante, según corresponda, no se encuentran relacionados, en los términos previstos en el artículo 4° de esta ley, con las personas con las que se celebra el contrato de investigación y desarrollo respectivo, y que dicho contrato no se celebra por encargo o interés, directo o indirecto, de una persona relacionada en dichos términos con el Centro de Investigación o con la Persona Jurídica Patrocinante, según corresponda. La falta de presentación de todos los antecedentes anteriormente referidos, a satisfacción de CORFO, facultarán a CORFO para denegar la certificación del contrato de investigación y desarrollo respectivo, sin perjuicio de la eliminación en el Registro que pudiere afectar al Centro de Investigación. 


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, CORFO podrá organizar e implementar un proceso de evaluación de los contratos de investigación y desarrollo, pudiendo usar al efecto capacidades internas o valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales, según lo demande la naturaleza de las actividades de investigación o desarrollo a que se refieren los contratos de investigación y desarrollo que sean objeto de su evaluación.


Artículo 4°.- No podrán acogerse a los beneficios que establece esta ley aquellos contribuyentes relacionados, en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley Nº 18.045, con el Centro de Investigación registrado con el cual se ha celebrado el contrato de investigación y desarrollo. 


Artículo 5°.- Los contribuyentes de la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio, equivalente al 35% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados por CORFO, aun cuando las actividades de investigación o desarrollo realizadas en virtud de dichos contratos de investigación y desarrollo no se relacionen directamente con su giro. El monto de crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio no podrá exceder de un 15% de su ingreso bruto anual determinado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley sobre Impuesto a la Renta , ni el equivalente a cinco mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los pagos efectivos bajo los contratos de investigación y desarrollo respectivos. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el impuesto de primera categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado.


El crédito a que se refiere el inciso primero se calculará considerando el monto de los pagos efectuados en el ejercicio en virtud de los contratos de investigación y desarrollo, actualizados conforme a la variación del índice de precios al consumidor experimentada en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio.


El contribuyente tendrá derecho, además, a rebajar como gasto necesario para producir la renta el monto de los pagos efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados en aquella parte que no constituya crédito, aún cuando las actividades de investigación o desarrollo realizadas en virtud de dichos contratos de investigación y desarrollo no se relacionen directamente con su giro.


El Representante deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, una declaración jurada informando: i) los contratos de investigación y desarrollo celebrados y aquellos que se encuentren vigentes; ii) la individualización de las partes contratantes; iii) el precio total pactado en cada uno de los contratos de investigación y desarrollo y el calendario y modalidades de pago de dicho precio; iv) los pagos recibidos en virtud de aquellos contratos; y v) la totalidad de los contratos, onerosos o gratuitos, entre el Centro de Investigación o la Persona Jurídica Patrocinante, según corresponda, y los contribuyentes con los que se hayan celebrado contratos de investigación y desarrollo, así como con las personas relacionadas con tales contribuyentes en los términos del artículo 100 de la ley Nº 18.045, que se encuentren vigentes o que hayan sido celebrados durante los veinticuatro meses anteriores.


CORFO deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, acerca de todas las resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


En los casos en que una parte del contrato de investigación y desarrollo hubiere sido financiada con recursos públicos, el beneficio establecido en esta ley será solamente aplicable sobre aquella parte de los desembolsos efectuados que no haya recibido dicho financiamiento. Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y dentro del plazo que éste señale, una declaración jurada en la que indique aquella parte de los desembolsos efectuados durante ese año en virtud del contrato de investigación y desarrollo que no haya sido financiada con recursos públicos.


Artículo 6°.- Corresponderá a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los contratos de investigación y desarrollo a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, tanto de los centros de investigación registrados como de los contribuyentes que los hayan celebrado, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley, su Reglamento, y en el contrato de investigación y desarrollo respectivo, debiendo guardar confidencialidad acerca de los antecedentes e información que se le entreguen.


CORFO podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, o si determinare el incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de investigación y desarrollo respectivo, de todo lo cual deberá dar aviso al Servicio de Impuestos Internos. La resolución antes referida deberá ser notificada al Representante y a las demás partes contratantes. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones por todos los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del contrato de investigación y desarrollo cuyo incumplimiento hubiere sido sancionado por CORFO.


Artículo 7°.- Los centros de investigación serán eliminados del Registro cuando incurran en alguna de las siguientes causales:


a) Si CORFO determina que han dejado de cumplir con lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley;


b) Si CORFO determina que el Centro de Investigación no ha dado cumplimiento a los términos y condiciones de tres contratos de investigación y desarrollo;


c) Si se determina judicialmente que para acceder al beneficio tributario que consagra esta ley, la voluntad declarada por las partes en el acto o contrato es diferente a aquélla que poseen respecto a la identidad de las partes que concurren en él, de la especie del acto o contrato que se celebra, de su contenido o que no existió voluntad o consentimiento alguno entre las partes para celebrarlo, o


d) Si CORFO establece que éstos han subcontratado más de un 50% del valor del contrato de investigación y desarrollo a entidades no registradas, ya sea que éstas se encuentren dentro o fuera del país, estimación que se efectuará en relación al valor pagado por dichas actividades subcontratadas.


La eliminación del Registro que sea declarada por CORFO deberá serlo mediante resolución fundada, la que deberá ser notificada al Representante y respecto de la cual procederán los recursos previstos en la ley Nº 19.880.


Los centros de investigación eliminados del registro no podrán postular para obtenerla nuevamente, sino una vez transcurridos tres años contados desde la fecha de la resolución que aplicó dicha sanción; excepto en el caso que opere la causal de la letra c) precedente, la que una vez declarada impedirá que el Centro de Investigación afectado pueda registrarse por un plazo de seis años.


En caso de ordenarse por segunda vez la eliminación del Registro, dicha sanción tendrá el carácter de definitiva y el Centro de Investigación no podrá volver a prestar servicios que otorguen los beneficios de la presente ley.


Declarada la eliminación del Registro, el Centro de Investigación se encontrará impedido de celebrar nuevos contratos de investigación y desarrollo al amparo de esta ley; no obstante, podrá concluir los contratos de investigación y desarrollo que se encontraban vigentes al momento de declararse su eliminación. Sin embargo, en este último caso, el beneficio tributario a que se refiere esta ley sólo podrá mantenerse durante los veinticuatro meses siguientes a la fecha de la resolución que declaró la eliminación del Centro de Investigación del Registro, y siempre que: (i) los pagos que en tal periodo se efectúen al Centro de Investigación que haya sido eliminado del Registro correspondan a lo dispuesto en el o los contratos de investigación y desarrollo que se encontraban vigentes a lo menos con seis meses de anterioridad a la fecha de la resolución que declara la eliminación del Registro, y (ii) tales contratos de investigación y desarrollo mantengan vigente, durante todo el período antes referido, la certificación otorgada por CORFO. Aquellos contribuyentes que deseen mantener el beneficio tributario por un plazo superior a dicho período, podrán acogerse a lo dispuesto en el inciso siguiente.


La eliminación del Registro de los centros de investigación será causa suficiente para que los contribuyentes que mantengan contratos de investigación y desarrollo vigentes con dichos centros de investigación, puedan poner término anticipado a tales contratos, exigiendo la entrega de toda la información y antecedentes relativos a la investigación o desarrollo realizadas, sin que el Centro de Investigación tenga derecho a exigir el pago de indemnización alguna más allá de los pagos devengados y adeudados a la fecha.  Cualquier estipulación en contravención a lo dispuesto anteriormente será nula y de ningún valor.  Los contribuyentes que en conformidad con lo dispuesto en este inciso pongan término al contrato de investigación y desarrollo celebrado con un Centro de Investigación que ha sido eliminado del Registro podrán mantener el beneficio tributario que otorga esta ley en la medida que encarguen la continuación de las labores de investigación o desarrollo bajo tal contrato a otro Centro de Investigación debidamente registrado y que este nuevo contrato de investigación y desarrollo sea certificado por CORFO.


En el caso de la letra c) del presente artículo, sin perjuicio de las demás sanciones que pudieren proceder, el contribuyente perderá inmediatamente el derecho al beneficio tributario que consagra el artículo 5° y deberá rectificar sus declaraciones por todos los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del contrato de investigación y desarrollo.

Artículo 8°.- En todo lo relativo al procedimiento de solicitud de inscripción en el Registro de los centros de investigación, al de certificación de los contratos de investigación y desarrollo y a las facultades de fiscalización que CORFO mantiene de acuerdo a lo establecido en esta ley, se aplicarán las normas de la ley Nº 19.880. Asimismo, en las antedichas materias corresponderá a CORFO implementar y regular sus procedimientos internos para la aplicación de la presente ley. 


Artículo 9°.- La Presidenta de la República dictará, en el plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos, que llevarán las firmas de los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, la reglamentación que sea necesaria para su ejecución y aplicación.


Artículo 10°.- Los que, individualmente o concertados, proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda, serán sancionados con las penas que se establecen en el inciso primero del artículo 97, Nº 23, del decreto ley Nº 830, de 1974, sobre Código Tributario.


Artículo 11.- Durante la vigencia de la presente ley, CORFO preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe:


a) número de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; número o porcentaje de los Centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas regiones del país y el porcentaje o número de centros de investigación registrados que dependen de universidades; número o porcentaje de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos; y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;


b) número total de contratos de investigación y desarrollo respecto de los cuales se hubiere solicitado la certificación a la que se refiere esta ley y número o porcentaje de los mismos que la hubieren obtenido, incluyéndose información que permita identificar la cantidad de contratos de investigación y desarrollo celebrados por cada Centro de Investigación; número o porcentaje de contratos de investigación y desarrollo a los que no se les concedió la certificación y las principales causales de lo anterior;


c) número total de empresas o contribuyentes que hubieren suscrito contratos de investigación y desarrollo al amparo de lo dispuesto en la presente ley, incluyéndose información que permita, en lo posible, categorizar a las mismas según sector económico al que pertenezcan y las regiones del país en las que tienen su domicilio, y


d) cantidad total de recursos comprometidos por las empresas o contribuyentes en actividades de investigación o desarrollo mediante los contratos de investigación y desarrollo a los que se refiere esta ley, debiendo indicarse el o los sectores económicos y las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos invertidos a través de tales contratos.


El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo CORFO publicarlo en forma electrónica o digital el día 30 de enero de cada año.


Artículo 1° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos 90 días desde su publicación en el Diario Oficial. El régimen de incentivo que ella contempla tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre del año 2017; y sólo los pagos efectuados durante dicho período conforme a los contratos de investigación y desarrollo, debidamente certificados por CORFO, podrán acogerse al beneficio tributario que ella otorga.


Artículo 2° transitorio.- Durante el primer semestre del año 2015, el Ministerio de Hacienda encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación o desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado.  En el antedicho estudio deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevos centros de investigación, y la calidad de los mismos, así como en la mejora de los centros de investigación ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de infraestructura y de personal calificado para llevar a cabo las labores de investigación o desarrollo; su impacto en las empresas o contribuyentes involucrados, en términos de la incorporación de los resultados de la investigación o desarrollo a sus procesos, del gasto comprometido en investigación o desarrollo, del aumento en la competitividad de dichas empresas, de los incrementos de valor experimentados por ellas con ocasión de la investigación o desarrollo.  El mencionado estudio deberá incluir además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 11 de la presente ley. El estudio y evaluación antes referido será de público conocimiento, debiendo ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido ministerio, en el mes de junio del año 2016.”.
______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y sus Anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005, con informes de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y sus Anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005, correspondiente al Boletín Nº 5.141-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez y lo aprobó  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo aprobó la Honorable Cámara de Diputados.


El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda hizo lo propio y aprobó esta iniciativa en general y en particular con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión Relaciones Exteriores.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en general y en particular el proyecto de acuerdo, el que es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo único.- Apruébanse el "Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile", y sus anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Honduras, en Santiago, el 22 de noviembre de 2005.".

- - -


Luego, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de América una protesta por la decisión de continuar la construcción de un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana y que respalde todas las reclamaciones que sobre esta materia fectúen otros países ante la Organización de la Naciones Unidas, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica una protesta por su decisión de seguir construyendo un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana, y que respalde las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de Naciones Unidas, correspondiente al Boletín N° S 1.032-12.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores en su oficio de 11 de diciembre del año en curso deja constancia de que sería poco conveniente abordar un asunto de carácter bilateral entre esos dos Estados, lo que contrariaría un principio básico de la política exterior chilena, cual es la no intervención en los asuntos internos de otros Estados.
- - -


Luego, el señor Presidente anuncia , de conformidad a lo dispuesto en el artículo 54 del Reglamento del Senado, que por no haber quórum suficiente para adoptar acuerdos, el proyecto no será votado en la sesión de hoy.

____________

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual proponen que el Senado adhiera a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, destinada a capturar criminales nazis aún prófugos y, asimismo, que manifieste al Gobierno del Estado de Israel, su Parlamento y su Pueblo, las disculpas por no haber concedido hace 44 años la extradición del señor Walter Rauff, con informe de la 

Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se propone que el Senado adhiera a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, destinada a capturar criminales nazis aún prófugos y, asimismo, que manifieste al Gobierno del Estado de Israel, su Parlamento y su Pueblo, las disculpas por no haber concedido hace 44 años la extradición del señor Walter Rauff, correspondiente al Boletín N° S 1.033-12


Añade que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, por la mayoría de sus integrantes, acordó recomendar que eliminaran un punto referido a la actuación de la Corte Suprema en lo relativo a Walter Rauff, esto es, las disculpas que se habían solicitado.

- - -


Luego, el señor Presidente anuncia , de conformidad a lo dispuesto en el artículo 54 del Reglamento del Senado, que por no haber quórum suficiente para adoptar acuerdos, el proyecto no será votado en la sesión de hoy.

_____________

INCIDENTES 


El señor Secretario General señala que los señores Senadores que se indican a continuación han solicitado se dirijan, en su nombres, los siguientes oficios:


- Del Honorable Senador señor Espina:


1) A la señora Ministra de Educación, requiriendo la reconstrucción de la Escuela G 134, Chacaimapu, de la comuna de Ercilla.


2) A la señor Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, solicitando el pago de las bonificaciones contempladas en el decreto ley Nº 701 para pequeños propietarios de las comunidades Choin Lafkenche y Lolcura, de la IX Región. 


- Del Honorable Senador señor Frei:


1) Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, para que informe acerca de la factibilidad de instalar en la ciudad de Osorno la Dirección Regional de CHILEDEPORTES.


2) A la señora Ministra de Planificación, requiriendo su opinión sobre los planteamientos formulados por el Comité Comunal Discapacidad de la ciudad de Osorno.


3) A la señora Ministra de Educación, solicitando un pronunciamiento en relación con la situación que afecta al Liceo Agrícola A-22, de la comuna de Río Negro, cuyo internado no cuenta con subvención estatal y acerca del proyecto educativo para niños con trastornos específicos de lenguaje planteado por la Sociedad Educacional Atenea Ltda., de la ciudad de Osorno.


4) Al señor Ministro de Agricultura, solicitando que informe la posibilidad de instalar la Secretaría Regional Ministerial de esa Cartera en la X Región, en la ciudad de Osorno y sobre el otorgamiento de recursos económicos al Club Deportivo Provincial Osorno por intermedio de la empresa Promolac.


5) Al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, requiriendo su opinión acerca de la posibilidad de instalar la sede regional de ese Servicio en la X Región, en la ciudad de Osorno.


- Del Honorable Senador señor Horvath:


1) Al señor Contralor General de la República, en relación con la construcción de la autopista enlace Peñablanca y Ruta 60 CH.


2) Al señor Ministro de Defensa Nacional, para que informe acerca del descuento de bienestar que se efectúa a los militares en Aysén.


3) Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, solicitando que remita las indicaciones y haga presente la urgencia respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de glaciares, correspondiente al Boletín Nº 4.205-12.


4) A los señores Ministro de Agricultura y Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, requiriendo que se estudie una solución al asunto expuesto por el ex miembro del Consejo Estratégico de Desarrollo de la XI Región.


5) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitando que adopte las medidas necesarias para exigir un Estudio de Impacto Ambiental respecto de los proyectos de centrales hidroeléctricas  en el sector de Totoralillo, IV Región.


6) Al señor Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, requiriendo que efectúe una revisión de los requisitos establecidos para ocupar cargos directivos en la administración pública.



- Del Honorable Senador señor Larraín a los señores Ministro del Interior y General Director de Carabineros de Chile, para que informen acerca del cumplimiento de la obligación de mantener un padrón oficial actualizado de los miembros de las barras de los clubes de fútbol profesional.


-  Del Honorable Senador señor Romero:


1) Al señor Contralor General de la República, solicitando un pronunciamiento acerca de la presentación efectuada por los Juntas de Vecinos de la localidad de San Pedro, comuna de Quillota, acerca de las obras del tramo dos, enlace Quillota Poniente – Peñablanca, del proyecto de concesión de la Ruta 60 CH.


2) Al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario, requiriendo efectuar un análisis y propuesta de solución respecto del problema que afecta a agricultor que indica de la comuna de La Ligua.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado. 

_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien se refiere a la conmemoración de los cien años de la matanza de obreros chilenos, bolivianos y peruanos ocurrida en la Escuela Santa María de Iquique.


A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las medidas adoptadas por el Gobierno frente a la huelga de comuneros mapuches y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Planificación, para que informen sobre el particular.



Luego, el señor Senador hace alusión al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 1° de la ley N° 19.253, con el fin de incorporar a los Changos entre las principales etnias indígenas reconocidas por el Estado, correspondiente al Boletín Nº 4.941-06 y solicita dirigir oficio, en su nombre, 

a la señora Ministra de Planificación, requiriendo su pronunciamiento sobre el particular y para que informe acerca de los Fondos del Programa de Desarrollo Indígena Urbano.



En seguida, el Honorable Senador señor Navarro solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Presidente Ejecutivo de CODELCO-Chile, requiriendo información acerca de la venta de la mina El Toqui.



A continuación, el señor Senador Navarro solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, para que informe acera de los corredores biológicos.



En seguida, el Honorable señor Senador se refiere a los problemas que enfrentan las personas que se desempeñan como recolectores de basura en la Región Metropolitana y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Intendenta de esa Región y al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades para que informen sobre el particular.



Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro rinde homenaje con ocasión del 177º aniversario de la muerte del Libertador Simón Bolívar y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra de Ecuación, adjuntando copia de su intervención y para que ella, a través del primero de los Secretarios de Estado mencionados, sea remitida a los señores embajadores de las naciones de América Latina y el Caribe en nuestro país.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional e Independiente, Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata  e Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

>
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA CON EL FIN DE REGULAR LA OFERTA DE CARRERAS IMPARTIDAS POR INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR AUTÓNOMAS

(5688-04)>
<
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración, en uso de mis facultades constitucionales, un proyecto de ley que tiene por objeto generar las condiciones necesarias que permitan regular la oferta de planes y programas impartidos por instituciones de educación superior autónomas.

ANTECEDENTES.

En la actualidad, la educación superior en Chile es provista por 61 universidades públicas y privadas, 25 de las cuales forman parte del Consejo de Rectores, por 43 institutos profesionales privados, y por 105 centros de formación técnica privados. En total, 209 instituciones que en 444 sedes a lo largo del país matricularon en el año 2006 a 615 mil estudiantes. 

En este contexto, el Decreto con Fuerza de Ley N°1, de Educación, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, no dispone de mecanismos que permitan regular de manera efectiva el tipo de carreras que las instituciones de educación superior autónomas pueden ofrecer, quedando al amparo de la autonomía de cada institución la decisión de crear e impartir cualquier tipo de planes o programas, sin asumir responsabilidad por ello ante el público.

Hoy en día, la legislación vigente sólo se limita a regular la clase de “títulos profesionales” que las diferentes instituciones tienen la facultad de otorgar.

En efecto, la normativa aplicable al respecto contempla, como principios generales, que los establecimientos de educación superior reconocidos oficialmente otorgarán títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales y grados académicos, según corresponda. En la práctica, eso significa lo siguiente:

a)
Los centros de formación técnica sólo pueden otorgar el título de técnico de nivel superior.

b)
Los institutos profesionales sólo pueden otorgar títulos profesionales de aquéllos que no requieran licenciatura, y títulos técnicos de nivel superior en las áreas en que otorgan los anteriores.

c)
Las universidades pueden otorgar títulos profesionales y toda clase de grados académicos en especial, de licenciado, magíster y doctor. Corresponde exclusivamente a las universidades otorgar títulos profesionales respecto de los cuales la ley requiere haber obtenido previamente el grado de licenciado en las carreras que impartan.

Al margen de la normativa aludida, no existen otras normas que establezcan limitaciones o requisitos específicos para la oferta de carreras por parte de las instituciones de educación superior. Es más, la propia Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza dispone expresamente que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que, al cabo de 6 años de licenciamiento hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio del Consejo, alcanzarán su plena autonomía y podrán otorgar toda clase de títulos y grados académicos en forma independiente.

En esta materia, la legislación consagra un principio de autonomía institucional irrestricto, consistente en el derecho de cada establecimiento de educación superior a regirse por sí mismo, de conformidad con lo establecido en sus estatutos en todo lo concerniente al cumplimiento de sus finalidades y comprende la autonomía académica, económica y administrativa.

Dicha autonomía, en su faz académica, incluye la potestad de las entidades de educación superior para decidir por sí mismas la forma como se cumplan sus funciones de docencia, investigación y extensión y la fijación de sus planes y programas de estudio.

De acuerdo a lo anterior, una vez que las instituciones de educación superior obtienen su autonomía, están facultadas para ofrecer libremente toda clase de carreras. 

Actualmente, el Ministerio de Educación no cuenta con facultades que le permitan aprobar, rechazar o incluso pronunciarse sobre las carreras ofrecidas por instituciones autónomas, aún en casos donde la falta de campo ocupacional de éstas sea evidente, debiendo sólo proceder al correspondiente registro de carreras cuando una Institución de Educación Superior voluntariamente informa la creación de un determinado plan o programa.

OBJETIVOS DEL PROYECTO de ley.

El presente proyecto de ley se enmarca en la constatación de que  actualmente no existen normas legales que explícitamente condicionen la oferta de carreras a elementos tales como la existencia efectiva de un determinado campo laboral para la inserción de sus egresados o que exijan que información fidedigna sobre tal aspecto sea debidamente proporcionada a los usuarios. 

En efecto, la facultad de intervención estatal en esta materia es posible sólo en el evento de que una Institución de Educación Superior publicite información falsa sobre su oferta educativa, situación que sólo es posible constatar una vez que la carrera ya está siendo impartida. 

Sólo cuando la carrera ya se encuentra en pleno funcionamiento,  es posible denunciar situaciones tales como la falta de un determinado campo ocupacional, fundándose en la Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en la medida que la institución haya difundido, en la publicidad de la respectiva carrera, un campo ocupacional inexistente, incurriendo en publicidad engañosa que afecta a los estudiantes en calidad de consumidores del servicio educacional que presta la institución.

Por tal motivo, el presente proyecto de ley tiene como objetivo central entregar facultades para que el Estado pueda velar, de manera anticipada, por la entrega de información fidedigna con respecto a las reales características de un determinado plan o programa que se cree, en especial en lo relativo a su eventual campo ocupacional, evitándose así que la intervención estatal se limite sólo al momento que los perjuicios derivados de información falsa o incompleta ya se hayan generado. 

CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de ley que se presenta dispone que, previo a la apertura de una determinada carrera, las instituciones de educación superior autónomas deban entregar al Ministerio de Educación información básica relativa a las características de dicho  plan o programa.

En especial, dicha información deberá contener mención específica relativa a las expectativas ocupacionales del egresado de la carrera, lo cual deberá justificarse de manera concreta y específica, respaldado dichos antecedentes con datos efectivos que le sirvan de sustento.

Por otra parte, se dispone que la información de la carrera deba ser analizada por la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, a objeto de comprobar la veracidad y pertinencia  de la misma.

Asimismo, el proyecto de ley contempla normas que regulen la forma en que dicha información deba ser entregada a los usuarios, a través de la publicidad que de sus carreras efectúen las instituciones de educación superior.

Por último, el proyecto de ley contempla medidas que permitan asegurar el cumplimiento de las obligaciones señaladas por parte de los establecimientos educacionales.

En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O   D E   L E Y:

“Artículo Único.-
Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de Educación, de 2005, que fija el texto refundido de la Ley N°18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:


1.-
Sustitúyese el Artículo 46° por el siguiente: 



“Artículo 46°.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que, al cabo de 6 años de licenciamiento hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio del Consejo, alcanzarán su plena autonomía y podrán otorgar toda clase de títulos y grados académicos en forma independiente, lo que deberá certificarse por el Consejo.



Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, antes de comenzar la oferta de una nueva carrera al público, la respectiva institución deberá proporcionar a la División de Educación Superior del Ministerio de Educación los siguientes antecedentes:



a)
Nombre de la carrera y área del conocimiento a la que pertenece.



b)
Título y/o grado al que conduce.



c)
Duración de la carrera, indicada en años, semestres y horas. 



d)
Sedes en las que se impartirá.



e)
Modalidad en que se dictará.



f)
Declaración sobre si la carrera o el ejercicio profesional de sus egresados requiere, de conformidad a la normativa vigente, la obtención de autorizaciones específicas por parte de otras entidades, indicando si los requisitos para obtenerlas han sido consideradas o incorporadas al proyecto de la carrera.



g)
Perfil de egreso.



h)
Expectativas ocupacionales del egresado de la carrera, para lo cual deberá presentarse un estudio de mercado que justifique de manera concreta y específica la creación de la carrera, atendiendo a las necesidades del país o zona geográfica respectiva y dé cuenta de las posibilidades de inserción laboral de sus egresados, tanto en el ámbito público como privado.



Un reglamento del Ministerio de Educación determinará las especificaciones técnicas de la información que se requerirá.



La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas en conformidad a lo establecido en los artículos 52, 53 y 54 de la ley Nº 20.129.



Dentro del plazo de 60 días contados desde la recepción de los antecedentes, la División de Educación Superior del Ministerio de Educación emitirá un informe en el que podrá formular observaciones a la denominación de la carrera, atendida su naturaleza y al área del conocimiento a la que pertenece, y deberá contener una declaración que se pronuncie sobre los fundamentos de la afirmación sobre el campo ocupacional que informó la institución a la fecha de presentación de los antecedentes. Las instituciones de educación superior podrán, dentro del plazo de 30 días contados desde la notificación del informe, solicitar la reconsideración de la declaración a que se refiere este inciso.



Todos los soportes de información y publicitarios que la institución ponga a disposición del público deberán contener información sobre los aspectos enumerados en el inciso segundo de este artículo y deberán reproducir la declaración sobre los fundamentos del campo ocupacional a que se refiere el inciso anterior, así como la información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional de acuerdo a lo establecido en el artículo 48 de la ley Nº 20.129.



La no entrega de la información requerida en la letra h) del inciso 2° y el incumplimiento de la obligación señalada en el inciso precedente respecto a la publicidad de la declaración sobre campo ocupacional, hará responsable a la institución de todo perjuicio causado a los estudiantes matriculados o egresados de la carrera respectiva, presumiéndose para efectos de la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, la existencia de publicidad falsa o engañosa de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 28, infracción al deber de comprobabilidad dispuesto por el artículo 33 e infracción al deber de información dispuesto por el artículo 3 letra b), todos del citado cuerpo legal.



Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 57, inciso 3° del artículo 67 e inciso 3° del artículo 74 de la presente ley orgánica y de las facultades que la ley Nº 20.129 entrega a la División de Educación Superior en el contexto del Sistema Nacional de Información. En todo caso, será deber de la institución mantener actualizada la información sobre el campo ocupacional de las carreras que ofrece, informando anualmente las eventuales variaciones de éste.


2.-
Incorpórase el siguiente Artículo nuevo:



“Artículo 46 bis.- En el caso de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que, al cabo de 6 años de licenciamiento no hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio del Consejo, éste podrá ampliar el periodo de licenciamiento hasta por cinco años, pudiendo disponer la suspensión del ingreso de nuevos alumnos. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de enseñanza superior no diere cumplimiento a los requerimientos del Consejo, éste deberá solicitar al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial y la cancelación de la personalidad jurídica.”.

Dios guarde a V.E.,



(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA,



Presidenta de la República.-


YASNA PROVOSTE CAMPILLAY,


Ministra de Educación.-


ALEJANDRO FERREIRO YAZIGI,


Ministro de Economía,


Fomento y Reconstrucción 

>
>
<<2

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES A LA SEÑORA CECILIA GARCÍA-HUIDOBRO FREIFRAU ZU KNYPHAUSEN Y AL SEÑOR ANTONIO PIROVICH BATTIZA

(S 1037-05)>
<
DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. De conformidad al art. 5º de la ley Nº 19.891, el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes tiene una Dirección Superior a cargo de un Consejo compuesto de once miembros.

2. 
El artículo 5º Nº 5) de dicho precepto, establece que dos de los miembros del señalado Directorio deben ser personalidades de la cultura, que tengan una conocida vinculación con esa área, una destacada trayectoria y que sean representantes de las distintas actividades de la cultura. 

3. Dichos consejeros deben ser designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado; duran cuatro años en sus funciones y pueden ser designados para un nuevo período consecutivo por una sola vez.

4. La primera designación conforme al mencionado art. 5º Nº 5, se hizo por el D.S. Nº 34, del Ministerio de Educación, de 2004, por el período de cuatro años que vence el 14.01.2008. Luego, por renuncia de uno de sus miembros, se procedió a su reemplazo, lo que se hizo por D.S. Nº 273, del Mineduc, de 2006. Por lo mismo, los actuales consejeros titulares designados conforme a dicho procedimiento y por el período indicado, son Drina Rendic Espinoza y Cecilia García Huidobro Modorer.

5. En mérito de lo anterior, solicito el acuerdo del H. Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, por el período de cuatro años, a contar del 14.01.2008 y hasta el 14.01.2012, en las vacantes que se producirán por el término del período por el que fueron designados los señalados consejeros, a las siguientes personas:

-
CECILIA GARCIA-HUIDOBRO FREIFRAU ZU KNYPHAUSEN
RUT:
6.869.537-6

-
HUGO ANTONIO PIROVICH BATTIZA
RUT:
5.035.869-0

6. En uso de la facultad que me confiere el inciso segundo del número 5) del Artículo 53 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo.

Saluda atentamente a Ud.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República

>
>
<<3
PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL SEGUNDO PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS DESTINADOS A ABOLIR LA PENA DE MUERTE

(4732-10)

>
<



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 44/128, de 15 de diciembre de 1989, y suscrito por la República de Chile el 15 de diciembre de 2001.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

>
>
<
<4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE

(4733-10)

>
<
Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte", adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, y suscrito por la República de Chile el 10 de septiembre de 2001.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados>
>
<<5

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS RELATIVO A LA CONVENCIÓN INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE TODAS LAS PERSONAS CONTRA LAS DESAPARICIONES FORZADAS

(5500-10)

>
<



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase la "Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas", adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 20 de diciembre de 2006.".

***

Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto de acuerdo fue aprobado con el voto a favor de 90 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 en relación con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.>
>
<
<
6

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TERCER TRÁMITE, QUE REGULA ENTRADA EN VIGENCIA DE LEYES PROCESALES QUE INDICA

(5560-07)

>
<


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de reforma constitucional de ese H. Senado que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (boletín N° 5560-07), con la siguiente enmienda:


Artículo  único


Lo ha reemplazado por el siguiente:


"Artículo único.- Agrégase  en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso final:


"La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regulen un sistema de enjuiciamiento, podrán fijar fechas diferentes para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de dichas leyes en todo en país no podrá ser superior a cuatro años.".".

***


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio 1.635/SEC/07, de 18 de diciembre de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO,Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO,Secretario General de la Cámara de Diputados.>>
<<7
INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, PROKURICA Y DEL EX SENADOR SEÑOR RUIZ DE GIORGIO, QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA DE FAENAS DE PESCA

(3777-03)>
<
HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, e iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Baldo Prokurica y del ex Senador señor José Ruiz de Giorgio.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Fernando Flores; de la Subsecretaría de Pesca: el ex Subsecretario, señor Carlos Hernández; el Asesor del Departamento de Pesquerías, señor Mario Acevedo; la Asesora de la División Jurídica, señora Catalina Gallardo; el Asesor de la División Administrativa Pesquera, señor Italo Campodónico; los Asesores, señora Jessica Fuentes y señor Paolo Trevo, y los Abogados señores Andrés Tavolari, Jorge Farías; Darío Rivas, y Luis Carroza; del Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA): la Directora Nacional, señora Inés Montalva, y el Jefe de Fiscalización, señor Alejandro Covarrubias; del Instituto de Fomento Pesquero: La Directora Ejecutiva, señora Vivian Montecino; de la Sociedad Nacional de Pesca (SONAPESCA): el Gerente General, señor Héctor Bacigalupo, y la Asesora, señora María Alicia Baltierra; de la Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (DIRECTEMAR): el Director de Intereses Marítimos y Medio Ambiente, Capitán de Navío Juan Pablo Heusser, y el Jefe del Departamento de Pesca y Recursos Marinos, señor Rubén Rojas; de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso: los Profesores de la Escuela de Ciencias del Mar, señores René Cerda; Teófilo Melo; José Sepúlveda; Patricio Pavez, y Eduardo Aldunate; de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH): el Presidente, señor Cosme Caracciolo, y la Periodista, señora Daniela Olivares; de la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile (CONFEPACH), el Secretario, señor Humberto Chamorro; de la Asociación de Armadores e Industriales Pesqueros del Norte Grande, I y II Regiones A.G. (ASIPNOR): El Director Técnico, señor José Cañón, y de la Asociación de Industriales Pesqueros de la Región del Bío Bío A.G. (ASIPES): el Presidente, señor Rodrigo Sarquis; el Vicepresidente, señor Alberto Romero y el Gerente General, señor Luis Felipe Moncada.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Modificar la definición de descarte contenida en la Ley de Pesca, consignándola como la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas; establecer procedimientos para recopilar antecedentes técnicos sobre el descarte; incorporar un dispositivo a bordo de registro de imágenes de las faenas de pesca, y agregar a la legislación pesquera normas para sancionar las infracciones a las disposiciones regulatorias del descarte.

II. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que de conformidad con el inciso cuarto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, los Comités autorizaron a esta Comisión para omitir el trámite de primer informe de este proyecto y, en consecuencia, discutirlo en general y en particular.

III. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que el artículo 64 F que el Nº 4 del artículo 1º del proyecto propone incluir en la Ley General de Pesca, de aprobarse, debe serlo con rango de ley de quórum calificado por disposición del inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política, pues da el carácter de reservado a las imágenes del dispositivo de registro de imágenes a que se refiere ese precepto.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Constitución Política, artículos 8º y 19, Nº 21.


2. Ley General de Pesca y Acuicultura.


3. Ley Nº 19.713, que estableció la medida de administración pesquera denominada “límite máximo de captura por armador”.

4.2. De Hecho


La moción con que se inició el trámite legislativo de esta iniciativa destaca la necesidad de cautelar y recuperar las especies hidrobiológicas susceptibles de operaciones pesqueras, para asegurar su sustentabilidad. Agrega que los mecanismos de asignación de pesca facilitan la práctica perversa del descarte, que consiste en examinar las especies capturadas y seleccionarlas por su tamaño devolviendo al mar, dañadas o muertas, las que tienen menor valor económico, con el consiguiente grave perjuicio para el recurso y su ecosistema.


Considera, también, la moción, para cumplir con la finalidad de preservar las especies hidrobiológicas, las dificultades y costos que trae consigo la presencia de inspectores a bordo de las naves que verifiquen las capturas, como también los buenos resultados de control que ha tenido la aplicación de la ley Nº 19.521, que estableció el sistema de posicionamiento satelital para las naves pesqueras.


Concluye la moción invocando la conveniencia de obtener información para controlar la forma cómo se efectúan las operaciones pesqueras mediante percepción remota, dados los bajos costos relativos de la implementación de los dispositivos que se emplean para ese propósito.

V. DEBATE Y APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa y dada la complejidad técnica de la materia que regula, la Comisión acordó invitar a representantes del mundo científico vinculado a las ciencias del mar y a personeros del sector institucional y gremial del ámbito pesquero, en este último caso, tanto del sector artesanal como del sector industrial.


En sesión de día 13 de marzo de 2007, la Comisión escuchó al Gerente de la Sociedad Nacional de Pesca, señor Héctor Bacigalupo, quien expresó que el descarte es un tema de preocupación mundial que no ha podido ser resuelto por las características que presenta.


Señaló que de acuerdo con un estudio de la FAO del año 2004 (Estado Mundial de la Pesca y la Acuicultura), la tasa mundial de descarte es del 8%, como valor promedio, lo que significa 7,3 millones de toneladas de productos del mar, considerando los valores medios del período comprendido entre los años 1992 y 2002. Esta cifra actualizó anteriores estudios que la misma institución realizó entre los años 1994 y 1998, que fijaban el descarte en volúmenes de 27 millones y 19 millones de toneladas, respectivamente.


La misma FAO, explicó, expresa que además de las mejoras metodológicas en el sistema de estimación, ha existido una reducción del descarte debido, principalmente, a dos factores:


a) La utilización de artes de pesca más selectivos y la introducción de reglamentos sobre capturas incidentales.


b) La mayor retención de las capturas incidentales que antes se descartaban para ser utilizadas en el consumo humano y animal, lo que ha sido consecuencia de la mejora de las tecnologías y del desarrollo de los mercados.


Enseguida, observó que ha de considerarse que estos valores promedio difieren según sea el área de pesca e, incluso, el tipo de arte y pesquería de que se trate. Los mayores descartes que involucran un 40% del tonelaje total se producen en dos áreas del hemisferio norte: Atlántico Noreste (área FAO 27), y Pacífico Noroeste (área FAO 61).


En este contexto, destacó que en el área donde se encuentran las pesquerías chilenas, correspondiente al Area FAO 87 -Pacífico Sudeste- la tasa de descarte es de solo un 3,5%.


A continuación, manifestó que en el análisis por pesquería que presenta la FAO, la mayor tasa de descarte se produce en las pesquerías de crustáceos con redes de arrastre. Las pesquerías similares a las nacionales (demersales y cerco pelágicos), presentan tasas más bajas, del orden del 10% y 5%, a nivel mundial comparado.


Enseguida, expresó que el descarte y las capturas incidentales constituyen un tema de alta complejidad, que ha requerido la atención mundial durante los últimos años, existiendo consenso en que su tratamiento debe ser abordado bajo un enfoque ecosistémico. En este sentido, manifestó que para el adecuado manejo de este asunto, se debe tener presente:


a) Establecer adecuadamente los conceptos y criterios con que se enfrentará y administrará el descarte y las capturas incidentales. A modo de ejemplo, recordó que la FAO ha señalado que el descarte es visto como un desperdicio. Sin embargo, una de las opciones que ha permitido su disminución a nivel mundial ha sido, precisamente, cambiar este enfoque y darle un uso comercial a algunas de estas capturas;


b) Integrar las variables sociales, biológicas y económicas, conciliando estos aspectos mientras se limita o previenen los descartes;


c) Evaluar el impacto de los descartes sobre la ecología marina;


d) Poner especial atención sobre los avances tecnológicos que permiten mejorar la selectividad de los artes de pesca, y


e) Incorporar variables económicas y sociales, considerando, por ejemplo, que en general se debe buscar la rentabilidad en la utilización de especies de bajo valor, sea por la vía de la transformación o del valor agregado, soluciones que tienen efecto sobre el empleo o beneficio de pescadores y tripulantes.


Destacó que uno de los aspectos de mayor complejidad son los denominados “descartes buenos”, constituidos por situaciones en las que los recursos incidentales capturados sobreviven, pudiendo significar una contribución a la sustentabilidad, y que se manifiestan en las siguientes especies:

· Aquellas con alta probabilidad de sobrevivir (jaibas, estrellas);

· Aquellas que no constituyen el objetivo principal y son liberadas (tiburones, rayas, pez espada, tortugas, delfines);

· Las hembras portadoras de huevos (langostas, jaibas, centollas), y

· Los pelágicos pequeños liberados sin stress (alta tasa sobrevivencia).


Observó que con la actual Ley General de Pesca no es posible fomentar el “descarte bueno”, debido a que se estaría incurriendo en la conducta constitutiva de descarte. Recordó que Chile mantiene un programa de cooperación para la liberación de tortugas en pesquerías de palangre, que ha involucrado, entre otras, actividades de capacitación a tripulaciones y folletos de instrucción y difusión, lo cual, de acuerdo a la actual definición, no podría realizarse debido a que se estaría incurriendo en “descarte de tortugas”.


En síntesis, precisó que la experiencia internacional indica que las alternativas más efectivas y eficientes son los avances tecnológicos en el diseño de los artes y aparejos de pesca, por cuanto permiten en altos porcentajes, e incluso en su totalidad, el escape de los ejemplares no deseados, vivos y sin stress. Enseguida, expresó que en Chile la industria ha apoyado, a través del Fondo de Investigación Pesquera, proyectos en el área de desarrollo tecnológico de dispositivos de escape en pesquerías de crustáceos y de mallas cuadradas para la merluza. La Universidad Católica de Valparaíso ha ejecutado 5 proyectos de este tipo desde el año 2001 hasta esta fecha.

Por las razones expuestas, señaló que la industria encuentra necesario regular siguiendo el modelo propuesto por la FAO, considerando bases técnicas y jurídicas e implementando un plan de manejo regido por un Código de Buenas Prácticas, a través de un trabajo en que participen tanto el sector público como el privado.


Respecto del proyecto de ley que actualmente se encuentra en debate, formuló los siguientes comentarios:

1) En cuanto a la definición.

Cualquier regulación sobre el descarte debe centrase, sustancialmente, en su definición y no incurrir en las imprecisiones, como que cualquier especie hidrobiológica que se arroje al mar se considera descarte. Expresó que el proyecto de ley avanza en este sentido, conceptualizando al descarte sólo como la devolución al mar de especies que, habiendo sido capturadas, hayan sufrido un daño irreversible o muerte.


En consecuencia, sugirió que el proyecto de ley considere una definición amplia y de carácter flexible, con el objeto de que se puedan tener a la vista todos los elementos técnicos necesarios para determinar si una conducta es o no descarte.

2) En cuanto a la regulación de los métodos o artes de pesca.

Se introduce por el artículo 4° del proyecto una regulación consistente en que los artes de pesca deberán ser selectivos, de acuerdo a la regulación que se establezca por una norma de carácter reglamentaria. Dicha regulación, afirmó, es absolutamente innecesaria, debido a que la autoridad pesquera cuenta con las facultades necesarias para regular los artes y aparejos de pesca en su más amplio sentido.

3) Sobre los medios para el control o vigilancia.

El proyecto de ley establece la obligación de los armadores nacionales de llevar una cámara a bordo de la embarcación con el fin de registrar imágenes en tiempo real de la operación pesquera. A este respecto, expresó que la propuesta, además de ser contraria al secreto industrial, atenta en contra de las normas que la propia autoridad pesquera ha tratado de implementar.


A mayor abundamiento, manifestó que la imposición de cámaras para la grabación de la operación pesquera es inviable, debido a que:


- Se viola el secreto industrial;


- El costo es improcedente para el Estado chileno, que, de acuerdo a las estimaciones del Servicio Nacional de Pesca, sería de US$ 20 millones;


- La poca eficacia de dicho sistema, pues la información entregada por la cámara a bordo sería ampliamente discutida por constituir una información parcial que no entrega certeza respecto de si las especies han sufrido daño irreversible o muerte

4) En cuanto al valor probatorio.

Manifestó que la condición de plena prueba que se otorga a las imágenes de las cámaras es perjudicial, puesto que éstas no serán capaces de distinguir un probable elemento central del tipo infraccional, cual es la determinación de si las especies fueron devueltas al mar vivas o muertas, o aún si ellas fueron devueltas con daño irreparable.


Una situación como esta, continuó, no debe constituir plena prueba, pues atenta en contra del debido proceso, ya que el armador queda en una situación de indefensión ante un instrumento que sólo entrega una imagen que, en sí misma, no es capaz de probar el elemento esencial del supuesto tipo infraccional.

5) Otras consideraciones.

a) Acciones cooperativas entre el armador y la autoridad administrativa.


Manifestó que la flota pesquera industrial llevó a cabo diversos estudios sobre la incorporación de adelantos tecnológicos en el diseño de sus redes de pesca, específicamente en las pesquerías orientadas a la extracción de crustáceos y merluzas, lo que han servido de antecedente técnico para la regulación de artes y aparejos de pesca, como es la de la Resolución Nº 2.808, de 2005, mediante la cual se exige el uso de mallas cuadradas. Esta medida resulta, a su juicio, mucho más idónea que cualquiera otra de carácter coercitivo, pues compromete al actor a un cambio de actitud y a un compromiso con el desarrollo sustentable de la biomasa.


b) Fijar las bases para el establecimiento de un Código de Buenas Prácticas.


En la medida en que se realicen acciones conjuntas entre los armadores y la autoridad administrativa, existirá un mayor conocimiento de la realidad operacional pesquera, permitiendo a la autoridad administrativa contar con mayor información al momento de ejercer su función reguladora.

- - -


En sesión de 13 de marzo de 2007, se refirió al proyecto de ley que regula el descarte, la Directora del Servicio Nacional de Pesca, señora Inés Montalva, cuya exposición transcribimos a continuación:

“1. ANTECEDENTES GENERALES


El descarte es una práctica que consiste en devolver al mar una parte de la captura, por variadas razones, ya sea económicas, normativas u operacionales. 


Esta práctica es combatida debido a que se considera un desaprovechamiento de recursos, un daño a las poblaciones (en función de su magnitud) y una subestimación de la captura (si no se declara). 


Desde comienzos de la década de 1970, diversos países (particularmente de Europa y Norteamérica) comenzaron a hacer esfuerzos por reducir los descartes; en primera instancia estos esfuerzos se orientaron al cierre o veda de zonas y períodos donde y cuando se verificaba la incidencia de ejemplares pequeños. Estos esfuerzos, mas adelante, fueron complementados por modificaciones a los artes y aparejos de pesca, las que actualmente siguen desarrollándose y aplicándose.


Este es un tema extensamente abordado a nivel internacional, tanto en organizaciones regionales de pesca, como FAO, así como en múltiples foros sobre temas ambientales.


La situación actual indica que el descarte es un problema que puede ser reducido significativamente en algunas pesquerías, pero en ningún caso eliminado en su totalidad; por esta razón, la tendencia es a enfrentarlo desde distintas dimensiones, particularmente con mejoras tecnológicas, fomento de conductas responsables y mejor aprovechamiento económico. 


La FAO ha elaborado varios documentos técnicos que hacen ver que el descarte es una práctica que se caracteriza por ser: a) histórica, b) generalizada, especialmente en pesquerías de arrastre de crustáceos, c) de múltiples causas, d) de alto costo, y e) casi imposible de eliminar en un 100%. Sobre esta base, recomienda a los Estados enfrentar el descarte a partir de los siguientes pasos: 

· Conocer lo mejor posible los niveles de descarte para el conjunto del sector pesquero.

· Comprender las causas de cada tipo de descarte.

· Elaborar un plan de acción para reducirlo.

2. EL DESCARTE EN CHILE


De acuerdo a lo consignado en un informe de SUBPESCA del año 2005, la situación en Chile puede ser caracterizada de la siguiente manera:


El descarte, como ha ocurrido en la historia del mundo, probablemente es de larga data, aun cuando los hechos documentados y relevantes son recientes.


Los primeros eventos significativos de descartes, probablemente comenzaron en la década de 1960 en pesquería de crustáceos demersales, particularmente en la de camarón nailon. Esta pesquería se desarrolla con red de arrastre pegada al fondo marino, y por este hecho captura y retiene una variedad de especies de escaso o ningún valor comercial que son devueltas al mar. En esta misma pesquería, actualmente se conoce la existencia de descartes de ejemplares pequeños de la especie objetivo, con el fin de llevar a la planta ejemplares que cumplan con los requerimientos de calibre. Este hecho es comúnmente denominado como hacer “piano” en cubierta.


Otro evento de descarte ampliamente conocido se asocia a las pesquerías cuando comienzan a ser reguladas con la imposición de un tamaño mínimo de captura. En este caso, si las tecnologías o las operaciones en áreas distintas no son suficientes para evitar tales capturas, cierto porcentaje de la captura por debajo de este tamaño es descartado para evitar la aplicación de sanciones. 


Otro incentivo para el descarte es de tipo comercial. Así por ejemplo, se prefieren tamaños a los que se asocia una mayor rentabilidad tales como mejores rendimientos, calidades de producto final y características que se adecuan a los requerimientos del consumidor. Suele ocurrir que el descarte de ejemplares inferiores a la talla comercial se produce generalmente en el “parque de pesca” por los tripulantes, que botan los ejemplares pequeños a un tuvo que se denomina “chute”, y que expulsa los pescados hacia el mar. Adicionalmente, se pueden producir descartes masivos cuando el nivel de captura es muy alto, y la acumulación de la misma en los pozos de acopio del parque de pesca produce deterioros en la calidad de la carne de los pescados. Este descarte se efectúa en forma casi automática, abriendo las compuertas de los pozos de acopio, permitiendo que la captura entre a una cinta que la transporta hasta otra compuerta, y de ahí al “chute”.


Por otra parte, en pesquerías artesanales de peces demersales con espinel (merluza del sur por ejemplo), es habitual que los pescadores efectúen descartes. En esta pesquería artesanal se descarta porque los pescadores tienen una cuota limitada y un tamaño mínimo comercial (cercano a 62 cm; el tamaño legal es 60 cm). Siendo esta la situación, los pescadores tratan de desembarcar la totalidad de su cuota con solamente especies “comerciales”, y el resto “no-comercial” es descartado directamente al mar o comercializado sin declarar (sub-reporte). En esta misma pesquería, también es frecuente el descarte de las especies que no son objetivo, como la merluza de cola y merluza común, debido a que tienen un menor precio que la especie principal, o simplemente los pescadores no disponen de permisos sobre estas otras especies. Un proyecto del Fondo de Investigación Pesquera ha estimado que el descarte en esta pesquería alcanzaría niveles de entre 8,5% y 37,5%, aun cuando se hace la salvedad de que esto correspondería a sub-reporte y no a descarte, lo que de todas formas constituye una fuente de mortalidad no determinada.


Otras pesquerías artesanales presentan la práctica del descarte, como es el caso de las que tienen talla legal mínima o algún tipo de regulación que incentiva a los pescadores a devolver el recurso al mar. Dentro de éstas se puede contar la pesquería de la langosta de Juan Fernández, las pesquería de jaibas y las de algunos moluscos. En general el daño provocado por esta práctica en estas pesquerías es mínimo.


Es por ello que se requiere catalogar esta práctica en las distintas pesquerías e identificar aquellas que generan efectos perjudiciales para formular alternativas que permitan reducirla.


Los intentos institucionales y privados por disminuir el descarte, siendo incipientes, son reales y concretos; así por ejemplo, existe imposición de tamaños mínimos de malla desde hace más de 20 años; las regulaciones relativas a fauna acompañante y artes de pesca se han implementado en forma relativamente masiva, desde hace 4 años a la fecha y se encuentra en su fase de desarrollo e implementación el Plan de Acción Nacional de Tiburones y el de Aves Marinas.


Un gran esfuerzo, aunque aún no suficiente, se ha hecho en el campo de la investigación. Se han financiado diversos estudios por parte del FIP orientados a evaluar y buscar medidas de solución. Algunos estudios hasta la fecha desarrollados o aprobados, por cerca de UF 28.373, en relación a fauna acompañante, descarte y captura incidental son:

·
Selectividad de redes de arrastre en pesquería de merluza común (FIP 96-25)

·
Biomasa estacional de merluza común – Descarte en las faenas de pesca (FIP 96-33)

·
Selectividad de redes de arrastre en la pesquería de camarón nailon (FIP 99-17)

·
Diseño y aplicación de dispositivos selectivos en pesquerías de crustáceos demersales (FIP 2001-23) 

·
Interacción de la pesquería de bacalao de profundidad con mamíferos y aves marinas (FIP 2001-31)

·
Selectividad en la pesquería artesanal (espinel) de merluza del sur (FIP 2002-08)

·
Plan de acción para mitigar efectos de la pesca de palangre sobre aves marinas (FIP 2003-21)

·
Interferencia de mamíferos marinos con actividades pesqueras (FIP 2003-32)


Por el lado de la empresa privada, y debido a los altos costos de esta práctica, se han hecho esfuerzos orientados principalmente a la implementación de mejoras tecnológicas en dispositivos de detección: ecosondas, sonares y “ojos de red”. Al mismo tiempo, en los últimos 4 años han comenzado a implementarse mejoras en los artes de pesca, como aumento de tamaños de malla y mallas cuadradas, que facilitan el escape de ejemplares pequeños.”


En el mismo documento, y para el caso de las principales pesquerías de arrastre, se han identificado las siguientes causas principales del descarte:


Pesquería de arrastre de crustáceos:


- Ejemplares de bajo valor comercial 


- Cumplimiento de cuotas (Como especie objetivo y fauna acompañante)


- No contar con autorización de pesca


Merluza común:


- Ejemplares de bajo valor comercial


- Malas condiciones de calidad de la pesca


Demersal Sur Austral:


- Ejemplares de bajo valor comercial


- Vedas no simultáneas


- Distribución de cuotas entre armadores (exceso sobre cuota)


- Limitaciones operacionales


Asimismo, en relación con las causas del descarte en dicho documento se señala que “se definen convencionalmente, los siguientes tipos de descarte:


DESCARTE SELECTIVO: es la práctica de desechar al mar especies capturadas, motivada por el escaso o nulo beneficio económico asociado a su aprovechamiento comercial, en comparación con otras.


DESCARTE INDUCIDO: es la práctica de desechar al mar especies capturadas debido a razones que se fundan en la existencia de normativa pesquera, ej.: exceder la cuota fijada, pescar ejemplares bajo una talla mínima legal, pescar especies sujetas a veda, entre otras. 


DESCARTE POR PROCESO: Es la práctica de desechar al mar especies capturadas debido a razones asociadas a limitaciones de la nave (capacidad de bodega, capacidad de proceso, duración del viaje de pesca, entre las principales).” 

3.
COMO REDUCIR EL DESCARTE


Se debe considerar que lo que se busca es modificar una conducta histórica, que suele ser apreciada por los propios pescadores  industriales y artesanales  como “normal”, pues en menor o mayor medida esta práctica ha sido habitual, debido principalmente, a los incentivos económicos para maximizar los ingresos que se generan en un viaje de pesca.


El descarte no es factible de eliminar en un 100%, por lo tanto, el objetivo de cualquier propuesta debe tender a que esta práctica se reduzca lo máximo posible (mitigación) dentro de un marco de sustentabilidad de las pesquerías y su medio ambiente. Dado que la administración de las pesquerías se sustenta en la adopción de medidas con efectos restrictivos (cuota, vedas, talla mínima, características artes de pesca, entre otros), algunas de los cuales generan incentivos al descarte, la orientación de los programas de mitigación deben considerar tales elementos.


Asimismo, cualquier medida que se adopte en pro de la eficacia de una regulación del descarte debe considerar los siguientes temas:

· Almacenamiento de las especies sin interés comercial.

· Destino de las capturas que actualmente se descartan

· Evaluar el impacto económico para los armadores (industriales y artesanales).


Es necesario, además, contemplar consideraciones especiales para el caso particular del descarte dentro de los sistemas de cuotas individuales de captura. La experiencia en Nueva Zelanda y Australia demuestra que el uso de mecanismos orientados a cubrir las diferencias entre cuotas y capturas han sido muy eficaces. Así, en Australia la autoridad de Gestión de Pesquerías “Australian Fisheries Management Authority” (AFMA) informa a los pescadores cuando se han excedido un 20% de su cuota. De allí tienen un plazo para ajustarlas por la vía de comprar derechos a otros pescadores que no han capturado. Además, los pescadores están autorizados a trasladar al próximo año las sobre y sub-capturas de hasta 20% de los derechos de cuota que poseen. Esta posibilidad les entregan la ventaja económica de planificar sus operaciones para cumplir con las actuales o futuras condiciones del mercado, al tiempo que ofrece a los pescadores una alternativa para evitar descartar especies que son abundantes en relación a sus cuotas.  Estas alternativas orientadas a reducir el descarte por exceso de cuotas, dentro de los sistemas de cuotas individuales, han sido muy eficaces.


Un plan de acción debe tener como objetivo desalentar esta práctica a partir de incentivos correctos a todos los actores del sistema extractivo y de proceso: armadores, patrones, tripulantes y trabajadores de planta, entre los principales. Para ello, un factor relevante es la participación de los propios actores en el plan que se determine.


Debido a las múltiples causas del descarte, esta práctica se debe enfrentar a partir de un plan de acción que aborde de manera integral el problema, lo que involucra, a lo menos, a las siguientes áreas: Ámbito Legal, Normativo, de la Investigación, y de la Fiscalización, para lo cual es imprescindible una efectiva coordinación sectorial.


Siguiendo las recomendaciones de FAO, nuestro país cuenta actualmente con un programa de seguimiento de las pesquería y observadores a bordo, a cargo de  IFOP a través del cual se podría información sobre el descarte, a partir de la cual se debiera elaborar e implementar un plan de acción para reducirlo de manera eficaz y eficiente, teniendo en consideración, cómo lo demuestra la experiencia internacional, que el descarte no es posible eliminarlo en un 100%.  


Sobre la base de lo señalado anteriormente en nuestro país se puede elaborar un plan de acción de mediano plazo para reducir esta práctica. Al respecto, se describe a continuación un conjunto de medidas:

En el ámbito legal:

· Introducir cambios legales en cuanto a la definición del descarte, de manera de permitir devolver al mar ejemplares vivos (ej. tortugas), y determinadas especies cuya captura sea inevitable pero que no tengan valor comercial.


Dentro de las especies factibles de devolver al mar no podrán estar aquellas que se encuentran en los regímenes de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente, así como las que se encuentren con el acceso transitoriamente suspendido en el Registro Artesanal. 

· Dotar a la autoridad de la facultad para prohibir el uso de máquinas que tengan la finalidad de triturar la pesca a bordo, pues su uso permite una posible práctica encubierta de descarte. 

En el ámbito normativo:

· Evaluar cambios en el diseño de la normativa en el sentido de incorporar de mejor manera la escala espacial de situaciones que generan descarte, por ejemplo sustituyendo, cuando sea posible, las tallas mínimas por el cierre temporal de áreas donde predominen ejemplares juveniles. La adopción de este tipo de normas permitirá reducir las actividades en las zonas y los periodos más desfavorables en términos de descartes 

· Intensificar las regulaciones de las artes y aparejos de pesca para aumentar su selectividad 

· Considerar las estimaciones del descarte, por pesquería, para efectos de su administración (fijación de cuotas).

En el ámbito de la investigación:

· El Fondo de Investigación Pesquera ha desarrollado valiosos estudios que debieran estar próximos a concluir, para evaluar un cambio en el diseño de las redes de arrastre en pesquerías de crustáceos, de manera de aumentar su selectividad.


Esta línea de investigación debiera fomentarse para evaluar la factibilidad de introducir propuestas tecnológicas en las artes de pesca que permitan una mayor selectividad en cuanto al tipo y tamaño de las especies.

· Desarrollo de estudios para identificar fórmulas de aumentar el valor a especies que componen fauna acompañante. Algunas especies podrían beneficiarse de nuevos métodos de transformación y de canales de comercialización más eficaces. Cualquier medida en este sentido debe implicar un aspecto científico y técnico, pero también análisis económicos y estrecha colaboración con las empresas del sector. 
· Mantener un monitoreo permanente de esta práctica a través del embarque de observadores a bordo, para efectos de registrar estimaciones del descarte, tanto en pesquerías artesanales como industriales. 

· Monitorear las áreas en las que se establezcan vedas (para proteger juveniles) con el propósito de determinar su posible apertura si se detecta un cambio de su condición.

· Propiciar el estudio de aplicación de nuevas tecnologías, en el ámbito de la  observación, registro, almacenamiento y transmisión, para detectar el descarte a distancia, en una perspectiva de prevenir las acciones de descarte. Lo anterior, para identificar aspectos operativos por tipo de flota, costos y ajustes normativos necesarios para su implementación.

En el ámbito de la fiscalización:


El descarte como acción se desarrolla una vez concluido un lance de pesca, lo que determina que su vigilancia solo podría efectuarse de dos maneras: En forma directa a través de funcionarios fiscalizadores a bordo, y en forma indirecta a través de la vigilancia remota por medio de cámaras. Consecuente con lo anterior, cualquier estrategia de vigilancia que se adopte debe hacerse integrando a los armadores, pues de lo contrario será muy difícil lograr el objetivo propuesto. 

4.1. Fiscalizadores a bordo


Esta alternativa consiste en incorporar en cada nave a un funcionario con facultades fiscalizadoras y con el carácter de ministro de fe. Sin embargo, esta opción presenta como uno de sus principales problemas el tipo de relación que el fiscalizador establezca con la tripulación que puede atentar contra la integridad y objetividad que el funcionario debe tener. Además, en algunas pesquerías deberían embarcarse dos personas para observar la totalidad de los lances de pesca, con perjuicio de los costos asociados a la implementación de este tipo de vigilancia.


Si se considera solo la flota industrial, actualmente operan en torno a las 220 embarcaciones (con un promedio de 120 naves por día en zona de pesca), con un régimen de trabajo promedio de 224 días al año, lo que hace necesario contar con una dotación de funcionarios, exclusivos para esta gestión, de a lo menos 100 personas, es decir, uno cada 2.5 naves. El costo de este programa se ha calculado en 2.000 millones de pesos, equivalente a un aumento de casi un 50% del actual presupuesto anual del Servicio y un aumento de un 33% de la dotación de personal, para el control de una de las 148 medidas de administración.


El cálculo anterior no considera la flota artesanal de mayor tamaño, mas de 15 metros de eslora, en donde se aplicaría la fiscalización directa. Cabe señalar que este tipo de fiscalización no podría desarrollarse en embarcaciones de menor tamaño, en especial por disponibilidad de habitabilidad en ella.


Visto lo anterior, es indispensable la definición de una estrategia de embarque de funcionarios a bordo de las naves para prevenir el descarte, en el sentido de focalizar esta iniciativa en aquellas flotas donde la actividad de descarte es evidente, habida consideración del impacto de la acción, la frecuencia de ocurrencia, el régimen operacional y habitabilidad para acceder a los embarques.


A modo de ejemplo, y para representar los costos asociados a un programa de fiscalización del descarte con personal a bordo, se  estima que para cubrir la operación de la flota de 39 naves que operan en las pesquerías demersales de merluza (merluza común y merluza del sur), se requeriría de unos $ 176.000.000. Lo anterior, por cuanto es necesario contratar al menos 36 personas, que con un sueldo valorizado en $ 350.000 mensuales se debería disponer de unos 151 millones de pesos anuales, además de equipamiento  de seguridad ($ 60.000 por persona o $ 7.200.000.- anuales) y gastos de administración y traslados de estos funcionarios ($ 18.000.000.-) aproximadamente.

4.2. Vigilancia remota


Una forma indirecta de vigilancia es mediante el uso de sistema remoto de observación. El uso de cámaras de video, almacenamiento de imágenes y transmisión a tierra de estas imágenes presenta una amplia variedad de opciones de cómo aplicar este sistema de vigilancia, pudiendo ser un sistema que transmita en tiempo real las imágenes que se capten de la actividad que ocurre a bordo, hasta la grabación en sistema ad-hoc a bordo de la naves y posterior retiro de estos sistemas para su análisis por expertos.


Dirimir cuál es la mejor opción requiere de la realización de debidos estudios que permitan cuantificar costos asociados, efectividad del método e identificación de aspectos operacionales no contemplados en el desarrollo teórico de un plan de vigilancia con cámara y de esta manera definir una o mas estrategias de aplicación, tales como su implementación en toda la flota o parte de ella, uso con carácter disuasivo o punitivo, análisis de las imágenes al azar o del total de ellas, entre otras.


En todo caso, un sistema a bordo con la posibilidad de transmitir a tierra estas imágenes es técnicamente factible, pero tiene asociado costos que dependerán de la vía de transmisión. Si es vía satelital, estos costos estarán asociados al peso en byte de la imagen y fácilmente pueden llegar a unos US$ 4.- cada una de ellas. Para una observación de actividad de descarte, se requiere una filmación no inferior a 15 minutos, lo que podría significar una cantidad de 150 imágenes, lo que implicaría un costo de  US$ 600 por inspección y si se considera que se registran 30.000 lances por año como mínimo, el costo anual podría alcanzar los US$ 18 millones.


Si la transmisión es por ondas de radiocomunicación, el valor dependerá de la infraestructura en tierra para la recepción de imágenes, de los cuales no se tienen valor de referencia. 


Si el rescate de las imágenes se produce cuando la nave llega a puerto, no habrá costos de transmisión, pero se requiere mucho personal para la recolección de los discos de almacenamiento de las imágenes y luego para su análisis lance por lance.


Consecuente con lo antes expuesto, la implementación de un sistema de observación remota requiere necesariamente la definición de aspecto tales como:

a. Desarrollar una investigación integral de los diferentes sistemas disponibles en el mercado y determina los costos asociados a la aplicación del sistema. 

b. Determinar el responsable de los costos de inversión, 

c. Determinar el responsable de los costos de transmisión,  

d. Determinar el responsable de los costos de operación y análisis de la información.

e. Definir e implementar la institución del Estado responsable de su administración, control y aplicación

f. Establecer por ley el valor de plena prueba de las imágenes recolectadas 


En la actualidad existen sistemas de fotografía satelital que dan cuenta de un momento o situación puntual y que sólo entregan la posición de la nave, cuyo costo, por imagen, fluctúa entre US$ 1.000 y US$ 1.500, dependiendo de la cantidad de kilómetros observados.


Respecto de la inversión en equipos a bordo de las naves el valor estimado es alrededor de US$ 8.000 por nave y la implementación de un centro de análisis es de US$ 40.000 en hardware y US$ 60.000 en software.”.

- - -


En sesión del día 20 de marzo de 2007, la Comisión escuchó al Presidente de la Confederación de Pescadores Artesanales de Chile, señor Cosme Caracciolo, quien recordó que, al momento de discutirse las reformas legislativas al sistema de administración pesquera, hizo presente que el método de agrupación en cuotas individuales provocaría efectos negativos para los recursos pesqueros. A este respecto, señaló que en el año 2000 se llevó a cabo un estudio en el que se concluyó que éste no era un medio de administración pesquera, sino uno de administración económica, en que las cuotas individuales constituyen, según dijo, una mera asignación.


El mismo estudio, continuó, dejó constancia de que los límites máximos de captura motiva a los actores del sector para que declaren menos de lo que efectivamente capturan. Respecto de este punto, indicó que las flotas industriales tienden a desechar las especies de menor tamaño, lo que constituye un descarte por causa del precio de la especie capturada, precisando que hay pesquerías en que las especies asociadas no cuentan con un valor comercial atractivo, por lo que no se transan en el mercado y, por lo tanto, se desechan.


Señaló que las mencionadas cuotas individuales de captura han sido uno de los principales motivos del descarte. En atención a ello, manifestó que el sistema que operaba antiguamente (cuotas globales de captura) tenía efectos negativos desde el punto de vista económico, pero positivos para la protección de los recursos pesqueros. Recordó que, en dicho sistema, las flotas industriales pescaban rápidamente en un periodo de dos días, por lo que durante el resto del mes las pesquerías podían reproducirse y llevar adelante sus ciclos con tranquilidad, a diferencia de lo que ocurre hoy con las cuotas individuales, en que las embarcaciones trabajan durante todo el mes, sin pausa, entregándoles la posibilidad de seleccionar y descartar las especies que tengan un menor valor, puesto que los industriales, según dijo, no completan la cuota con peces bajo la talla mínima. 


En razón de lo expuesto, indicó que las causas del descarte se encuentran en las medidas de administración, y más precisamente, en la talla mínima que lo incentiva. A mayor abundamiento, recordó que en el período 2000–2001 la cantidad de merluza disponible ascendía a 1.500.000 de toneladas. Una vez aplicados los límites máximos de captura, esas cifras descendieron a 224.000 toneladas. Por estas razones, continuó, en Chile el recurso de la merluza se encuentra agotado y, por ende, un amplio sector de la economía nacional está colapsado. 


Como medios para eliminar el descarte, señaló que existen dos opciones: a) no pescar, lo que es inviable, y b) contar con observadores científicos a bordo de las naves. 


También sugirió otras medidas tales como las vedas biológicas y la disminución del esfuerzo de pesca, particularmente en el uso de algunos artes de pesca como el arrastre. Precisó que estas medidas se ejercitaron durante 40 días entre las Regiones V y VIII, con resultados positivos en la recuperación de las caletas de la macrozona, específicamente en lo que se refiere a los efectos sociales de la pesca artesanal.


Expresó que es importante estudiar los mecanismos necesarios para la utilización de especies descartadas, tal como ocurre con los pescadores artesanales que han implementado sistemas de congeladores para la fauna acompañante de la albacora (pez espada, atunes y tiburones), pudiendo ser desembarcada y utilizada en tierra, lo que encuentra trabas en la legislación chilena, que prohíbe los buques factoría.


Finalmente, manifestó estar de acuerdo con la idea de legislar sobre la materia, aunque es necesario estudiar otros mecanismos que vayan en la dirección de solucionar los problemas que hoy aquejan al sector, como es el caso del actual sistema de administración pesquera.

- - -


A continuación, la Comisión atendió la exposición del Director de Intereses Marítimos y Medio Ambiente de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, Capitán de Navío señor Juan Pablo Heusser.


El señor Heusser expresó que la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante estima pertinente legislar sobre el descarte, ya que constituye un problema real de las pesquerías nacionales que afecta la sustentabilidad y buena administración de los recursos pesqueros. Sin embargo, continuó, la autoridad marítima no cuenta con antecedentes concretos o denuncias formales con los que se pueda aportar al dimensionamiento de este fenómeno. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el descarte se puede producir en las operaciones pesqueras cuando:


- Existe presencia de fauna acompañante sin valor comercial.


- Alto porcentaje de especies objetivo bajo talla mínima legal.


- Capturas por sobre la cuota o faena de plazo.


Ante tal situación y con el propósito de evitar infracciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, los capitanes de naves pesqueras se ven obligados a desechar parte de su captura.


A propósito del proyecto de ley, indicó que las modificaciones contenidas en el artículo 4º merecen los siguientes comentarios, específicamente el artículo 64 E propuesto:


a) Respecto de la frase “sujeto a las mismas normas”: la obligación de contar con el sistema propuesto podría ser evaluada para aquellas pesquerías donde se prevé exista descarte, y no para todas las naves industriales nacionales, como en el caso del Sistema de Posicionamiento Automático.


b) Acerca de la expresión “llevar un registro”: no se especifica el tipo de registro (escrito, fílmico, fotográfico, etc.), de la transmisión de imágenes, y tampoco queda claro como se relacionaría con la actual tecnología del Sistema de Posicionamiento Automático.


c) Sobre la “transmisión de imágenes a tiempo real”: actualmente existe tecnología que permite la transmisión de imágenes, en tiempo real, vía comunicación satelital o radial. Precisó que este sistema requiere de la implementación de centros de recepción y monitoreo de imágenes, adquisición de software y hardware, lo que implica calificar al personal para operar el sistema y en el análisis de imágenes. Sobre el particular, precisó que en un análisis preliminar, el control en tiempo real significaría estar monitoreando un promedio de 120 naves industriales diariamente (con excepción de enero y febrero), lo que requerirá de mayor cantidad de personal que el Sistema de Posicionamiento Automático.


d) Respecto de “discriminar el tamaño de las especies”: indicó que la actual tecnología de manejo y resolución de imágenes no permite discriminar el tamaño de los individuos, complicando la configuración de la falta, que en este caso estaría relacionada con el tamaño (talla mínima) y no con la acción de descartar. Conforme a ello, estimó que el registro de imágenes podría dirigirse a la actividad que efectivamente evidencie acciones de descarte.


Finalmente, y a modo de conclusión, manifestó que:


a) No es conveniente fijar la obligatoriedad del sistema de transmisión de imágenes en tiempo real, sino solamente en las pesquerías o sistemas de pesca en el cual existan evidencias de descarte.


b) Reevaluar la forma en que se determinará el descarte como infracción, considerando que la redacción del proyecto se refiere de manera exclusiva a la identificación de tallas en la pesca y no a la acción de desechar capturas.


c) Considerar la forma de financiamiento y asignación presupuestaria para los organismos encargados de la administración y fiscalización de este nuevo sistema.

- - -


El Presidente de la Confederación de Pescadores Artesanales de Chile (CONFEPACH), señor Humberto Chamorro, señaló que el descarte constituye una situación de hecho que es difícil de erradicar, por lo que es importante estudiar sus causas y evaluar el funcionamiento del actual sistema de administración pesquera, particularmente la regulación de la fauna acompañante y la talla mínima.


Requirió de las instituciones correspondientes (Subpesca y Sernapesca) mayor información respecto de los efectos del descarte, pues, según dijo, el sector que representa no conoce bien el verdadero sentido del mismo.


Estimó que la regulación del descarte pasa necesariamente, por lo enunciado en los párrafos precedentes, esto es, conocer sus causas y, luego, una labor educativa por parte de la institucionalidad pública.


Llamó la atención también acerca de la necesidad del trabajo en conjunto de todos los sectores pesqueros, ya que, según señaló, esa es la única forma de incluirlos en la formulación de reglas adecuadas de prevención.


Por último, y como medidas para la solución del descarte, sugirió las que se enumeran a continuación:


a) Utilización de medios tecnológicos en las artes y aparejos de pesca:


b) Las redes deben ser de malla cuadrada, de manera tal que los peces pequeños puedan pasar a través de ella; 


c) Colocar cámaras a bordo de las naves mayores, y


d) El descarte debe ser sumado a la cuota de captura.

- - -


A continuación, expuso el profesor de la Escuela de Ciencias del Mar de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor René Cerda, quien expresó que el descarte de especies hidrobiológicas se asocia a aquellas especies vulneradas por el arte de pesca que no son deseadas por el operador pesquero y que son desperdiciadas en alguna etapa del proceso de captura o en el de transformación y que, por lo general, dan origen a capturas no reportadas. Afirmó que la captura no deseada se produce por la capacidad del arte de pesca de vulnerar todas aquellas especies que están presentes en el volumen de agua y en la superficie del fondo bajo la influencia del arte de pesca, ya sea dinámico o estático. Indicó que este proceso no es controlable por el operador, salvo algunas excepciones como es la elección de caladeros o el empleo de tácticas de pesca que permitan obtener capturas monoespecíficas.


Indicó que, en general, existen dos razones globales por las cuales se produce el descarte.

a) Restricciones económicas: se produce ya sea porque las especies no tienen un valor comercial o bien, si lo poseen, los costos de manipulación y desembarque sobrepasan el valor comercial. En este último grupo pueden ubicarse aquellas que conforman la denominada “polla” de la tripulación, la que no es informada. 

b) Restricciones legales: se reconocen en la fijación de tamaños mínimos, regulación sobre la fauna acompañante valiosa (especies cruzadas), regulación monoespecífica y los sistemas de asignación de cuotas de pesca, sea de forma individual o grupal. 


Observó que las mejoras tecnológicas en el diseño de las artes de pesca pueden limitar la vulnerabilidad multiespecífica de éstas, disminuyendo la captura no deseada y, por ende, el descarte. Sin embargo, continuó, no siempre la selección de especies objetivo que presentan interacción específica resulta recomendable, por lo que es necesario conocer la interacción ecológica de coexistencia o de competencia entre especies en estado natural, o de la relación presa-predador de las especies capturadas.


Finalmente, expresó que las medidas para disminuir el descarte no son fáciles de diseñar e implementar, y deben ser estudiadas en sus causas y efectos para lograr efectividad, tomando en consideración que éstas deben tener características comunes tales como su universalidad, bajo costo de control y alta probabilidad de sanción, considerando también los costos sociales involucrados. De las medidas disponibles, manifestó que no sólo hay que considerar las de carácter sancionatorio, sino también aquellas de tipo económico (incentivos), tecnológicas (mejoras en diseños de los artes de pesca), o las que conlleven mejoras en los beneficios de la captura o de conservación (vedas temporales y cierres de áreas).

- - -


En sesión de día 3 de abril de 2007, el Director de la Asociación de Industriales Pesqueros del Norte, ASIPNOR, señor José Cañón, señaló que el descarte en la pesca es una materia que desde hace mucho tiempo preocupa a la comunidad pesquera tanto a nivel internacional como nacional. Sin embargo, su importancia en términos de volúmenes comprometidos es porcentualmente baja. De hecho en los últimos diez años las estimaciones de FAO han disminuido de un 27% a un 8%, en el total de los desembarques a nivel mundial.


Manifestó que el proyecto en debate adolece de errores de concepto, y presenta un conjunto de afirmaciones que no se han estructurado correctamente, todo lo cual es conveniente revisar para que se legisle con bases técnicamente sustentada.


Al respecto, expresó que el establecimiento de cuotas de captura lleva implícito este efecto en la pesca en las diferentes edades de la población, permitiéndose rangos de tolerancia de tallas acorde a la dinámica de aquélla. De este modo, las cuotas de captura no crean este efecto en las pesquerías, sino tan sólo en casos muy puntuales. A mayor abundamiento, precisó que el establecimiento de tallas mínimas en las pesquerías es uno de los principales mecanismos que alientan el descarte y no las cuotas de captura.


Enseguida, manifestó que el actual manejo de los recursos pesqueros en el país considera, junto a las cuotas globales de captura, el establecimiento de vedas biológicas, restricciones de pesca en áreas costeras y restricciones en los artes de pesca, todo lo cual garantiza que los volúmenes de pesca descartada hoy en día en Chile sean ínfimos.


De esta forma, el problema de los descartes se ha sobredimensionado, desconociéndose que este fenómeno está siendo enfrentado en el país con regímenes de manejo que cumplen con objetivos sociales, económicos y biológico-pesqueros adecuados. Como ejemplo, señaló que en las pesquerías pelágicas orientadas a la producción de harina y aceite de pescado de la zona norte de Chile, todas las especies ícticas capturadas como fauna acompañante constituyen materia prima para la producción de dichos subproductos, por lo cual en esta pesquería no existe el mencionado proceso selectivo. Explicó que como método para proteger la población de anchoveta, existen restricciones de tamaño de abertura de la red y limitaciones de pesca en toda la franja de una milla desde la costa, donde se encuentran en mayor abundancia los ejemplares juveniles. Además, se establece anualmente una cuota global de captura, en la cual se considera el estado de situación del recurso.


Enseguida, expresó que la regulación del descarte debe efectuarse de acuerdo a normas internacionalmente válidas y en determinadas áreas geográficas del territorio nacional marítimo, como también en determinadas pesquerías con un soporte de la comunidad científica nacional adecuado y, sobre todo, tomando en consideración las características propias de nuestras pesquerías nacionales. En este sentido, manifestó que antes de elaborar un marco genérico de control del descarte, se debe estudiar la magnitud del fenómeno, luego establecer los impactos socio económico y biológico pesqueros enfocados a determinar los impactos indeseados; establecer padrones espaciales y temporales y, muy en particular, imponer diferentes niveles de control en los descartes, lo que permitirá formular políticas de manejo y fijar objetivos en cada pesquería, eliminando las tallas mínimas de captura en las especies pelágicas.

- - -


A continuación, la Comisión escuchó a la Directora del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señora Vivian Montecinos, cuya exposición se transcribe a continuación:


“La práctica de descarte es una característica común en muchas pesquerías del mundo. Debido a que una gran variedad de peces ocupan el mismo espacio y que los sistemas de pesca no tienen la posibilidad de discriminar las especies objetivo, de interés comercial, se genera una mezcla en la captura, entre individuos deseados comercialmente, de aquellos que no lo son. Esta captura incidental de especies no deseadas es conocida como “bycatch” o fauna acompañante. Cuando esta captura incidental es de baja importancia comercial, el costo involucrado en desembarcar la pesca (como bodegaje y mantención) puede exceder el precio recibido. En estos casos se prefiere su descarte en lugar su desembarque (Pascoe, 1997).


En Chile, el descarte está prohibido por ley, situación que desconoce su relación inherente con la pesca. Como consecuencia, es un tema poco investigado, dado que el conocimiento o registro de su ocurrencia genera la penalización del pescador por dicha acción.


Se aportan antecedentes respecto del proyecto de ley hoy en discusión en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado y su implicancia desde el punto de vista de la investigación pesquera. Asimismo, se señalan los trabajos de investigación realizados por el Instituto de Fomento Pesquero en la materia.

2. VISIÓN TÉCNICA


El descarte ha de estudiarse para conocer el impacto real de la pesca sobre el ecosistema marino, para lo cual se debe cuantificar la extracción total de especies (captura total) ejercida por el hombre. Si bien los desembarques son conocidos, el descarte es habitualmente la parte de la captura no registrada, por tanto desconocida, tanto en su magnitud como en su composición.


Sin priorizar, el descarte puede afectar o sesgar el conocimiento de:


- La situación de las poblaciones explotadas, como también de las especies sin interés comercial.


- La evaluación de los stocks explotados y las recomendaciones de capturas.


- El manejo de los recursos pesqueros y su administración.


- La biodiversidad marina.


- Las interrelaciones de las especies en el ecosistema que se desenvuelven.


- La conservación y sustentabilidad de los recursos y la actividad pesquera.


De lo anterior, es necesario que el Estado genere las condiciones para registrar datos que permitan estudiar y cuantificar el descarte, de modo que se cuente con información científica para establecer medidas de manejo adecuadas y factibles desde el punto de vista técnico y económico.

2.1. Cómo mejorar el conocimiento.


Kennelly y Broadhurst (2002), plantean los siguientes pasos para estudiar el problema del descarte o bycatch:


a) Identificar las principales causas que la generan y cuantificar el problema, mediante el Programa de Observadores Científicos, trabajando conjuntamente con los pescadores a bordo de los barcos pesqueros.


b) Identificar las especies que conforman la captura total, el tamaño de los individuos capturados, y su variación espacial y temporal, a través del examen de datos pesqueros.


c) Desarrollar modificaciones en los artes de pesca para mejorar la selectividad de las artes. A partir de la literatura existente, obtener ideas para mejorar los artes.


d) Poner a prueba los cambios propuestos a los artes, para mejorar la selectividad.


e) Implementar las modificaciones que resulten de d).


En el último tiempo, se ha destacado la necesidad de estudiar el efecto de la selectividad de las artes en las comunidades de peces, previo a su regulación.


Junto a lo anterior, se debe estudiar la sobrevivencia de las especies que resultan liberadas al mar, dado que en muchas ocasiones, se generan mortalidades desfasadas temporalmente respecto del evento de liberación.

2.2. Investigaciones realizadas por el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP)


El IFOP mantiene el monitoreo regular de las principales pesquerías chilenas. A partir de este, se registran y analizan los datos que posteriormente sustentarán las medidas de administración que se aplican.


A partir del año 2003, a solicitud de la Subsecretaría de Pesca, el IFOP inició en su programa regular de monitoreo, la recopilación de datos orientados a caracterizar el descarte que ocurre en Chile en diferentes pesquerías.


Los dos mayores problemas para la recopilación de estos datos fue la siguiente:


a) Embarque en naves pesqueras industriales. Los embarques se realizaron sólo en aquellas naves que voluntariamente aceptaban observadores científicos, dado que no existía un marco legislativo adecuado. Esto generó como problemas: a) baja cobertura de muestreo de la flota; b) no fue posible mantener un plan de muestreo, que permitiese cubrir temporal y espacialmente la flota en operación.


b) Métodos de medición. Dado que el descarte es penado por la ley, se impedía la obtención de este dato por parte de los pescadores.


En el año 2004 se realizó a nivel nacional la tipificación del descarte, en su cuantificación en la flota sur austral y en la cuantificación del descarte por tallas en la pesquería de merluza común. Posterior a esto, se generaron trabajos que han permitido mejorar el conocimiento del descarte en las pesquerías de crustáceos demersales.


Posteriormente, ante una denuncia de descarte realizada en noviembre de 2005, sobre la base de una bitácora de pesca científica registrada por IFOP, no fue posible mantener la recopilación de datos durante el año 2006, ante la postura del pescador de evitar eventos de descarte ante la presencia de observadores y la dificultad para obtener embarques. Esta última acción llevó a disminuir de manera importante la cobertura de muestreo.


Con la aplicación del Reglamento de Observadores Científicos (decretado en febrero de 2006) ha habido avances y retrocesos. Desde esa fecha, los armadores pesqueros industriales están obligados a embarcar observadores científicos en naves seleccionadas. Esta situación ha mejorado notablemente la cobertura de muestreo.


Anteriormente, IFOP inició durante el mes de septiembre de 2005, el proyecto “Programa de Observadores Científicos” un proyecto cuyo objetivo de corto plazo fue estudiar y definir protocolos de trabajo, para la medición de la captura total y la fauna acompañante. Dicho estudio terminó en enero de 2007, con resultados parciales, debido a la dificultad de embarques que se presentó durante todo el período de recopilación de datos (enero a septiembre de 2006). Se espera que dicho estudio se reanude durante el presente año.

3. SOBRE LA PROPUESTA LEGISLATIVA


En términos generales, se estima necesario que el descarte sea conocido y regulado, para lo cual debe ser rigurosamente tipificado y cuantificado. Al respecto, es de interés científico que se generen las condiciones para su seguimiento a través del tiempo. De esta manera, se podrá evaluar a posteriori los resultados logrados y adoptar mejores decisiones.


En particular, se entregan comentarios por artículo.

Artículo 1º


“Descarte: es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas que les signifique daño irreversible o muerte”.


Opinión: Existen definiciones ya consensuadas a nivel internacional, las cuales como Estado debiésemos adoptar.


La moción busca tipificarlo, para posteriormente establecer cual de estos tipos serán motivo de sanción. Estimamos que para ese efecto, el IFOP puede aportar en cuanto a su tipificación y cuantificación.

Artículo 2º


“Artículo 4º.- Los métodos de captura y las artes de pesca deberán ser selectivos, según los fije el reglamento”.


Opinión: Las investigaciones realizadas a la fecha señalan que mejorar la selectividad de los artes es una buena manera de disminuir el descarte de especies no deseadas. Sin embargo, el efecto de la selectividad en el ecosistema no está adecuadamente estudiado.

Artículo 64 E


“Además del posicionador satelital que establecen los artículos 64 A, 64 B, 64 C y 64 D de la presente ley, y sujeto a las mismas normas, cada nave deberá llevar un registro o transmisión de imágenes a tiempo real de los procesos de captura que permitan discriminar el tamaño de las especies.”


Opinión: Se desprende de esta modificación, que cada nave pesquera deberá llevar a bordo un sistema de captura remota de imágenes de alta resolución a color para registrar los procesos de captura, discriminar especies y tamaño de peces.


El sistema deberá almacenar las imágenes en archivos magnéticos o transmitirlas a una base de datos, para revisión y análisis en tiempo real o diferido. Esto implica que las imágenes deberán ser estudiadas por personal especializado.


Al respecto, a partir del año 2002 el Nacional Marine Fisheries Service en conjunto con el North Pacific Research Board de USA, desarrolló esta tecnología a nivel experimental para estudios en buques palangreros y arrastreros factoría, encontrándose bajo evaluación técnica y económica. El proyecto se denomina Digital Observer, por lo cual en la actual presentación se denominará al sistema descrito “Observador Digital”.


Considerando los resultados publicados de esos proyectos, a continuación se ha realizado una estimación de los requerimientos derivados de la aplicación de esta tecnología en la flota pesquera industrial, de modo de dimensionar los costos involucrados y la complejidad de su implementación.


Se ha estimado el número de lectores de videos registrados por flota industrial por año y los cotos de transmisión satelital de datos en tiempo real (diario). En el Anexo se entregan los detalles de las estimaciones realizadas.

	FLOTA PESQUERA INDUSTRIAL


	Nº día-barco-año de lectura de video
	Nº lectores

Año
	Costo transmisión información

Año (US$)

	Arrastre Merluza Común
	3.722
	15
	8.753.360

	Arrastre Merluza Austral
	1.329
	5
	3.126.200

	Cerco Jurel
	6.417
	26
	15.092.000

	Cerco Anchoveta Sardina Norte
	10.267
	41
	24.147.200

	Palangreros Merluza Austral
	2.640
	11
	4.164.160

	Palangreros Pez Espada
	733
	3
	5.691.840

	
	25.108
	100
	55.282.920



Por otra parte, la aplicación de esta tecnología implica contar con recursos técnicos y procedimiento que se detallan en anexo.

4. RECOMENDACIONES:


a) Adoptar la definición de descarte reconocida a nivel internacional, mejorando la tipificación de éste.


b) Incorporar dentro de la ley, el hecho de que el observador científico no debe tener carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas, quedando limitadas sus funciones, a la observación científica y recopilación de datos.


c) Los datos recopilados por los observadores, no debiesen dar lugar a denuncias, pudiendo ser usada sólo con fines científicos, para efectos de la administración de las pesquerías.


d) Evaluar en detalle la factibilidad técnica y económica de la implementación de un sistema de observadores digitales. Una opción serían sistemas mixtos, que consideren la participación de fiscalizadores a bordo de las naves, que permitan evaluar adecuadamente las ventajas y desventajas que el sistema de observador digital tendría.


e) Realizar investigaciones para tipificar y cuantificar el descarte por pesquería, a nivel industrial y artesanal.


f) Fomentar la investigación orientada a mejorar el conocimiento en cuanto a los tipos de descarte, sus causas y efectos en el sistema marino, con el objeto de que la autoridad adopte adecuadas medidas normativas para la mitigación del descarte.”.

- - -


Enseguida, la Comisión escuchó al Gerente de la Asociación de Industriales Pesqueros, ASIPES, señor Luis Felipe Moncada, quien señaló que la Ley General de Pesca incorporó una definición de descarte que la describe como la acción de desechar al mar especies capturadas. Destacó la amplitud de esta definición, la cual, a su juicio, no se ajusta a la realidad del sector, y su sanción la ha transformado en una norma inaplicable.


Expresó que el descarte forma parte de la actividad pesquera, y que según el informe FAO “Discards in the Word’s Marine Fisheries”, signado con el Nº 470 del año 2004, constituye una realidad mundial que tiene una tasa del 8% que, sin embargo, ha ido disminuyendo desde el año 1998. De acuerdo al mismo estudio, la tasa de descarte del Pacífico Sudeste, que corresponde al área 87 de la FAO, es del 3,5%, en la cual Chile realiza el 0,8% del descarte. Por ello, FAO indica que la reducción del descarte se ha producido por la utilización de artes de pesca selectivos, como también por la introducción de reglamentos sobre captura y descarte, lo que muestra un indicio respecto a lo que se debe hacer si se opta por minimizar este aspecto no deseado de la pesca.


Precisó que tanto pescadores industriales como artesanales incurren en este tipo de práctica, y que su regulación en otras potencias pesqueras ha contribuido a su disminución con fórmulas no sancionatorias, por lo que es necesario estudiar sus orígenes y eventuales soluciones.


Enseguida, se refirió a las causas del descarte, distinguiéndolas en regulatorias, económicas y otras de carácter genérico.


Dentro de las causas regulatorias, señaló las siguientes:


a) Si bien el establecimiento de tallas mínimas es necesario en determinadas especies para la primera madurez sexual, puede ocurrir la situación de captura de ejemplares bajo talla, ya que no es posible conocer su tamaño antes del lance y recogida de la especie.


b) La fijación de los porcentajes para la fauna acompañante constituye una situación que incentiva el descarte, en la pesca artesanal de la sardina y la anchoveta, pues se trata de especies que aparecen mezcladas y que no cuentan con cuotas globales de pesca por separado.


En cuanto a las razones económicas del descarte, precisó que las especies de menor valor o de menor tamaño cuentan con baja demanda, por lo que pueden ser descartadas. De acuerdo a lo señalado, una solución viable para las especies de menor tamaño es mejorar la selectividad de las artes de pesca, fijando un mayor tamaño en las mallas o dispositivos de escape que permitan excluir los peces más pequeños. En esta materia, ha de considerarse que las empresas pesqueras industriales han llevado adelante proyectos sobre el particular, entre los que se cuentan los siguientes:


a) Análisis del comportamiento de escape de ejemplares juveniles de merluza de cola a través de dispositivos de huida, el que se realizó por medio de filmaciones submarinas en el año 2002.


b) Evaluación de uso de ventajas de escape de malla cuadrada en las pesquerías de arrastre de la merluza común, ejecutado en el año 2005.


En lo que se refiere a las causas genéricas, manifestó que el descarte puede producirse para la supresión de la pesca dañada por un depredador, como es el caso de la aparición de la jibia en las redes de arrastre. Sobre este acápite destacó también la pérdida del arte de pesca, situación que afecta principalmente a la pesca artesanal. Por último, el descarte puede ocurrir por una falla mecánica en la nave. Observó que de todas las causas enunciadas precedentemente, en ninguna existe relación directa entre los límites máximos de captura por armador y el descarte.


Argumentó que es necesario estudiar las causas del descarte y la captura incidental, para luego modificar la regulación existente y adecuarla a la realidad, lo que puede incluir la revisión de los límites de porcentajes de especies que se capturan en conjunto, o bien considerar los accidentes o el descarte producido por razones de seguridad. De esta forma, sugirió:


a) Difundir la inconveniencia del descarte e incentivar la aplicación del Código de Buenas Prácticas Pesqueras.


b) Incorporar avances tecnológicos.


c) Redefinir el concepto de descarte.


d) Impulsar estudios comparados de este fenómeno.


Enseguida, señaló que el proyecto de ley se hace cargo de las sugerencias de las letras a) y b), precisando que hay que revisar la idea del concepto “daño irreversible o muerte”. En otras materias del proyecto de ley, recordó que el artículo 63 A propone desembarcar toda la pesca capturada, lo que sirve para contabilizar los recursos sin que uno sea devuelto al mar, para lo que se necesita, a su juicio, despenalizar el desembarque, o bien fijar normas relativas a la reglamentación de la fauna acompañante.


A propósito de los artículos 64 E y 64 F contenidos en el proyecto de ley, manifestó que hay que determinar los costos de la transmisión de imágenes y quien se hará cargo de los mismos, fomentando un efectivo control respecto de los rangos de tamaño de las especies capturadas.


Finalmente, expresó que el carácter de plena prueba que se le entrega a la información recogida por el registro o transmisión de imagen, es ineficiente para los fines perseguidos.

- - -


En sesión de 5 de junio de 2007, la Comisión escuchó la exposición del Presidente del Sindicato de Oficiales de Pesca de la Zona Norte, señor Michel Campillay, quien señaló que la práctica del descarte, también conocida como “bycatch”, ha sido objeto de diversos estudios que han arrojado conclusiones que permiten enfrentarse al problema de una manera más o menos precisa, según cual sea el enfoque que se adopte. 


Manifestó que la Organización Económica de Cooperación y Desarrollo (OECD) define la práctica del “bycatch” como “la mortalidad por pesca total de cualesquier especie diferente a aquella retenida directamente como especie objetivo”, lo que incluye a los peces que mueren como resultado del arte de pesca, aún en el evento de que ellos no sean llevados a bordo e incluso aquellos que mueren por resultado de lo que se denomina “pesca fantasma”, es decir, por artes de pesca perdidos a la deriva.


Sobre lo enunciado en el párrafo precedente, recordó que en una reunión técnica convocada por FAO en el año 1994, con el objeto de reducir el desperdicio de pesca a nivel mundial, se estableció que el termino “bycatch” era apropiado para describir genéricamente a aquella parte de la captura total constituida por especies no objetivo o asociada. Sin embargo, explicó que se distingue al descarte de lo que es el remanente a bordo, entendiendo por tal la captura desembarcada o retenida, la que a su vez se compone por especie objetivo y captura incidental. Según dijo, esta confusión en los términos deriva en discusiones sobre qué constituye pesca desechada o descartada.


Respecto del descarte, señaló que éste es diferente en cada pesquería, por lo que sus efectos son disímiles para la pesca artesanal, industrial y recreativa, por lo que es relevante considerar los distintos ámbitos de los sectores pesqueros monoespecíficos y multiespecíficos. De esta forma, continuó, el enfoque del descarte es diverso según sea el destino final de la captura, distinguiendo entre la que se envía para la producción de harina de pescado de aquella que es consumida en los mercados del consumo humano vía directa o en conserva.


Según lo expuesto, propuso lo siguiente:


a) La implementación de los planes de manejo a que hace referencia la Ley General de Pesca para cada unidad de pesquería, precisando qué se entiende por descarte en cada uno de ellos y cómo se regularán las artes de pesca;


b) Revisar los parámetros de fijación de tallas mínimas, en especial para el caso del jurel en la zona norte, y


c) Separar el manejo pesquero de las zonas norte y sur del país, puesto que sus realidades oceanográficas y biológicas son diferentes.

- - -


Enseguida, expuso el Presidente del Sindicato Interempresa de Trabajadores Tripulantes de Naves Sardineras de la Provincia de Concepción, señor Arturo Arteaga, cuya intervención se trascribe a continuación: 


“Independiente de toda la tecnología aplicada y el constante perfeccionamiento de los artes de pesca, los resultados en los lances, no siempre son lo deseados. Las causas de estas inesperadas situaciones obedecen al orden natural de las especies que conforman las pesquerías, ya que éstas, no se uniforman conforme a criterios  que faciliten la operación, sino que viven mezcladas o interactúan independientes de sus tamaños, edades u otras condiciones.


Si las especies que finalmente quedan atrapadas en las redes, anzuelos, trampas u otro sistema de pesca y llegan a cubierta de la embarcación y no son las autorizadas, porque no tienen el tamaño o sobrepasan en peso el límite legal preestablecido, comúnmente pasan a transformarse en descarte.


Sobre la base de las consideraciones que dicen relación con lo efectos biológicos, económicos y sociales, así como las consecuencias para las evaluaciones científicas de los peces que tiene el descarte, es necesario buscar métodos que tiendan a minimizarlo.


La despenalización, el abandono voluntario u obligado de las áreas de pesca que concentren grandes cantidades de peces en estado juvenil, traer a puerto las especies potencialmente descartables e imputarlas a los límites máximos o cuotas de pesca de los armadores, etc., aparecen como parte de una solución integral para minimizar este tipo de práctica.


El sólo hecho de prohibir el descarte, por si sólo, no soluciona el problema. Esta prohibición únicamente tiende a impedir que los recursos sean devueltos al mar.


“Prohibir el descarte, no impide a los pescadores descartar”


La ley General de Pesca y Acuicultura, en su Artículo 214 bis, define el descarte como “la acción de desechar al mar especies hidrobiológicas capturadas”


La FAO, lo define actualmente como: “Aquella parte de las capturas, que se devuelve al mar por cualquier motivo”. Y los embarcados, de conformidad a su experiencia lo definen como: “La acción que se realiza en zona de pesca y que consiste en devolver al mar los recursos accidentalmente capturados y, que no cumplen con las exigencias decretadas por la autoridad”. 


Las razones por las cuales se produce el descarte son muy variadas y van desde desperfectos en los sistemas de las artes de pesca de una embarcación hasta la utilización de artes de pesca que no son selectivos o pérdida de estos en el mar.


Son efectos del descarte el tamaño del pescado, el exceso en el porcentaje asignado como fauna acompañante de una determinada pesquería, la irregularidad en las temperaturas de las aguas, como por ejemplo, en el caso de la pesquería del jurel que, en ocasiones y en los primeros meses del año las temperaturas de las aguas de las zonas centro sur suben por efecto de la época estival, ocasión en que peces en estado juvenil se desplazan a estas latitudes que, ciertamente no son sus habituales hábitat. Otro efecto natural que lleva a producir descarte es la mezcla de recursos, en este caso la sardina común y la anchoveta, que por una serie de conductas similares hacen que estos importantes recursos interactúen y dificulten su captura, en el sentido de pescar a una sin vulnerar a la otra especie un efecto similar pero en un bajo porcentaje ocurre con algunos demersales.


El descarte, en sí, provoca efectos que necesariamente deben separarse en dos grupos: 


Efectos Biológicos: se interrumpen los ciclos naturales de las especies, inciden notablemente en las evaluaciones científicas, como por ejemplo, la cantidad de biomasa, el nivel de reclutas y finalmente hace que se desconozcan los niveles de mortalidad por pesca y natural de los recursos.


Efectos Económicos: botar parte de las capturas, lógicamente es desaprovechar los recursos, cuestión que en el futuro tendrá consecuencias sociales negativas para quienes se dedican y viven de la pesca. Además, el descarte provoca el deterioro de las pesquerías.


Los artes de pesca, que normalmente se utilizan para la extracción de los recursos pesqueros, lamentablemente no son mayormente  selectivos.


En la pesquería de la merluza común, se han desarrollado e implementado algunas novedosas técnicas y sistemas, los cuales permiten que los peces más pequeños abandonen el arte por medio de la implementación de rejillas que se colocan en zonas estratégicas en las redes de arrastre. Si bien es cierto estos sistemas han demostrado ser efectivos, su utilización es más provechosa si va acompañado de un buen manejo por parte del patrón de la nave. Lo cual en síntesis significa permitir que el cardumen entre lentamente en la red, a efectos que no se produzcan atochamientos y obstrucciones en el sistema de selección.


Los equipos de búsqueda que son normalmente utilizados a bordo de las naves de pesca, tampoco son mayormente selectivos, en el sentido de poder identificar una especie en particular o su tamaño. Solamente los años de experiencia en el sector otorgan un moderado grado de certeza en cuanto a identificar, en la lectura del sonar o la ecosonda, qué especie es la que se ha detectado y en muchas ocasiones esa espertiz permite calcular la cantidad de toneladas que lleva el cardumen. Estos instrumentos permiten saber a ciencia cierta, la dirección y la profundidad de los peces.


En las pesquerías de la sardina común y la anchoveta se enfrenta siempre la posibilidad de desechar la totalidad de la captura. A finales de cada año, se fijan las cuotas globales anuales para cada pesquería, y por separado. Ejemplo: para el año 2006 se fijaron las siguientes cuotas: sardina común 435.621 y anchoveta 270.000, pero en la práctica, estas especies viven y se distribuyen en las mismas áreas y profundidades; tienen los mismo hábitos alimenticios; idénticas áreas de desove y reclutamientos y, al igual que estos importantes ciclos, para ambos recursos se han establecido períodos de vedas en las mismas fechas; reclutamiento para ambas desde el 10 de diciembre al 7 de febrero, y reproductiva, del 21 de julio al 31 de agosto. 


En atención a estas marcadas y similares características, es imposible capturar una especie sin vulnerar a la otra. Por tanto, el riesgo de agotar la cuota de una especie y seguir pescándola,  esta siempre presente. 


También es destacable mencionar que en estas pesquerías, en los primeros meses del año, los recursos que se capturan cerca de la costa son de tamaño pequeño, pero no se descarta y siempre se trae a puerto puesto que no tienen fijada una talla mínima de extracción.


A bordo de las naves, normalmente, una vez encerrado el pescado, se realizan mediciones “extemporáneas” para constatar el tamaño de las especies capturadas. Esta medición, poco objetiva desde el punto de vista del entorno, es un riesgo frecuente que deben enfrentar los embarcados, en el sentido de que independientemente de la medida promedio que haya obtenido quién mida, esta acción y conclusión es muy distinta de la que los que mide en puerto. El usar un tarro de 20 litros más el ictiometro, se transforma en una acción muy arbitraria, puesto que cuando los márgenes son muy estrechos o se acercan demasiado a los rangos de sanción, los factores del entorno y el momento en que la muestra es tomada cobran demasiada importancia. No es lo mismo medir en la alta mar, en constante movimiento y peces que aún se mueven, que medir en puerto recibiendo la pesca de una corredera y sin ningún agente distractor para esta acción.


Ejercicio extremo; si se realiza un ejercicio en el que con una nave en el lance se logró encerrar 1.000 toneladas, se mide el tamaño de los ejemplares y, el resultado preliminar es que en promedio, el 36% de éstos se encuentran bajo la talla mínima legal y por tanto, el patrón de la nave se encuentra en sanción. Enfrentado a esta disyuntiva en que sabe que si lo bota, lo sancionan por descartar y si lo lleva a puerto de igual manera lo sancionan, ¿qué debe hacer?


En el caso de botar la captura o esconder la evidencia, es la acción que se adopte genera inconvenientes, pero esto es más grave aún pues se descarta un 36% de pescado “ilegal”, pero a la vez también se descarta un 64% de pescado bueno.


El escenario chileno en cuanto al tema en comento es muy distinto al que se describe en las páginas de la red y que dice relación con el descarte en el resto del mundo. El descarte según la FAO, afecta principalmente a especies de bajo valor comercial, no comestibles, que no son el objetivo de la faena de pesca. (Mamíferos y aves). Uno de los datos más destacables dice relación con la afirmación que realiza esta organización; “de cada seis kilos de pescado, actualmente se descarta uno”, cuestión realmente preocupante, más aún si ésta fuera la realidad chilena considerando sus niveles de pesca.


Si bien la realidad chilena en cuanto a los niveles de descarte no es alarmante, el escenario pareciera ser muy pintoresco en cuanto a que este es el único país pesquero en el mundo que realiza una concertada acción para pescar una especie específica y termina, por diferentes motivos, descartándola. En síntesis, se podría señalar que en casi el 90% de las oportunidades que esta acción se produce, se concluye eliminando las especies objetivo.


Si se entiende que el descarte es producto de las acciones naturales de los recursos o de la naturaleza, penalizarlo no resulta ser el antídoto adecuado.


El artículo 12 de la Ley General de Pesca y Acuicultura reza: Al armador o grupo de armadores que desembarque y no informe sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 10° o efectúe descarte, se le descontará el 30% del límite máximo de captura que le corresponda en la unidad de pesquería durante ese año calendario.


Pero también se castiga al armador si llega a puerto con pesca que sobrepase las tolerancias de fauna acompañante o si los porcentajes de pescados pequeños sobrepasan los niveles permitidos. En síntesis, aquí se produce un círculo vicioso que en ningún caso soluciona el problema de fondo.


En las conclusiones finales, ha de señalarse que de conformidad a la experiencia que se obtiene a bordo de una nave pesquera en que se materializan muchas de las acciones que los distintos estamentos buscan entender para posteriormente regular, se puede decir que el descarte siempre estará presente en las faenas de pesca y que se deben agotar todas las instancias para minimizar esta acción y los efectos que produce.


Sancionar el descarte de la forma en que lo hace la Ley de Pesca, para nada lo impide o lo reduce; y si bien por medio de resoluciones y decretos se pueden regular los artes y aparejos de pesca, las áreas de operación para pescadores y naves, la potencia y tamaños de las naves, no es menos cierto que difícilmente se regulará el comportamiento natural de las especies salvajes.

Propuesta:


En primer lugar se debe incentivar para que, la pesca capturada, independientemente de su condición, deba traerse en su totalidad a puerto.


En la eventualidad de que en el lance o en la acción realizada por el pescador, su arte de pesca atrape especies en contravención con alguna norma legal, éste deberá comunicar a la autoridad competente su situación, para emprender las acciones que procedan.


En la eventualidad de que una nave capture especies en contravención a las normas imperantes, el patrón de ésta deberá comunicar esta situación a la autoridad, en forma detallada. Una vez realizada esta acción deberá abandonar el área “conflictiva”


Para el correcto cumplimiento de estas acciones, se debe confeccionar un reglamento eficaz y oportuno.”.

- - -

ACUERDO


Con el mérito de la relación precedente, con fecha 9 de octubre del año 2007, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri y Horvath, acordó aprobar la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.

- - -

VI. CONTENIDO DEL PROYECTO Y DISCUSIÓN PARTICULAR


La iniciativa en informe está conformada con cinco artículos que contienen diversas enmiendas a la Ley General de Pesca.


A continuación, consignamos la descripción de las normas del proyecto siguiendo el orden propuesto por la moción, el texto legal que éstas modifican, las indicaciones formuladas durante la discusión particular y los acuerdos adoptados.


No obstante el orden descriptivo mencionado, habida consideración de las indicaciones que se formularon a la iniciativa, se ha estimado conveniente reordenar las materias de que ésta trata, reestructurándola en dos artículos. El artículo 1º, en los ocho números que lo conforman, contiene las enmiendas que se proponen a la Ley General de Pesca y Acuicultura. El artículo 2º, a su vez, consigna las modificaciones que en sus dos numerales se introducen a la ley Nº 19.713, que estableció la medida de administración pesquera denominada “límite máximo de captura por armador”.

Artículo 1º


Sustituye la definición de descarte incluida en el Nº 14 bis del artículo 2º del texto vigente.


La nueva definición concibe el descarte como la “acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas que les signifique daño irreversible o muerte”.


La norma actual dispone que el descarte es la “acción de desechar al mar especies hidrobiológicas capturadas”.


La Comisión prestó parcialmente su aprobación a esta indicación, sustituyendo en el texto vigente la forma verbal “desechar” por “devolver”, y no consideró los complementos propuestos por la indicación (daño irreversible o muerte), dada la dificultad de determinar la ocurrencia del daño irreversible.


Se pronunciaron en la forma descrita, esto es, la aprobación parcial de la indicación, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Se incorpora al proyecto como literal a) del Nº 1 del artículo 1º.

- - -


Enseguida, la Comisión se abocó a una indicación formulada por S.E. la señora Presidenta de la República que propone incorporar un numeral 26 bis, nuevo, al artículo 2º de la Ley General de Pesca.


Dicho nuevo numeral, conformado con cuatro párrafos o incisos, define al observador científico como “la persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras o en plantas de proceso para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y la ordenación de la actividad pesquera.”.


En un segundo párrafo, dispone que los datos sin procesar o agregar tienen el carácter de reservados, pero el armador de la nave o el gerente de la planta de procesamiento pueden acceder a ellos.


El inciso o párrafo tercero de este nuevo número prescribe que la recopilación no contendrá la individualización de las naves ni la de los armadores involucrados, los cuales se identificarán mediante códigos.


Finalmente, esta nueva definición niega al observador científico todo carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas.


La Comisión aprobó por unanimidad y sin enmiendas la definición propuesta y el resto de las disposiciones de este nuevo número. Se pronunciaron a su favor los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Se incorpora a la iniciativa como letra b) del Nº 1 del artículo 1º.

- - -

Artículo 2º


En este artículo, la moción propone la agregación de un artículo 4º A (para incorporarlo en el Título II de la Ley de Pesca, Párrafo 1º, sobre facultades de conservación de los recursos hidrobiológicos), que declara que los métodos de captura y las artes de pesca deberán ser selectivos, según lo determine el reglamento.


El Honorable Senador señor Arancibia formuló indicación para suprimirlo, habida consideración que la Ley de Pesca reconoce tal limitación en su artículo 112. La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath, aprobó esta indicación y, en consecuencia, suprimió este artículo.
- - -


A continuación, S.E. la señora Presidenta de la República sugiere un nuevo Párrafo 1º bis al Título II de la Ley General de Pesca, que regula, en los artículos 7º A a 7º E, el descarte de las especies hidrobiológicas. A su turno, el Honorable Senador señor Arancibia también propone la agregación de un párrafo a la Ley de Pesca, similar al anterior, que propone igual número de artículos.


El nuevo artículo 7º A del texto del Ejecutivo faculta a la Subsecretaría para aprobar un programa de investigación con el propósito de reunir antecedentes técnicos en relación con el descarte de las especies objetivo. El referido programa comprende la cuantificación del descarte, la determinación de sus causas y la forma cómo éste se realiza. Si en la pesquería objeto de la investigación participa flota industrial, el programa habrá de considerar la información recogida por los observadores científicos designados de conformidad con el artículo 19 de la ley Nº 19.713. (Este cuerpo legal estableció la medida de administración denominada límite máximo de captura por armador. Su artículo 19 impone a los armadores industriales la obligación de aceptar a bordo de sus naves a observadores científicos para recopilar información biológica pesquera, obligación que se extiende, también, a los gerentes de las plantas de procesamiento).


El inciso segundo de este nuevo artículo 7º A prevé que el programa tendrá una duración no inferior a dos años e incluirá una propuesta para disminuir el descarte.


El inciso siguiente dispone que una vez concluido el programa de investigación, la Subsecretaría podrá establecer un Plan de Reducción de Descarte.


Finalmente, el inciso cuarto de este nuevo precepto ordena a la Subsecretaría confeccionar, anualmente, una nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante sometidas al programa de investigación.


Cual se señaló, el Honorable Senador señor Arancibia formuló también indicación para incorporar al texto de la Ley de Pesca un nuevo artículo 7º A, similar al descrito precedentemente, pero agrega dos nuevas disposiciones que el texto del Ejecutivo no considera:


En primer lugar, incorpora una norma que preceptúa que estando en ejecución el Programa de Investigación, a las naves que participen en él no se les aplicarán las sanciones relativas al descarte.


En segundo término, incorpora otra disposición que faculta a la Subsecretaría para seleccionar las naves que participarán en el programa, las cuales podrán incluir dispositivos de registros de imágenes u observadores a bordo. El programa de investigación, en caso alguno, podrá interferir en las demás operaciones de la nave.


Por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath, esta Comisión prestó su aprobación al texto propuesto en ambas indicaciones sobre la base de la del Ejecutivo, con las siguientes enmiendas:


Uno) En su inciso primero, en el acápite relativo a las materias que comprenderá el programa de investigación, reemplazó la oración “sus causas y la forma en que ésta se realiza” por “sus causas, la forma en que éste se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información.”.


Con la frase subrayada que se ha agregado al precepto, la Comisión hizo lugar a la indicación del Honorable Senador señor Arancibia, similar a la propuesta del Ejecutivo, que complementaba ésta última disponiendo que en el programa habrá de considerarse una forma de fiscalización del mismo. Compartiendo la idea consignada en la indicación del Honorable Senador señor Arancibia, la Comisión le dio la redacción que se ha trascrito, que produce el mismo efecto.


Dos) Enmendó el inciso tercero (modificación que estimó admisible) transformando la facultad que la indicación del Ejecutivo reconocía a la Subsecretaría para establecer el Plan de Reducción del Descarte, por una obligación y extendió a cinco años el plazo máximo de la ejecución del programa para fijar el plan de reducción.


Tres) Por lo que hace a las normas agregadas por la indicación del Honorable Senador señor Arancibia, con la misma unanimidad prestó su aprobación a la que propone exenciones por infracciones por descarte cometidas con naves que participan en los programas de investigación, pero trasladó su contenido a un nuevo artículo 113 bis, por estimar que ese es el lugar idóneo para insertar tal declaración.


Finalmente, desestimó ocuparse de la segunda proposición formulada en la indicación del Honorable Senador señor Arancibia, habida consideración de que su autor la retiró.


El nuevo artículo 7º B propuesto en la indicación del Ejecutivo autoriza el descarte de la especie objetivo y de su fauna acompañante siempre que se cumplan las siguientes condiciones:


a) Que se cuente con una recopilación suficiente de antecedentes técnicos, de acuerdo con el programa de investigación.


b) Que se mantenga el referido programa.


c) Que la especie objetivo esté sujeta a cuota global anual de captura.


d) Que el informe técnico que propone la cuota haya descontado el descarte.


e) Que tanto la especie objetivo como la fauna acompañante estén sometidas a un plan de reducción.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


En un inciso segundo, este precepto impone también a la Subsecretaría la obligación de confeccionar la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan las condiciones precedentes.


El Honorable Senador señor Arancibia formuló una indicación que propone incorporar un precepto similar al descrito con variaciones que agregan dos nuevas exigencias para autorizar el descarte.


Uno) Que el plan de investigación haya analizado las normas de administración y conservación de la pesquería para determinar si incentivan o no el descarte.


Dos) Que el plan haya determinado el medio idóneo para la fiscalización del plan de reducción.


Ambas indicaciones fueron aprobadas por la Comisión, en los términos de la propuesta del Ejecutivo. En consecuencia, excluyó las dos nuevas exigencias consignadas en la indicación del Honorable Senador señor Arancibia. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


El artículo 7º C del Ejecutivo declara que el descarte de especies objetivo de que trata el artículo anterior, no se imputará a la cuota global anual de captura.


La indicación del Honorable Senador señor Arancibia, recaída en este precepto, es del mismo tenor que la de la del precedente, y fue aprobada conjuntamente con ésta por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.

El artículo 7º D del Ejecutivo, de idénticos términos que los de la indicación del Honorable Senador señor Arancibia, conformado con tres incisos dispone:


El primero, que es obligación del operador pesquero la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y aves marinas, como también la de especies hidrobiológicas cuando una medida de administración pesquera así lo disponga.


El segundo, que es permisible el descarte de fauna acompañante de especies sin valor comercial que, además, no están cauteladas por medidas de administración o conservación.


El tercero, que la Subsecretaría confeccionará una nómina con las especies que se encuentren en los casos de descarte previstos en este artículo.


La Comisión prestó su aprobación a ambas proposiciones (que cual se dijo tiene idéntica redacción) con dos enmiendas:


Uno) Suprimió el inciso segundo descrito, y


Dos) Eliminó en el inciso tercero las expresiones “de descarte”.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Finalmente, por lo que hace a este párrafo sobre descarte de especies hidrobiológicas propuesto en las indicaciones del Ejecutivo y del Honorable Senador señor Arancibia, la Comisión se ocupó en un nuevo artículo 7º E, que declara que además de las normas de este párrafo, se deberán cumplir las medidas de administración dispuestas en otras normativas (nacionales).


Esta nueva disposición también contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se la prestó sin enmiendas, con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


El Párrafo 1º bis y los artículos 7º A a 7º E que lo conforman, se incorporan al proyecto en un Nº 2 del artículo 1º.

Artículo 3º


Este precepto de la moción propone la agregación de un nuevo artículo 63 A a la Ley General de Pesca, mediante el cual se impone al operador pesquero la obligación de desembarcar y someter a los controles de esta ley todas las especies capturadas, que por el solo hecho de la captura experimenten daño irreversible o muerte. El listado de estas especies será consignado en un reglamento. (“según el listado que establezca el reglamento”).


S.E. la señora Presidenta de la República, con relación a este artículo, sugiere también la incorporación de un artículo 63 A a la Ley de Pesca que obliga a los armadores industriales o artesanales a informar, en los términos del artículo 63, el descarte autorizado.


(El artículo 63 del texto vigente prevé que los armadores artesanales e industriales, respecto de cualquier actividad extractiva, informarán al Servicio Nacional de Pesca, al desembarcar, sus capturas por especie y área de pesca. En su inciso segundo precisa que en el caso de actividad pesquera con naves artesanales o industriales, los armadores informarán las capturas y áreas de pesca por cada una de ellas. Finalmente, en lo pertinente a este informe, esta norma dispone que la obligación de informar en los términos precedentes, se extiende a cualquier nave pesquera, nacional o extranjera, que desembarque sus capturas en puertos chilenos).


El Honorable Senador señor Horvath propone, a su vez, eliminar en el nuevo artículo 63 A de la moción la frase “según el listado que establezca el reglamento”.


La Comisión al ocuparse de este precepto, optó por la indicación del Ejecutivo, con lo cual dio por rechazadas la propuesta de la moción y la indicación del Honorable Senador señor Horvath, toda vez que ésta estaba referida al texto de aquélla.


Además, en la nueva redacción modificó la parte final de la indicación del Ejecutivo, reemplazando la frase “que se encuentre autorizado de conformidad con el párrafo 1º bis del Título II de esta ley” por “sometido a las disposiciones del párrafo 1º bis del Título II de esta ley”.


El texto definitivo aprobado es del siguiente tenor:


“Artículo 63 A.- Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


Concurrió a este acuerdo la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


El nuevo artículo 63 A se incluye en el proyecto en un nuevo numeral 3 del artículo 1º.

Artículo 4º


Este precepto de la moción propone agregar a la Ley General de Pesca tres nuevos artículos signados como artículos 64 E, 64 F y 64 G.


(Se incluyen a continuación de los artículos 64 A a 64 D contenidos en el Título V de la Ley de Pesca, disposiciones comunes, que regulan el sistema de posicionamiento automático en el mar de naves pesqueras y de investigación).


El nuevo artículo 64 E previene que además del posicionador satelital a que se refieren los artículos 64 A a 64 D, y sujetos a sus mismas normas, las naves pesqueras deberán llevar un registro o transmisión de imágenes a tiempo real de las operaciones de captura, que permita discriminar el tamaño de los peces.


El artículo 64 F de la moción propone, como modalidad para determinar si se ha incurrido o no en descarte, llevar un control estadístico al azar que señale los rangos de tamaño por especie y el margen o volumen de descarte tolerable.


Finalmente, el artículo 64 G de la moción dispone que la información obtenida mediante los mecanismos dispuestos en los artículos precedentes, constituirá plena prueba para las sanciones a que haya lugar.


Este artículo 4º de la moción, que propone la intercalación de los preceptos recién descritos fue objeto de las siguientes indicaciones:


Uno) Del Honorable Senador señor Arancibia, que propone suprmirlo. Esta indicación fue rechazada por los Honorables Senadores señores Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath. El Honorable Senador señor Arancibia se pronunció por su aprobación.

Dos) De S.E. la señora Presidenta de la República, que lo reemplaza por otro que, a su vez, intercala dos nuevos artículos a continuación del artículo 64 D de la Ley de Pesca.


El primero, artículo 64 E, prescribe que los armadores a que se refiere el artículo 64 B deberán también incorporar en sus naves un dispositivo de registro de imágenes para detectar acciones de descarte (El artículo 64 B obliga a los armadores industriales de naves matriculadas en Chile; a estos mismos armadores que operen en aguas no jurisdiccionales; a los armadores matriculados o no en Chile que efectúen pesca de investigación dentro o fuera de las aguas jurisdiccionales; a los armadores de buques fábricas que operen en aguas jurisdiccionales o en alta mar, y a los armadores de buques fábricas de pabellón extranjero autorizados a recalar en puertos chilenos, a instalar a bordo y mantener en funcionamiento un dispositivo de posicionamiento automático en el mar).


Atribuye, además, al Servicio Nacional de Pesca la potestad de requerir la información que arroje el dispositivo y declara que la instalación y mantención de éste será de cargo del armador. También lo será el costo de recopilación y procesamiento de las imágenes del dispositivo cuando estas operaciones sean encargadas a agentes privados.


Agrega, a continuación, que la forma y condiciones de aplicación de estas exigencias y los resguardos para evitar la alteración del dispositivo quedan remitidos al reglamento; y faculta a la Subsecretaría para requerir la información de que trata este artículo con fines de administración y manejo de los recursos marinos.


El inciso final excluye de las obligaciones precedentes a las embarcaciones artesanales.


El artículo 64 F de la indicación del Ejecutivo declara de carácter reservado las imágenes que registre el dispositivo. Su destrucción o divulgación será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.


(El mencionado artículo 242 castiga con reclusión menor en su grado máximo y multa al empleado público o al eclesiástico que sustraiga o destruya documentos a su cargo, siempre que de ese hecho resulte grave daño de la causa pública o de tercero. Si no concurren estas circunstancias, la pena será reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa. El artículo 247, por su parte, sanciona al empleado público que sabiendo en razón de su cargo los secretos de un particular, los descubriere con perjuicio de éste, con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa. Igual pena se aplicará a los que ejerciendo una profesión que requiera de título, revelen los secretos que por razón de ella se les hubieren confiado).


El inciso segundo de esta proposición del Ejecutivo dispone que la información emanada del dispositivo, certificada por el Servicio, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá plena prueba para acreditar una infracción. En este caso la información no será reservada y su publicidad se someterá a las normas generales del procedimiento judicial o administrativo, según corresponda.


El Honorable Senador señor Horvath también propone sustituir el artículo 64 E de la moción, por otro que establece la obligación de portar un sistema de registro de imágenes a bordo de las naves para complementar la labor de los observadores científicos y para efectos de fiscalización.


Agrega, en un inciso segundo, que el sistema guardará relación en sus costos de instalación y operación con los objetivos de protección de las especies.


Por último, prescribe que la información de estas imágenes constituirá plena prueba para los efectos de esta ley.


La Comisión aprobó la indicación del Ejecutivo para el artículo 64 E y parcialmente la del Honorable Senador señor Horvath, esto es, incluyó como inciso cuarto de ese texto el inciso segundo de la proposición parlamentaria (la relación entre los gastos de instalación y operación con los objetivos de protección de los recursos), pero eliminó de este último texto las expresiones “que signifiquen los”.


También prestó su aprobación, en los mismos términos formulados al nuevo artículo 64 F del Ejecutivo.


Los acuerdos precedentes fueron adoptados por los Honorables Senadores señores Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath. En contra se pronunció el Honorable Senado señor Arancibia.


Los artículos 64 E y 64 F se consignan en el texto del proyecto en un nuevo Nº 4 del artículo 1º.

Artículo 5º


Este precepto de la moción en informe agrega un nuevo literal al artículo 110 de la Ley de Pesca, precepto que sanciona con multa de tres a cuatro veces el resultado de la multiplicación del valor de sanción de la especie que corresponda por la cantidad de la especie objeto de la infracción, diversas conductas consignadas en sus literales a) al i).


La moción incorpora un literal j), nuevo que incluye entre esas conductas la de reincidir en la entrega de información falsa acerca de las características de la captura, de conformidad con los artículos 64 E y 64 F.


El Honorable Senador señor Arancibia propone suprimir este artículo de la moción, proposición que fue aprobada con el voto unánime de la Comisión, integrada con los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Enseguida, y también, en relación con el artículo 110 de la Ley de Pesca (texto vigente), tanto S.E. la señora Presidenta de la República como el Honorable Senador señor Arancibia, formularon indicación para eliminar en su literal g) la frase final “o desechadas al mar”. (El referido literal tipifica como infracción informar capturas menores que las reales, incluido el ocultamiento de capturas desembarcadas o desechadas al mar).


Ambas indicaciones contaron con la aprobación unánime de la Comisión, que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


La declaración que suprime esta frase “o desechadas al mar”, se incluye en el proyecto en un nuevo Nº 5 del artículo 1º.

- - -


A continuación, S.E. la señora Presidenta de la República propone la incorporación de dos nuevos artículos 111 A y 111 B a la Ley de Pesca.


El primero, artículo 111 A, preceptúa que el descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1º bis del Título II (nuevos artículos 7º A a 7º E descritos en un acápite precedente) será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de que el descarte afecte a especies sometidas al límite máximo de captura la sanción será la establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.713. (Este precepto sanciona con una pena administrativa consistente en descontar el 30% de su cuota al armador que incurra en él (el descarte) y si ésta se hubiere agotado, ese porcentaje se descontará de la cuota del año siguiente).


Agrega el nuevo artículo 111 A que en el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave industrial con que se cometió la infracción será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón artesanal con multa de 3 a 150 unidades tributarias mensuales.


El nuevo artículo 111 B castiga con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales al armador industrial cuya nave opere sin el dispositivo de imágenes o cuando el funcionamiento de éste sea defectuoso o haya sido manipulado.


El capitán o patrón de la nave con que se hubiere cometido esta infracción queda incurso en multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


Por su parte, el Honorable Senador señor Arancibia propone la intercalación de un artículo 111 A a la Ley de Pesca similar al sugerido por el Ejecutivo, que difiere de éste sólo en lo que respecta a las sanciones que se imponen al capitán de la nave industrial y al patrón artesanal. El texto del Ejecutivo, según se dijo, castiga con multas diferenciadas a uno y otro, en tanto que la indicación del Honorable Senador señor Arancibia dispone la misma sanción para ambos: multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


Ambos preceptos fueron aprobados en la siguiente forma:


El primero -artículo 111 A- en los términos del proyecto del Ejecutivo, sustituyendo en su inciso segundo el guarismo “150” por “30”.


En el artículo 111 B, inciso segundo, se reemplazaron los guarismos “30” y “300” por “3” y “30”, respectivamente.


El artículo 111 A, en los términos descritos, fue aprobado con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Gazmuri y Horvath.

El artículo 111 B, también con la modificación anotada, contó con la aprobación de los Honorables Senadores señores Bianchi, Gazmuri y Horvath. Se pronunció en contra de él el Honorable Senador señor Arancibia.

Ambos preceptos, artículo 111 A y artículo 111 B, quedan incorporados en la iniciativa en un nuevo Nº 6 del artículo 1º.

- - -


Seguidamente, S.E. la señora Presidenta de la República y el Honorable Senador señor Arancibia, en indicaciones separadas, proponen incorporar un inciso cuarto, nuevo, al artículo 113 de la Ley de Pesca, que, en general, sanciona la omisión de presentar los informes o comunicaciones a que se refieren los artículos 63 y 64 de ese cuerpo normativo. (Informar acerca del desembarque de capturas).


El nuevo precepto dispone que la omisión en la entrega de la información a que se refiere el artículo 63 A (el contenido en la indicación de que hemos dado cuenta y que dispone que los armadores industriales y artesanales informarán el descarte que se les hubiere autorizado) o la información falsa, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Ambas indicaciones de idéntico tenor, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Este agregado al artículo 113 se inserta en un nuevo Nº 7 del artículo 1º del proyecto.

- - -


A su turno, el Honorable Senador señor Horvath propuso sustituir en el inciso primero del artículo 12 de la ley Nº 19.713 (sanciona al armador que no informe sus capturas o efectúe descarte con el descuento del 30% del límite máximo de captura que le corresponde en el año calendario) el guarismo “30” por “10”. Esta indicación fue posteriormente retirada por su autor.


El mismo señor Senador sugiere agregar al artículo 12 aludido un inciso segundo que prescribe que en el caso de reincidencia, el infractor será sancionado con el 20% de descuento del límite máximo de captura.


Esta indicación también fue retirada por su autor.


Finalmente, por lo que hace a este precepto, el señor Senador mencionado propone sustituir su actual inciso segundo por otro que declara que por descarte se entiende devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas que les signifique daño irreversible o muerte.


(El texto sustituido disponía que por descarte se entiende el desechar al mar especies hidrobiológicas capturadas).


Esta indicación del Honorable Senador señor Horvath se aprobó parcialmente, al igual que la definición contenida en el Nº 1 del artículo 1º de este proyecto, esto es, sustituyendo la forma verbal “desechar” por “devolver”, pero omitiendo en la definición la frase final “que les signifique daño irreversible o muerte”. La indicación así enmendada contó con la aprobación unánime de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Se incorpora al proyecto en un nuevo Nº 1 de su artículo 2º.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath intercala en la ley Nº 19.713 un artículo 12 A que declara que la sanción por descarte se determinará de conformidad con el margen de tolerancia que fije el reglamento, fundado en estudios técnicos que garanticen la sustentabilidad del recurso de que se trate.


Esta indicación fue retirada del debate por su autor.


Finalmente, por lo que hace a la ley Nº 19.713, a indicación de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath, se reemplazó el Nº 1 del artículo 20 de la ley Nº 19.713, reproduciendo en él el nuevo Nº 14 bis del artículo 2º de la Ley General de Pesca (define el descarte).


Este nuevo texto se incorpora al proyecto en un nuevo Nº 2 del artículo 2º.

- - -


Concluyendo el estudio de este proyecto, se formularon dos indicaciones, del mismo tenor, de que son autores S.E. la señora Presidenta de la República y el Honorable Senador señor Arancibia.


Ambas proposiciones sugieren la agregación de un artículo transitorio al proyecto que declara que en el plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley se confeccionará un programa de investigación ajustado a las disposiciones del artículo 7º A. En un inciso segundo, dispone que en el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E.


Durante el debate de esta propuesta, se agregó al precepto un nuevo inciso final sugerido por el Ejecutivo, que prescribe que, en tanto no se dicte el reglamento mencionado en el inciso segundo, quedan suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la infracción contenida en el artículo 111 B.


Los dos primeros incisos del artículo transitorio precedentemente descritos fueron aprobados sin enmiendas con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


El último inciso incorporado a indicación del Ejecutivo contó con la aprobación de los votos de los Honorables Senadores señores Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath y el voto en contra del Honorable Senador señor Arancibia.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación de este proyecto de ley en los siguientes términos:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores:


1. Introdúcense las siguientes enmiendas a su artículo 2º:


a) Sustitúyese el Nº 14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase el siguiente número 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras o en plantas de proceso para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y la ordenación de la actividad pesquera. 


Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos tendrán el carácter de reservados. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.


La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”. 


2. Incorpórase el siguiente Párrafo 1º bis al Título II:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


“Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos de su descarte, el que deberá comprender a lo menos la cuantificación del mismo, la determinación de sus causas, la forma en que éste se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar a lo menos la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la Ley Nº 19.713.


El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.


En el plazo máximo de cinco años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un Plan de Reducción del Descarte.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación, ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. 


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).


c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo. 


d) Que en el informe técnico que propone la cuota de captura se haya descontado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un Plan de Reducción del Descarte.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca, establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- El descarte de especies objetivo sometidas a la regulación del artículo anterior, no se imputará a la cuota global anual de captura respectiva. 


Artículo 7° D.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en el presente artículo.


Artículo 7° E.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.


3. Incorpórase el siguiente artículo 63 A:


“Artículo 63 A: Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse los siguientes artículos 64 E y 64 F:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.


El Servicio Nacional de Pesca podrá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio o por entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.

Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento. El Servicio acreditará, directamente o a través de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.


Quedarán excluidas de la obligación a que se refiere el presente artículo las embarcaciones artesanales.


Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E, tendrán el carácter de reservado. Su destrucción, sustracción o divulgación será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá plena prueba para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


6. Agréganse los siguientes artículos 111 A y 111 B:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° Bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En el caso que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713. 


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción, será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que haya sido manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior, será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


7. Agrégase el siguiente inciso cuarto y final al artículo 113:


“La omisión en la entrega de la información a que se refiere el artículo 63 A, o la entrega de información falsa, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


8. Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación, todas aquellas naves que participen de la investigación, ya sea por someterse voluntariamente a ésta o bien por haber sido nominados por la Subsecretaría no le serán aplicables las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley Nº 19.713 y sus modificaciones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte el devolver al mar las especies capturadas.”.


2) Sustitúyese el Nº 1 de su artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º, a continuación del Nº 14) el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.


Artículo Transitorio.- En el plazo de dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley deberá dictarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E.


Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la infracción contenida en el artículo 111 B.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila, Carlos Bianchi y Antonio Horvath; 20 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila, Carlos Bianchi y Antonio Horvath; 3 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Nelson Avila y Antonio Horvath; 10 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila y Antonio Horvath; 15 mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila y Antonio Horvath; 5 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Nelson Avila y Antonio Horvath; 2 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila y Antonio Horvath; 9 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Carlos Bianchi y Antonio Horvath; 16 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila, Carlos Bianchi y Antonio Horvath, y 30 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Jorge Arancibia, Nelson Avila, Carlos Bianchi y Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2007.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, ALLAMAND, COLOMA, FLORES Y FREI, SOBRE VEGETALES GENÉTICAMENTE MODIFICADOS

(4690-01)

>
<HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, Fernando Flores Labra y Eduardo Frei Ruiz-Tagle.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión estudió el proyecto en informe, concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.

Concurrieron, asimismo, especialmente invitados, los representantes del Ejecutivo que a continuación se indican.


Por el Ministerio de Agricultura: la Subsecretaria, señora Cecilia Leiva, el Fiscal, señor Mauricio Caussade y el Jefe de Gabinete de la Subsecretaria, señor Héctor Echeverría.  Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA: el Director, señor Reinaldo Ruiz; el Jefe de Políticas Agrarias, señor Jorge Navarrete, la Encargada de Medio Ambiente, Bioseguridad y Recursos Genéticos, señora Teresa Agüero y la señora Andrea Cerda, Profesional de la Subdirección Internacional.  


También expusieron ante la Comisión sus observaciones respecto a la iniciativa, las siguientes entidades: por la Asociación Nacional de Productores de Semillas (Anpros): el Presidente, señor Víctor Pinto, el Director señor Felipe Sánchez y los miembros del Comité de Biotecnología señores Rodrigo Villaseca y Germán Alessandri.  Por la Fundación Sociedades Sustentables, la Coordinadora de Biodiversidad, Bióloga y Ph.D. en Zoología, señora María Isabel Manzur.  Por la Fundación Ciencia para la Vida, la Presidenta, señora Bernardita Méndez, Licenciada en Biología de la Universidad de Chile y Doctora en Biología Celular de la Universidad Católica de Chile, el Director, señor Pablo Valenzuela, Doctor en Química por la Northwestern University, Bioquímico de la Universidad de Chile, y Premio Nacional de Ciencias Aplicadas y Tecnología.


Asimismo intervinieron el  Doctor en Bioquímica y experto en flujo de polen y transformación genética de plantas, señor Humberto Prieto y el ex Diputado y asesor, señor José Antonio Galilea.

- - -


Cabe dejar constancia de que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66 y 77 de la Constitución Política de la República, los artículos 39, 49 y 56 del texto que se os propone son materia de Ley Orgánica Constitucional y deben ser aprobados con quórum especial, por incidir en materia de organización y atribuciones de los tribunales.  


Asimismo, corresponde señalar que mediante oficio N° 28.700, de 28 de noviembre de 2006, se consultó a la Excma. Corte Suprema en relación con los artículos 39, 49 y 56 del texto que se os propone, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 77 de la Carta Fundamental.  Dicho Tribunal emitió su parecer mediante oficio N° 7, de 9 de enero de 2007.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Establece normas para regular la investigación, generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de los mismos, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Constitución Política de la República, en particular, el artículo 19 N°s 1°, 8°, 9°, 21, 22 y 24.


- Ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.


- El artículo 10 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


- Ley N° 19.342, sobre Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales.


- Convenio sobre Diversidad Biológica, adoptado en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992, y ratificado por Chile mediante decreto supremo N° 1.963, de 9 de septiembre de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores.


- El artículo 18 del decreto ley N° 3.557, que establece disposiciones sobre protección agrícola.


- El artículo 106 del decreto supremo N° 977, de 1997, que establece el Reglamento Sanitario de los alimentos.


- Los artículos 3°, 4° y 6°, letra ñ), del decreto supremo N° 95, de 2002, que modifica el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


- Resolución N° 1.523, del Servicio Agrícola y Ganadero, publicada el 14 de julio de 2001, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


- Decreto supremo N° 16, de 1995, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga  el Acuerdo de Marrakech, por la que se establece la Organización Mundial del Comercio y los acuerdos anexos que se indica;  el anexo 1.A, comprende entre otros el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


1.- La Moción. Los autores de la iniciativa que da origen a este proyecto de ley, en fundamento de la misma, sostienen que las técnicas de mejoramiento vegetal han sido usadas desde la antigüedad mediante la manipulación convencional de los organismos, creándose un organismo nuevo cuya composición genética no existía en la naturaleza.


Hacen presente que el avance de la tecnología ha facilitado el mejoramiento vegetal mediante el uso de la denominada “biotecnología moderna”, que ha resultado ser más eficiente que las técnicas convencionales  en cuanto logra obtener la modificación genética deseada, sin afectar el resto de la composición genética del organismo y puede advertir sus principales efectos con anterioridad a su cultivo masivo.


Destacan que el uso de las técnicas de la biotecnología moderna en materia de cultivos vegetales, ha producido un significativo desarrollo en la agricultura, favoreciendo el aumento de la productividad de los cultivos, la disminución de los costos de producción, del uso de los pesticidas tóxicos y de otros elementos artificiales.  Lo anterior, se manifiesta en que desde 1996, año en que se hizo el lanzamiento comercial del primer cultivo transgénico, se han sembrado 90 millones de hectáreas de estos cultivos, 50 por países industrializados y 40 por países en desarrollo, con un aumento del 11% del total en los años 2004 y 2005.


A continuación, precisan que las hectáreas sembradas con cultivos transgénicos se distribuyen de la siguiente manera:  Estados Unidos, 49,8 millones; Argentina, 17,1 millones; Brasil 9,4 millones; Canadá 5,8 millones; China 3,3 millones; Paraguay 1,8 millones; India 1,3 millones; Sudáfrica 0,5 millones; Uruguay y Australia 0,3 millones, respectivamente, México, Rumania, Filipinas y España 0,1 millones cada uno de ellos y, finalmente, Colombia, Irán, Honduras, Portugal, Alemania, Francia y República Checa, 50.000 hectáreas, aproximadamente. 


Ponen en relieve que el desarrollo de la biotecnología ofrece una oportunidad real a los países en vías de desarrollo, al  favorecer el fomento y avance de la investigación científica tecnológica, mejorar la productividad del sector agrícola y el uso en otras aplicaciones de carácter industrial, así como acrecentar la producción de biocombustibles que contribuyen al abastecimiento energético del país.


Señalan que tanto la investigación científica desarrollada a nivel mundial como la experiencia de los años en que se ha hecho un uso masivo de variedades derivadas de esta tecnología, permiten afirmar que es posible el uso de biotecnología moderna en vegetales, siempre que se cuente con un adecuado sistema de control en lo que a propósito de la investigación se refiere, así como de la producción y comercialización de organismos genéticamente modificados, asegurándose la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.  Para ello, es necesario que los países cuenten con una legislación adecuada que garantice los fines señalados.


Continúan sus autores, haciendo presente que Chile carece de una normativa legal en materia de biotecnología moderna, y que sólo cuenta con disposiciones reglamentarias en materias específicas y de efectos limitados.


Observan lo paradójico que resulta la situación de nuestro país, dado que dicha regulación reglamentaria permite al Servicio Agrícola y Ganadero otorgar autorizaciones de siembra de cultivos para producir semillas genéticamente modificadas sólo para la exportación, sin embargo su cultivo para efectos de comercialización nacional no está permitido.  En síntesis, no se permite la comercialización de semillas transgénicas, pero sí la importación de productos genéticamente modificados y su comercialización como grano o alimento animal.


Explicitan que esta situación, conocida por todo el sector, se traduce en que el agricultor nacional produce cultivos de semillas genéticamente modificadas para exportar a países como Argentina y los  consumidores chilenos de granos o alimentos que no pueden comprar productos transgénicos a los agricultores chilenos, lo compran en aquella nación o en otros países; es decir, en Chile hay comercialización de productos genéticamente modificados, pero abastecidos por agricultores extranjeros y no por los nacionales con evidente perjuicio para éstos.


De modo tal, que se hace indispensable abordar una ley que regule los aspectos relacionados con el desarrollo de la biotecnología moderna en vegetales genéticamente modificados, a fin de controlar adecuadamente esta actividad que en Chile, hoy es una realidad.


Informan que la necesidad de contar con una ley que regule las materias descritas y los resguardos debidos para evitar los posibles efectos en la salud de las personas y del medio ambiente, ha sido estudiado por la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, creada en el año 2002, según da cuenta el Informe al Presidente de la República en el 2003.


A continuación, describen el contenido del proyecto.  En efecto, establece normas para regular la generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de los mismos, en lo concerniente a la investigación, el uso confinado, el cultivo, la producción, la introducción al medio ambiente, la comercialización, la importación, la exportación, el almacenamiento, el transporte y la disposición final de los residuos que pueden generarse, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.  Asimismo, establece los procedimientos destinados a obtener las autorizaciones correspondientes en cada una de dichas materias.


Contempla un procedimiento de evaluación mediante el cual se hace entrega a la autoridad de los antecedentes suficientes y necesarios que permitan identificar adecuadamente el organismo genéticamente modificado, sus características y el uso derivado de la modificación genética y los eventuales efectos para la salud humana o el medio ambiente.


Asimismo, incorpora normas sobre participación ciudadana que permiten un conocimiento general sobre las actividades que pueden estarse desarrollando con organismos genéticamente modificados y cuya autorización es requerida; y considera la intervención activa de los interesados en los procesos de autorización, pudiendo formular observaciones que serán ponderadas por las autoridades competentes y los consiguientes medios de impugnación de las decisiones que se adopten.


A fin de hacer efectivo el derecho de estar informado, se contemplan normas destinadas a la identificación y etiquetado de los productos o alimentos que sean o contengan organismos genéticamente modificados, en tanto aquéllos no sean substancialmente equivalentes a los mismos convencionales.


Explica que en lo relativo a la competencia de las autoridades que deben participar en los procesos de autorización para el desarrollo de las actividades reguladas por esta ley, así como para la fiscalización del cumplimiento de la misma y aplicación de las respectivas sanciones, en forma expresa el proyecto no lo determina, a fin de permitir que sea el Supremo Gobierno quien la fije.


Finalmente, el proyecto está estructurado en sesenta y dos artículos permanentes y dos disposiciones transitorias. Las normas permanentes se dividen en once títulos y comprenden lo siguiente: Título I, Disposiciones Generales, artículos 1° a 4°;  Título II, De las actividades de biotecnología moderna en el ámbito de los VGM, Párrafo 1° Uso confinado de VGM, artículos 5° y 6°, Párrafo 2° Introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación, artículos 7° a 9°, Párrafo 3° Introducción al medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM con fines de comercialización, artículos 10 a 12, Párrafo 4° Producción y comercialización de Alimentos VGM, artículos 13 y 14, Párrafo 5° Procedimiento para el otorgamiento de permisos, artículos 15 a 24;  Título III, De la evaluación de las actividades, artículos 25 a 27;  Título IV, De la información y participación ciudadana, artículos 28 y 29;  Título V, De la identificación y etiquetado, Párrafo 1° Identificación de VGM y sus productos derivados, artículos 30 a 32, Párrafo 2° Etiquetado de VGM o productos derivados VGM, artículos 33 y 34;  Título VI, De las zonas restringidas, Párrafo 1° Centros de origen y de diversidad genética, artículos 35 a 40, Párrafo 2°, Áreas protegidas, artículo 41;  Título VII, De los registros de las actividades reguladas, artículos 42 a 44;  Título VIII, De los recursos, artículos 45 a 51;  Título IX, De la fiscalización, artículos 52 y 53;  Título X, De las infracciones y sanciones, artículos 54  a 59, y Título XI, Disposiciones Finales, artículos 60 a 62.


2.-  El informe al Presidente de la República  realizado por la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, de  junio de 2003.


3.-  Anteproyecto de Ley de Bioseguridad de los Organismos Genéticamente Modificados, de junio de 2005, elaborado por la Comisión Interministerial designada para tal efecto.   


Cabe señalar que los documentos signados con los números 2 y 3, fueron solicitados en forma expresa por esta Comisión para su consideración en los antecedentes del presente informe.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al considerar esta iniciativa, la Comisión resolvió iniciar una ronda de audiencias a fin de interiorizarse de las distintas posturas que existen sobre el particular. 


En primer lugar, el Doctor en Bioquímica y experto en flujo de polen y transformación genética de plantas, señor Humberto Prieto, adelantó que su exposición procura generar un piso técnico que permita presentar, de mejor forma, los diversos componentes de la iniciativa de ley en examen.  El ámbito de su análisis, precisó, es el mejoramiento de plantas, en el cual se distinguen cuatro estrategias clásicas para mejorar los cultivos y la producción; dos de ellas -la selección de líneas puras y la hibridación- se sustentan en los experimentos de Mendel, para cuyo efecto se recurre a la polinización entre individuos de la misma especie o de especies distintas, y las otras dos, también, convencionales -la mutagénesis y la diploipidia- recurren a agentes externos, esto es, medios físicos o químicos, para obtener un cambio en la información genética de las especies a mejorar.     


Al particularizar las características de las estrategias mentadas, señaló, en primer término, que el método de líneas puras selecciona determinados caracteres que serán retenidos en una planta individual, tras varias retrocruzas, en procura de un estado homocigoto (presente en ambos cromosomas). La segunda técnica, denominada hibridación, combina diferentes cromosomas para generar un individuo en un estado heterocigoto; es la de uso más amplio en el mejoramiento convencional de plantas, pero requiere, como punto de partida, líneas puras.  La mutagénesis, dijo a continuación, aplica agentes exógenos, químicos o físicos, con la finalidad de cambiar la información genética del cromosoma, mientras que la diploipidia utiliza agentes químicos cuyo resultado es un cambio en el juego de cromosomas de una célula, generalmente aumentándolo, para obtener una nueva variedad.


Enfatizó un elemento que estima clave para la discusión técnica: en todos los casos mencionados hay manipulación genética, no obstante, en ninguno de ellos se clama por un análisis exhaustivo de las plantas derivadas.  Dicho de otra forma, puntualizó, a las plantas transgénicas se les formula un requerimiento más riguroso que el planteado a las líneas de obtención de nuevas variedades mejoradas. 


Enseguida, relacionó la transformación genética con el mejoramiento convencional, en el que interactúan un padre 1, de carácter resistente pero cuyo fenotipo es feo, y un padre 2 que, si bien posee un fenotipo aceptable agronómica y económicamente, es altamente sensible a alguna enfermedad; el resultado de esta cruza por el sistema clásico mendeliano, sexualmente compatible, es una progenie, que mezcla los genomas en proporciones de 50% y 50%, lo que implica una manipulación.  Prosiguió diciendo que, al cabo de retrocruzas progresivas, se obtiene un individuo relativamente interesante desde el punto de vista agronómico, en el que están representados un número de genes y material genético, ADN, que, en toda su extensión, además, involucra el gen que proporciona una característica interesante al fenotipo del padre 2, originalmente sensible.  Entonces, resumió, el resultado es una progenie que contiene una característica agronómica de importancia y, a la vez, incorpora una resistencia que proviene del padre 1.  


Por su parte, especificó, la transgenia busca, desde distintas fuentes, genes de resistencia y los introduce en un sistema que se denomina tecnología del ADN recombinante, para ponerlo en una herramienta de biología molecular llamada plasmidio, la que se introduce a la célula vegetal.  Remarcó que la nueva variedad o línea transgénica es, entonces, incorporada a un sistema de mejoramiento convencional.  Sin perjuicio de las diferencias, puntualizó, en ambas técnicas se manipula material genético.


Explicó, asimismo, que la transformación genética propiamente tal deriva de una interacción natural, que se da entre plantas y microorganismos, interacciones que se ponen de manifiesto en las enfermedades, los virus y los hongos.  Ejemplificó aquella interacción, a ras de suelo o en zonas más altas de la planta, con la enfermedad de la agalla de la corona, cuyo fenotipo es un tumor provocado por la presencia de la bacteria denominada Agrobacterium tumefaciens; lo relevante, apuntó, es que se trata de una planta transgénica, naturalmente encontrada en el campo.  Mencionó que a nivel molecular el agrobacterium tiene una mecanística o una logística, esto es, una cantidad de herramientas que propician la transferencia de una zona de ácido desoxirribonucleico presente en aquélla hacia el núcleo y, por ende, hacia el genoma de la célula que, en diversas etapas, será transformada.


Explicó la interacción necesaria para que se produzca la incorporación de ADN desde la bacteria hasta el genoma de la célula vegetal; y describió la acción humana como un aprovechamiento de aquella interacción natural, llevándola al laboratorio para producir nuevas variedades con miras a su explotación comercial.  Reseñó que un gen se compone esencialmente de ADN cuyas cuatro bases, en distinto orden, generan la información genética, y en un grado explicativo de mayor complejidad, definió al gen como un trozo de ADN compuesto por bases nitrogenadas cuyos nombres son adenina, guanina, citosina y timidina las que, en un  cierto orden, antes de esta zona llamada promotora generan, una información específica, y se obtiene un gen, en la zona terminadora.  Describió que el gen pasa por una molécula intermedia el ácido ribonucleico mensajero y, finalmente, genera una proteína que ejerce una función o rol dentro de la célula que está siendo modificada genéticamente. 


Respecto de la forma en que funciona el sistema en general, ilustró que al ser infestados los explantes, por ejemplo, en ciruelos, con una bacteria que ya posee el gen manipulado previamente en el laboratorio, es posible observar la evolución de los brotes transgénicos hasta llegar finalmente a la obtención de plántulas, en invernadero, que constituyen el estadio número uno en la larga cadena de producción de plantas transgénicas.


En referencia a la interrogante de porqué regular esta especie de actividad, expresó que la diversidad de métodos de aprovechamiento de procesos biológicos clave que el hombre lleva a sus laboratorios, trae aparejada una gama de problemas éticos, válidos desde todo punto de vista en una sociedad compleja.  Por otra parte, complementó, la industria y el comercio relacionados con este tipo de biotecnología requieren normas claras que les permitan desarrollarse dentro de los marcos de un sistema regulador, para que todo el conjunto sea beneficioso.


A continuación, se refirió al contexto internacional que regula la producción y la utilización de los vegetales genéticamente modificados, pues, dijo, su examen y consideración son ineludibles para nuestro país.  En particular, mencionó la Convención de Biodiversidad, ratificada en 1994, que establece un mandato para la regulación de la  biotecnología, y el Protocolo de Bioseguridad, también conocido como Protocolo de Cartagena, que está vigente, aunque Chile no lo ha ratificado.  Precisó que conforme a las disposiciones de éste, el país productor de organismos genéticamente modificados debe estar en situación de comercializar con el país importador de aquéllos, dentro de un proceso técnicamente limpio, al igual que lo debe ser en lo comercial.  


Refirió que aquel proceso cuenta con un sitio virtual, Clearing House of Biosafety, destinado a recibir todas las carpetas técnicas que atañen a genes, promotores, terminadores, evaluaciones, efectos sobre el medio ambiente y sobre seres humanos; información, toda, que el productor de organismos genéticamente modificados debe proveer al país importador.  En forma breve, advirtió, el presupuesto es que el país importador disponga de capacidad técnica nacional para discriminar la eficiencia y la información puesta en dicho sitio, esto es, si la información entregada por el país productor es suficiente para incorporar el vegetal genéticamente modificado a su sistema agrícola productivo.  Resumió diciendo que la capacidad técnica nacional exige sincronía en los aspectos económico, ecológico y de salud.  


Finalmente, apuntó, en el contexto internacional opera el marco de la Organización Mundial de Comercio, OMC, en particular el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio que dispone los requisitos de identificación, esto es, etiquetado de los organismos genéticamente modificados; también opera el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias que permite adoptar medidas conducentes a los fines que le dieron vida, normas las cuales son eventualmente susceptibles de entrar en colisión con el Protocolo de Cartagena.


En otro orden de consideraciones, señaló que el concepto “farm to fork”, desde la granja al tenedor, puesto en boga en Europa desde 2003, alude a un dispositivo de trazabilidad molecular de las especies o semillas que se ingieren en la alimentación, lo cual supone seguir el curso de aquéllas, desde que son puestas en su lugar de siembra, extendiéndolo a todos los puntos de interacción con el medio ambiente y con los centros comerciales y a los puntos conflictivos de la cadena productiva. Aclaró que la aptitud técnica nacional para establecer la trazabilidad conveniente supone que no haya duda de que el compuesto que está en la semilla puesta en el punto de preparación para la siembra se lleve efectivamente hasta la venta, con la satisfacción final del consumidor.  En aquella cadena, previno, se advierten puntos de conflicto, pues cualquier semilla -y, en especial, la genéticamente modificada- puede liberar flujo génico de organismos genéticamente modificados, por ejemplo, en el campo, bajo la forma de polen.  Afirmó que en Europa la trazabilidad de los productos sembrados en el campo exige la previsión de los puntos en los que podría producirse la fuga de estos materiales o semillas, preciosos tanto por la tecnología como por la conveniencia de que sigan una ruta y no otra.    


Identificó el rol que Chile ejerce como el de la winter nursey del Hemisferio Norte, dado que en la contra estación europea se importa semilla, material genéticamente modificado, la cual, una vez multiplicada, es reexportada.  Refirió que en 1992 se presentó la primera solicitud de internación de semilla transgénica, la que activó todas las herramientas gubernamentales, esencialmente el Servicio Agrícola y Ganadero, para generar la norma reguladora y las comisiones asesoras en lo concerniente a liberación de transgénicos.  Mencionó que desde 1993 se han autorizado, en aquel renglón, dos especies de cultivo anual, dos forestales (pinos y eucaliptus), y una frutal, bajo la tecnología del mejoramiento genético por Agribacterium Multifaciens.  Explicó que los genes introducidos a estas especies les confieren, esencialmente, resistencia ante herbicidas, enfermedades e insectos, retardo de su maduración y reducción del pardeado, proceso de descomposición fenotípico de las frutas.  En fecha más reciente, complementó, existen antecedentes de litigios por el etiquetado de alimentos cuyas materias primas son genéticamente modificadas.


Hizo mención a las tentativas de regular estas actividades por ley, y calificó de graves para el sistema, en lo que se refiere a la capacidad técnica nacional, las fallas técnicas originadas por la falta de decisiones políticas. Recordó que el proyecto de ley de rotulado proponía fijar un umbral que, de ser traspasado, diera lugar a la obligación de etiquetar, si bien los umbrales que se proponen a nivel político suelen ser más exigentes que los criterios técnicos obtenidos en laboratorios.  Agregó que la normativa original, con algunos puntos adicionales que la han mejorado o reparado, en el fondo, regula la internación e introducción al medio ambiente de organismo vivos modificados, específicamente, plantas o semillas genéticamente modificadas.


Señaló que otro componente importante de la normativa lo aportará la creación del Comité Asesor y de la Secretaría Técnica para la Liberación de Vegetales Genéticamente Modificados, actualmente en proceso de revisión por el SAG; lo anterior se traduce en un anexo documental  para que se acredite un cúmulo de requerimientos técnicos, la clearing house, ficha que se materializa en una carpeta de antecedentes técnicos que los importadores deben proporcionar al sistema regulador nacional para que éste apruebe la internación definitiva y la multiplicación de semillas.  Explicitó que dicho organismo fija, en los campos transgénicos, las medidas de indispensable adopción, tales como cultivos, bordes o trampas, manejo agronómico, sistemas de contención de polen, métodos de seguimiento sumamente estrictos del suelo empleado para multiplicar semillas, despanojamiento, esto es, el retiro de todas las estructuras reproductivas de los cultivos genéticamente modificados, en los momentos que hayan dejado de ser necesarias.  Puntualizó que si hoy la contaminación no se produce se debe al adecuado sistema de control utilizado, e indicó que lo anterior se aplica a los cultivos convencionales con la flora circundante, pues, especificó, tanto los frutales como las especies forestales transgénicos están en régimen de invernadero, sin que se les posibilite interactuar con el medio ambiente.


Informó que desde la Quinta hasta la Octava Región ha habido o hay diversos cultivos destinados a multiplicar las semillas de vegetales transgénicos, a saber: papa, trigo, maíz, remolacha, canola, raps, falso azafrán, melón, zapallo, calabaza, poroto soya, maravilla, tomate, manzana, pino, eucaliptus y tabaco, y cuantificó la superficie ocupada hasta 2004 en unas 7.000 hectáreas; cifra que fue afinada por la señora Subsecretaria de Agricultura en unas 14.414 hectáreas, pues, dijo, también se deben considerar las extensiones utilizadas en las regiones Primera, Tercera y Cuarta, además de la Metropolitana. 


Sobre las experiencias en terreno, comentó que de acuerdo con las regulaciones del Comité Asesor para la Liberación de Transgénicos, CALT, y el sistema biovigilado por el Servicio Agrícola y Ganadero, si se siembra, por ejemplo, canola o raps transgénico, debe haber un tratamiento del suelo pos cosecha, que impide el cultivo de esos campos en los cuatro años siguientes a la cosecha.  Especificó, a instancia del Honorable Senador señor Coloma, que, cotejada con la realidad en otros países, dicha exigencia puede ser estimada como igual o mejor, y refirió que países como Argentina, Paraguay o Canadá tienen problemas por no haber contado desde un inicio con un sistema estricto, y mencionó que hay campos, donde un año después, pese a no haber raps transgénico, se aplican herbicidas y salen plantas voluntarias transgénicas.


Respecto del riesgo que quede un producto transgénico, en el evento de no hacerse un tratamiento del suelo, advirtió que no es tal sino una percepción pública, y hacerlo se explica por una cuestión de ética, de tranquilidad  y, especialmente, de seguridad.  Indicó que la iniciativa en examen es conservadora y mantiene aquel esquema de trabajo, pero técnicamente estima que no hay justificación para dicha exigencia.  


Calificó de estricto el sistema cuarentenario que Chile aplica al raps genéticamente modificado, y señaló que, no obstante las exigencias del mecanismo y del organismo regulador, tanto las empresas generadoras de estos vegetales genéticamente modificados como los arrendadores de los  predios siguen utilizando la tecnología, aunque Chile se torne en un país más bien inflexible desde esa perspectiva; explicó que se trata de un aspecto social que requiere un análisis de fondo.  Refirió que se han estudiado los flujos génicos en dichos campos transgénicos desde el año 2001 y se ha acumulado alguna experiencia en la evaluación del real impacto que tienen los centros o los semilleros comerciales donde se maneja este tipo de semilla transgénica.


Se refirió también a otra realidad, consistente en que los semilleros transgénicos deben ser puestos dentro de jaulas para el control de flujo de polen, en los que hay también ejemplos de un manejo menos afortunado de plantas transgénicas.  


Señaló que la resistencia a herbicidas, en  especial, al glisofato, es uno de los principales eventos de raps que ha sido incorporado al sistema productivo nacional, y agregó que al visitar campos de aquel tipo fueron recogidos individuos sospechosos a distancias variadas o en el mismo centro transgénico, en función de la cuarentena, de forma tal que en épocas de siembra o cosecha se visitaban lonjas de 200 metros de largo por 20 metros de ancho, esto es, hasta una distancia de 200 metros del centro transgénico.  Explicó que hubo casos en los que no fue posible encontrar ese tipo de evento por el manejo que pide el organismo regulador, puesto que están confinados en invernaderos, y hubo otros en que se recurrió a zonas aun más distantes, lugares muy remotos del centro transgénico, para recoger muestras de posibles efectos de polen o de plantas voluntarias escapados.  Explicó que si a una planta de raps no modificada genéticamente se le aplica el herbicida, muere a las dos semanas; en cambio en un caso similar, la transgénica no resulta afectada por el herbicida en el mismo lapso.  Aseveró que en eso consiste la transgenia específica para dicho caso, esto es, se trata de semillas sembradas ex profeso en un lugar.  La cuestión investigada, precisó, radica en saber qué pasaba con las plantas potenciales híbridas que fueron encontradas -cuyo carácter híbrido fue establecido por un análisis molecular-, y en todos los casos dichos individuos murieron dos o tres semanas después de habérseles aplicado el herbicida.  


Sintetizó las conclusiones: todos los escapes encontrados desde 2001 en este tipo de campos se murieron, situación que tiene un significado de alcance biológico pues la formación real de la famosa súper maleza no es tal sino una herramienta argumental que muy livianamente se usa por las organizaciones ecologistas para argumentar la fuga de genes, y ante esos dichos existen tablas y resultados que, aceptando la realidad de los eventos de fuga de polen, proceso natural de interacción entre un vegetal y otro, o entre el raps que no es transgénico y el yuyo que está a su lado, o entre el que sí lo es y el yuyo vecino, lo relevante es que lo que genera dicha interacción no es biológicamente viable.  Reiteró: los antecedentes biológicos, técnicos, enseñan que la generación de súper maleza no es tal.


Asimismo, refutó el argumento de que la fuga de polen del raps transgénico, que lleve el germen de resistencia al herbicida, al caer sobre una planta que crece cerca del campo, por ejemplo un yuyo -que, sexualmente, es compatible con aquél-, genere maleza incontrolable.  Para que una hipótesis como esa pudiera cumplirse, debería concurrir un cúmulo de requerimientos biológicos sobre los que no ha hecho mención detallada, por razones de brevedad de la exposición, limitándose a mostrar el resultado de algunos de los individuos que, efectivamente, fueron recolectados de los campos de control, y que demuestran que el gen que ejerce esa función de resistencia en el raps no lo hace en el yuyo.


El Honorable Senador señor Allamand observó que esa aseveración podría ser suficiente, por sí sola, para derribar todas las normas de protección que actualmente se practican ya que si la evidencia científica confirma la imposibilidad de propagación genética en la forma anteriormente descrita, es razonable preguntar ¿cuál es la razón para los controles establecidos?  


El señor Prieto señaló que la inferencia de Su Señoría es cierta, aunque previno que al mundo científico se le suele endilgar la crítica de una arrogancia extrema respecto de ciertos hechos, y que él, apoya un sistema de resguardo, pese a estos resultados, aunque es probable que nunca ocurra un siniestro.  


Indicó que habiéndose realizado, también, experimentos en el maíz y en la papa, el resultado acumulado, en lo referente a flujo génico, entrega prospecciones similares, además, de números que enseñan cómo evaluar aquel flujo en el campo para estos cultivos genéticamente modificados: todo lo cual corrobora la existencia de una capacidad técnica nacional. Agregó que en Chile se han generado, también, sistemas de trazabilidad molecular y se dispone de bases de datos en la que está incorporada toda la flora vascular y mediante procedimientos computacionales se ha modelado la interacción de las distintas especies y  su factibilidad.  


Describió los resultados: un catálogo sumamente completo de la flora vascular chilena -afirmación que funda en la reunión de toda la información botánica disponible en el país- ordenada en una base de datos que fue hecha llegar a la Comisión Nacional de Medio Ambiente.  Particularizó que las especies chilenas de la flora silvestre han sido divididas en nativas, naturalizadas e introducidas, e incluye, asimismo, a todas las especies cultivadas de interés agrícola, forestal, ornamental y medicinal, habiéndose introducido adicionalmente en aquella base de datos las especies cultivadas transgénicas disponibles en el mundo.  Recalcó que este tipo de antecedentes ha permitido generar información de 3.517 especies introducidas, 218 cultivadas, es decir, de uso agrícola y que, por lo mismo, presentan sistemas de plantación con una densificación que origina una alta concentración de polen, y casi 5.000 nativas.  Las especies cultivadas, mencionó, se dividen en 157 de interés agrícola, 55 de interés ornamental y 6, de interés forestal.  Explicó que la biología de cada una de éstas se reporta en la base de datos, esto es, su forma de polinización, anualidad, tipo de reproducción, factores involucrados en su polinización, formación de bancos de semillas, viabilidad de la semilla y del polen.  Respecto de la pertinencia del concepto plantas cultivadas que congrega especies introducidas y nativas, indicó que se puede analizar el efecto de una cultivada sobre una nativa porque, también, la agricultura convencional impacta sobre la biodiversidad nativa.


Enfatizó la altísima importancia que presenta la determinación del parentesco observable desde el punto de vista de compatibilidad sexual, a nivel de transgénicos con las distintas especies indexadas en el catálogo.  Señaló que en las especies introducidas hay 111 que presentan cierta compatibilidad a nivel de especie con todos los transgénicos presentes en el mundo; 67 especies cultivadas pueden experimentar algún grado de interacción con las transgénicas, y de todos sólo dos especies nativas podrían ser sensibles a los transgénicos.  Insistió en que es posible construir ese tipo de información y de modelización, a partir del catálogo a que  ha hecho referencia.


El Honorable Senador señor Allamand recalcó que no existiría posibilidad de compatibilidad de especies entre los cultivos transgénicos y el stock chileno de especies.  Hizo referencia a que entre el raps y el yuyo hay compatibilidad sexual, pero no así entre el raps y un durazno.  Consultó si es correcto que sería muy baja la posibilidad de una pandemia genética o que la biodiversidad resulte afectada por el factor mencionado. 


El señor Prieto respondió que lo anterior corresponde exactamente a lo que pretende exponer, y que en el caso extremo involucra a dos especies nativas que son el pasto miel y la solanum tuberosum, 67 especies cultivadas y 11 introducidas.  Resaltó la importancia de estos antecedentes porque la compatibilidad a nivel de especie no significa que, en efecto, lo sean sexualmente, lo cual podrá ser comprobado cuando se hagan los experimentos, con cada una de ellas. 


El Honorable Senador señor Espina consultó si los antecedentes entregados significarían que la autorización de productos genéticamente modificados no afectarían a la biodiversidad de especies nativas en el caso de Chile.


El señor Prieto indicó que se trata de la información susceptible de alcanzar con la capacidad técnica nacional y si, además, se sabe la ubicación geográfica de esas especies nativas es posible compatibilizar los tipos de agricultura y se puede manejar un sistema agrícola nacional bajo esos criterios.


Se abocó, a continuación, a responder la interrogante de porqué regular, concepto que se estructura sobre un enfoque panorámico que es, en todo caso, conservador, y citó uno de los argumentos finales que concordó la Comisión Presidencial de Biotecnología 2003-2004, que sustenta:  “la introducción de cualquier cultivo vegetal distinto o nuevo, sea un OGM o no-OGM, (por ejemplo, una especie exótica) tiene efectos ambientales”, en consecuencia, postula que “lo relevante es identificar en qué consiste dicho riesgo y cómo manejarlo".  Lo que propone la Moción, adelantó, es generar las herramientas y una ruta de trabajo que haga posible ese manejo.  Este concepto técnico de trabajo se ha traducido a un lenguaje legal.


Al concluir su exposición, señaló que ha explicado porqué es necesaria la regulación, dada la existencia de dos tipos de semillas, y refirió que cuando las semillas genéticamente modificadas entran desde Argentina como granos no son descritas o detectadas como transgénicos y se las incorpora a la cadena alimenticia nacional, como granos de comercialización o como ingredientes de mantequilla y aceites.  Advirtió que en este punto se plantea la cuestión del etiquetado, incidente desde el punto de vista de la regulación económica.  Refirió que lo anterior permite ver cuán complejo es el panorama, y refuerza la necesidad de establecer un flujo de trabajo para este tipo de actividades.  Señaló que los elementos técnicos que sustentan la Moción hacen razonable separar un vegetal genéticamente modificado de otros organismos genéticamente modificados, atendida la acuciosidad extrema que es menester en este tipo de análisis, tanto desde el punto de vista técnico como legal.  


Por su parte, la Subsecretaria de Agricultura señora Cecilia Leiva manifestó que hay antecedentes que es importante tomar en cuenta al abordar esta temática. En particular, refirió que en junio de 2002, por un mandato presidencial, se constituyó la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, la que trabajó durante diez meses con el propósito de proponer acciones públicas y privadas tendientes a crear y consolidar una política de desarrollo de biotecnología en el país; aquélla, prosiguió, estuvo integrada por representantes de diversos sectores científicos parlamentarios, dirigentes empresariales, técnicos y autoridades de gobierno, y se puede afirmar que desde noviembre de 2003 Chile cuenta con una política en este campo que planteó cuatro objetivos específicos: primero, permitir el desarrollo empresarial en estas líneas; segundo, propender al desarrollo de las capacidades científicas, tecnológicas y de formación de recursos humanos en esta materia; tercero, gestación de un marco regulatorio y, por último, desarrollo de la institucionalidad pública y de la participación ciudadana.


Informó que el marco regulador contenido en esa política planteó la necesidad de elaborar una ley de bioseguridad de los organismos genéticamente modificados, indicación que se materializó en la elaboración de un anteproyecto, que fue enviado al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en 2005, trabajo que fue coordinado por el Ministerio de Economía, e involucró a los Ministerios de Salud, de Agricultura y de Relaciones Exteriores,  Expresó que en este momento se cuenta con aquel anteproyecto que contempla al conjunto de los organismos genéticamente modificados. 


Aclaró a continuación la posición oficial del Ministerio de Agricultura ante la iniciativa en examen, a cuyo respecto dijo que observa con interés esta moción, que busca legislar acerca de la biotecnología moderna, pues en la actualidad esta materia sólo está normada a través de una resolución del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, que reglamenta determinadas actividades.


Concordó en que es probable que en Chile se estén desarrollando actividades en esta materia sin la debida autorización, lo que como contrapartida significa que tampoco tienen prohibición expresa.  Por las razones señaladas, sería de gran utilidad contar con una norma con rango de ley, que establezca directrices claras en materia de biotecnología moderna y bioseguridad.  Adicionalmente, puntualizó, dada la existencia de mociones parlamentarias en esta materia, algunas en trámite, esta iniciativa parece ser una buena oportunidad para discutir el tema, en tanto el Ejecutivo no presente, ya sea el proyecto de ley trabajado durante la Administración anterior u otro mejorado.


Previno que la política del Ministerio de Agricultura en materia de los organismos vegetales modificados ha sido cautelosa, procurando proteger el medio ambiente silvoagropecuario y los recursos naturales, al adoptar decisiones sobre el particular.  Ello se ha logrado autorizando, caso a caso y con medidas de bioseguridad, la reproducción de material vegetal transgénico de propagación, como lo son las semillas.  


Puntualizó que el cultivo extensivo de especies transgénicas, para otros propósitos diferentes que la producción de semillas, se estima riesgoso, en términos de bioseguridad, debido a la dificultad de hacer cumplir las medidas pertinentes.  Por ello, estimó que el cambio de política del Ministerio de Agricultura demanda determinar los mecanismos que otorguen las necesarias garantías para que en el país coexistan diferentes tipos de agricultura.


Discrepó que exista una paradoja evidente, como lo plantea la Moción, entre el cultivo de semillas transgénicas para la exportación y la importación de granos transgénicos, destinados al consumo animal, y la cautela que prevalece respecto a la expansión de este tipo de cultivos.  Enfatizó que las acciones permitidas no representarían riesgo para el medio ambiente y los recursos naturales, puesto que están circunscritas a propósitos específicos. 


Por las razones anteriores, dijo, se valora la oportunidad que  esta Moción otorga para avanzar en la definición de una posición país sobre la materia, basada en un amplio diálogo público-privado. Señaló que el Ministerio está abierto a colaborar en una iniciativa de estas características, y comprometió su aporte en las materias que les son propias. 


Se trata de una moción que regula distintos ámbitos, incluye participación ciudadana, etiquetado, zonas restringidas, establecimiento de registros, procedimientos de autorización por instancias competentes, normas de fiscalización, tipificación de infracciones y sanciones, entre otros aspectos. 


Desde un punto de vista general, expuso, se observa en forma positiva que la Moción coincida, en muchos aspectos, con el anteproyecto de ley trabajado durante la administración anterior, entre ellos, la regulación de la evaluación y autorización caso a caso, protección de centros de origen y diversidad genética, reconocimiento de principios de transparencia y participación ciudadana, análisis de riesgo, zonas de prohibición y restricción, instancia de revisión de las decisiones de la autoridad, definición de infracciones y sanciones, aspectos de fiscalización, entre otras materias.


No obstante lo anterior, dejó a salvo la necesidad de abrir una discusión sobre aspectos, generales y específicos, que la Moción no aborda o sólo lo hace parcialmente.  En forma meramente enunciativa, apunto las siguientes: discernir si los transgénicos serán considerados cultivos especiales o convencionales; discutir si el proyecto debe abarcar sólo a los vegetales genéticamente modificados y sus productos derivados; definir la institucionalidad; determinar la información que estará a disposición de la ciudadanía; especificar aspectos de bioseguridad necesarios, tales como regulación de la evaluación caso a caso, análisis de riesgo, medidas de bioseguridad, situaciones de emergencia frente a peligros de contaminación; zonas de restricción y prohibición de actividades con vegetales genéticamente modificados; diferenciar los procedimientos aplicables a cultivos y eventos biotecnológicos ya evaluados; dilucidar  la mejor forma de revisión de las decisiones de la autoridad, esto es, el régimen de reclamaciones; abarcar los aspectos atingentes al etiquetado: sanitario, información al consumidor, evaluación costo/beneficio del etiquetado y sancionar la normativa sobre fiscalización, infracciones, sanciones y responsabilidad civil. 


Finalmente, informó que la Subsecretaría de Economía, que cumplió el rol de coordinador del anteproyecto de ley en la etapa precedente, está llamando a la constitución de una nueva mesa de trabajo para su revisión y perfeccionamiento, con miras a su remisión al Ministerio Secretaría General de la Presidencia.  Dejó planteado el interés de que se pudiera establecer una colaboración con el trabajo que reemprenderá la Subsecretaría de Economía.


El Honorable Senador señor Espina precisó que  esta Moción aborda un tema de importancia para la sociedad, razón por la cual existe plena disposición para acoger a estudio todas las indicaciones que presente el Ejecutivo con miras a perfeccionar aquélla, y descartó que los autores de la misma pretendan alguna suerte de exclusividad.  Planteó que no le parece que esfuerzos de esta naturaleza sean sucedidos por el envío posterior de un proyecto del Ejecutivo que olvida el esfuerzo precedente.  Sin perjuicio de lo anterior, adelantó que en el curso del debate se abrirá el espacio para el diálogo y la búsqueda de una manera de recoger toda esa información y determinar si se abordará la vía exclusiva de los vegetales o si se asumirán otras materias.


En otro orden de hechos, señaló la importancia de encarar qué beneficios concretos tienen los productos transgénicos para Chile; relató que le cupo presenciar parte del debate en la Unión Europea sobre los transgénicos, y los representantes de los sectores agrícolas, en forma unánime, confrontaron a los sectores ecologistas, experiencia que consolidó su convicción de poner en el tapete las enormes ventajas de contar con una legislación sobre la materia porque la utilidad del proyecto se mide no sólo por los avances de la investigación científica sino, también, por sus resultados económicos. Relacionó aquel antecedente con el mejoramiento de la resistencia a plagas del raps genéticamente modificado, dado que la misma redundará en mayor rendimiento por hectárea, lo que proyectó al escenario de la producción de biocombustibles. Explicitó que se refiere al cambio más significativo de la agricultura, en el territorio que va de las regiones del Maule hasta Los Lagos, y que le lleva a pedir a los representantes del Ejecutivo un estudio de las ventajas económicas que le reportará a las personas esta faceta del proyecto, sin perjuicio del debate paralelo sobre eventuales efectos en la salud de las mismas.


Debido a que representa una zona con altos  índices de pobreza, lamentó que el debate sobre los cultivos genéticamente modificados se centre sólo en la cuestión de si es inocua dicha manipulación genética y si esto afecta a la biodiversidad del país. Prosiguió diciendo que dicha controversia esconde otro aspecto, cuyo fondo es de mayor relevancia: un proyecto de esta naturaleza, sustentado en la evidencia empírica de que los cultivos transgénicos no producen daños a la salud, permitirá que tanto la región que representa como otras muchas del país dejen de ser pobres, al posibilitar la producción de raps de mejor condición y calidad para su uso en el biodiesel, lo que lo transformará en cultivo estrella, no obstante que hace cinco o seis años atrás estaba prácticamente desaparecido.  Otro tanto sucede con el trigo que produce Chile, apto sólo para el consumo humano o animal -como alimento de peces-, no obstante que hay variedades  que, administradas adecuadamente, son idóneas para utilizarlas en la elaboración de productos no alimenticios.  Sintetizó: existe toda una dimensión que debe ser conocida y, por lo mismo, es importante disponer de una estimación del monto que aportaría esta clase de cultivos al producto agrícola.


Asimismo, solicitó oficialmente el Informe de la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, para que éste sea incorporado en el informe correspondiente de la Comisión.


La señora Subsecretaria de Agricultura sugirió distinguir entre los rubros de la actividad agrícola ya que, por ejemplo, los productores de fruta de exportación no están interesados en los cultivos transgénicos, lo que induce a pensar que la preferencia del consumidor es un aspecto relevante en las decisiones económicas.  Reconoció que efectivamente, en casos como el maíz o el raps, aparece una ventaja significativa, sobre todo si se incorporasen los biocombustibles a la matriz energética.


El Honorable Senador señor Allamand consultó si la señora Teresa Agüero, encargada de Medio Ambiente, Bioseguridad y Recursos Genéticos de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, por el hecho de haber participado en el debate que se materializó en el anteproyecto de ley elaborado por el Ejecutivo, estaría en situación de reseñar los reparos que los grupos ecologistas han planteado en dichas comisiones y su evolución, dado que entiende que el eje de sus planteamientos ha experimentado cambios.


La señora Teresa Agüero manifestó que aquellas organizaciones están agrupadas en la Red por un Chile Libre de Transgénicos, cuya posición permanente la denota su nombre y no está al tanto de que haya habido una variación a este respecto. Según entiende, agregó, han elaborado un comentario  a la Moción, en el cual manifiestan su posición contraria a esta clase de cultivos porque dañan a la salud humana y son contaminantes y junto a estos argumentos exponen fundamentos científicos.  Precisó que ellos no participaron en forma permanente en la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología sino que sólo fueron llamados a las audiencias públicas, y en el proyecto de ley no fueron consultados porque se trató de una iniciativa del Ejecutivo que consultaba su participación en el debate legislativo propiamente tal.


Señaló que los argumentos de los grupos ecologistas se fundan en planteamientos científicos, y el establecimiento de la verdad científica no es un asunto ajeno a la controversia sino materia de intenso debate.  Resaltó el criterio expuesto por la señora Subsecretaria que valora la importancia de considerar el tema de los consumidores porque se está ante un tema que la ciencia no resuelve y que requiere regulaciones, por las fuertes implicaciones comerciales que tiene el objeto del debate, lo que le lleva a enfatizar que este es un punto a discutir.  


Manifestó en relación con la presentación del señor Prieto, que el cotejo que éste hace de dos especies nativas, sólo es válido respecto de las especies actualmente transgénicas, ya que en función del avance de la ciencia y de la misma tecnología, éstas son susceptible de cambios, lo cual lleva a pensar que razonablemente mañana habrá más cultivos transgénicos y, por ende, más especies nativas relacionadas con éstos, razón por la cual los indicadores no son estables en el tiempo. 


Otro elemento a considerar, acotó, es que si bien se habla de especies nativas, preciso es tener en consideración, también, a las especies naturalizadas que han ido adquiriendo sus propias características en Chile, y muchas de las organizaciones no gubernamentales se refieren a la existencia de maíces antiguos, razón por la cual también es relevante cuidar aquellas especies. 


Precisó que se deben considerar también las medidas de bioseguridad que, si bien son apoyadas por el señor Prieto, en el planteamiento del Honorable Senador señor Allamand se las podría entender como innecesarias.  Resaltó la necesidad de esa clase de medidas, desde el punto de vista de la defensa, de las especies nativas,  de las naturalizadas cultivables, con independencia de si en unas u otras, se exprese la transgenia, en definitiva. 


Finalmente, respecto de la rotación, sostuvo que desde un ángulo meramente comercial es dable razonar que si se tiene existencia de plantas voluntarias, aparecidas con posterioridad al evento de cultivos transgénicos, y se deseara tener uno convencional libre de aquéllos, ya no sería posible tener garantía de limpieza total.  Afirmó que las medidas de bioseguridad permiten establecer la trazabilidad de cultivos o de productos con transgénicos y de los que están libres de los mismos.


A continuación, el señor José Antonio Galilea adelantó que su exposición consulta menciones a los efectos que la aplicación de la biotecnología tiene para el sector agrícola, pero advirtió que se trata de un elemento que no cabe  considerarlo con un alcance demasiado generalizado porque las manipulaciones genéticas hechas sobre los cultivos más conocidos y abundantes son precisas y sumamente acotadas; por lo tanto, agregó, no se está ante un proceso descontrolado de intervenciones genéticas.  


Observó que hay dos elementos adicionales que es preciso considerar en relación con la rotación. El primero es que los agricultores en el normal desempeño de sus actividades agrícolas, en especial, tratándose de cultivos anuales, establecen sistemas de rotación de cultivos, por razones de índole económica para resguardar lo que se denomina el cultivo cabecera de rotación, que normalmente será el más rentable, pero también opera un factor fitosanitario constituido por el surgimiento de enfermedades y hongos que terminan por afectar el rendimiento en forma  drástica.  Lo segundo, es que la norma vigente que autoriza la multiplicación de semillas transgénicas para su exportación no libera de ninguno de los riesgos que se podrían exponer porque lo normado actualmente es el destino de los cultivos.   


En seguida, el señor Galilea se refirió a la Moción y explicó que ésta se dirige a dos objetivos: en primer término, el fomento de la biotecnología moderna lo que, en el contexto de la iniciativa en examen, significa autorizar, tanto para fines de investigación como de comercialización, la utilización de organismos biológicos y sus partes, que hayan sido modificados ya por introducción de genes foráneos, ya por fusión de células, y, en segundo lugar, la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente, para lo cual se requiere un informe de evaluación de riesgos en el caso de las actividades que necesitan una autorización.


Identificó tres efectos principales derivados del uso de esta biotecnologìa en la agricultura, particularmente para los productores, a saber: la obtención de una productividad mayor; la disminución de los costos y la reducción en el uso de pesticidas tóxicos, lo cual naturalmente incide sobre el medio ambiente.

A continuación, delineó dos datos reveladores de las ventajas que el cultivo de vegetales genéticamente modificados le reportó a la agricultura argentina, en la última temporada, extraídos de un estudio realizado por los doctores en Economía Agraria, señores Eduardo Trigo  y Eugenio Cap, quienes han actuado, también, como consultores especializados para la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, FAO, el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura, IICA, estudio que se publicó en diciembre de 2006, por encargo del Consejo Argentino para la Información y el Desarrollo de la Biotecnología.


El primero, señaló, revela que la participación de los cultivos genéticamente modificados alcanza en el caso de la soja al 90% del total de la superficie cultivada con esta leguminosa, en procura de una tolerancia mayor a herbicidas, y a 70% y 60%, respectivamente, en los casos del maíz y del algodón, con la mira de acrecentar su resistencia a insectos.  Agregó que de aquel trabajo, entre varias conclusiones, se infiere que el proceso de incorporación de nuevas tecnologías ha tenido un impacto profundo en la transformación de la agricultura argentina y en toda la economía de aquel país.  Cifró los beneficios totales para los tres cultivos en más de US$ 20.000 millones, a contar de 1996, en que se pusieron en práctica los primeros cultivos genéticamente modificados.

El segundo, particularizó, se refiere a los beneficios brutos de la liberación de los cultivos genéticamente modificados, medida que en el caso de la soja implicó una reducción de costos ascendente a US$ 1.763 millones, y una expansión de las áreas incorporadas estimada en US$ 17.974 millones; en suma, el beneficio bruto total equivale a US$ 19.737 millones.  Agregó que el desarrollo de cultivos genéticamente modificados se remonta, en este caso, a 1996, en forma prácticamente simultánea con la introducción de éstos en el mundo, lo que da pie a que se hable de la “sojización de Argentina”, debido a la expansión de la superficie cultivada que trajo aparejado el uso de biotecnología.  Señaló que a lo largo de aquel período, la distribución de los beneficios generados por la adopción de soja genéticamente modificada muestra una derivación de aquéllos en un rango del 76% a los productores; 15%, para el Estado; 5%, para los vendedores de agroquímicos (glifosato) y 4% para los proveedores de semillas.


Asimismo, destacó que en el lapso 1998-2005, para los cultivos de maíz genéticamente modificado, los beneficios alcanzaron a los US$ 481,7 millones, cuya distribución generó un margen de 43% a los productores, del 41%, a los suministradores de la semilla utilizada y 16% para el Estado.  En relación con similar clase de cultivos de algodón, mencionó que el estudio cuantifica los beneficios, en idéntico período, en US$ 20,8 millones, de los cuales el 86% se lo apropió el sector productivo; el 9%, los suministradores de la semilla, y el 5% lo capturó el Estado.


Finalmente, en el orden de los antecedentes generales, dio a conocer que la superficie sembrada con vegetales genéticamente modificados, en el mundo, ha saltado desde 1996 al presente a más de 100 millones de hectáreas, con una tasa de crecimiento anual, particularmente, en 2005, en relación con el año precedente, de un 11%, equivalente a 9.000.000 de hectáreas.


Ahondando en su relación de los rasgos característicos de la Moción legislativa en examen, señaló que la misma expone que Chile no cuenta con una legislación en materia de biotecnología;  precisó que desde el ámbito de la regulación agrícola, sólo existe la Resolución Nº 1.523 de 2001, del Servicio Agrícola y Ganadero, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.  En síntesis, el marco regulador vigente autoriza la producción de semillas para exportación sin permitir su cultivo para fines comerciales en el mercado interno, no obstante lo cual es lícita la importación de productos genéticamente modificados para ser vendidos en el territorio nacional.   


Enfatizó que se trata de una situación paradójica porque aquella prohibición que grava a los productores chilenos ha dado sustento aparente al planteamiento de algunos en orden a que Chile es un país libre de transgénicos, sin reparar que, por la vía de la multiplicación de semillas que se importan a Chile y se reexportan, es evidente que los transgénicos existen y, muy probablemente, su estancia sea para quedarse; en consecuencia, concluyó, lo que cabe es normar su uso y su comercialización. 


El proyecto, reseñó, regula una serie de aspectos atingentes a la generación, la manipulación y la utilización de vegetales genéticamente modificados, en particular, los referentes al uso confinado; la investigación;  los cultivos comerciales; las autorizaciones para realizar tanto la investigación como la producción de cultivos; la evaluación y el control de riesgos; la participación ciudadana; el etiquetado; el régimen de zonas restringidas; la fiscalización, y lo relativo a sanciones y multas.


En un nivel de agregación distinto, definió cuatro tipos de actividades dirigidas a desarrollar vegetales genéticamente modificados que son materia de esta normativa: a) el uso confinado de vegetales genéticamente modificados; b) su introducción al medio ambiente con fines de investigación; c) similar actividad cuando el propósito es  comercializarlos, y, d) la producción y la comercialización de alimentos provenientes de vegetales genéticamente modificados.


Sistematizó que cada una de aquellas actividades está sujeta a una serie de exigencias, y que en el caso del uso confinado de vegetales genéticamente modificados, es deber primordial informar a la autoridad respectiva, con la debida individualización del titular, sobre los fines del uso confinado, la indicación del establecimiento en que se desarrollará la actividad, la forma en que se dará cumplimiento a los requisitos contenidos en el Manual de Normas de Bioseguridad de la Comisión Nacional de Ciencia y Tecnología, Conicyt, además de mantener a disposición de la autoridad toda la información relativa al uso confinado. 


En lo que toca a la introducción al medio ambiente de vegetales genéticamente modificados, con fines de investigación, destacó que para la obtención del permiso requerido se debe aportar la individualización del titular; la caracterización del vegetal genéticamente modificado; el propósito de la investigación; la determinación de la región, provincia, comuna y lugar, incluyendo la superficie total y del predio.  Además, se requiere: un informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan; la expresión de las medidas de bioseguridad que se adoptarán; los antecedentes sobre la introducción de especies vegetales similares en el medio ambiente, en otros países o en Chile; las medidas que se proponen para el almacenamiento, transporte y disposición final del vegetal genéticamente modificado y el plan de seguimiento de la actividad. A su término, explicó, es obligatoria la presentación del informe final, a los 30 días de concluida la investigación.


Hizo una enunciación particularizada, asimismo, de los requisitos para que se conceda permiso para introducir al medio ambiente vegetales genéticamente modificados, con fines de comercialización, entre las cuales, enunció, la presentación del permiso otorgado para la investigación precedente y el informe final que dé cuenta de los resultados de aquella actividad; las medidas específicas consultadas para efectos de identificación y etiquetado; las condiciones de uso, manejo y embalaje para efectos de su comercialización y las previstas para su almacenamiento, transporte y disposición final.


Destacó que si no hubo un permiso previo de investigación, además de lo anterior, se requiere precisar el origen del vegetal genéticamente modificado y si fuere importado, el país, el laboratorio y los científicos; su caracterización con la indicación de la modificación genética; el informe de los resultados de la introducción con fines de investigación y el certificado de la autoridad del país de origen, en caso de importación.


Explicó, finalmente, que al solicitar autorización para la producción y la comercialización de alimentos vegetales genéticamente modificados o de productos derivados para consumo humano, además del permiso de comercialización, se requiere de autorización de la autoridad de Salud, conforme al Código Sanitario y el Reglamento de Alimentos y, también, la que debe emitir el Servicio Agrícola y Ganadero, con arreglo a su Ley Orgánica y al Reglamento de Alimentos de Animales.


Otro rasgo característico importante del proyecto, resaltó, es que regula la participación ciudadana en concordancia con los principios de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, asegurándole a la comunidad el acceso a la información general que disponible para la autoridad nacional y regional sobre los vegetales genéticamente modificados; se consagra así, prosiguió, el derecho de todo interesado a imponerse de las solicitudes y de las evaluaciones de riesgo relativas al otorgamiento de permisos, mediante la publicación en extracto de las resoluciones dictadas en medios informativos de circulación regional; en este mismo orden de consideraciones, apuntó, faculta a cualquier persona natural o jurídica a formular observaciones en los procesos de otorgamiento de permisos, acompañando antecedentes.


Expuso, también, que el proyecto norma, en un título especial, la identificación y el etiquetado de los productos; estas disposiciones, razonó, probablemente, concentren una parte importante de la discusión, dado que la obligación de etiquetar procede cuando los vegetales genéticamente modificados o sus productos derivados no sean substancialmente equivalentes a los productos convencionales, en sus características relevantes, principio que es similar a la decisión adoptada en la materia por países desarrollados, como Estados Unidos.  Adelantó que es complicado, técnicamente, determinar con precisión, cuándo un producto ha tenido manipulación genética y, sobre todo, en qué porcentaje.  Informó que Estados Unidos lo impone cuando aquélla es del orden del 1%; precepto que en Europa es aun más estricto. 


Agregó que cabe mencionar la exigencia de una leyenda impresa en un lugar destacado de la etiqueta que detalle la composición alimenticia y las propiedades nutricionales, así como información de la composición genética adquirida y sus implicancias, requerimientos de cultivo, cambios reproductivos y productivos, tratándose de semillas o material vegetativo destinado a siembra, cultivo o producción agrícola. 


Asimismo, señaló que, como fluye de su lógica, la Moción restringe la introducción de vegetales genéticamente modificados en zonas declaradas centros de origen y diversidad genética o correspondientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  En forma complementaria, informó, establece que los centros de origen se declararán por medio de un decreto supremo, a propuesta del Servicio Agrícola y Ganadero, en un procedimiento público, en el que cabe la participación ciudadana.


Haciéndose cargo de lo expuesto por la señora Subsecretaria de Agricultura respecto de los cultivos de los frutales, señaló que el informe que, en el mes de junio de 2003, la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología le entregara al Presidente de la República, uno de cuyos acápites consigna la existencia de una primera generación de productos derivados de la biotecnología, que ha tornado en realidad diversas aplicaciones de interés para el sector productivo agrícola, tales como, cultivos resistentes a insectos y enfermedades, los cuales, al sustituir el uso de agroquímicos, reducen los costos de producción, generan importantes beneficios para el medio ambiente y desarrollan plantas tolerantes a condiciones ambientales extremas, como por ejemplo sequías, salinidad y altas o bajas temperaturas.  A la par, relató el avanzado estado de desarrollo de una segunda generación que ofrecerá beneficios directos al consumidor: productos cuya calidad superior la denotan una mejor textura, madurez, sabor y color, así como plantas con un mayor contenido de vitaminas y aceites saludables.

En consonancia con lo anterior, rescató la Propuesta 21 de aquel documento que preconiza un marco jurídico que, junto con regular el cultivo y la utilización de organismos genéticamente modificados, configure un procedimiento transparente para los  solicitantes, garantice participación a todos los actores interesados e incorpore, asimismo, criterios de evaluación de riesgo, caso a caso, basados en principios científicos.  Aquel informe, citó, sistematiza un régimen en el que “los actuales conocimientos científicos en materias de riesgo sanitario y ambiental asociado al cultivo y utilización de organismos transgénicos posibilitan modernizar el marco regulatorio silvoagropecuario y acuícola, admitiendo la expansión de los usos comerciales de los OGM.”. 


Concluyó afirmando que una norma clara en la materia permitirá al sector productivo utilizar la creciente oferta de organismos transgénicos de uso silvoagropecuario y acuícola, así como  prevenir los riesgos para el medio ambiente y la salud de las personas.


Con posterioridad, vuestra Comisión escuchó los planteamientos de la Fundación Ciencia para la Vida, representada por su Presidenta, la Doctora en Biología Celular señora Bernardita Méndez y por el Director don Pablo Valenzuela, Doctor en Química y Premio Nacional de Ciencias Aplicadas y Tecnológicas.


La Doctora Méndez valoró la importancia de una normativa legal que formalice la manipulación, la producción y la comercialización de transgénicos en Chile.  Sentó un presupuesto de análisis: el reconocimiento de que el ser humano desarrolla variedades vegetales desde hace miles de años, por lo tanto, su prosecución con técnicas modernas es sólo un paso más en su devenir. Aseveró que la modificación genética utiliza no sólo técnicas de ingeniería de esa especialidad sino también la mutagénesis, esto es, la irradiación de una planta o su tratamiento químico, que genera muchas otras modificaciones cuyo control es difícil.  De hecho, prosiguió, la ingeniería genética lo hace más predecible y preciso.  


Se refirió, en seguida, al impacto de los vegetales genéticamente modificados en el medio ambiente, e hizo presente que cualquier variedad que se introduzca en un predio agrícola modificará el ecosistema; previno que en esta hipótesis, el tipo de fenómenos en mención no es exclusivo de los vegetales modificados con ingeniería genética, puesto que siempre que se introduce una especie que no es nativa, habrá una modificación de aquél.  


Destacó que la generación de esta ley es algo tardía porque en Chile se han realizado cultivos transgénicos en los últimos cinco o seis años, o más, y durante el mismo lapso se consumen transgénicos.  En Estados Unidos, la experiencia data de diez años, por lo menos, y son millones las personas que los han hecho; también, agregó, se cifran en millones las hectáreas cultivadas con transgénicos, y a la fecha, con los métodos y procedimientos que se han usado, no existe ningún reporte oficial de algún efecto tóxico desde el punto de vista de salud o ambiental.  Estimó que, no obstante la tardanza, la regulación abre la posibilidad de desarrollar un marco legislativo que realmente tome en cuenta la experiencia práctica, pues los países que desarrollaron leyes de esta clase hace cinco o diez años atrás, lo hicieron sobre una base teórica, anticipando lo que podría pasar, y al observar estas normas se concluye, en muchos casos, que constituyen regulaciones excesivas. Hoy, aseveró, existe la oportunidad de ser líderes en la fijación de un marco regulador liviano, que realmente estimule al inversionista interesado en desarrollar transgénicos o semillas transgénicas, o bien, en expandir aquella industria.  Bajo este criterio, observó, es de alto interés una normativa que no implique un peso para los productores y, en último término, para quienes los comercializan.


El Doctor Valenzuela corroboró que Chile tiene la oportunidad de ejercer una función de líder; a este respecto, evocó la multiplicidad de planes para transitar desde una economía de productos naturales a una del conocimiento, contexto en el cual la biotecnología es esencial.  Insistió en que lo que se haga en  la agricultura y en los vegetales tendrá mucha incidencia en lo que ocurre con las bacterias, los medicamentos y la actividad farmacéutica biotecnológica; acorde con esta oportunidad, señaló, la ley debe ser coherente y racional.


La Doctora Méndez observó dos aspectos específicos de la normativa propuesta: por un lado, los referidos a la protección del medio ambiente y la biodiversidad, y por el otro, la protección de la salud humana, vegetal y animal.  En este contexto, señaló, se regula la manipulación y el cultivo de los organismos y la comercialización de los vegetales genéticamente modificados, además de las actividades que apoyan a aquéllas, es decir, transporte, distribución, importación y exportación.  Clarificó que estas actividades admiten dos formas de ejecución: una, en un sistema cerrado, esto es, el uso confinado que, de acuerdo con la definición legal, cuenta con  todas las medidas para proteger  la salud, humana, animal y vegetal, y para proteger el medio ambiente y la biodiversidad.  El segundo nivel, advirtió, consiste en la realización de estas actividades en forma abierta,  ya que el cultivo se puede hacer tanto en un invernadero o en forma abierta.  


Contrapuso lo anterior con la comercialización que, desde luego, será siempre en régimen abierto.  Como está estructurada la normativa, expresó, establece requisitos para estos distintos niveles: uso confinado y uso abierto.  El primer comentario, explicó, es que la definición misma de uso confinado en la ley, de hecho, garantiza la protección de la salud humana, vegetal y animal, así como la del medio ambiente y de la biodiversidad.  Planteó que la Moción manda que se practique una notificación a la autoridad si se tienen actividades de uso confinado con vegetales genéticamente modificados.  Consideró  innecesaria esta exigencia porque hay una variedad de laboratorios, empresas, industrias, universidades, no sólo en Chile sino que en todo el mundo que trabajan también con bacterias, virus, células, esto es, con organismos altamente patógenos sin que se les imponga notificar a ninguna autoridad o institución.  Lo anterior, señaló, redundará en burocracia excesiva.  Lo único que se necesita, advirtió, es que la normativa exija, al igual que en todas partes, que si se trabaja con cualquier organismo genéticamente modificado, se sigan las normas del Manual de Bioseguridad, de la Comisión Nacional de Ciencia y Tecnología, Conicyt, o las establecidas en Europa que son estándar, y en Estados Unidos las del National Institute of Health, NIH.


Explicó que las normas de bioseguridad existentes definen cuatro categorías, de las cuales la menos exigente presupone que se trabaje con una planta o una bacteria totalmente inocua y que el material genético integrado desde otro organismo sea igualmente inocuo, caso en el cual bastará una superficie limpia, con ciertas condiciones de higiene básicas, siendo posible usar el agua del laboratorio; a medida que aumentan las complicaciones o se hace menos seguro el organismo con el cual se trabaja, el nivel de cierre aumenta en función del gen que se integra, hasta llegar, cuando se trabaja con virus o bacterias patógenos, a recintos cerrados, compresión negativa, condiciones de aire, de vestimenta, es decir, reglas rigurosamente establecidas.


El Honorable Senador señor Allamand preguntó cuál es la fuente de esas normas de bioseguridad, si no se encuentran en la legislación chilena.


La Doctora Méndez respondió que, en general, en lo que atañe a transgénicos en Chile, dicha norma es la de NIH.


El Doctor Valenzuela estimó, por su parte, que  los investigadores universitarios usan la normativa Conicyt, pero lo cierto es que nada podría obligarlos a usarla.


El Honorable Senador señor Espina consultó por qué sería necesario adoptar medidas de bioseguridad en el caso de los vegetales genéticamente modificados, si tanto la información que  proporciona la Fundación Ciencia para la Vida como las investigaciones de reputados científicos son coincidentes en que no existe ningún antecedente serio que demuestre daños de dicha especie. 


El Doctor Valenzuela manifestó que el temor se circunscribe a algunas personas que tienen mucha vocería, pero sin fundamento real y, por eso mismo, propone que no se alimente aquel temor con regulaciones a la actividad confinada.  Instó a ser coherentes ya que se impone una serie de regulaciones al trabajo en planta y las mismas no existen cuando se opera con bacterias y virus, como el Hanta.  Señaló que se requiere ajustarse al sentido común prevaleciente en el mundo.


El Honorable Senador señor Allamand concordó en la importancia de resolver el punto, y solicitó a los especialistas que sugirieran cuál sería el marco normativo de referencia que sería menester aplicar.


El Honorable Senador señor Kuschel expuso que representa a la zona de ruralidad más alta de Chile, casi un 35% de la población, porcentaje importante de los cuales son pequeños productores, hecho que le anima a consultar, si esto es aplicable, y en qué medida, a ciertos cultivos intensivos, como la horticultura o la fruticultura, que signifiquen una ventaja comparativa respecto de Argentina, así como que se relate qué experiencias traumáticas han ocurrido con esto, cuál ha sido la solución, o si no las ha habido en el mundo. Asimismo, respecto de las experiencias particularmente exitosas, cuáles se podrían trasladar rápidamente a Chile.  Se interesó, asimismo, por saber si sería posible, en este marco, una especie de transferencia tecnológica.  Instó a una mayor difusión entre los productores medianos y pequeños, ya que para estas unidades, por el potencial instalado en materia de energía, podría ser provechoso.


El Doctor Prieto indicó que si bien comparte la opinión de los personeros de Fundación Ciencia para la Vida, el ánimo estricto de esta parte de la Moción apunta a establecer en la ley el marco que en la actualidad rige, ya que sí existe únicamente un precepto ético, quien quiera causar daño, técnica o científicamente, puede hacerlo.  Detalló que cuando se postula a un proyecto, se acepta regirse por las normas de bioseguridad de Conicyt, y eso es lo que plasma el texto en debate, que recoge muchas normas de bioseguridad que permiten trabajar tanto en bacterias como en vegetales o microorganismos. Agregó que todo proyecto aprobado por Conicyt explicita la adhesión al cumplimiento de esas normas, con el respaldo de la Comisión de Bioética de la institución a la que pertenece el investigador.


El Doctor Valenzuela refutó la opinión precedente y señaló que la norma establece el deber de notificar, sin especificar que los procedimientos deban adecuarse a un Manual de Bioseguridad.  El régimen de Conicyt, explicó, sólo afecta a quienes presentan proyectos, y son muchas las personas que hacen investigación sin adecuarse a esa regulación.  En Estados Unidos, en cambio, sólo deben seguir los procedimientos del NIH quienes reciben financiamiento del gobierno; el resto queda libre.  Insistió: en que la Moción exige toda una descripción y bastaría con una referencia.    


La Doctora Méndez en relación con el cultivo que introduce al medio ambiente vegetales genéticamente modificados, hizo tres observaciones. Con la primera, reiteró que Chile hace cultivos de vegetales genéticamente modificados, al generar semillas transgénicas; en consecuencia, detalló, existe una experiencia importante y el Servicio Agrícola y Ganadero, ha trabajado con los productores otorgándoles permisos, haciendo las evaluaciones de riesgo, entonces le parece positivo que aquella experiencia práctica esté incorporada sin que se invente otro sistema totalmente distinto o paralelo, dado que el existente funciona y aparentemente por el feedback de lo observado y de experiencias directas, lo hace relativamente bien, pues los permisos se otorgan en los tiempos adecuados.


Prosiguió con su segunda observación, también orientada a reducir el peso que recae sobre los productores y cultivadores: la proposición, dijo, es tomarlos en conjunto, por tratarse de un continuum;  la idea es que se solicite un permiso, lógicamente, la primera vez porque se requiere una evaluación seria de riesgo, beneficio y costo, posibles consecuencias para el ambiente, el entorno, entre otros factores, pero si en una segunda oportunidad, el cultivador va a hacer exactamente lo mismo, basta con requerir una notificación, excepto, desde luego, si se introducen cambios, sea en la región, en el número de hectáreas o en el vegetal genéticamente modificado.


Persistiendo en el concepto de simplificación,  observó un tercer aspecto: las personas que han obtenido anteriormente permiso del SAG para cultivos destinados a generar semillas transgénicas, deberían tener una suerte de gran fathering, es decir, que se les considere en la categoría de notificación porque sus peticiones ya se han evaluado.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Allamand, el señor Galilea especificó que se requiere, en cada oportunidad, solicitar la autorización, y se es particularmente restrictivo cuando se trata en la introducción al medio ambiente con fines de comercialización porque se entiende que la producción  va a salir del ámbito del predio en que se trate, y será objeto de transporte y almacenamiento.


Precisó, ante la interrogante de la Doctora Méndez, que se trata de una sola autorización para cultivar y comercializar.


La Doctora Méndez preguntó, asimismo, si a quien adquiere un vegetal genéticamente modificado de otra persona que lo ha cultivado, se le aplica la exigencia de obtener, además del permiso de cultivo, una autorización con arreglo al Código Sanitario y al Reglamento Sanitario de Alimentos.


El señor Galilea especificó que mientras se trate de liberar vegetales genéticamente modificados al medio ambiente con fines de comercialización es inamovible pedir una autorización, pero naturalmente si ese producto se traspasa, después, a un comercializador, éste seguirá contando con la autorización concedida, pues esto es armónico con las normas de identificación y etiquetado.  En otras palabras, complementó, se trata de que en toda la cadena de comercialización  se tenga siempre certeza de estar ante un organismo genéticamente modificado.


El Doctor Valenzuela estimó que la situación no es clara porque aquella norma significaría que cualquier establecimiento que venda frutos de un color especial, porque están genéticamente modificados, quedará sometido a dicha exigencia burocrática.  Aclaró que no se trata de semillas sino de verduras, frutas y de toda clase de productos, por lo que resulta difícil  distinguir el titular, pues la norma lo define como tal hasta que comercializa el producto, sin perjuicio, de que el mismo puede pasar por varias manos, antes de llegar al consumidor.  Estimó que si todos esos sucesores deben notificar el asunto se complica.  


La Doctora Méndez complementó  diciendo que se asume que es titular quien propone realizar cualquiera de estas actividades; de allí pues su  pregunta de si trata de permisos distintos.  Estimó interesante lo que hace la FDA: una vez que se autoriza un vegetal genéticamente modificado, por ejemplo, soja transgénica con tal proteína, el mismo queda incorporado en una lista de productos autorizados sin que sea necesario pedirla nuevamente si manipula el producto, si lo comercializa o si lo usa como alimento.  Concordó en que procede una distinción entre el que cultiva y el que lo distribuye o lo comercializa.


El Honorable Senador señor Allamand planteó que quien cultive podría  incorporar su producto a una especie de shopping list, y que después los sucesores aprovechen la autorización.


La Doctora Méndez coincidió con Su Señoría y agregó que en lo que se refiere al etiquetado, expuso que no se justifica etiquetar un producto por el hecho de ser genéticamente modificado y sólo habría que hacerlo si tuviera un contenido nutricional notablemente distinto al producto convencional.  


Finalizó con una referencia a las zonas protegidas y las zonas de restricción; también le parece inapropiado señalar a los vegetales genéticamente modificados como los únicos que deberían restringirse en esa zona.  Declaró que si se define un bosque nativo como tal, se debería prohibir introducir no sólo vegetales genéticamente modificados sino también un eucalipto o un álamo  ya que otra especie no nativa lo afectarán mucho más que un individuo parecido a otro árbol nativo.  Previno que al actuar así se libera de la estigmatización a este tipo de vegetales y se lo pone en la situación general, pues ante una especie nativa bajo estatuto de protección, a la que se quiere preservar, es tan complicado introducir un vegetal modificado que sea parecido como una variedad nueva no genéticamente modificada que sea similar, porque habrá la misma posibilidad de contaminación cruzada.


El Doctor Valenzuela hizo una referencia a la papa de Chiloé, punto en el que -aseveró- todos los ambientalistas coinciden en que es más peligrosa, para la biodiversidad, la papa asilvestrada extranjera que hoy día crece en Chile, que un tubérculo genéticamente modificado.  Destacó, asimismo, que para la frutilla blanca de Chiloé el problema grave no es la genéticamente modificada sino la que se cultiva en todo Chile, la ananasa.

El señor Galilea, respecto del etiquetado y de las zonas protegidas o de restricción, aseveró que la norma se explica  por una razón de realismo político: la evidencia de que en el debate un sector propiciará un enfoque más restrictivo; desde ya, advirtió hay quienes postulan  que aun la más mínima manipulación de  un producto amerite su etiquetado, y precisamente por esto hay, a lo menos, cinco mociones actualmente en trámite legislativo.  Por esta razón, la norma plantea que el etiquetado sólo sea exigible cuando tiene una diferencia sustancial con el homólogo convencional.  


En relación con las áreas silvestres protegidas o las zonas de restricción, comparte la opinión del Doctor Valenzuela, pero también hay un asunto de realismo político porque se empeñarán  esfuerzos  para  limitar al máximo la expansión del uso de vegetales genéticamente modificados. 


Concluyó diciendo que se pensó hacer un proyecto cuya amplitud fuese mayor, que normara a los organismos genéticamente modificados en su conjunto, y probablemente habría sido deseable hacerlo así, pero lo anterior implicaba transitar por un laberinto más difícil, y fue una consideración práctica, orientada a obtener la aprobación del proyecto, la que lo restringió a los vegetales genéticamente modificados.  Por lo menos, complementó, esta vía posibilita dar un paso en la dirección de aprovechar esta tecnología, sobre todo en el ámbito de la agricultura.


A continuación, don Reinaldo Ruiz, Director de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA, expuso que el hecho de que el  Ejecutivo haya formulado algunas observaciones, no obsta a que valore, en general, la iniciativa y que parezca positiva la oportunidad de discutir esta materia en el país.  Refirió que, afortunadamente, Chile es un país diverso y el Congreso Nacional refleja todas las sensibilidades y será el lugar en que  se arbitre el consenso para una ley que regule esta actividad.  


Mencionó que alguna de las observaciones expuestas por la señora Subsecretaria serán probablemente recogidas en el debate parlamentario, así como se incorporarán ideas provenientes de otros estamentos de la sociedad.  Estimó que todas las opiniones tienen validez sin que se pueda descartar ninguna de ellas, a priori.  Hizo notar que la Moción parlamentaria contiene, en sus antecedentes, datos de países que usan cultivos genéticamente modificados: 50 millones de hectáreas en Estados Unidos, 17,1 millones en Argentina y 9,4 millones en Brasil, pero se advierte que faltan los países europeos, y cabe suponer que por alguna razón éstos se abstienen de incorporar cultivos transgénicos.


Enfatizó la importancia de mirar la realidad de distintos países del mundo e inquirir porqué la Unión Europea es tan exigente respecto de este tipo de cultivos; asimismo, porqué otros países han declarado, casi como una cuestión social, que no quieren tener en su territorio productos transgénicos, como Nueva Zelanda, gran exportador de productos alimenticios en el mundo, lo que lleva a reflexionar que no recurrir a cultivos transgénicos no constituye un impedimento para que los países se sigan desarrollando.


Indicó que su preocupación apunta a que este proyecto debería recoger, también, la diversidad de Chile. Hizo notar que en el imaginario colectivo, se comparta o no, está presente la idea de que al país, por alguna razón, no le conviene tener transgénicos.  


Caracterizó el estado de la agricultura como un proceso de desarrollo que privilegia la calidad por sobre la cantidad, y si bien se enfatiza la aspiración de ser una potencia alimentaria, lo anterior no connota una competencia con los productores argentinos ni con los brasileños, en términos de cantidad, pero sí en los de calidad, y en este contexto los productos libres de manipulación genética tienen un valor creciente en los mercados internacionales porque los consumidores presentan una actitud más bien positiva y favorable hacia este tipo de conductas.  


Agregó que la preocupación del Ejecutivo incide en asegurar la coexistencia en Chile de diversos tipos de agricultura, puesto que hay personas que han optado por los cultivos orgánicos, y el Estado debe garantizar, también, el derecho de los productores que han escogido aquel camino, y si bien es cierto que resulta posible definir áreas donde operen criterios de restricción, el concepto de una legislación líder -término que en la especie parecería ser sinónimo de dos líneas en una legislación- implica que se deben cuidar los intereses de distintas personas, organizaciones y comunidades.


El Honorable Senador señor Allamand pidió que el señor Valenzuela desarrolle, con énfasis particular, los requisitos necesarios para que Chile ejerza un liderazgo potente.


El Doctor Valenzuela insistió que Chile requiere tener una legislación liviana, verdadera y basada en conceptos científicos, no sustentada en el miedo de gente que puede argumentar en contrario.  Entiende, aclaró, lo difícil que será aprobar esta iniciativa que suscitará posiciones encontradas.  Precisó que Nueva Zelanda no ha renegado jamás de la ingeniería genética, y es un país que produce frutas y otros productos semejantes a los chilenos, en cuyos laboratorios se trabaja en ingeniería genética. Afirmó que en este momento no son sustentables los argumentos en contra de la ingeniería genética que invocan que la misma sea un problema para la salud o el medio ambiente.  


Aclaró que su postulado de una legislación liviana se sustenta en que desde hace seis años se desarrollan semillas transgénicas sin que con ello se haya afectado la agricultura orgánica, como lo comprueba que nadie lo haya impugnado.  Refiriéndose a los cultivos orgánicos, comparte que se trata de un nicho especial que, sin embargo, no  va a solucionar los problemas alimenticios del mundo, y la experiencia demuestra que es posible, en forma perfecta, la coexistencia.


El Honorable Senador señor Kuschel recordó que en la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Diputados,  a propósito de internet y la inscripción de sitios, hubo ocasión de percibir los riesgos de la sobre regulación y los efectos que ello podía traer en el avance de aquel sector.  Aconsejó prevenir los daños irreversibles que una sobre regulación podría originar y reiteró su interés en que la pequeña y mediana agricultura, especialmente, tengan acceso rápido y simple a las autorizaciones.  


El Honorable Senador señor Espina planteó, en primer término su convicción de que este proyecto generará polémica sobre la base, a su parecer, de una serie de mitos que lamentablemente existen. Asimismo, en segundo término, hizo notar que será un punto esencial en la decisión final, las ventajas objetivas que tiene para la ciudadanía el que se permita en Chile no sólo obtener semillas sino que producir y comercializar productos transgénicos chilenos. 


Al respecto, el señor Director de ODEPA hizo presente que el Ejecutivo habían contraído el compromiso de presentar algunos antecedentes sobre los beneficios que los cultivos genéticamente modificados podrían aportar tanto en lo que se refiere a rendimientos, como en lo que concierne a la disminución de los costos de producción.  Señaló que, a la fecha, se han hecho algunas investigaciones y  estudios respecto de cultivos de maíz hechos con transgénicos y convencionales, cuyos datos no se estiman plenamente convincentes. 


Por su parte, en representación de Fundación Sociedades Sustentables, la Coordinadora de Biodiversidad, Bióloga y Ph.D. en Zoología, señora María Isabel Manzur expuso que, desde su punto de vista, los organismos transgénicos son un paquete tecnológico que se ha creado por razones comerciales sin que beneficien, en realidad, a los consumidores; afirmó que su origen se vincula al hecho de que las empresas productoras de pesticidas han creado plantas transgénicas resistentes a sus propios herbicidas y a los insectos.  Explicó que la oferta del paquete tecnológico incluye: semillas transgénicas patentadas, a mayor precio; el herbicida producido por la misma empresa y los contratos que compelen a los agricultores a comprar, año tras año, semillas, prohibiéndoles resembrar aquéllas con multas  que ha derivado en la quiebra de muchos de ellos.  


Si bien reconoció que los organismos transgénicos están diseñados para resistir herbicidas y plagas, descartó que sean aptos para rendir más. Recordó que hay estudios referidos a la soja transgénica RR, que demuestran que ésta rinde igual o menos que las semillas convencionales sin que tampoco redunde necesariamente en un beneficio económico mayor para los agricultores; citó entre los estudios a que alude, respectivamente, el de Benbrook y el de la Comisión Económica para América Latina. Insistió en que el único beneficio probado es el control de malezas con más herbicidas y, en ciertos casos, alguna reducción en el uso de insecticidas. 


Señaló que el impacto al medio ambiente se relaciona con la contaminación por polen cuyos efectos son irreversibles, pues, aquél es llevado a grandes distancias por el viento y las abejas. En consecuencia, previno, un cultivo contaminado se reproduce y se disemina, lo que implica que la erradicación de las plantas transgénicas sea en extremo difícil, dada la imposibilidad de diferenciarlas de las convencionales.  


Respecto del aumento en el uso de herbicidas, detalló que investigaciones realizadas en Estados Unidos durante ocho años, con base en datos del Departamento de Agricultura en lo que atañe a soja, maíz y algodón genéticamente modificados, establecen un aumento en el uso de glifosato, al compararlos con los cultivos convencionales, ascendente a  31,6 millones de kilogramos en soja genéticamente modificada, debido a la aparición de malezas resistentes al herbicida.  Calificó de falaz la afirmación de que con esta clase de cultivos se reduzca el uso de pesticidas, aunque si se advierte una cierta disminución en el uso de insecticidas en un volumen de 8,82 millones de kilogramos, conforme a los datos registrados por Benbrook.  Agregó que en Argentina se ha comprobado que, tratándose de soja genéticamente modificada, se usa más del doble de herbicida que en la leguminosa convencional, esto es, 150 millones de litros en 2003, una cifra comparable con los 13,9 millones de litros utilizados en 1997. 


Abordó a continuación la contaminación mundial de cultivos, sobre cuyo particular, destacó que un informe de Greenpeace, de 2006, revela 113 casos, en 39 países, lo que constituye una expansión considerable de esta especie de contaminación, con la consiguiente dificultad para su control y la segregación adecuada de las variedades convencionales de las transgénicas.  Realzó el incremento de costos debido a las operaciones de separación para franquear el acceso de los cultivos no transgénicos a mercados de exportación, en hipótesis de coexistencia de los dos sistemas. 


Enunció que la multiplicidad de ejemplos de contaminación impide examinarlos en forma particular, motivo por el cual deja a la Comisión la información recopilada.  Se refirió, sin embargo, a algunos casos relevantes. En primer término, a la contaminación del maíz originario, en México, en función de informaciones recopiladas, en 2001, por el estudio “Nature”, de Quist y Chapela, y por el gobierno de dicho país, las que establecen la detección de evidencias de contaminación en maíz originario en sectores alejados de nueve estados, cuya fuente sería maíz transgénico para grano desde Estados Unidos, y que ha dado lugar a deformaciones serias de maíces que, dado el carácter de centro de origen de dichas variedades, representan una amenaza cierta a la biodiversidad agrícola.


También, se refirió al maíz transgénico Starlink, resistente a insectos, aprobado sólo para consumo animal en Estados Unidos, pero que entró a la cadena de consumo humano, en septiembre de 2000, época en la que fue detectado en tortillas de maíz, lo cual originó un retiro masivo, con pérdidas ingentes para los supermercados, las firmas de alimentos y agricultores, así como para las exportaciones del grano convencional. Aunque el gobierno estadounidense prohibió dicha semilla, aseveró que en 2003 aún se encontraba maíz Starlink en los cargamentos de maíz convencional desde Estados Unidos a Japón.  Aventis, la firma que había desarrollado esta variedad, hubo de cancelar 500 millones de dólares a los agricultores por pérdida de cosechas debido a contaminación y cierre de mercados. 


Asimismo, se refirió al caso del maíz BT 10 que produce la firma Syngenta, la que también ha desarrollado la variedad permitida BT 11. En 2005, relató, fue descubierto que en el cuadrienio precedente, aquella firma había producido y distribuido cientos de toneladas de maíz BT 10, que no está aprobado, como si fuera BT11.  Consecuencia de lo anterior, explicó, fue que las cosechas de maíz de Estados Unidos resultaron contaminadas con BT 10; evento que causó un rechazo masivo de cargamentos de ese cultivo contaminado, a la Unión Europea y Japón, nación ésta que hizo exigible la certificación de que los cargamentos se encontraban libres de BT 10.


En el mismo patrón de eventos, trató el caso del  arroz Liberty Link y refirió que, en agosto de 2006, se encontró grano largo producido en Estados Unidos, contaminado con el transgénico Liberty Link 601 resistente a herbicidas, de Bayer Crop, el cual no cuenta con aprobación para el consumo humano.  Indicó que aparentemente unos años antes, entre 1998 y 2001, se llevaron a cabo pruebas de campo en las que resultaron contaminados los cultivos de arroz convencional, lo que afectó las exportaciones a Japón, a nueve países de la Unión Europea, además de Costa Rica, Nicaragua y México.  En definitiva tanto las autoridades japonesas como las europeas rechazaron cargamentos y la Europa comunitaria exigió un certificado de libre de contaminación a todos los cargamentos de la gramínea provenientes de Estados Unidos.  En términos de volumen, la restricción afectó al 47% de las exportaciones de arroz de aquel país y marcó la peor crisis de dicho mercado.


Enfatizó que el uso de cultivos transgénicos involucra costos para el sector agrícola, cuando se trata de promover la coexistencia.  Reseñó que, obviamente, Bayer fue demandada por los agricultores que sufrieron los perjuicios derivados del cierre de mercado y la baja de precios. Insistió que cuando se produce un evento de contaminación, aunque sea pequeño, resulta muy difícil su erradicación, y citó como demostración de lo dicho que el maíz Starlink se prohibió en 2000 y todavía tres años después se seguía encontrando en Japón trazas de aquél en los cargamentos.


Extendió su enfoque a las fallas tecnológicas como causa de eventos problemáticos asociados a cultivos transgénicos. Al  refutar las profusas ventajas que a dichos cultivos se les atribuyen en el caso de las economías en desarrollo, argumentó que el estado indio de Andhra Pradesh, conocido como capital de la semilla, tras haber comprado algodón transgénico a Monsanto, le prohibió a ésta comercializar la semilla de algodón BT y realizar pruebas de campo.  La decisión se explica, dijo, porque el algodón resistente a pestes no combate la plaga y pese al alto precio que pagaron los agricultores, las cosechas no produjeron los rendimientos prometidos.  Expuso que las semillas se venden al agricultor entre 1.600 y 1.700 rupias comparado con las 350 a 450 rupias que es el precio de las semillas hibridas normales.  Monsanto, aseveró, se ha negado a compensar a los agricultores afectados.


Destacó que en Chile existe poca investigación sobre los impactos de los transgénicos en razón de no haber estudios de campo, aunque sí se sabe de una contaminación de la miel en la Séptima Región, a consecuencia del polen transgénico; también se tiene noticia de un caso de semilla de soja de Estados Unidos contaminada en 2000 con soja transgénica, enviado a la North Dakota State University, y en 2005 Greenpeace denunció que las semillas convencionales comercializadas en el mercado nacional presentaban contaminación con maíz de Syngenta y de Monsanto, siendo de importancia que se legisle sobre esta clase de eventos.  


Estimó que en nuestro país se liberan unos dieciocho tipos de transgénicos, especialmente maíz, el que representa el 95% del volumen total, pero hay muchos otros cultivos, generalmente, pruebas de campo, en casi todas las regiones del país, con las señaladas excepciones de la Segunda, la Undécima y la Duodécima.  Mencionó la alta posibilidad de contaminación de las variedades originales de maíz nativo, lo cual confiere actualidad indudable a la cuestión de qué hacer con los transgénicos en Chile.  


Fundación Sociedades Sustentables explicó, piensa que la regulación es un asunto prioritario para la agricultura chilena, pues ésta exporta productos de alta calidad a mercados exigentes, cuyos consumidores han sido notoriamente sensibles al rechazo de los cultivos transgénicos, cuando se han detectado cargamentos contaminantes. Infirió que esta situación desplaza la pregunta general a una cuestión específica: ¿cómo evitar la contaminación?  Describió la situación prevaleciente como una fuerte exigencia de fiscalización aunada a una reducida capacidad técnica, tal como lo reconoció la Comisión de Biotecnología, con cultivos diseminados en el país y un desconocimiento de los sitios de siembra; lo anterior, puntualizó, hace difícil garantizar productos libres de transgenia, con lo cual se pone en riesgo el desarrollo y, desde luego, el acceso a mercados de productos convencionales y orgánicos.  Refirió que se trata de un problema sobre el cual se ha dialogado en forma permanente con la Asociación Nacional de Productores de Semillas y se requiere un avance expedito para asegurar la debida certificación de productos libres de transgénicos.


A continuación, analizó el contenido de la iniciativa en estudio por esta Comisión.  Sobre el particular, señaló que el proyecto de ley promueve el cultivo y la comercialización nacional de vegetales genéticamente modificados, a la vez que  fomenta la expansión de éstos en Chile.  Admitió que es útil la idea de legislar, pero lo anterior no obsta a prevenir que la Moción no procura aumentar la capacidad técnica y de fiscalización.  Agregó que, por lo mismo, no responde a las necesidades de Chile.


Expuso que varios grupos productivos, como los productores de agricultura orgánica, salmones, frutas, vinos, leche, semillas convencionales y apicultores, comparten aquel enfoque, puesto que serían perjudicados con la expansión de los transgénicos, debido a que hay posibilidades de contaminación y los agricultores desconocen dónde están los cultivos de esa clase, lo que torna imposible aplicar medidas de resguardo que eviten aquélla, especialmente en el caso de los agricultores orgánicos por hallarse sujetos a exigencias de certificación.  


Estimó que se advierten errores en el proyecto y caracterizó de falaz el presupuesto de que la ingeniería genética es lo mismo que el mejoramiento convencional.  Reiteró que aquello no es así, como tampoco lo es que reduzca el uso de pesticidas.  Igualmente descartó las afirmaciones de que esta clase de cultivos rindan más o que no impliquen riesgos para el medio ambiente o la salud humana. Expuso que el proyecto no merece confianza en lo que se refiere a que pueda asegurar el desarrollo de una agricultura orgánica y convencional libre de transgénicos.  Adujo que no regula los cultivos peligrosos o insuficientemente evaluados como los cultivos farmacéuticos que en Chile se están liberando, las semillas Terminator y los árboles transgénicos que la Convención sobre Diversidad Biológica recomienda que no se siembren por la falta de conocimiento suficiente de los riesgos asociados.  


En este orden de apreciaciones, estimó que la iniciativa en informe no considera en grado suficiente los derechos de los consumidores porque sólo se refiere al etiquetado cuando son sustancialmente equivalentes; abogó por la rotulación de todos los alimentos transgénicos, fundada en el derecho a saber, y no porque sean más o menos inocuos que otros para la salud.  


Expresó, en consecuencia, su rechazo al proyecto y consideró indispensable profundizar el estudio de lo que ha pasado con Liberty Link, Starlink y demás agentes que han determinado eventos de contaminación.  Requirió de los Honorables señores Senadores que apoyen la ratificación del Protocolo de Bioseguridad, y la aprobación de proyectos de ley sobre etiquetado de alimentos transgénicos y los que permiten la creación de zonas libres de transgénicos, que se encuentran en segundo trámite constitucional en esta Corporación, además de la iniciativa que sujeta a estudios de impacto ambiental los proyectos o actividades que importen la liberación de transgénicos al medio ambiente.  Manifestó que este hecho da idea de la divergencia de planteamientos, materializada en proposiciones de regulación distintas a las que sustentan los autores de esta Moción.   


Indicó que se enfrenta el riesgo de una expansión, a gran escala, de semillas y alimentos transgénicos, con una eventual pérdida de control de la contaminación lo que posibilita un proceso irreversible.  Se refirió, también, al aumento de costos que deberá soportar la producción agrícola convencional, debido a las necesidades crecientes de segregación, así como la identificación de los cargamentos y la obtención de los certificados libre de transgenia. Asimismo, observó, los costos de los productores de agricultura transgénica también muestran una tendencia al alza, asociada a diversos hechos: mayor costo de la semilla genéticamente modificada; aumento del uso de herbicidas; cumplimiento de las medidas de bioseguridad; aparición de nuevas malezas; multas que gravan a los agricultores por uso indebido de propiedad intelectual, en caso de resembrar; ausencia de seguros y gravámenes pecuniarios que trae consigo la erradicación de los procesos contaminantes. 


Destacó que los beneficios económicos de dicha expansión a gran escala, son inciertos para los agricultores puesto que las semillas transgénicas no impiden la posibilidad de una falla tecnológica.  Indicó que tampoco cabe desentenderse del riesgo de pérdida de mercados convencionales por contener transgénicos no permitidos, daño susceptible de extenderse a exportaciones de otros rubros, pues los países recibidores refuerzan los dispositivos de control, sin olvidar la contingencia de pérdida de mercados orgánicos y de alta calidad y las dificultades en la conservación de la denominación de origen.


Se refirió, finalmente, a los elementos que estima clave de una ley de bioseguridad que se funde en la observancia del Protocolo de Cartagena: el principio de precaución, en cuya virtud, siempre que  haya peligro de un daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá ser utilizada como una razón para postergar la adopción de medidas eficaces; el deber de resguardo del patrimonio ambiental con miras a evitar la contaminación de cultivos, flora silvestre y centros de origen; el resguardo de los mercados de exportación y la garantía de productos libres de transgenia -convencionales y orgánicos-, y la participación publica de toda la información y decisiones sobre organismos genéticamente modificados, acompañada del establecimiento de un registro publico de los sitios con transgénicos.


Junto con lo anterior, propuso el etiquetado obligatorio de todos los alimentos transgénicos por respeto al derecho de los consumidores a conocer lo que consumen: la prevención y evaluación de riesgos, mediante la exigencia de un estudio de impacto ambiental para la liberación de transgénicos, así como el ordenamiento territorial y la existencia de zonas libres; el fortalecimiento de la obligación legal de responder y compensar los daños derivados del uso de organismos genéticamente modificados; la tutela del desarrollo de la agricultura orgánica y convencional, de acuerdo con el derecho constitucional a desarrollar una actividad económica, y la prohibición de los árboles transgénicos, las semillas Terminator y los resguardos frente a los cultivos farmacéuticos, por su peligrosidad.


El Honorable Senador señor Coloma recordó que hace diez años se planteaba en la Cámara de Diputados que era preciso una investigación mayor para saber si los transgénicos causaban un efecto nocivo a la salud humana, y en consideración al lapso transcurrido, consulta si es posible seguir afirmándolo, teniendo presente que la discusión actualmente se centra en consideraciones de prudencia, mercado y de orden público, esto es, en aspectos que involucran toma de decisiones.  Asimismo, preguntó, en el caso de que no hubiera una incidencia efectiva de los transgénicos en la salud de las personas, y bajo el supuesto de que existe capacidad técnica de separar el cultivo transgénico del resto, si sería aceptable esta clase de cultivos. 


La Doctora Manzur, en referencia a los impactos en la salud humana, ratificó que todavía existe poca información, dado que parte importante de ésta no es independiente ya que son las propias empresas operadoras quienes producen aquélla.  Ahondó su respuesta con la distinción de tres tipos de riesgos que resultan de la información disponible: el primero, concierne a alergias; el segundo a la resistencia de los antibióticos y, por último, el consistente en los efectos tóxicos impredecibles.  De éstas, la alergia ya fue demostrada por un estudio en que se le puso gen de nuez del Brasil a una soja, y las personas sensibles a aquel fruto, al sometérselas a las pruebas correspondientes, hicieron alergia.  


Precisó que también se desconocen los riesgos a largo plazo y en este sentido Sociedades Sustentables adopta el principio precautorio de etiquetar, premisa para hacer seguimiento, ante la inexistencia de estudios que permitan confrontar a una población que no consume transgénicos versus otra que sí lo hace, para medir las diferencias en términos de alergias u otros efectos nocivos para la salud humana.  Enfatizó que aunque no disponen de estudios de esa clase, sí hay sospechas fundadas en casos de personas que respiran polen transgénico viviendo cerca de los cultivos BT que han tenido alergias porque éste es de un efecto alergénico alto, por ser tóxico.


En relación con la coexistencia agrícola, señaló que le parecería ideal que se pudiera realizar, pero observa que el polen transgénico viaja a mucha distancia y su control es difícil.  En consideración a lo expuesto, ratificó que el punto de vista de la fundación es que Chile sea un país libre de transgénicos o que haya, al menos, zonas libres bien delimitadas.


El Honorable Senador señor Espina solicitó la entrega de la información sobre los casos de alergia aludidos, para su debida evaluación. Asimismo, señaló que Chile está en el peor de los mundos porque se pueden cultivar semillas transgénicas y exportarlas, a la vez que es posible consumir productos transgénicos sin limitación alguna, y lo único que está vedado es la venta de aquella semilla en el mercado nacional. Reparó, ante la afirmación de que las medidas propuestas en el proyecto son insuficientes, que las actuales lo son aun más.   


En otro orden de hechos, aclaró que el cultivo de vegetales genéticamente modificados, supone la coexistencia de dos tipos de agricultura con las consiguientes medidas de resguardo para que esto ocurra. Mencionó que en el caso del raps, cuya semilla transgénica puede ser producida, todo el efecto al que hace referencia la Doctora Manzur se podría desarrollar en cualquier momento y en una multiplicidad de eventos, lo que revela que es imposible mantener la situación presente y que se requiere su regulación.  


Asimismo, hizo notar que considera grave que se procure desacreditar a quienes controvierten el planteamiento de que el producto transgénico genera daños a la salud humana. Sobre el particular, recordó que los autores de la Moción recopilaron información de veinticuatro científicos distinguidos con el Premio Nobel, quienes postulan  su inocuidad y es difícil considerar que todos ellos tengan una posición interesada al respecto.   Hizo notar que la intervención del Doctor Valenzuela concordó con aquel planteamiento sustentado en el consumo de dichos productos que millones de personas realizan tanto en Estados Unidos como en Chile, sin ningún caso de toxicidad, alergias u otro evento adverso a la salud.  En consecuencia, inquirió si se comparte aquel criterio de descalificación que atribuye a empresas interferencia en el debate científico.  Lo esencial es conocer cómo se controvierte, el fondo del planteamiento fundado en aquella evidencia científica.


La Doctora Manzur expuso que la posición del Doctor Valenzuela, obviamente, la considera respetable, pero es evidente que los científicos en el mundo divergen en sus posiciones, y hay muchos otros que tienen fundado temor a los transgénicos como The Institute for Science in Society, ISIS, que congrega a cientos de especialistas.  La falta de estudios específicos impide extraer conclusiones definitivas, señaló, pues hay aumento de alergias, pero es imposible saber si éstas se deben al consumo alimenticio de soja transgénica.  


Previno que su postura apunta a disponer de investigaciones serias e independientes.  Adelantó que cuenta con información recopilada del impacto de los transgénicos en la salud humana y puntualizó que los estudios independientes no superan la decena en una década.  Lo razonable, comentó, no es afirmar que no exista ningún efecto porque puede haberlo, y a esto se debe que en Estados Unidos se prohíba para algunos el consumo humano, lo que hace indispensable el principio precautorio de etiquetado y la realización de seguimiento.


En relación con la falta de regulación a que alude Su Señoría, destacó que la resolución N°1.523 de 2001, del Servicio Agrícola y Ganadero, norma la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación, permitiéndola sólo para multiplicación con fines de  exportación, y en esta situación es obvio que puede haber casos de contaminación, los cuales no estén siendo medidos.  


Finalmente, agregó que existe sólo un estudio del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, INIA, financiado por la Fundación para la Innovación Agraria, FIA, cuyas conclusiones no conoce.  Sobre la base de esta realidad, ponderó, es necesario un mayor estudio para saber si las medidas de bioseguridad que ha aplicado el SAG, en relación con las distancias, son eficaces y cómo se debería modificar la regla para una coexistencia efectiva.


A su turno, el Presidente de la Asociación Nacional de Productores de Semillas, Anpros, don Víctor Pinto planteó la importancia de preguntar hacia dónde va el mundo en esta materia.  Señaló que se está en el inicio de una era nueva en la biotecnología, de la cual la bioenergía es, probablemente, su ejemplo más significativo.  Refirió que las plantas serán, en el futuro próximo, fábricas de materias primas y de productos de gran sofisticación química, como medicamentos.  Estimó que la transgenia en debate será menos importante en los alimentos que en función de los cultivos industriales; así, agregó, en la medida en que se perfeccione tanto el conocimiento del genoma y de la constitución de las plantas y los animales como las técnicas de traslado de genes, los intercambios de ellos tenderán, con frecuencia creciente, a producir organismos modificados que sirvan al hombre y a su entorno.  


Anticipó la puesta en acción de técnicas para que, por ejemplo. los organismos modificados no se crucen con los organismos naturales, y explicó que hay un maíz cuyo polen no puede traspasarse a otro, con lo cual se autotermina esa modificación antes de su traslado a otra planta, respetando la biodiversidad, que es uno de los aspectos que preocupan al momento de regular los eventos transgénicos.


Pronosticó un mundo en que técnicas como las señaladas traerán consigo un desarrollo formidable de la agricultura, dado que la biología y sus ciencias afines inducirán en aquéllas una evolución tan grande o mayor que la vivida en internet.  Estimó que se está en el 5% o 10% de ascenso en la era biotecnológica; en consecuencia, afirmó, es primordial entender que el debate no consiste en si se quieren o no los transgénicos; la transgenia y todas las técnicas asociadas a ella, configuran un proceso irreversible. Agregó que ante esta circunstancia, sin duda, Anpros al igual que como, de seguro, la Doctora Manzur, desea la regulación del proceso, motivo por el cual, en lo esencial, la Asociación apoya el inicio de la misma.


Indicó que es necesario ser conscientes de que esto cambiará, día a día, de modo que la cantidad de información disponible y los eventos que será preciso regular, son numerosas; por lo tanto, la ley debe prever, de alguna manera, su modificación periódica o, por lo menos, su adecuación a las nuevas circunstancias, lo que hará indispensable durante un largo período, todavía, que la regulación de los eventos se haga caso a caso.  Manifestó que la posición del sector semillero es de cooperación al perfeccionamiento posible de la ley que se propone en esta ocasión.


El Honorable Senador señor Coloma consultó un asunto técnico jurídico, que consiste en esclarecer si en algún país existe la opción de replantar la misma semilla transgénica comprada o si, por el contrario, es elemento esencial del contrato, esa especie de cautiverio y que se deba pagar una especie de royalty, aspecto que pudo observar en el Parlamento argentino como uno de los problemas graves que se planteaba y que, de alguna manera, se contrapone a la regla de que, una vez comprado un producto, se adquiere el dominio y por tanto se tiene derecho a seguir utilizándolo.


El señor Pinto planteó que el aspecto consultado, la patente de los productos, se relaciona con la propiedad intelectual.  Explicó que al sembrar de nuevo las semillas híbridas se produce una seriación de población, por lo tanto, no afecta, pero sí se hereda el carácter transgénico. Identificó como un caso distinto, el de las especies autógamas, esto es, las especies que se polinizan con ellas mismas, por lo tanto, no se cruzan -o la posibilidad de ocurrencia de dicho evento es mucho menor-, lo que es el caso de la soja argentina.  Reconoció que en este evento, efectivamente si uno siembra de nuevo lo que hace es violar una patente, y en esto hay una historia de mucha entidad.  


El señor Villaseca, asesor de ANPROS, admitió que es cierto lo afirmado por la Doctora Manzur, en el sentido de que las compañías que invierten en esta tecnología han desarrollado mecanismos para proteger la cuantiosa inversión detrás del beneficio que produce al agricultor la implementación de la tecnología.  Consideró justo, entonces, que se compartan los beneficios provenientes de la aplicación de la tecnología, pues el adquirente no tendría posibilidad de acceder a los beneficios de aquélla si no la hubiese comprado, en primer lugar, a quien la desarrolló, en el entendido de que, al sembrarla de nuevo, no está pagando el precio de la semilla propiamente tal, pero está ganando los beneficios derivados del hecho de que esa semilla tenga una tecnología que fue implementada por una persona diferente.  En distintos países, aunque no haya sido posible obtenerlo en Argentina, se ha reconocido, dijo, este derecho, esencialmente por el interés de que se siga invirtiendo en estas nuevas tecnologías, que es el principio fundamental que subyace en cualquier royalty, patente o derecho de propiedad intelectual, y por lo tanto es efectivo que existen mecanismos para inducir a compartir este valor adicional que entrega la tecnología a la semilla.


El Honorable Senador señor Coloma afirmó que será uno de los puntos a resolver con esta norma y expresó que tiene una discrepancia, pues se estima que en algunas semillas se tiene el derecho de plantarlas sólo por una vez, y en lo sucesivo, o cada vez que se plante, habrá lugar al pago de ese derecho, estipulado por vía contractual.


El señor Alessandri, asesor de ANPROS, manifestó que lo expuesto corresponde  más bien a un ámbito comercial que a un elemento técnico y de regulación de los organismos transgénicos.  Se refirió a lo planteado por la doctora Manzur del gen Terminator, el cual es un gen que de alguna forma compelía a aquella práctica comercial, pero actualmente no es un tema de la causa.  Ratificó que en concepto de Anpros la regulación es un atributo positivo y necesario, y que el tema de cómo se fijen, posteriormente, los precios, los royalties, es una materia distinta.


El señor Sánchez,  Director de ANPROS, manifestó que su pensamiento se guía por la consideración de que esta ley es absolutamente fundamental, y no es razonable persistir en la ausencia de una regulación. Ante estas evidencias, argumentó, cabe plantearse cuánto tiempo puede Chile resistir sin tener esta tecnología en mano de los agricultores.  


Una segunda consideración, aclaró, es que hacerlo beneficia a Chile, pues se han hecho muchos ensayos, en lo que concierne a Anpros, con la remolacha azucarera, y el resultado muestra que en una planta tradicional se gasta US$ 500 en controlar la malezas, y se usan diez ingredientes activos, de los cuales a lo menos seis no son biodegradables, mientras que con una tecnología como la remolacha transgénica, rounder ready, se usa un ingrediente activo, absolutamente amigable con el medio ambiente, que cuesta del orden  de US$ 30 a US$ 40.  Extendiendo este supuesto a otros cultivos, señaló que hoy se tienen ensayos en alfalfa, que en la mayoría de los casos están muertos a los cuatro años por causa de la maleza, pérdida susceptible de controlar, actualmente, con sólo US$ 6.  


Respecto de los ejemplos de la nuez, argumentó que es posible acopiar numerosos análisis que fue necesario realizar para lanzar al mercado estos productos.  Destacó que un problema como en aquel caso, de inmediato se pesquisa y se le retira del mercado, actitud que contrastó con muchos otros productos en los que se han cometido errores y al final sólo pagan los perjuicios. Precisó que si Chile persistiera en no autorizar los transgénicos, en el futuro no se dispondrá de variedades que introducir porque, hoy, el 100% de las compañías dueñas de la genética son transgénicos y han dejado de trabajar en mejoramiento genético en variedades libres de aquéllos. 


El señor Pinto, en relación con los efectos nocivos que se atribuyen a los transgénicos en materia de salud, adujo que no cabe decir que  dicha herramienta sea perniciosa, sino que es preciso estudiarla, evento a evento.  Expuso que le interesa delinear dos temas completamente distintos: por una parte, la posibilidad de cultivar plantas transgénicas, y por otra, la procedencia de levantar un argumento en contra de la ley porque se deba pagar derechos.


El Honorable Senador Coloma puntualizó que, aun siendo uno de los autores de la Moción y convencido de los argumentos planteados, debe dejar establecido que la decisión de si existe relación entre aquellos aspectos a que se refiere el señor Pinto será resuelto por el debate legislativo.  Enfatizó que pueden ser aspectos distintos desde un punto de vista técnico, pero desde una perspectiva legal, la regulación de ambos tiene un grado de vinculación, y al Poder Legislativo le toca medir todos los efectos de una norma, no sólo en lo técnico sino también en lo comercial.  Concluyó diciendo que lo complicado del proyecto son los derivados comerciales de la aplicación. Aclaró que se trata de un tema conceptual, respecto del cual asume que se debe pagar la tecnología, pero es más complejo establecer una especie de derecho hereditario a cobrar por la tecnología.



A una sesión posterior, citada con el objetivo de conocer el planteamiento del Gobierno respecto de la iniciativa en estudio, se invitó al señor Ministro de Agricultura, quien se excusó de asistir y concurrió en su reemplazo el señor Reinaldo Ruiz, Subsecretario de Agricultura (S).



El Honorable Senador señor Coloma, le hizo presente al señor Subsecretario que ha transcurrido un tiempo prolongado sin que el Ejecutivo haya explicitado su posición definitiva frente a este proyecto y ha llegado el momento de informarlo para su debate en general por la Corporación, dado los planteamientos hechos por los distintos invitados que han sido de sumo interés y diversificados en sus presupuestos y consideraciones, respecto de un tema que ha entrado con fuerza en la agenda pública.  


El señor Reinaldo Ruiz, Subsecretario (S) de Agricultura,  concordó en que efectivamente se trata de un tema que se ha debatido bastante y señaló que, probablemente, no sea portador de buenas noticias para la Comisión porque el Gobierno tiene una definición sobre este tema.  Por lo anterior, señaló, su intención es mostrar los puntos en que ha habido avance y los factores que se han considerado para, finalmente, adoptar una decisión. En este orden de cosas, refirió que el Gobierno, por conducto de sus Ministerios de corte político, ha señalado que este es un tema que no está en la agenda, pues, hoy en día, existe una institucionalidad que funciona y, probablemente, lo que cabe es tratar de modificar o, perfeccionar esta institucionalidad mientras que no se defina una política distinta. 


Caracterizó el sistema actual de nuestro país como un régimen de coexistencia, que funciona relativamente bien, en el que las personas que quieren desarrollar organismos genéticamente modificados para la exportación, a través de semillas, lo pueden hacer, y para ello existen normas. Especificó que frente a lo anterior, el INIA ha estudiado lo  existente,  para así poder determinar qué es perfectible, de manera tal de mejorar u optimizar aquello, dado que hay personas que son críticas respecto de su forma de funcionamiento.  Entonces, continuó, el Gobierno tiene claro que así como le asegura a las personas que quieren desarrollar esta actividad, a partir de semillas exportables, también debe garantizar la oportunidad de otras que quieran una agricultura convencional. 


Dio a conocer que el acuerdo de Chagual, al que definió como un compromiso de la Presidenta Bachelet con los ambientalistas, en materia de organismos genéticamente modificados, es no abrir el país a los cultivos transgénicos comerciales y establecer requisitos de estudios de impacto ambiental para la actual reproducción de semillas transgénicas y su reexportación.  Especificó que esto es lo más cercano a una definición de política que se podría extraer de lo existente.  También,  mencionó, existen algunos acuerdos multilaterales relativos al medio ambiente que comprometen a Chile en organismos internacionales, que es el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica, instrumento, aquél, que no ha sido ratificado, pero que de alguna manera ha sido aceptado por el Gobierno.  


Señaló que le parece conveniente insistir en algunas consideraciones de metodología, previas a una decisión, definir si los cultivos transgénicos serán considerados como un cultivo tradicional o bien como un cultivo especial. En el presente, dijo, esto es algo que no se ha determinado, y tampoco lo hace la Moción en examen. También consideró que cuando se realice algún  tipo de análisis costo beneficio para decidir la opción tecnológica, es imprescindible considerar variables ambientales, de salud humana, económicas, comerciales y, también, la opinión del consumidor.  Por otro lado, refirió que, como política pública y como definición de la misma, también, se ha señalado que Chile aspira a convertirse en una potencia agroalimentaria, para cuyo efecto fue constituido un Consejo Chile Potencia Alimentaria, en el que participan los sectores público y privado, en una proporción relativamente paritaria.  Precisó que en el mismo se ha postulado que Chile debe cumplir con todos sus compromisos y se ha optado por la calidad y por propiciar nichos específicos de mercados. Aclaró que no se piensa en una potencia alimentaria por el volumen de su oferta sino por un segmento del mercado, y esto implica que es imprescindible tener clara la percepción de la opinión pública respecto de este tema, y en esto, lo cierto, es que la misma está relativamente dividida.  


Reiteró que la política del Ministerio ha sido la de aprovechar lo que hay, y está consciente de que existe un sector productor de semillas, de crecimiento muy dinámico y abierto a hacer nuevas inversiones; expresó que, como país, no se está absolutamente cerrado a aquella producción.  Destacó que como política complementaria a la vigente, se ha pensado en identificar los aspectos que necesitan ser modificados o reforzados, tanto en lo que concierne a la institucionalidad, como en lo que atañe a los procedimientos que norman actualmente la autorización de internación y liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados, en el sector silvoagropecuario.  


Resaltó que se refiere al sector silvoagropecuario dado que la Moción tiene como objetivo los cultivos genéticamente modificados. Señaló que entiende, no obstante lo anterior, la necesidad de tomar, también, una decisión respecto del uso de este material transgénico por haber plena conciencia de las iniciativas adoptadas en otros países de usar este tipo de vegetales con fines de tipo farmacéutico lo que origina un conjunto de datos que son de sumo interés, como la cantidad de vacunas que se pueden producir en una hectárea de soja genéticamente modificada con este gen, a los que calificó de desarrollo interesante que se deberían tomar en cuenta. Mencionó, asimismo, la necesidad de ver el impacto que tienen en la competitividad de la producción agrícola.  Aseveró que son estudios cuya realización está pendiente, pues, si bien se cuenta con algunos antecedentes en revisión, es recomendable requerir estudios adicionales para saber si producen algún efecto en la competitividad o si la aumenta para el total de los factores y hacen al sector más competitivo, lo que requiere, también, ser más riguroso.  


Manifestó la convicción de que, como país, se debe hacer un esfuerzo para fortalecer el desarrollo de la biotecnología, de acuerdo con las necesidades de la agricultura  nacional.  Enfatizó que no se pierden en este orden de consideraciones, y que al señalar que está pendiente una definición sobre organismos genéticamente modificados no se está cerrando la puerta a la investigación en esta área, que es lo que hacen los europeos, más cautelosos en la adopción de las tecnologías pero que empeñan grandes esfuerzos para alcanzar a Estados Unidos en esta materia.


Adicionalmente, recordó que el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento o Banco Mundial, publica año a año, su Informe de Desarrollo Mundial, y destacó que el de 2007 dedicado a la agricultura, si bien disponible al momento de su intervención sólo en una versión preliminar, incorpora un capítulo sobre biotecnología, dentro del cual hay un apartado referente a organismos genéticamente modificados, bajo el prisma de la forma en que este tipo de agricultura pueda aportar beneficios a los pobres. Remarcó la importancia de la pregunta que formula el Banco Mundial respecto del avance de aquella metodología, al explorar cinco razones que explicarían porqué el progreso del mundo, en transgénicos, es tan lento.  De las mismas enunció, además de la capacidad regulatoria y los riesgos, otros dos factores: uno, el relativo a lo complejo del comercio de los transgénicos, comprobación de alto interés para una economía abierta y afanada en competir, como la de Chile; el otro, corresponde a la propiedad de la tecnología, en las cuales sobresale la tendencia a situaciones monopólicas en su uso y el costo asociado a esto.  


El Honorable Senador señor Coloma manifestó su preocupación por lo que se deduce de lo expuesto por el señor Subsecretario (S) de Agricultura.  Se trata, dijo, de un asunto de prioridad impostergable, por diversas razones, algunas de las cuales se infieren de los planteamientos del representante del Ejecutivo. Evocó que se ha escuchado a todos los interesados, desde premios nacionales hasta grupos ambientalistas que se oponen, y piensa que del examen de los argumentos se llega a una conclusión bastante clara, en cuanto a la necesidad de regular lo anterior.  Deploró encontrarse con el argumento de que existe un compromiso presidencial de no innovar sobre la materia, esto es, una situación de hecho de campaña que impide legislar, por lo menos en este período, en un tema tan decisivo como éste.  


Mencionó que en su calidad de Presidente de la Comisión ha participado en distintos foros a los que ha sido invitado, y uno de los temas que, con más justicia, reclama el mundo agrícola es la falta de norma en materia de cultivos genéticamente modificados, pues, en el fondo, se plantea que se requieren estudios de impacto ambiental para ver cómo se reexporta la semilla, con lo cual se genera, en el hecho, una situación de iniquidad que afecta seriamente a la competitividad ya que el problema de los granos y del maíz se origina porque Chile produce la semilla transgénica que se desarrolla y se aprovecha comercialmente en los países vecinos. 


Señaló que junto al Honorable Senador señor Espina han visto cómo ha evolucionado la legislación en el mundo, discusión que partió hace algunos años atrás entre Estados Unidos y Europa, y en cuyo curso claramente, la técnica o el modelo estadounidense ha sido cada vez más aceptado.  Precisó que no sólo países como China, Brasil o India sino que también los europeos se situaron como baluartes de la postura de no a los transgénicos y que hoy día adoptan normas de regulación para este tipo de productos.  Por ello, observó, es complicado comprobar que Chile esté paralizado; insistió en que la actitud persistente de la Comisión ha sido la de revisar directamente la iniciativa con el Ejecutivo, para lo cual se ha hecho un esfuerzo mayor.  Lo anterior, puntualizó, no obsta a que este proyecto de ley podrá aprobarse sin patrocinio del Gobierno. Por lo expuesto, particularmente, a solicitud del Honorable Senador señor Espina, se ha invitado a los representantes de gobierno a fin de poder clarificar este tema antes de proseguir en su tramitación.  Hizo presente su preocupación por el contenido de la respuesta que diera el señor Subsecretario (S), ya que significa que no se tiene opción en un mediano plazo, y no sólo que hoy día no existe, sino que mientras dure el período presidencial de la Jefa de Estado no va a existir, por un compromiso de carácter electoral.  


El Honorable Senador señor Espina  hizo presente que no le extraña lo planteado por el Ejecutivo, dada la poca conciencia de lo que sucede en el mundo sobre esta materia.  Informó que ha realizado estudios en profundidad sobre este tema pudiendo al efecto   constatar que para la zona que representa  la diferencia entre vivir en la pobreza y surgir de ella, pasa por tener productos transgénicos.  Destacó que actualmente existen antecedentes lapidarios a nivel mundial respecto a la necesidad de regular esta situación; resaltó, sobre el particular, que el punto en que se encuentra nuestro país es vergonzoso.  Hizo presente lo absurdo que significa que Chile pueda hoy día sembrar y exportar semillas transgénicas, con reglas administrativas absolutamente insuficientes.  Lo anterior, dijo, se puede comprobar en la región de la Araucanía, donde estas siembras se encuentran a menos de un kilómetro de zonas donde se producen cultivos naturales no transgénicos.  Subrayó lo paradójico que resulta que en Chile no exista limitación para el consumo de productos transgénicos, y que no se cuente con ningún tipo de resguardo.  Resumió diciendo que en nuestro país se consumen y exportan productos transgénicos, y el objetivo que se persigue mediante esta iniciativa es regular su venta e importación. 


Finalmente, los miembros de la Comisión concordaron en el objetivo del proyecto de ley sometido a su consideración, dada la importancia de la materia que aborda, particularmente en razón de la necesidad de establecer un marco legal que la regule. 


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Andrés Allamand, Juan Antonio Coloma, Alberto Espina y Jaime Naranjo. 


A continuación, los miembros de la Comisión fundamentaron su voto por escrito en los siguientes términos:


El Honorable Senador señor Coloma señaló que vota favorablemente en base a los siguientes argumentos:


1.- Chile tiene una normativa absurda en materia de cultivos de vegetales genéticamente modificados ya que se basa en la inexistencia de una legislación formal y que, en la práctica, se traduce en que a través de meras resoluciones administrativas se faculta o no a la autoridad agrícola para otorgar las autorizaciones a quienes soliciten multiplicar semillas de VGM para exportación. De este modo, en el país se destinan cerca de 20 mil hectáreas a la multiplicación de semilla transgénica de exportación, presumiéndose que dicha superficie se irá incrementando, como de hecho ha ocurrido en los últimos años. Lo absurdo es que solo se autoriza la exportación de dicha producción y se impide la comercialización interna, no obstante se autoriza la importación y el consumo de esa producción. 


Lo anterior, sumado al riesgo que significa dejar al arbitrio de la autoridad los permisos para este tipo de cultivos, son razón más que suficiente para dotar al país de una legislación sobre la materia y a los emprendedores -particularmente agricultores- de una alternativa que se sume a la convencional y orgánica.


2.- Es abundante la información existente respecto de que los VGM y en general esta técnica biotecnológica no constituye riesgo para la salud humana y animal, ni tampoco para el medio ambiente. En efecto por la especial significación del tema, la Comisión recibió numerosos antecedentes que demuestran que los argumentos de quienes aun no quieren dar paso a esta tecnología por sus dudas respecto de riesgos para la salud humana, en especial relacionados al cáncer, alergias y otras, así como los peligros para la biodiversidad, no tienen fundamento científico. 


En 2003 un grupo de más de 3.200 científicos incluyendo 25 Premios Nobel en diversas áreas, expresaron su apoyo a la agricultura biotecnológica suscribiendo una declaración que entre otras expresa:  “creemos que las técnicas de ADN recombinante constituyen un medio poderoso y seguro para la modificación de organismos y que pueden contribuir al aumento de la calidad de vida mejorando la agricultura, tratamientos de salud y el medio ambiente”.


De igual modo organismos como FAO ha entregado su parecer en el 2004 expresando: “Hasta ahora, en aquellos países que han usado cultivos transgénicos, no ha habido reportes verificables de que éstos causen algún daño significativo a la salud o al medioambiente”.  “La biotecnología ofrece oportunidades para aumentar la disponibilidad y variedad de alimentos, mejorando en general la productividad agrícola y reduciendo la variación estacional en la provisión de comida…..la Biotecnología puede ayudar a reducir el daño ambiental causado por químicos agrícolas.”.


En la Comisión fue recibido el Premio Nacional de Ciencias año 2002, Pablo Valenzuela que sobre el particular señaló: en USA, en 10 años se han consumido más de un trillón de porciones alimenticias derivadas de ingeniería genética y no se ha registrado un solo caso de evento adverso, ningún ecosistema se ha alterado y ninguna persona ha enfermado como consecuencia de ingerir estos alimentos. “necesitamos una ley contraria a la demonización de la biotecnología”.


Estas citas y el hecho de que estemos frente a una tecnología en pleno uso en muchos países desarrollados, normalmente celosos de la salud de los consumidores y del medioambiente, permiten concluir que se trata de una alternativa segura. El proyecto por su parte incluye resguardos suficientes para disminuir significativamente riesgos tales como la “contaminación” accidental, aspecto abordado por quienes entregaron una opinión contraria a los VGM. Más aún, algunos de los partidarios de legislar sobre la materia opinaron en la Comisión que estiman excesivamente regulatorio el proyecto lo que indica que se trata de apropiado equilibrio.


3.- Los más escépticos respecto de la iniciativa legal fundamentan su opinión en la inconveniencia de que Chile adopte esta tecnología y se muestran partidarios de un país libre de transgénicos, como elemento valioso para acceder a determinados mercados. Sin embargo a estas alturas, con cerca de 20 mil hectáreas cultivadas, esta no parece una alternativa posible y por lo tanto resulta ineludible contar con una legislación moderna que regule este tipo de cultivos. En tal sentido, parece razonable lo que señalan quienes son partidarios de contar con una ley, al argumentar que justamente la carencia de una legislación podría traernos problemas de acceso a algunos mercados. De igual modo, la coexistencia de agricultura convencional, orgánica y de VGM, es perfectamente posible, como está demostrado en numerosos países.


4.- La Comisión conoció el denominado “Informe al Presidente de la República” de la “Comisión Nacional para el desarrollo de la Biotecnología” de Junio del 2003, instancia creada por el gobierno del Presidente Lagos y que entre muchas propuestas vale la pena rescatar la que a continuación se indica y que coincide plenamente con el proyecto aprobado por la Comisión de Agricultura del Senado: 


“Propuesta 21. Establecer un marco jurídico que fije los requisitos para el cultivo y utilización de OGM que permita la distribución en el país de organismos y sus productos. Se establecerá un procedimiento claro y transparente para los solicitantes, garantizando la participación de todos los actores interesados. La norma incorporará criterios de evaluación de riesgo, caso a caso, basados en principios científicos.

Los actuales conocimientos científicos en materias de riesgo sanitario y ambiental asociado al cultivo y utilización de organismos transgénicos posibilitan modernizar el marco regulatorio silvoagropecuario y acuícola, admitiendo la expansión de los usos comerciales de los OGM. El establecimiento de una norma clara en esta materia permitirá al sector productivo utilizar la creciente oferta de organismos transgénicos de uso silvoagropecuario, y acuícola previniendo los riesgos para el medio ambiente y la salud de las personas.”.


Desde esta propuesta han pasado más de 4 años, plazo más que suficiente como para que el esfuerzo de todos quienes participaron en la citada Comisión Nacional sea considerado por el Ejecutivo y cumplamos con el objetivo compartido de contar cuanto antes con un marco jurídico para el cultivo y utilización de OGM. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó que en los últimos años en el mundo ha existido un significativo aumento en la superficie de cultivos de vegetales genéticamente modificados (VGM) o transgénicos, llegando a más de 100 millones de hectáreas. Si bien algunos países han ido de un modo más lento adoptando esta alternativa biotecnológica, como es el caso de algunos países europeos, estamos frente a un fenómeno global. 


El mercado agrícola mundial, en particular en materia de commodities, está fuertemente distorsionado, especialmente por la aplicación de millonarios subsidios que las naciones desarrolladas entregan a su agricultura, lo que genera para países como Chile un escenario de competencia desleal. A su turno, el desmantelamiento de estos subsidios, tanto explícitos como camuflados, se produce con enorme lentitud, afectando a las economías en desarrollo. 

Pero también existe una brecha tecnológica que implica competir en desventaja y dentro de ellas la biotecnología juega un rol preponderante. Siendo el cultivo de vegetales genéticamente modificados parte importante de esa tecnología, un país como el nuestro requiere normarla, regularla y permitir que conviva con las alternativas convencional y orgánica.


Como se sabe, en Chile multiplicamos semillas de cultivos genéticamente modificados o transgénicos sólo para ser exportados estando prohibida su comercialización en el mercado interno, sin embargo está permitida su importación para ser comercializada y consumida.  En otras palabras, en Chile se comercializan y consumen productos genéticamente modificados pero abastecidos por agricultores extranjeros y no por chilenos, lo que es una paradoja absurda que perjudica a nuestros agricultores. Este es un elemento esencial que tuvimos presentes los autores de esta iniciativa.

El proyecto no aspirar a que nuestro país se inicie en los cultivos de VGM ni promueve su consumo por la población o se utilicen para alimentación animal, porque eso ya ocurre. En Chile se cultivan, crecientemente, miles de hectáreas de VGM y se consume una amplia variedad de productos que provienen de esta tecnología. El proyecto pretende normarla por ley como ocurre en la mayoría de los países del mundo, cubriendo aspectos tales como la investigación, comercialización, evaluación y control, etiquetado e identificación, zonas restringidas, fiscalización, sanciones y multas, entre otros. Esta moción aborda el tema integralmente y no en forma parcial como ocurre con otros proyectos en trámite en el Congreso y lo hace de cara a una realidad indiscutible: Chile no es un país libre de este tipo de cultivos porque se realizan desde hace años, como se ha dicho, en forma creciente, por lo tanto, lo serio y responsable es contar con una legislación.


Por otra parte, la enorme mayoría de los invitados que recibió la Comisión se mostró favorable de contar con una ley en Chile que regule esta materia y deje de quedar al arbitrio de la autoridad de turno. Más aún, diría que incluso los detractores de los cultivos transgénicos entregan argumentos que respaldan y justifican contar con una normativa como la aprobada, sin perjuicio de los perfeccionamientos que requiera en la decisión en particular.


Es abundante la información recabada en torno a que luego de más de una década de aplicación de esta tecnología en varios países desarrollados, no existe evidencia científica que demuestre perjuicios o riesgos para la salud humana, animal o para el medio ambiente. Más aún, la Comisión conoció declaraciones de científicos connotados mundialmente, así como de relevantes organismos internacionales, que respaldan este argumento y más todavía, resaltan los beneficios de los VGM en la producción de alimentos.  Las ventajas de esta tecnología en la producción de combustibles vegetales, se aprecia como un aporte a las dificultades energéticas que enfrenta el mundo y muy especialmente a disminuir la contaminación ambiental.


Desde un punto de vista agrícola los alcances de la biotecnología en la producción de alimentos de calidad y para ser producidos en condiciones que en el pasado cercano se apreciaban como un imposible, son insospechados. Cultivos resistentes a condiciones de sequía, salinidad del suelo y otras, se agregan al control de malezas e insectos sin uso de agroquímicos, con todos los beneficios que ello trae aparejado.


Por último, no puedo dejar de manifestar mi preocupación por lo expresado en la Comisión por autoridades del Ejecutivo, en el sentido de que el Gobierno no patrocina esta iniciativa dado el acuerdo político que la Presidenta de la República, señora Bachelet contrajo en su campaña con grupos contrarios a esta tecnología. Junto con señalar que esta es una iniciativa parlamentaria, transversal políticamente, me parece muy injusto con el sector agrícola privarlo de una legislación moderna y sobre todo “franca” y realista por un acuerdo basado en argumentos que no se sostienen científicamente. El país no puede postergar indefinidamente decisiones relevantes para su desarrollo, más aún cuando se pone como objetivo constituirse en una potencia agroalimentaria en lo que a agricultura se refiere. No me parece razonable que un grupo minoritario, por muy respetable que sea, contrario a los cultivos genéticamente modificados pero cuyos argumentos permiten deducir que se requiere de una ley que los regule, impida que procedamos al igual que lo hacen los países desarrollados, teniendo una ley biotecnología al menos en el ámbito de los cultivos agrícolas. Llamo al Gobierno a cooperar para sacar adelante este proyecto.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la principal razón para votar a favor del proyecto es la necesidad de regular un hecho que hoy ocurre de facto. Este proyecto de ley no busca autorizar algo que hoy está prohibido, introduciendo al país algo nuevo o cuyo uso es actualmente clandestino. Sólo busca normar coherentemente una realidad que existe y se permite, pero de una manera absurda. Tanto así, que el propio Gobierno llegó a la misma conclusión en junio de 2003, cuando el informe que la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología entregó al Presidente de la República señalaba  la necesidad de contar con una ley que regule de mejor manera la actual  presencia de OGM.


Hoy, en materia de biotecnología, sólo contamos con reglamentos específicos y de efectos limitados. El resultado de este mosaico reglamentario es que se autoriza la siembra OGM para exportación, pero se prohíbe su comercialización al interior del país. En paralelo, está permitida la importación de OGM y su comercialización como alimento animal. Así, el actual marco no impide la presencia de OGM en Chile, pero sí impide que dicha presencia tenga origen chileno y reditúe a nuestros agricultores. 


Desde el punto de vista de los consumidores, el hecho de que alimentos con características sustantivamente distintas se comercialicen sin identificación explícita viola el derecho a saber de los consumidores.  El proyecto corrige esta situación, y exige el etiquetado de los OGM con características distintas.


Pero aún no me he referido a los beneficios de los OGM en sí. Desde el punto de vista de salud pública, el principal beneficio lo constituye la posibilidad de producir alimentos básicos más nutritivos. Por ejemplo, en el arroz se introdujeron genes que producen el elemento precursor de la vitamina A. Gracias a ello, esta variedad -denominada arroz dorado-  contiene más vitamina A. Dado que más del 50% de la población mundial se alimenta de arroz, esta técnica podría ayudar a combatir la carencia global de vitamina A, un grave problema en el mundo en desarrollo.


También en el plano de la salud pública, la producción de OGM permite  producir plantas a partir de las cuales se crean vacunas, proteínas y otros productos farmacéuticos. Por último, aunque existe preocupación por la transferencia de genes alergénicos (el ejemplo clásico es el de la nuez del Brasil), la biología molecular también puede contribuir a caracterizarlos y eliminarlos. En efecto, el incidente de la nuez del Brasil permitió identificar a la proteína alergénica que dicha nuez contiene.


Desde un punto de vista ambiental también existen potenciales beneficios. El principal de ellos se refiere al uso de tierra. La humanidad se apropia hoy, directa o indirectamente, del 24% de toda la producción primaria de la Tierra (la que producen todas las plantas a través de la fotosíntesis). Y esa cifra va en aumento. Nos estamos tomando la Tierra.  Los OGM, al aumentar la productividad, permiten disminuir la presión sobre los ecosistemas, favoreciendo la existencia de espacios para la conservación de la biodiversidad.


Adicionalmente, se pueden cultivar especies resistentes a las plagas y con ello disminuir el uso de químicos. Por ejemplo, existe maíz, algodón y papas que prescinden de la aplicación de un insecticida que contiene la bacteria Bacillus thuringiensis. Además, se puede reducir el impacto de los procesos industriales. Por ejemplo, se han desarrollado vegetales con menor contenido de lignina, lo que permite disminuir el uso de químicos en la elaboración de celulosa, proceso que tantos problemas ha traído al medio ambiente en nuestro país. 


El desarrollo de vegetales específicos permitiría rehabilitar tierras degradadas o menos fértiles. Extensas superficies agrícolas se han salinizado debido a la utilización de prácticas insostenibles de riego. La modificación genética podría, por ejemplo, producir variedades tolerantes a la sal y recuperar esos terrenos. Se podría también rehabilitar tierras degradadas, mediante la producción de organismos destinados a recuperar los nutrientes y reconstituir la composición del suelo.


Y una última consideración ambiental. En un mundo donde los problemas ecosistémicos más graves se derivan del creciente uso de la energía fósil, la posibilidad de aumentar la productividad energética de los vegetales con miras a la producción de biocombustibles asoma promisoria.  

El último plano es el económico-social. Las zonas agrícolas de Chile concentran las más altas tasas de pobreza del país. Las mismas características de los OGM aducidas en el plano ambiental permitirían una mejora económica para el mundo agrícola. Los OGM aumentan la productividad por unidad de terreno; disminuyen las pérdidas ocasionadas por factores climáticos, como heladas y sequías; disminuyen el volumen, y por consiguiente el costo, de ciertos insumos: herbicidas, pesticidas, etc.; atenúan los requerimientos de los alimentos durante el almacenamiento y el transporte hacia el mercado, lo cual propiciaría mejores oportunidades comerciales y reduciría el enorme desperdicio que se produce durante esas operaciones.


El Honorable Senador señor Naranjo se sumó a la propuesta de esta iniciativa, por la consideración de que, así como en el pasado, fue necesario legislar para fijar bases de fomento a la agricultura orgánica, hoy es indispensable abordar una materia que no se encuentra regulada por ley, dado que es conveniente que Chile cuente con un régimen de coexistencia de cultivos agrícolas que permitan, junto con aprovechar los beneficios de la biotecnología moderna en el incremento del rendimiento y la productividad de los suelos agrícolas, con pleno resguardo de la salud humana, de la sanidad vegetal y animal y del medio ambiente,  el desarrollo armónico de una agricultura orgánica orientada a los mercados de exportación.  Estimó que materializar de aquella oportunidad  requiere que el Congreso Nacional y la sociedad se aboquen a un debate de fondo sobre las ventajas y los riesgos eventuales asociados a las actividades de aplicación de las investigación de la biotecnología moderna y de los usos regulados de los vegetales genéticamente modificados, posible en el marco de este proyecto, sin perjuicio de los indispensables mejoramientos que requerirá su debate en particular.

- - -


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones Generales 


Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan  la generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de VGM, en lo que se refiere a investigación, uso confinado, cultivo, producción, introducción al medio ambiente, comercialización, importación, exportación, almacenamiento, transporte y disposición final. 


Artículo 2º.- Son objetivos de la presente ley fomentar el desarrollo nacional de la biotecnología moderna de los vegetales genéticamente modificados, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.


Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 

a) ADN: ácido desoxirribonucleico, molécula que conforma los cromosomas y contiene la información genética de un organismo;

b) Biotecnología moderna: Técnicas de ingeniería genética consistentes en la utilización de organismos biológicos y sus partes que han sido modificados ya sea por la introducción de genes foráneos o bien mediante la fusión de células, ambos en condiciones que no ocurren normalmente en la naturaleza;
c) Bioseguridad: Conjunto de acciones y medidas de evaluación, monitoreo, control y prevención previstas en la realización de actividades con vegetales genéticamente modificados, con el objeto de precaver, prevenir, evitar o reducir los riesgos que dichas actividades pudieran ocasionar a la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente;

d) Centro de origen y diversidad genética: Areas geográficas del territorio nacional, así declaradas por decreto supremo, en las que una determinada especie haya sido domesticada por primera vez y en las que se albergan poblaciones de los parientes silvestres de dicha especie, diferentes razas o variedades de la misma y que constituyen una reserva genética;

e) CONICYT: Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica;

f) Equivalencia sustancial: Condición de un VGM o productos derivados de VGM en la que su composición genética no modifica aspectos generales cualitativos o cuantitativos nutricionales, en comparación a su homólogo convencional;

g)
Evento de transformación: Vegetal producido por un experimento puntual mediante la introducción artificial de uno o más genes;

h) Flujo génico: Se refiere al movimiento, dispersión e incorporación de genes tanto dentro como entre individuos, poblaciones y taxas mayores; 
i) Gen: Unidad de información hereditaria constituida por un segmento de ADN, cuya secuencia contiene la información que especifica un ARN o una proteína; 
j) Ingeniería genética: Técnicas para transferir artificialmente en la célula de un ser vivo información genética proveniente de otro organismo;

k) Introducción: La liberación en el medio ambiente de un vegetal o combinación de vegetales genéticamente modificados;

l) Manipulación: Aplicación de las técnicas de ingeniería genética en vegetales con el objeto de obtener VGM, el cultivo de éstos, su recolección, producción, envasado, almacenamiento, transporte, comercialización y disposición final;

m) Presencia adventicia: Existencia no intencionada de semillas VGM en un lote de semillas convencionales, y que no altera esta última condición mientras se mantenga en una proporción no superior a un 1%;

n) Productos derivados de VGM: Elementos que en su composición final contienen material proveniente de VGM, sin capacidad de transferirlo o replicarlo;
o) Titular: Persona natural o jurídica que se propone desarrollar actividades de biotecnología moderna reguladas por esta ley;

p) Uso confinado: Manipulación de VGM llevado a cabo en lugares cerrados y dotados de elementos de control, que aseguren la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente;

q) Vegetal: toda entidad biológica del reino vegetal capaz de reproducirse o de transferir material genético;

r) Vegetal genéticamente modificado: Vegetal que posee una combinación nueva de material genético como resultado de la aplicación de ingeniería genética, y

s) VGM: Vegetal genéticamente modificado. 


Artículo 4º.- Corresponderá a las autoridades regionales competentes otorgar los permisos necesarios para el desarrollo de las actividades reguladas por ésta; adoptar las medidas necesarias para garantizar la protección de la salud humana, animal y vegetal, de la biodiversidad y del medio ambiente; llevar y actualizar los registros de las actividades; fiscalizar su desarrollo y aplicar las sanciones en caso de inobservancia y, en general, velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley.

Título II

De las actividades de biotecnología moderna en el ámbito de los VGM

Párrafo 1°

Uso confinado de VGM.


Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, que se proponga ejecutar la actividad de uso confinado de VGM deberá, previamente, informarlo por escrito a la Autoridad Regional respectiva, acompañando al efecto los siguientes antecedentes:

a) Individualización del titular;

b) Información del fin o fines del uso confinado;

c) Singularización del establecimiento en que se desarrollarán las actividades de uso confinado, y

d) Indicación de la forma en que se cumplirán los requisitos éticos y técnicos contenidos en el Manual de Normas de Bioseguridad de CONICYT.


Artículo 6º.- El titular deberá mantener a disposición de la Autoridad Regional respectiva toda la información relativa al uso confinado de VGM, para cuando ella lo requiera.

Párrafo 2°

Introducción al medio ambiente de VGM 

con fines de investigación.


Artículo 7º.- Toda persona natural o jurídica, que se proponga introducir en el medio ambiente un VGM con fines de investigación, deberá obtener en forma previa el permiso correspondiente en los términos establecidos en las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 8º.- Para efectos del otorgamiento del permiso, el titular de la actividad deberá presentar ante la Autoridad Regional respectiva, una solicitud que contenga la siguiente información: 

a) Individualización del titular;

b) Caracterización del VGM que pretende introducirse en el medio ambiente;

c) Indicación del  propósito de la investigación;

d) Identificación de la región, provincia, comuna y lugar donde se pretende introducir el VGM, incluyendo la especificación de la superficie total y del predio particular en la que se realizará;

e) El informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan;

f) Las medidas de bioseguridad que se adoptarán para la introducción en el medio ambiente;

g) Los antecedentes sobre la introducción en el medio ambiente del VGM de que se trate, en otros países o en experiencias anteriores en Chile, cuando corresponda;

h) Medidas que se proponen para el almacenamiento, transporte y disposición final del VGM;

i) El plan de seguimiento de la actividad que da origen al permiso, y

j) Un extracto de la solicitud y del informe de evaluación de riesgos.


Artículo 9º.- El titular de la actividad deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, dentro de los 30 días siguientes de concluida la investigación permitida, un informe final que contenga los siguientes antecedentes:

a) Copia del permiso que autorizó la introducción al medio ambiente del VGM con fines de investigación;

b) Resultado de la investigación realizada y de su plan de seguimiento;

c) Forma en que se dio cumplimiento de las medidas de almacenamiento, transporte y disposición final de los VGM objeto de la investigación y sus desechos, y

d) Plan de seguimiento del terreno en que se efectuó la introducción al medio ambiente del VGM.

Párrafo 3°

Introducción al medio ambiente de VGM o

productos derivados de VGM con fines de comercialización.


Artículo 10.- Cualquier persona natural o jurídica, que se proponga introducir en el medio ambiente un VGM o productos derivados de VGM, con fines de comercialización, deberá obtener en forma previa, un permiso a la Autoridad Regional respectiva, de acuerdo a las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 11.- Tratándose de la introducción en el medio ambiente con fines de comercialización de un VGM o de productos derivados de VGM, que hayan sido objeto de un permiso de conformidad con el párrafo anterior, el titular deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, una solicitud de permiso que incluirá:

a) Individualización del titular;

b) El permiso otorgado y el informe final que de cuenta de los resultados de la actividad de investigación;

c) Las medidas específicas necesarias para dar cumplimiento a los requisitos de identificación y etiquetado, cuando corresponda; 

d) El informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan;

e) Las condiciones de uso, manejo y embalaje para efectos de su comercialización;

f) Las medidas que se proponen para su almacenamiento, transporte y disposición final, y

g) Un extracto de la solicitud y del informe de evaluación de riesgos.


Artículo 12.- En el caso de la introducción en el medio ambiente con fines de comercialización de un VGM o de productos derivados de VGM que no hayan sido objeto de un permiso de conformidad con el párrafo anterior, el titular deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, una solicitud de permiso que, además de la información señalada en el artículo precedente, deberá incluir: 

a) El origen del VGM o de su producto derivado, con indicación, si fuere importado, del país en que se ha desarrollado, el laboratorio y los científicos que han participado en dicho desarrollo;

b) Caracterización del VGM o de su producto derivado, indicando la modificación genética incorporada;

c) Un informe que de cuenta de los resultados de la introducción del VGM o de su producto derivado al medio ambiente con fines de investigación, y

d) En el caso de un  VGM o producto derivado de VGM que haya sido importado, un certificado emitido por la autoridad competente del país de origen que de cuenta de los resultados de su introducción al medio ambiente.

Párrafo 4°

Producción y comercialización de Alimentos VGM.


Artículo 13.- El titular que se proponga producir o comercializar alimentos VGM o derivados de VGM, para consumo humano, deberá obtener, además del permiso regulado en el párrafo anterior, la correspondiente autorización de conformidad con las disposiciones del Código Sanitario y del Reglamento Sanitario de Alimentos.


Artículo 14.- Tratándose de la producción o comercialización de alimentos VGM o derivados de VGM, para consumo animal, el titular deberá obtener, además del permiso regulado en el párrafo anterior, la autorización que corresponda de acuerdo con la Ley N° 18.755, el Reglamento de Alimentos para animales y las resoluciones específicas dictadas sobre la materia.

Párrafo 5º

Procedimiento para el otorgamiento de permisos.


Artículo 15.- Las solicitudes de permiso deberán presentarse ante la Autoridad Regional respectiva y cumplir con los requisitos establecidos, respectivamente, en los artículos 8°, 11 y 12. En caso contrario, no serán admitidas a tramitación, dictándose una resolución fundada dentro de los 5 días siguientes a la presentación, la que será notificada al titular.


Artículo 16.- Los titulares de las actividades reguladas en este título deberán indicar en su solicitud qué información de la presentada debe tener el carácter de confidencial, debiendo toda autoridad adoptar las medidas necesarias para evitar su divulgación.

En ningún caso podrá tener el carácter de  confidencial:

a) La identificación del titular de la actividad;

b) La descripción general del VGM;

c) La finalidad, región y comuna en la que se realizará la actividad; 

d) La evaluación de los posibles riesgos a la salud humana, sanidad animal o vegetal, a la biodiversidad o al medio ambiente, y

e) Las medidas de bioseguridad, monitoreo, control y emergencia.
 


Artículo 17.- En caso de cumplir la solicitud con los requisitos exigidos para ser admitida a tramitación, la Autoridad Regional respectiva, dentro del plazo de 10 días contado desde la fecha de presentación de aquélla, podrá solicitar al titular las aclaraciones, rectificaciones o antecedentes complementarios, quien deberá acompañarlos, conjuntamente con un nuevo extracto de la solicitud, del informe de evaluación de riesgos y de los nuevos antecedentes, en el plazo que la Autoridad Regional respectiva determine, el que no podrá ser inferior a 15 días contados desde la fecha de la notificación respectiva.


Artículo 18.- El extracto respectivo será visado por la Autoridad Regional respectiva dentro de los 5 días siguientes a su presentación, para su publicación por el titular en el Diario Oficial correspondiente al día 1º o 15 o el día siguiente hábil si fuera feriado.


El mismo extracto se publicará además en un Diario de circulación nacional o regional correspondiente al lugar donde se realizará la actividad cuyo permiso se solicita, el día domingo siguiente a su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 19.- Una vez concluido el proceso de evaluación de riesgos y de participación ciudadana a que se refieren los Títulos III y IV de esta ley, la Autoridad Regional respectiva se pronunciará mediante resolución fundada, sobre la solicitud de permiso, acogiéndola o rechazándola. Esta resolución será notificada por carta certificada al titular y a las personas naturales o jurídicas que hubieren formulado observaciones de conformidad a lo establecido en el artículo 29.


La resolución que se pronuncia sobre el otorgamiento del permiso, deberá considerar la evaluación de riesgos y las observaciones formuladas con ocasión de la participación ciudadana y, en caso de otorgar el permiso, establecer las medidas de bioseguridad que se adoptarán para la ejecución de la actividad.


Artículo 20.- La Autoridad Regional respectiva deberá pronunciarse sobre el otorgamiento del permiso que se trate, dentro del plazo de 60 días contado desde la fecha de la publicación del extracto en el Diario Oficial.


Artículo 21.- Si transcurrido el plazo a que se refiere el artículo anterior, la Autoridad Regional respectiva no se ha pronunciado sobre el otorgamiento del permiso solicitado, se entenderá, para todos los efectos, que éste ha sido otorgado en los mismos términos indicados en la solicitud respectiva.


Artículo 22.- La Autoridad Regional respectiva que otorgue el permiso dispondrá su inscripción en el pertinente Registro en los términos regulados en el Título VI.


Artículo 23.- Los permisos que se otorguen de conformidad con las disposiciones a esta ley, tendrán vigencia indefinida. 


Artículo 24.- El titular de un permiso otorgado en conformidad con esta ley, deberá informar a la Autoridad Regional respectiva toda situación nueva o accidente del que tome conocimiento y pueda poner en riesgo la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.
Título III

De la evaluación de las actividades.


Artículo 25.- El desarrollo de las actividades relacionadas con VGM o de productos derivados de VGM que regula esta ley, se llevará a efecto cuidando la salud humana, la sanidad animal o vegetal, la biodiversidad o el medio ambiente.


Artículo 26.- Los titulares de las actividades que conforme a las disposiciones del Título II requieren contar con un permiso para su ejecución, conjuntamente con la solicitud pertinente, deberán presentar un informe de evaluación, que de cuenta de las materias a que se refiere el artículo siguiente. 


Artículo 27.- El informe de evaluación deberá contemplar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Información botánica, agrícola y biológica de la especie a la cual pertenece el VGM y de las especies nativas, introducidas y cultivadas relacionadas con éste;

b) Información sobre origen, forma de cultivo, existencia de cultivares evolucionados, sistema de reproducción, ciclo de vida, polinización, agente polinizante, estado de conservación y el endemismo de especies, en el caso de las especies nativas relacionadas al VGM;

c) Información sobre el tipo de cultivo y estado de naturalización tratándose de especies introducidas relacionadas al VGM; 

d) Información sobre cualquier característica genotípica y fenotípica nueva que se relacione con el VGM

e) Información sobre flujo génico del VGM por polen, por semilla y su potencialidad en la formación de banco de semillas;

f) Información sobre el uso derivado de la modificación genética del VGM

g) Información sobre la equivalencia substancial del VGM con respecto a su homólogo no modificado, cuando el permiso tenga por objeto la comercialización del VGM o del producto derivado de VGM;

h) Información sobre eventuales efectos para la salud humana o la sanidad animal, tales como potencialidad patogénica, toxicológica, efecto y actividad de todas las proteínas introducidas durante el proceso de modificación genética; potencialidad alergénica, factores antinutricionales, digestibilidad y niveles de ingesta diaria aceptable para el alimento;

i) Información sobre las características de la expresión constitutiva o tejido específico del VGM con indicación de los genes introducidos y los niveles de expresión y evolución temporal de éstos, en relación con el ciclo de la planta, cuando el permiso tenga por objeto la comercialización del VGM o del producto derivado de VGM;

j) Evaluación sobre la probabilidad de ocurrencia de efectos en la salud humana, la sanidad animal o vegetal, la biodiversidad o el medio ambiente, considerando la información precedente, teniendo en cuenta el nivel y el tipo de exposición del probable medio receptor del VGM; y

k) Proposición de las medidas y exigencias a ser adoptadas por el titular, según proceda, para abordar los efectos identificados.

Título IV

De la información y participación ciudadana. 



Artículo 28.- Cualquier persona natural o jurídica tendrá acceso a la información general con que cuente la autoridad nacional y regional sobre los VGM en Chile, y podrá imponerse de las solicitudes y de las evaluaciones de riesgos relativas al otorgamiento de cualquiera de los permisos contemplados en esta ley.


Dicha información se mantendrá disponible en las oficinas respectivas de la Autoridad Regional respectiva, con excepción de la información confidencial, conforme a lo establecido en el artículo 16.



Artículo 29.- Cualquier persona natural o jurídica, dentro del plazo de 15 días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso segundo del artículo 18, podrá formular observaciones a la solicitud, al informe de evaluación de riesgos y a los demás antecedentes. Estas observaciones deberán constar por escrito y ser acompañadas por los antecedentes que las sustentan.

Título V

De la identificación y etiquetado

Párrafo 1°

Identificación de VGM y sus productos derivados.


Artículo 30.- Las personas naturales o jurídicas que transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten VGM o productos derivados de VGM, deberán velar porque la información indicada en el artículo siguiente conste por escrito y sea entregada a quien los adquiere.


Artículo 31.- Los VGM y sus productos derivados que se transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten, para uso confinado o para introducción en el medio ambiente con fines de investigación o comercialización, deberán ir acompañados de la siguiente documentación:

a) Individualización del VGM o del producto derivado de VGM, consignando sus rasgos o características relevantes;

b) Especificación de cualquier exigencia para la seguridad de la manipulación, almacenamiento, transporte y disposición final, y

c) Identificación de la persona que transfiere el VGM o el producto derivado de VGM y de la persona que lo adquiere, con el objeto de obtener información adicional.


Artículo 32.- Las personas naturales o jurídicas que transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten VGM o productos derivados de VGM, deberán conservar la información señalada en el artículo anterior, durante los cinco años posteriores a cada transacción.

Párrafo 2°

Etiquetado de VGM o productos derivados de VGM.


Artículo 33.- Tratándose de VGM o productos derivados de VGM que no sean substancialmente equivalentes a los productos convencionales, en sus características relevantes, y que se pretendan introducir en el medio ambiente con fines de comercialización, sea que se expendan envasados o a granel, deberán indicar en un lugar destacado de su etiqueta una leyenda impresa que establezca claramente la característica distintiva que los diferencia del producto convencional, tales como “mayor contenido de aceite”, “contiene omega 3”, “contiene lisina”, etc.
Artículo 34.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las etiquetas o indicaciones de los VGM o productos derivados de VGM deberán contener además:

a) Información de la composición alimenticia, propiedades nutricionales, siempre que las características sean significativamente diferentes a las del alimento homólogo convencional, cuando se trate de alimentos para uso humano o animal, y

b) Información sobre las características de la combinación genética adquirida y sus implicancias relativas a condiciones especiales y requerimientos de cultivo, así como los cambios en las características reproductivas y productivas, tratándose de semillas o material vegetativo destinado a siembra, cultivo o producción agrícola.


La información antes indicada deberá ser clara, entendible y útil para el consumidor, siendo sustentada en información científica y técnica.

Título VI

De las zonas restringidas

Párrafo 1°

Centros de origen y de diversidad genética.


Artículo 35.- La autoridad competente establecerá las áreas geográficas de Chile que sean centro de origen y de diversidad genética de una especie determinada.



Artículo 36.- Para la declaración de un área del territorio nacional como centro de origen de una especie vegetal, la Autoridad Nacional dictará una resolución en la que se proponga tal declaración que en extracto se publicará en el Diario Oficial y, además, en un diario o periódico de circulación nacional o regional correspondiente al lugar donde se ubique el pretendido centro de origen o diversidad genética, el día domingo siguiente a su publicación en el Diario Oficial.



Artículo 37.- Dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de la última publicación, cualquier persona natural o jurídica, podrá formular observaciones a la resolución, las que deberán constar por escrito y ser acompañadas por los antecedentes que las sustentan.



Artículo 38.- Transcurrido el plazo establecido en el artículo anterior, la Autoridad Nacional, dentro de los 30 días siguientes, deberá dictar una resolución fundada que teniendo en consideración los antecedentes aportados y las observaciones formuladas, se pronunciará sobre la declaración y, en caso de estimar ella es procedente, someterá a la consideración del Presidente de la República la dictación del correspondiente decreto supremo.



El decreto supremo que declare un centro de origen y diversidad genética se publicará en el Diario Oficial.


Artículo 39.-  El decreto supremo será reclamable por cualquier persona dentro del plazo de 10 días contado desde la publicación en el Diario Oficial.


La reclamación se interpondrá ante el juez de letras competente en lo civil del lugar en donde se ubique el centro de origen y diversidad genética, cuando considere que la declaración no se ajusta a los criterios establecidos en el artículo anterior, y se someterá a las normas del procedimiento sumario.

En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.




Artículo 40.- En los centros de origen y de diversidad genética, se podrán realizar actividades de introducción de VGM al medio ambiente siempre que se trate de:

a) VGM distintos a las especies nativas, o

b) VGM de la misma especie a las nativas y se demuestre que no puedan intercambiar genes con éstas.

Párrafo 2°

Áreas protegidas.


Artículo 41.- Son áreas protegidas los parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, reservas de la biosfera, distritos de conservación, reservas naturales, parques marinos, reservas marinas o cualesquiera otras áreas que se encuentren bajo protección oficial.


En dichas áreas sólo podrán realizarse actividades de introducción al medio ambiente de VGM cuando se presenten plagas o contaminantes que pudieran poner en peligro la existencia de especies animales, vegetales o acuícolas, y los VGM hayan sido creados específicamente para evitar o combatir dicha situación.

Título VII

De los registros de las actividades reguladas.

Artículo 42.- Las autoridades competentes llevarán y mantendrán actualizados los siguientes registros públicos:

a) Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación;

b) Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM o de productos derivados de VGM con fines de comercialización; 

c) Registro de alimentos VGM o derivados de VGM para consumo humano

d) Registro de alimentos VGM o derivados de VGM para consumo animal, y

e) Registro de centros de origen y de diversidad genética.


A la autoridad competente corresponderá llevar y mantener actualizados los registros singularizados en las letras a), b), d) y e), y a la autoridad sanitaria le corresponderá llevar y mantener actualizado el registro indicado en la letra c).


Las normas relativas a la organización y funcionamiento de los registros a que se refiere este artículo así como el procedimiento de inscripción, se establecerán en el reglamento respectivo.


Artículo 43.- En el Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación, se inscribirá el permiso establecido en el artículo 7º.


En el Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM o de productos derivados de VGM con fines de comercialización, se inscribirán los permisos a que se refiere el artículo 10.


En el Registro de Alimentos VGM o derivados de VGM para consumo humano, se inscribirá el permiso a que se refiere el artículo 13.


En el Registro de Alimentos VGM o derivados de VGM para consumo animal, se inscribirá el permiso a que se refiere el artículo 14.


En el Registro de Centros de Origen y de Diversidad Genética se inscribirá el decreto supremo que declara la existencia de dichos centros.


Artículo 44.- Las autoridades a cargo de llevar los registros señalados en el artículo 42, a requerimiento de los interesados, deberán otorgar copias de las inscripciones que practiquen en los mismos.

Título VIII

De los Recursos



Artículo 45.- En contra de la resolución que rechaza la solicitud de permiso para la ejecución de las actividades que regula esta ley, o que la acoge estableciendo exigencias que estimadas excesivas, el titular podrá deducir recurso de reconsideración, dentro del plazo de 15 días contado desde su notificación, ante la Autoridad Regional que la dictó y, en subsidio, recurso de reclamación ante la Autoridad Nacional.



Los recursos interpuestos serán conocidos y resueltos por la Autoridad Regional respectiva y la Autoridad Nacional, según corresponda, conforme a las atribuciones establecidas al efecto por su legislación orgánica.


Habiendo sido interpuesto el recurso dentro de plazo y cumpliendo con las condiciones establecidas en el inciso precedente, la Autoridad Regional respectiva dictará una resolución, dentro de los 5 días siguientes a su presentación, en cuyo mérito lo admitirá a tramitación, notificando de ello al titular. De lo contrario, será rechazado de plano.



Artículo 46.- Rechazado total o parcialmente el recurso de reconsideración, se elevará el expediente a la Autoridad Nacional, quien lo conocerá haciendo uso de las atribuciones que le confiere su normativa orgánica. 



La Autoridad Nacional oficiará a la Autoridad Regional que hubiere dictado la resolución reclamada, para que dentro del plazo de 15 días contados desde su recepción, informe al tenor del recurso.



La Autoridad Nacional podrá solicitar la opinión de un experto que de común acuerdo designe con el titular.



Artículo 47.- La Autoridad Nacional deberá resolver el recurso dentro del término que restare para completar 30 días, contado desde su interposición.



Artículo 48.- Las resoluciones que resuelvan los recursos de reconsideración y reclamación, serán notificadas al titular por carta certificada.

Artículo 49.- En contra de la resolución a que se refiere el artículo anterior, el titular podrá recurrir dentro del plazo de 10 días ante el Juez de Letras en lo Civil del lugar en que se pretende desarrollar la actividad objeto de permiso o del domicilio del afectado a elección de este último, el que conocerá conforme al procedimiento sumario.




En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 50.- Las personas naturales o jurídicas que hubieren formulado observaciones en los términos señalados en el artículo 29 y que estimen que ellas no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la respectiva resolución que otorga el permiso, podrán deducir recurso de reconsideración ante la Autoridad Regional respectiva. El plazo de interposición será de 15 días contado desde la notificación que resuelve sobre el permiso respectivo.


El recurso deberá ser fundado y no suspenderá los efectos de la resolución recurrida.


Habiendo sido interpuesto el recurso dentro de plazo y cumpliendo con las condiciones establecidas en el inciso precedente, la Autoridad Regional respectiva dictará una resolución, dentro de los 5 días siguientes a su presentación, en cuyo mérito lo admitirá a tramitación, notificando de ello al recurrente. De lo contrario, será rechazado de plano.



Artículo 51.- Admitido a tramitación el recurso de reclamación interpuesto en los términos del artículo precedente, se procederá en la forma señalada en los artículos 45 a 49 de esta ley.

Título IX

De la fiscalización



Artículo 52.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a la autoridad competente y a la autoridad sanitaria, según proceda.



Artículo 53.- En el ejercicio de la función de fiscalización, los funcionarios de las autoridades competentes, tendrán las siguientes facultades:

a) Ingresar a cualquier inmueble o establecimiento donde se ejecute una actividad regulada por esta ley;

b) Requerir información verbal o escrita o la entrega de antecedentes, documentos, registros e informes relativos a cualquier aspecto de una actividad regulada por esta ley;

c) Inspeccionar, obtener muestras y efectuar pruebas, monitoreos y análisis que se consideren necesarios para la evaluación de los posibles riesgos involucrados en la introducción en el medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM;

d) Supervisar la ejecución de los planes de seguimiento y el cumplimiento de las resoluciones que otorguen los permisos, y

e) Supervisar el cumplimiento de las medidas de bioseguridad adoptadas para la introducción en el medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM.


En caso de negativa u obstrucción a las funciones de fiscalización el juez, a solicitud de la autoridad competente, podrá ordenar el auxilio de la fuerza pública que permita llevar a efecto las medidas de fiscalización necesarias.


Será juez competente para conocer de estas autorizaciones el juez de letras en lo civil del lugar en el que se encuentre ubicada la actividad regulada.

Título X 

De las infracciones y sanciones.



Artículo 54.-
Constituyen infracciones a esta ley:

a) La realización de cualquiera de las actividades reguladas en esta ley, que no cuenten con las autorizaciones o permisos necesarios para su ejecución o desarrollo, en tanto el infractor tenga pleno conocimiento de que se trata de un VGM;

b) La entrega de información incompleta, falsa o adulterada, con el fin de obtener las autorizaciones o permisos que la presente ley establece;

c) La negativa a entregar la información que sea requerida por la autoridad competente, en tanto ella esté o deba estar disponible;

d) El incumplimiento de las condiciones y requisitos contenidos en uno cualquiera de los permisos regulados por la presente ley;

e) El incumplimiento de las instrucciones, órdenes y resoluciones que dicte la autoridad competente con ocasión de la aplicación de esta ley, y

f) La oposición, resistencia u obstrucción a las funciones de fiscalización de la autoridad competente.



Artículo 55.- Las infracciones tipificadas en el artículo anterior, serán sancionadas con amonestación verbal o escrita; multas de entre 50 y 200 unidades tributarias anuales; decomiso de los instrumentos, VGM o productos derivados de VGM, relacionados con las infracciones cometidas; la suspensión o revocación al infractor de las autorizaciones correspondientes; clausura temporal o definitiva parcial o total, de las instalaciones en las que se hayan cometido las infracciones. 



Artículo 56.- Corresponderá a la Autoridad Regional respectiva conocer y resolver de las infracciones a las disposiciones de la presente ley.



La Autoridad Regional respectiva dispondrá el inicio del procedimiento sancionatorio de oficio o por denuncia de los particulares.



La resolución que disponga el inicio del proceso será notificada al infractor, el que deberá formular sus descargos y acompañar las pruebas en el plazo de 30 días contado desde su notificación.



Presentados los descargos por parte del afectado o transcurrido el plazo para su formulación sin que ellos hayan sido formulados, la Autoridad Regional respectiva resolverá fundadamente dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de recepción de los descargos.



En contra de la resolución sancionatoria, el infractor podrá deducir recurso de reclamación dentro del plazo de 30 días, contado desde su notificación, ante el juez de letras en lo civil del lugar en cuyo territorio jurisdiccional se hubiere cometido la infracción. La reclamación se tramitará con arreglo a las normas del juicio sumario.



En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales. 



Artículo 57.- La Autoridad Regional respectiva, mediante resolución fundada, podrá declarar la caducidad del permiso en los siguientes casos:

a) Cuando se realicen actividades que excedan las autorizadas por el respectivo permiso;

b) En caso de reincidencia en el incumplimiento de las condiciones establecidas en el respectivo permiso;

c) En el evento de producirse un cambio de circunstancia o de disponerse de nuevos antecedentes científicos o técnicos, que determinen que el VGM que se trata pueda constituir daño para la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente, y

d) Cuando se acredite que el titular de la actividad no ha desarrollado o ha dejado de desarrollar la actividad permitida, en un plazo superior a dos años.



La resolución que declare la caducidad del permiso será notificada al titular por carta certificada. Este último dispondrá del plazo de 30 días desde su notificación para interponer un recurso de reclamación, siguiendo al efecto el procedimiento establecido en el artículo anterior.


Artículo 58.- Las sanciones aplicadas con motivo de la infracción a la presente ley serán sin perjuicio de las demás que puedan establecer otras leyes.


Artículo 59.- Producido un daño como consecuencia de la ejecución de las actividades por esta ley, los afectados podrán deducir la acción civil indemnizatoria, dentro del plazo de cuatro años contado desde la manifestación evidente del daño.



Se presume legalmente la culpa del autor del daño, si éste hubiere incurrido en algunas de las infracciones establecidas en esta ley y en mérito de dicha infracción, se hubiere producido el daño.

Título XI
Disposiciones Finales



Artículo 60.- Todos los plazos de la presente ley serán de días hábiles.



Artículo 61.- Las notificaciones personales se efectuarán por la autoridad competente o por el funcionario que éste designe al efecto, entregando copia íntegra de la resolución a la persona a quien va dirigida o a su representante. Cualquier día y hora serán hábiles para practicar esta notificación.



De la diligencia de la notificación personal se dejará constancia en un acta que expresará el lugar en que se verifique el acto y la fecha con indicación de la hora. El acta será suscrita por el notificado y en el carácter de ministro de fe, por quien la práctica y, si el primero no quiere o no puede firmar, se dejará constancia de este hecho.



Artículo 62.- Cuando en la presente ley no se haya establecido otro tipo de notificación, ésta se practicará por carta certificada.


Las notificaciones que se practiquen por carta certificada serán dirigidas al domicilio del notificado, dejándose constancia de su despacho mediante el correspondiente recibo de correo, en cuyo caso, los plazos empezarán a correr después de tres días de haber sido recibidos por la empresa de correos dichas cartas.

Disposiciones Transitorias


Artículo 1° transitorio.- Los VGM, productos derivados de VGM y las actividades que hayan sido autorizadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y conforme a la normativa legal y reglamentaria vigente a la fecha de su autorización, se comercializarán, manipularán, utilizarán y ejecutarán en los términos y condiciones establecidos en los permisos respectivos, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de las autoridades competentes.



Artículo 2° transitorio.- Las solicitudes de permisos de las actividades reguladas por esta ley y que se encuentren en trámite a la fecha de su dictación, continuarán tramitándose de acuerdo al procedimiento regulado en la normativa vigente al momento de presentarse la solicitud, y en caso de haberse otorgado autorización, se aplicará lo dispuesto en el artículo precedente.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días  9 y 23 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, y Jaime Naranjo Ortiz, y los días  28 de agosto, 17 octubre y 12 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero y Jaime Naranjo Ortiz.

Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2008.



(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,






Secretaria

>
>
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OFICIO DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, GAZMURI, NARANJO, OMINAMI Y RUIZ ESQUIDE, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN QUE EL SENADO  MANIFIESTE SU SOLIDARIDAD CON EL PUEBLO Y EL GOBIERNO DE ARGELIA, FRENTE A LOS GRAVES ATENTADOS TERRORISTAS QUE HAN SUFRIDO. ASIMISMO, QUE CONDENE EL ACCIONAR DEL GRUPO SALAFISTA POR LA PREDICACIÓN Y EL COMBATE, Y QUE REITERE SU CONVICCIÓN DE QUE MEDIANTE EL DIÁLOGO, LA TOLERANCIA, LA INCLUSIÓN Y EL RESPETO ENTRE PUEBLOS , SE PODRÁ ALCANZAR LA PAZ EN ÁFRICA Y EL MEDIO ORIENTE

(S 1034-12)

>
<
En sesión del día de hoy, la Comisión de Relaciones Exteriores, trató el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz-Esquide, mediante el cual proponen que el Senado manifieste su solidaridad con el pueblo y Gobierno de Argelia, frente a los graves atentados terroristas que han sufrido.  Asimismo, que condene el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, y que reitere su convicción de que mediante el diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos, se podrá alcanzar la paz en África y el Medio Oriente (Boletín Nº S 1.034-12).


Al respecto, cabe hacer presente que el proyecto no mereció objeciones. Lo que se acordó por la unanimidad de sus miembros presentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): ROBERTO MUÑOZ BARRA, Presidente Comisión de Relaciones Exteriores.-JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario>>>
>
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